BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47, 050 – cuarenta y siete mil cincuenta-, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:


Por medio del presente escrito vengo en tiempo y forma a señalar como nuevo domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en la calle Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal, revocando cualquier otro domicilio que haya sido señalado con anterioridad.

Asimismo autorizó para los mismos efectos así  como para imponerse de autos, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional número 4610295, VÍCTOR  HUGO FLORES RAMIREZ con Cédula Profesional número 6207316, así como a  los pasantes en derecho los CC. JESSICA ITZAMARAY DE LA CRUZ DÍAZ, VÍCTOR DANIEL VÁZQUEZ MORENO, VICTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE.

Por lo anteriormente expuesto; 

A USTED C. JUEZ atentamente pido se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por reconocida la personalidad que ostento con el presente escrito

SEGUNDO.- Tenerme por señalado nuevo domicilio para los efectos legales a los que haya lugar.

TERCERO.- Tenerme por autorizada a las personas que se indican para los fines que se precisan.

P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ

México, Distrito Federal a veintiocho de marzo de dos mil once.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXHORTO:________
C. JUEZ DÉCIMO SEGUNDO DE LO CIVIL DE

TLALNEPANTLA CON RESIDENCIA EN

HUIXQUILUCAN, ESTADO DE MÉXICO.

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47, 050 – cuarenta y siete mil cincuenta-, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito y toda vez que como se desprende de exhorto en que se actúa, su Señoría se encuentra facultado para acordar todo tipo de promociones tendientes a la diligenciación del mismo, vengo a proporcionar el domicilio correcto en el que pueden ser emplazados los codemandados, siendo éste el ubicado en  el Lote 12 –doce-, de la manzana sesenta romano guión “A”, del Fraccionamiento denominado “Lomas de Tecamachalco”, ubicado en el Municipio de Huixquilucan, Distrito de Tlalnepantla, Estado de México, también conocido y/o identificado como Casa habitación marcada con el número 17 –diecisiete- de la calle Fuente del Mirador, Colonia Lomas de Tecamachalco, Municipio de Huixquilucan, Estado de México, solicitando que se ordene practicar el emplazamiento en el domicilio que se mencionó para tal efecto.


En el mismo orden de ideas, vengo a autorizar para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, así como para recoger en su momento procesal el exhorto al rubro citado, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional número 4610295, VÍCTOR  HUGO FLORES RAMIREZ con Cédula Profesional número 6207316, así como a  los pasantes en derecho los CC. JESSICA ITZAMARAY DE LA CRUZ DÍAZ, VÍCTOR DANIEL VÁZQUEZ MORENO, VICTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento, realizando las manifestaciones vertidas en el presente escrito, acordando de conformidad lo solicitado.
P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ

Huixquilucan, Estado de México a     de           de dos mil once.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXHORTO:________
C. JUEZ DÉCIMO TERCERO DE LO CIVIL DE

TLALNEPANTLA CON RESIDENCIA EN

HUIXQUILUCAN, ESTADO DE MÉXICO.

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47, 050 – cuarenta y siete mil cincuenta-, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito y toda vez que como se desprende de exhorto en que se actúa, su Señoría se encuentra facultado para acordar todo tipo de promociones tendientes a la diligenciación del mismo, vengo a proporcionar el domicilio correcto en el que pueden ser emplazados los codemandados, siendo éste el ubicado en  el Lote 12 –doce-, de la manzana sesenta romano guión “A”, del Fraccionamiento denominado “Lomas de Tecamachalco”, ubicado en el Municipio de Huixquilucan, Distrito de Tlalnepantla, Estado de México, también conocido y/o identificado como Casa habitación marcada con el número 17 –diecisiete- de la calle Fuente del Mirador, Colonia Lomas de Tecamachalco, Municipio de Huixquilucan, Estado de México, solicitando que se ordene practicar el emplazamiento en el domicilio que se mencionó para tal efecto.


En el mismo orden de ideas, vengo a autorizar para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, así como para recoger en su momento procesal el exhorto al rubro citado, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional número 4610295, VÍCTOR  HUGO FLORES RAMIREZ con Cédula Profesional número 6207316, así como a  los pasantes en derecho los CC. JESSICA ITZAMARAY DE LA CRUZ DÍAZ, VÍCTOR DANIEL VÁZQUEZ MORENO, VICTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento, realizando las manifestaciones vertidas en el presente escrito, acordando de conformidad lo solicitado.
P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ

Huixquilucan, Estado de México a     de           de dos mil once.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respeto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, vengo a exhibir como ANEXO UNO, oficio y exhorto debidamente diligenciado ante el Juez Décimo Tercero Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla con residencia en Huixquilucan, Estado de México, del que se desprende y acredita, que los codemandados fueron emplazados el día 14 de abril de 2011.

En el mismo orden de ideas, vengo a acusar la REBELDÍA en que incurrieron los codemandados, al no haber dado contestación a la demanda incoada en su contra, solicitando se tenga por precluido el derecho que tuvieron para tal efecto.

En consecuencia, solicito a su Usía se sirva admitir las pruebas ofrecidas por mi representada, señalando día y hora para que tenga verificativo la audiencia de desahogo de pruebas, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento, realizando las manifestaciones vertidas en el presente escrito, acordando de conformidad lo solicitado.
P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ

México, Distrito Federal a diecisiete de mayo de dos mil once.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respeto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a dar contestación a las absurdas e improcedentes excepciones y defensas opuestas por mi contraria.

CONTESTACIÓN A LAS EXCEPCIONES


PRIMERA.- La excepción correlativa que en este apartado se contesta, intitulada por mi contraria como “Excepción de Incompetencia por Declinatoria”, resulta IMPROCEDENTE E INFUNDADA, en virtud de que la codemandada de forma dolosa y contraria a derecho, pretende hacer creer a su Usía que resulta incompetente por razón de territorio para conocer del presente juicio, atendiendo a que el inmueble objeto de hipoteca se encuentra fuera de la jurisdicción territorial de este H. Juzgado.


Sin embargo, cabe señalar que la competencia por cuestión de materia y TERRITORIO son PRORROGABLES, tal y como lo dispone el artículo 149 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.

Tomando en consideración lo anterior y toda vez que las partes en el documento base de la presente acción, en específico en la cláusula “VIGÉSIMA SEGUNDA”, manifestaron su voluntad y consentimiento en someterse para cualquier cuestión inherente al contrato de marras a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal, habiendo RENUNCIADO EXPRESAMENTE a cualquier otra jurisdicción que pudiese llegarles a corresponder por cualquier otro domicilio.
En consecuencia, si las partes se sometieron a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal y renunciaron expresamente a cualquier otra jurisdicción que pudiese corresponderles por razón de territorio como lo es el domicilio, es evidente que su Señoría es quien resulta COMPETENTE para conocer del presente juicio, ya que como lo dispone el artículo 151 del Código Procesal Civil de esta entidad, es Juez competente aquel al que los litigantes se hubiesen sometido expresa o tácitamente cuando se trate de fuero renunciable como acontece en el caso concreto.
Cabe precisar, que conforme al artículo 152 del ordenamiento legal ya invocado, las partes en el presente juicio se sometieron EXPRESAMENTE a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común de esta entidad, toda vez que los contratantes de forma clara y terminante, manifestaron su voluntad y consentimiento en la cláusula “VIGÉSIMA SEGUNDA” del contrato básico de la acción, al renunciar a cualquier otra competencia que les llegase a corresponder por cuestión de territorio; renuncia que como se ha precisado con antelación, es perfectamente válida y legal, ya que la competencia por territorio si es prorrogable.

Por último, cabe precisar a su Usía, que el consentimiento y la voluntad de las partes es la Ley suprema de los contratos, razón por la cual si las partes pactaron y fue su voluntad renunciar a la competencia por cuestión de domicilio (territorio), y en consecuencia pactaron someterse a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal, conforme a los artículos 149, 151 y 152 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, su Señoría es el competente para conocer del presente negocio.

Por lo anterior, la excepción correlativa que en este apartado se contesta, deberá de DESECHARSE DE PLANO conforme lo establece el artículo 164 del Código Adjetivo, toda vez que en autos existen documentos que acreditan fehacientemente que mi contraria se sometió expresamente a la jurisdicción de este Tribunal, documento que consiste en el contrato base de la presente acción y en consecuencia, en términos del artículo 168 párrafo segundo del Código Adjetivo, se le deberá de imponer la sanción pecuniaria que dicho numeral refiere.
SEGUNDA.- La excepción correlativa que en este apartado se contesta, denominada por mi contraria como “Excepción de Falta de Personalidad y Legitimación Procesal del Actor”, resulta ABSURDA, IMPROCEDENTE e INFUNDADA, toda vez que la misma se base en el supuesto hecho de que el C. Juan David Hernández García (quien es apoderado legal de mi representada y quien signó el escrito inicial de demanda) carece supuestamente por completo de personalidad jurídica para promover la demanda, ofrecer pruebas y demás actos jurídicos que refiere mi contraria, esto, atendiendo a que supuestamente se exhibió un poder diverso al precisado en el escrito inicial de demanda, situación que no es acorde a la realidad.
En efecto, tal y como se desprende de la foja uno del escrito inicial de demanda, el Apoderado Legal de mi representada el C. Juan David Hernández García, promovió la demanda con la que inicia el presente juicio, refiriendo en la misma que acreditaba su personalidad en términos de la copia certificada del instrumento notarial número 47,050, de fecha 26 de mayo de 2006, mismo que fue exhibido en dicha demanda como ANEXO UNO y el cual obra agregado en autos; instrumento notarial con el que de forma fehaciente se acredita la PERSONALIDAD de dicha persona como Apoderado Legal de la actora, así como las facultades del mismo para iniciar el presente juicio, quedando desde ese momento plenamente acreditada la legitimación activa así como la personalidad del Apoderado ya referido y no como dolosamente mi contraria pretende hacer creer a su Señoría.

De lo anterior se desprende, que mi representada SI exhibió en la demanda inicial, el instrumento notarial correcto y con el que se acredita que la parte actora otorga poder al Apoderado Legal que promovió el escrito inicial de demanda, razón por la cual debe de declararse IMPROCEDENTE e INFUNDADA la excepción correlativa que se contesta.

Amén de lo anterior, cabe precisar a su Señoría, que dentro del juego de copias de traslado con las que se emplazó a mi contraria y que la misma exhibió al momento de dar contestación a la demanda, se desprende y aprecia, que dentro de dicho juego de copias, aparece copia del Instrumento Notarial 47,050, por medio del cual mi representada otorgó poder suficiente al C. Juan David Hernández García, siendo este instrumento, el mismo que refirió en la demanda tanto en el primer párrafo como en la prueba marcada con el numeral 1, siendo dicho poder notarial el que se exhibió como anexo uno con la demanda y que obra agregado en autos.
De lo anterior se desprende y acredita, que el C. Juan David Hernández García TIENE PLENAMENTE ACREDITADA LA PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES OTORGADAS POR LA PARTE ACTORA y no por persona moral distinta como dolosa y falsamente pretende hacerle creer mi contraria a efecto de evadir sus obligaciones de pago.

Es necesario recalcar a su Usía, que desde el momento en que se emplazó a los codemandados, los mismos tienen el derecho y la facultad de asistir al Local del Juzgado y verificar el expediente del juicio en que se actúa, así como todos y cada uno de los documentos que mi representada haya exhibido, por lo que no puede alegar que no tenia conocimiento del instrumento notarial que se exhibió con la demanda inicial y mas aún, cuando del propio juego de copias de traslado que mi contraria exhibe, se desprende que se le corrió traslado con dicho poder (47,050) que alega que no fue exhibido por mi poderdante en  el escrito inicial, situación que como ya se ha precisado es FALSA, ya que si se exhibió en la demanda como anexo uno, tan es así, que obra en autos dicho poder.


Por lo anterior, se deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADA la excepción que en este apartado se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

TERCERA.- La excepción correlativa que en este apartado se contesta, denominada por mi contraria como “Excepción de Pago”, resulta IMPROCEDENTE, DOLOSA e INFUNDADA, toda vez que con los estados de cuenta que exhibe, de ninguna manera acredita estar al corriente en sus obligaciones de pago.

Asimismo, con la presente excepción se acredita el dolo y la mala fe con la que se conduce mi contraria, ya que pretende de forma indebida, contraria a derecho y deshonesta, HACER VALER 2 VECES CADA UNO DE LOS PAGOS QUE EFECTÚO, tratando de sorprender de esta forma, la buena fe de su Usía, toda vez que como se desprende de la narración de la excepción que se contesta, en específico en el párrafo CUARTO de dicha excepción, mi contraria refiere los pagos que mes con mes se detallan en los Estados de Cuenta denominados “Estados de Cuenta de su Crédito Hipotecario” y por otra parte, en el párrafo QUINTO de dicha excepción, la enjuiciada señala COMO SUPUESTOS PAGOS INDEPENDIENTES Y DIVERSOS A LOS YA MENCIONADOS, los pagos que se detallan en los Estados de Cuenta identificados como “Estado de cuenta Enlace Tradicional”, ACLARANDO QUE SE TRATAN DE LOS MISMOS PAGOS, HACIENDO NOTAR A SU SEÑORÍA QUE LOS DOS TIPOS DE ESTADO DE CUENTA TIENEN EL MISMO NÚMERO DE CUENTA Y QUE ES EL 171016080.

Es menester referir a su Usía, que derivado de que mi representada tenía la facultad de cargar a la cuenta de cheques ya mencionada, el importe de los pagos mensuales en los casos en que hubiere fondos en dicha cuenta, es por lo que aparecen reflejados los mismos movimientos en ambos estados de cuenta, reiterando que se trata de un solo pago pero detallado en dos estados de cuenta por las razones que mas adelante se precisarán, aclarando que el hecho de que mi representada pudiera cargar a dicha cuenta los pagos mensuales, era simplemente una facultad mas no una obligación, tal y como se pactó en la cláusula “DÉCIMA “ del contrato base de la presente acción.

En efecto, se trata de la misma cuenta, simplemente que se expiden 2 estados de cuenta, ya que en los Estados de Cuenta identificados como “Estados de Cuenta de su Crédito Hipotecario”, se hace el detalle ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE de los movimientos del crédito hipotecario que se les concedió a los demandados, mientras que en los Estados de Cuenta identificados como “Estado de cuenta Enlace Tradicional”, se hace el detalle de los movimientos personales de dicha cuenta, ASÍ COMO LOS MOVIMIENTOS QUE SE HACEN RESPECTO AL CRÉDITO HIPOTECARIO CONCEDIDO POR MI REPRESENTADA, siendo estos movimientos los que aparecen como “CARGO DCTO CARTERA 001345206”, con lo que queda plenamente acreditado que en ambos estados de cuenta se desglosan los mismos movimientos sin que esto se traduzca en un doble pago, mas aún cuando los estado de cuenta del crédito hipotecario, no son un recibo de pago, sino que solamente reflejan los pagos efectuados por los codemandados ya sea vía deposito en efectivo o pago a través de la cuenta personal de cheques ya referida.

Lo anterior, se puede observar al comparar los dos tipos de Estados de Cuenta ya referidos, tal y como a continuación de forma aleatoria lo realizo en la siguiente tabla:
	
	Estado de Cuenta de Crédito Hipotecario
	Estado de Cuenta Enlace (cheques)

	num recibo y/o periodo
	3/180
	14-oct-04 al 12-nov-04

	fecha del movimiento
	03/11/2004
	03/11/2004

	Importe del movimiento
	$24,208.16
	$24,208.16

	
	
	

	
	
	

	num recibo y/o periodo
	4/180
	13-nov-04 al 12-dic-04

	fecha del movimiento
	03/12/2004
	03/12/2004

	Importe del movimiento
	$23,806.42
	$23,806.42

	
	
	

	
	
	

	num recibo y/o periodo
	5/180
	13-dic-2004 al 11-ene-05

	fecha del movimiento
	03/01/2005 y 04/01/2005
	03/01/2005 y 04/01/2005

	Importe del movimiento
	$516.33 y $23,885.66
	$516.33 y $23,885.66

	
	
	

	
	
	

	num recibo y/o periodo
	6/180
	12-ene-05 al 10-feb-05

	fecha del movimiento
	03/02/2005
	03/02/2005

	Importe del movimiento
	$24,669.16
	$24,669.16

	
	
	

	
	
	

	num recibo y/o periodo
	7/180
	11-feb-05 al 12-mar-05

	fecha del movimiento
	03/03/2005
	03/03/2005

	Importe del movimiento
	$23,880.60
	$23,880.60

	
	
	

	num recibo y/o periodo
	9/180
	12-abr-05 al 11-may-05

	fecha del movimiento
	03/05/2005
	03/05/2005

	Importe del movimiento
	$24,154.60
	$24,154.60

	
	
	

	
	
	

	num recibo y/o periodo
	10/180
	12-may-05 al 10-jun-05

	fecha del movimiento
	03/06/2005 y 08/06/2005
	03/06/2005 y 08/06/2005

	Importe del movimiento
	$3,513.74 y $22,006.66
	$3,513.74 y $22,006.66

	
	
	

	
	
	

	num recibo y/o periodo
	12/180
	12-jul-05 al 10-ago-05 y 11-ago-05 al 9-sept-05

	fecha del movimiento
	03/08/2005 y 17/08/2005
	03/08/2005 y 17/08/2005

	Importe del movimiento
	$147.06 y $27,707.24
	$147.06 y $27,707.24



A efecto de una mejor comprensión de la tabla insertada con anterioridad, me permito agregar a continuación, la imagen de un Estado de Cuenta de Crédito Hipotecario y un Estado de Cuenta de Enlace, ambos con la señalización de los datos utilizados para la elaboración de la tabla en cita.
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De lo anterior se desprende y acredita, que mi contraria de forma dolosa al interponer la presente excepción, intenta de sorprender a su Usía al hacerle creer que efectúo mas pagos de los que en realidad hizo, tratando de duplicar sus pagos a efecto de obtener un lucro indebido y así eludir sus obligaciones de pago; por lo que NO deberá de ser considerada la excepción de pago que en este apartado se contesta.


Lo anterior es así, ya que con independencia de lo ya narrado, mi contraria en el segundo párrafo refiere que supuestamente ha hecho el pago total por una cantidad de $1,566,444.43, situación que es FALSA, ya que con una simple operación aritmética consistente en sumar las cantidades pagadas y detalladas en los Estados de Cuenta denominados ”ESTADO DE CUENTA DE SU CRÉDITO HIPOTECARIO”, se desprende que es una cantidad mucho menor, la cual ha sido debidamente aplicada y considerada en términos del documento base de la acción, tal y como se acredita con el Estado de Cuenta certificado que se exhibió en el escrito inicial de demanda, recalcando que mi contraria refiere y precisa la cantidad ya referida, atendiendo a que de forma indebida, dolosa y contraria a derecho, pretende aplicar 2 veces los mismos pagos y hacer creer a su Señoría que ha pagado el doble de la cantidad que en realidad ha pagado.

Por otra parte, cabe aclarar a su Usía, que los pagos realizados por mi contraria incluyendo el efectuado con fecha 5 de febrero de 2008 y que se encuentran detallados en los estados de cuenta del crédito hipotecario así como de los estados de cuenta personal que la demandada exhibe en el presente juicio (que se tratan de los mismos pagos), fueron debidamente reconocidos y aplicados en términos del contrato base de la acción, tal y como se desprende y acredita con el estado de cuenta certificado, emitido por Contador Público facultado conforme al artículo 68 de la ley de Instituciones de Crédito que fue exhibido en el escrito inicial de demanda, aclarando que con los pagos antes referidos, a penas fueron suficientes para cubrir sus obligaciones de pago generadas hasta el día 3 de diciembre de 2007, ya que las cantidades generadas del periodo comprendido a partir del día 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, ya no fueron pagadas por la enjuiciada, razón por la cual y al ser la fecha limite de pago los días 3 de cada mes, a partir del día 4 de enero de 2008 los codemandados incurrieron en mora y en consecuencia, adeudan a mi representada las cantidades de intereses ordinarios generados a partir del día 4 de diciembre de 2007 hasta la total solución del presente juicio, así como el capital vencido a partir del día 3 de enero de 2008, más las demás prestaciones que se reclaman, recalcando que al haber incumplido con el periodo que comprende del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, a partir del día 4 de enero de 2008 se comenzaron a generar los intereses moratorios que se reclaman en el presente juicio.


En efecto, tal y como se acredita fehacientemente con el estado de cuenta certificado que se adjunto al escrito inicial de demanda, en el mismo se detalla como fueron aplicados y considerados todos y cada uno de los pagos efectuados por los codemandados referidos en los estados de cuenta que mi contraria exhibe, que como se ha referido, con dichos pagos solamente cubrieron sus obligaciones de pago hasta el periodo con fecha de vencimiento 3 de diciembre de 2007, aclarando que dicho estado de cuenta certificado al cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, HACE PRUEBA PLENA sobre los saldos adeudados por los codemandados.

Ahora bien, es menester hacer notar a su Usía, la mala fe y el dolo con el que se conduce mi contraria, al tratar de confundir su buena fe, ya que de forma dolosa y errónea, al momento de hacer la supuesta descripción de los pagos que efectuó, refiere que con fecha 03 de noviembre de 2004, supuestamente efectuó el pago número 3 de 180, situación que es falsa e imposible, por las siguientes consideraciones:

· En primer lugar, la fecha de pago de las amortizaciones junto con sus accesorios e intereses, se debían de efectuar los días 3 de cada mes, siendo el primer pago el día 3 de octubre de 2004. En consecuencia, si el 3 de octubre de 2004 fue el primer pago, el segundo es el día 3 de noviembre de 2004 y no puede ser el tercer pago como erróneamente lo refiere mi contraria.
· En segundo lugar, cabe precisar que del propio estado de cuenta referente al pago 3 de 180 (3/180), se desprende que el mismo tiene fecha límite de pago del día 3 de diciembre de 2004, atendiendo a que el periodo que comprende dicho estado de cuenta (3/180), es el generado del día 4 de noviembre de 2004 al día 3 de diciembre de 2004, ya que la fecha de pago son los días 3 de cada mes.
En consecuencia, ha quedado plenamente acreditado que las cuentas efectuadas por mi contraria y los desgloses que efectúa al momento de oponer la presente excepción que se contesta, NO SON ACORDES A LA REALIDAD y en consecuencia no se deberán de tomar en consideración.

De igual forma, mi contraria refiere que supuestamente efectuó hasta el pago número 43 de 180 que supuestamente cubrió el 5 de febrero de 2008, situación que es FALSA Y CONTRARIA A LA REALIDAD, ya que como se desprende del estado de cuenta marcado con el número 43 de 180 (43/180), se advierte que el mismo es por el periodo comprendido del 4 de marzo de 2008 al 3 de abril del mismo año, siendo esta última la fecha de pago, tal y como se puede observar en la parte superior del lado derecho del estado de cuenta en cita, amén de que del propio estado de cuenta se desprende y acredita fehacientemente, que en la CUARTA columna horizontal de izquierda a derecha con el título de “PAGOS VENCIDOS/MONTOS”, se desprende que al pago número 43, los demandados ADEUDABAN 4 PAGOS CONTANDO ESTE (43), esto es QUE ADEUDABAN EL PAGO 43,42,41 Y 40. Para un mejor manejo de la información antes citada, me permito insertar como imagen el estado de cuenta marcado con el número 43 de 180 que ya obra en autos por haber sido exhibido por mi contraria, haciendo los señalamientos antes mencionados en dicho documento:
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Lo anterior se robustece con el documento exhibido por mi contraria junto con sus estado de cuenta y que se denomina “AMORTIZACIONES VENCIDAS” de fecha 7 de octubre de 2008 con hora 10:32:45 am; documento que fue expedido por mi representada, ya que es la impresión de la pantalla del sistema de cartera de mi poderdante, del cual se desprende y se hace constar, que los codemandados al día 7 de octubre de 2008, adeudan a mi representada desde la amortización número 40 incluyendo intereses y demás accesorios con fecha de vencimiento 3 de enero de 2008, hasta la amortización número 49 con fecha de vencimiento 3 de octubre de 2008. Para una mayor precisión del documento al que me refiero, me permito insertar el mismo como imagen:
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En este sentido, ha quedado plenamente acreditado que los codemandados con todos los pagos que efectuaron, solamente cubrieron hasta el pago 39 de 180, esto es hasta el periodo comprendido del día 4 de noviembre de 2007 al día 3 de diciembre de 2007 y en consecuencia, los mismos adeudan a partir del pago 40, esto es a partir del periodo comprendido del día 4 de diciembre de 2007 al día 3 de enero de 2008, siendo ésta última la fecha limite de pago de dicha mensualidad y en consecuencia a partir del día 4 de enero de 2008 comienza a generarse los intereses moratorios que se reclaman en el presente negocio, mas los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, 
En efecto, cabe precisar que el pago 39 es por el periodo generado del día 4 de noviembre de 2007 al día 3 de diciembre del mismo año, recordando que la fecha de pago es el 3 de cada mes,  tal y como se pactó en la cláusula “SEXTA” del documento base de la acción. Para un mejor manejo de las fechas de pago y el número de estos, me permito insertar la siguiente tabla:
	Num Pago
	Fecha vencimiento
	Num. Pago
	Fecha vencimiento
	Num. Pago
	Fecha vencimiento
	Num. Pago
	Fecha vencimiento

	1
	3 Oct 04
	11
	3 Ago 05
	21
	3 Jun 06
	31
	3 Abr 07

	2
	3 Nov 04
	12
	3 Sept 05
	22
	3 Jul 06
	32
	3 May 07

	3
	3 Dic 04
	13
	3 Oct 05
	23
	3 Ago 06
	33
	3 Jun 07

	4
	3 Ene 05
	14
	3 Nov 05
	24
	3 Sept 06
	34
	3 Jul 07

	5
	3 Feb 05
	15
	3 Dic 05
	25
	3 Oct 06
	35
	3 Ago 07

	6
	3 Marz 05
	16
	3 Ene 06
	26
	3 Nov 06
	36
	3 Sept 07

	7
	3 Abr 05
	17
	3 Feb 06
	27
	3 Dic 06
	37
	3 Oct 07

	8
	3 May 05
	18
	3 Marz 06
	28
	3 Ene 07
	38
	3 Nov 07

	9
	3 Jun 05
	19
	3 Abr 06
	29
	3 Feb 07
	39
	3 Dic07

	10
	3 Jul 05
	20
	3 May 06
	30
	3 Marz 07
	40
	3 Ene 08


Ahora bien, cabe precisar que el recuadro denominado “RESUMEN DE CAPITAL” que se encuentra del lado derecho de los estados de cuenta de crédito hipotecario exhibidos por mi contraria, es una cuestión meramente INFORMATIVA, toda vez que en dicho recuadro, mes con mes con independencia de que los acreditados efectúen o no su pago mensual correspondiente, se va descontando el monto de amortización mensual establecido en la “Tabla de Amortizaciones en Pesos” que obra en el documento base de la acción, para cada pago mensual de capital, toda vez que resulta necesario ir haciendo ese descuento aunque no haya sido cubierto el pago respectivo, para poder determinar el monto de intereses ordinarios que se generan mensualmente, ya que dicho interés se genera sobre el saldo que debería de existir cada mes pensando en un debido cumplimiento por parte de los acreditados. Cabe recalcar que los datos de amortización del mes que refiere el recuadro de “Resumen de Capital” corresponden al mes anterior de dicho estado de cuenta, esto es que en el estado de cuenta número 43 de 180, la cantidad que refiere por concepto de amortización del mes, pertenece a la que se debió de haber pagado en el estado de cuenta número 42 de 180, tal y como se observa al posicionarnos en el pago 42 de la Tabla de Amortizaciones en Pesos que obra y forma parte íntegra del documento base de la acción; recalcando que dicha información contenida en el recuadro de Resumen de Capital, es meramente informativo y de ninguna manera significa que dichas cantidades hayan sido pagadas por los enjuiciados.
Sin embargo recalco y aclaro, que NO por el hecho de que mes con mes se vaya descontando el monto correspondiente de amortización mensual en el recuadro denominado “RESUMEN DE CAPITAL”, esto significa que dicho pago haya sido cubierto por mis contrarios ya que como se ha manifestado, es meramente informativo. 

Por último, es menester hacer notar a su Usía, que los demandados no acreditan estar al corriente en sus pagos con los estados de cuenta que exhiben al momento de dar contestación a la demanda y sobre los cuales de forma dolosa pretenden justificar su improcedente e infundada excepción de pago, recalcando que por el contrario, mi representada SI ACREDITA DE FORMA FEHACIENTE y con documento idóneo, las cantidades adeudadas por los enjuiciados y reclamadas en el presente juicio, ya que como es sabido, el estado de cuenta certificado expedido por Contador Público facultado y que es elaborado conforme al artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, HACE PRUEBA PLENA EN CUANTO A LOS SALDOS ADEUDADOS, amén de que existe a su favor UNA PRESUNCIÓN LEGAL de que la información ahí vertida es correcta por haber sido elaborada por un perito en la materia, siendo en todo caso al demandado, a quien le corresponde desvirtuar la presunción legal y el valor probatorio con el que por ley cuenta el estado de cuenta certificado que fue exhibido en el escrito inicial de demanda, siendo que la forma idónea pata tratar de desvirtuar esas cuestiones, es la prueba pericial en materia contable, siendo en el caso concreto, que a pesar de que la ofrece mi contraria, la misma se encuentra mal ofrecida por no haber precisado las cuestiones sobre las que debe versar dicha prueba y por ende, la misma no deberá de admitirse.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 191609

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XII, Julio de 2000

Materia(s): Civil

Tesis: VI.2o.C. J/186      

Página:   679

ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE ORGANIZACIÓN AUXILIAR DE CRÉDITO.

El estado de cuenta certificado por el contador de una organización auxiliar de crédito es título ejecutivo junto con el contrato respectivo o póliza en que conste el crédito otorgado, si en él se precisa claramente la identificación del crédito celebrado entre las partes, la cantidad a la que ascendió, fecha hasta la que se calculó el adeudo, capital vencido a la fecha del corte, los pagarés mediante los que se hicieron las disposiciones del crédito por parte de los acreditados, monto de las mismas, fechas de vencimiento, tasas de interés normales, pagos no efectuados al capital y pagos hechos sobre los intereses, especificándose las tasas aplicadas a cada uno de ellos, y si además contiene el cálculo de los intereses moratorios correspondientes a cada uno de los pagarés derivados del contrato de crédito y la tasa aplicada por ese concepto, de tal suerte que el estado de cuenta así elaborado satisface los requisitos formales que para el efecto exige el artículo 47 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, puesto que dicho documento, conjuntamente con el contrato o la póliza en que conste el crédito, trae aparejada ejecución y hace procedente la vía ejecutiva mercantil que se ejercite para obtener el pago correspondiente, sin que sea obstáculo para así estimarlo que en dicho estado de cuenta no se haya especificado el método para calcular la tasa de interés aplicada, pues a fin de desvirtuar la fe de dicho documento y destruir la presunción legal de los datos y saldos anotados en el mismo, es necesario que los demandados demuestren, a través de la prueba pericial contable, la inexactitud de los saldos a su cargo, ya sea por errores matemáticos o por alguna otra circunstancia que evidencie lo inverosímil del estado de cuenta.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 93/98. Unión de Crédito del Estado de Puebla, S.A. de C.V. 26 de marzo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Alfonso Gazca Cossío.

Amparo directo 757/98. Arrendadora Financiera Margen, S.A. de C.V. 6 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca.

Amparo directo 420/99. Banco Internacional, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Bital. 19 de agosto de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de tribunal en funciones de Magistrado por ministerio de ley, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo directo 211/2000. Banco Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Inverlat. 25 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo directo 122/2000. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero GBM-Atlántico, S.A. de C.V. 1o. de junio de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, mayo de 1996, página 627, tesis XV.1o.11 C, de rubro: "ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE INSTITUCIÓN BANCARIA. ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO.".


Por lo anteriormente expuesto, es que deberá declararse IMPROCEDENTE e INFUNDADA la excepción de pago opuesta por mi contraria y en consecuencia, se le deberá de condenar al pago de todas y cada una de las prestaciones reclamadas en el presente juicio, para los efectos legales a que haya lugar.

CUARTA.- La excepción correlativa que en esta apartado se contesta, denominada por mi contraria como “Excepción de Improcedencia de la Vía”, la cual la hace consistir en el hecho de que supuestamente la vía Especial Hipotecaria por la que se promovió el presente juicio no es la correcta, refiriendo la enjuiciada que la vía correcta lo era la vía “Especial Mercantil”, situación que es errónea.

En efecto, resulta improcedente la excepción correlativa que se contesta, en atención a que en primer lugar, el presente juicio versa sobre el pago del crédito que la hipoteca garantiza, amén de que la hipoteca es un contrato netamente Civil, tan es así, que el Código Civil es el cuerpo de leyes que regula las hipotecas; aunado a que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en específico en su artículo 468, refiere claramente que la vía especial hipotecaria es la idónea para tramitar cuestiones inherentes entre otras cosas, al pago del crédito que garantiza una hipoteca como acontece en el presente asunto.


A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado así como para acreditar fehaciente y contundentemente que la vía especial hipotecaria ejercitada por mi representada en el presente juicio es la idónea, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:
Novena Época

Registro: 172113

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXVI, Julio de 2007

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 94/2007

Página:     5

ACCIÓN HIPOTECARIA. DEBE TRAMITARSE EN LA VÍA ESPECIAL ANTE UN JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

De los artículos 12, 462 y 468 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal se advierte que tratándose de créditos garantizados con hipoteca, los acreedores tienen la opción de elegir entre la vías ordinaria, ejecutiva o hipotecaria para intentar su cobro, y que cuando el juicio tenga por objeto, entre otros, el pago o prelación del crédito que garantice la hipoteca, aquél se tramitará en la vía especial hipotecaria; de manera que constituye un juicio especial al encontrarse regulado por sus propias normas procedimentales previstas en los artículos 468 a 488, contenidos en el Capítulo III del Título Séptimo del citado Código. En ese sentido y atento al principio de especialidad, se concluye que cuando se intenta la acción hipotecaria para obtener el pago del crédito respectivo, el juicio debe tramitarse en la vía especial ante un Juez de primera instancia en materia civil, conforme a las reglas del mencionado Capítulo. Sin que sea óbice a lo anterior la circunstancia de que el artículo 2o. del Título Especial, relativo a la Justicia de Paz, de dicho Código adjetivo, disponga que los juzgadores de paz en materia civil conocerán de los juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos reales sobre bienes inmuebles ubicados dentro de su jurisdicción, ya que se trata de una regla de competencia por razón de la cuantía, además de que sostener la procedencia de la acción hipotecaria en la vía oral ante el Juez de Paz conllevaría la disminución de las oportunidades de defensa de las partes en tanto que, por un lado, los términos para contestar la demanda, ofrecer y desahogar pruebas son menores que los establecidos en el Capítulo relativo a la tramitación y sustanciación del juicio especial hipotecario y, por otro, mientras en esta última vía se admite el recurso de apelación, conforme al artículo 487, en relación con los diversos 688, 689 y 714 del mencionado Código, el artículo 23 del aludido Título Especial establece la irrecurribilidad de las determinaciones de los juzgadores de paz.

Contradicción de tesis 42/2006-PS. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 9 de mayo de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo.

Tesis de jurisprudencia 94/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de mayo de dos mil siete.


Amén de lo anterior, cabe manifestar a su Usía, que no por el hecho de que mi representada sea una Institución de Crédito, esto significa que se encuentre impedida para tramitar el pago de un crédito que garantiza una hipoteca por la vía especial hipotecaria, resultando infundado lo vertido por mi contraria en la excepción que se contesta.


A efecto de robustecer lo anterior, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 196882

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : VII, Febrero de 1998

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 5/98         

Página:    77

JUICIO HIPOTECARIO. LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO NO ESTÁN IMPEDIDAS PARA PROMOVERLO.

El artículo 640 del Código de Comercio dispone que las instituciones de crédito se regirán por una ley especial, por tanto, éstas no están limitadas por el artículo 1050 del Código de Comercio para ejercer sus acciones conforme a lo que estatuye dicho ordenamiento legal, sino que, en términos del numeral 72 de la Ley de Instituciones de Crédito que las regula, pueden ejercer sus acciones tanto en el juicio ejecutivo mercantil, como en el ordinario, o bien, en el que en su caso corresponda; por lo que es procedente la acción hipotecaria civil, derivada del incumplimiento de un contrato de apertura de crédito con garantía de hipoteca, hecha valer por dichas instituciones; considerar lo contrario haría nugatorias las acciones y derechos de ejecución deducidos de cualquier operación mercantil en la que se constituyera la hipoteca como garantía del cumplimiento de las obligaciones.

Contradicción de tesis 58/96. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 21 de enero de 1998. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba.

Tesis de jurisprudencia 5/98. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de mil novecientos noventa y ocho, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Novena Época

Registro: 192810

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : X, Diciembre de 1999

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 79/99        

Página:   121

PROCEDENCIA. VÍA SUMARIA HIPOTECARIA. EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE CADA ESTADO ES LA LEY ESPECIAL APLICABLE.

El artículo 66 de la Ley de Instituciones de Crédito, en coordinación con lo que establece la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, determina la forma en que deben constituirse los contratos de crédito refaccionario, de habilitación y avío con garantía hipotecaria, y en el diverso 72 se establece la posibilidad de acudir a diversas vías para ejercer las acciones correspondientes al cumplimiento o pago de los mismos. Pero una vez que se intenta la vía sumaria hipotecaria, que se rige por lo dispuesto en los Códigos de Procedimientos Civiles de los Estados, se deben de cumplir los requisitos que en ellos se consignan, por ser la ley especial aplicable al procedimiento, y no la Ley de Instituciones de Crédito que no lo contiene.

Contradicción de tesis 9/97. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, Primer y Segundo Tribunales Colegiados, ambos del Décimo Quinto Circuito y Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 13 de octubre de 1999. Cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Jesús Enrique Flores González.

Tesis de jurisprudencia 79/99. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de trece de octubre de  mil novecientos noventa y nueve, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


De lo anterior se acredita, que la vía especial hipotecaria elegida por mi representada en el presente juicio, es la idónea, aclarando que en el presente juicio se cumplen con todos y cada uno de los requisitos establecidos por el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, referente al juicio especial hipotecario.


Aunado a lo anterior, el artículo 640 del Código de Comercio, refiere que las Instituciones de Crédito se regirán por una ley especial y no por dicho Código, siendo que en la actualidad las Instituciones de Crédito se rigen precisamente por la Ley de Instituciones de Crédito, la cual en su artículo 68, de una interpretación armónica se desprende que la intención del legislador es permitir o referir que una Institución de Crédito puede demandar en la vía especial hipotecaria el pago de una hipoteca, tal y como se desprende de la siguiente interpretación de dicho precepto legal realizada en el siguiente criterio federal que a la letra dice:
Novena Época

Registro: 201445

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : IV, Septiembre de 1996

Materia(s): Civil

Tesis: I.3o.C.114 C        

Página:   665

JUICIO HIPOTECARIO DERIVADO DE UN CONTRATO DE APERTURA DE CREDITO DE UNA INSTITUCION BANCARIA. EL TITULO EJECUTIVO LO CONSTITUYE LA ESCRITURA QUE CONSIGNA EL CREDITO HIPOTECARIO, Y EL ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR EL CONTADOR SOLO CONSTITUYE DOCUMENTO PROBATORIO PARA ACREDITAR SALDOS A CARGO DE LOS DEUDORES.

El juicio ejecutivo tiene por objeto hacer efectivos los derechos que se hallan consignados en documentos o en actos que tienen fuerza bastante para constituir, por ellos mismos, prueba plena, y siendo éste un procedimiento extraordinario, sólo puede usarse en circunstancias determinadas que el legislador ha previsto y cuando medie la existencia de un título que lleve aparejada ejecución conforme a lo dispuesto en los preceptos legales relativos, siendo necesario, además, que en el título se consigne la existencia del crédito, que éste sea cierto, líquido y exigible, de lo que se colige que, en tratándose del juicio ejecutivo, no sólo resulta necesaria sino indispensable la exigencia del estado de cuenta certificado por el contador facultado, conjuntamente con el escrito o póliza en que consta el crédito otorgado, ya que los juicios ejecutivos se fundan en documentos que traen aparejada ejecución. Ahora bien, cuando el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, establece en su segundo párrafo que el estado de cuenta a que se refiere el mismo precepto hará fe salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados, debe entenderse a todos aquellos juicios en que se persiga la misma finalidad y que partan del mismo supuesto, esto es, en los juicios en los que la intención de la institución de crédito sea mostrar los saldos resultantes a cargo de los acreditados, por haberse convenido sobre disposición de la suma acreditada o del importe de los préstamos en cantidades parciales. El juicio hipotecario participa de la naturaleza del ejecutivo y exige igualmente la exhibición de un título para su procedencia. El título que le sirve de base para tal efecto, lo es el que contenga la escritura que consigna el crédito hipotecario, debidamente registrada, y en este procedimiento, el estado de cuenta certificado por el contador facultado para ello sólo constituye un documento probatorio para acreditar los saldos resultantes a cargo de los acreditados. El texto con el que concluye el primer párrafo del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, exime a dichas instituciones de la obligación de acreditar en juicio, que el contador que suscribió y certificó el estado de cuenta, desempeña ese cargo con tales facultades, porque la finalidad de la citada certificación, no es otra que la de un medio de prueba para fijar el saldo resultante a cargo del acreditado, y en todo caso, a quien corresponde demostrar no adeudar lo que se le demanda por haber pagado parcial o totalmente lo que se le reclama es al mismo acreditado.
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 4563/96. Antonio Elías Rodríguez y otra. 22 de agosto de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández de Mosqueda. Secretario: Régulo Pola Jesús.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, marzo de 1997, página 277, tesis por contradicción 1a./J. 10/97 de rubro "CONTADOR PÚBLICO DE INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, EL ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL, HARÁ FE, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, SIN NECESIDAD DE NINGÚN OTRO REQUISITO (ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO).".


Por todo lo anterior, se acredita la improcedencia de la excepción opuesta por mi contraria, denotando la mala fe y el dolo con el que se conduce en el presente juicio, al tratar de confundir la buena fe de su Usía al tratar de hacer creer que la vía especial hipotecaria no es la adecuada para tramitar el pago de un crédito garantizado por hipoteca, argumentos que llevándolos al absurdo, sería como aceptar que los miles de juicios especiales hipotecarios promovidos por Instituciones de Crédito y radicados en los Juzgados Civiles de Primera Instancia del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, resultan ser improcedentes en cuanto a la vía, lo que se traduce que mi contraria pretende hacer creer que el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal conformado por sus diversos Juzgados Civiles de Primera Instancia entre otros, se encuentran equivocados al admitir a las Instituciones de Crédito tramitar juicios especiales hipotecario.


Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundada la excepción que por este medio se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN A LAS DEFENSAS


PRIMERA.- La defensa correlativa que en este apartado se contesta, resulta por demás IMPROCEDENTE E INFUNDADA, toda vez que se tratan de simples galimatías sin sustento legal alguno, no aportando mi contraria prueba alguna para acreditar sus manifestaciones.

Ahora bien, es necesario hacer notar a su Usía, la CONFESION EXPRESA de mi contraria al referir que efectivamente incumplió con sus obligaciones de pago, tal y como se desprende del contenido de la presente defensa que se contesta.


En otro orden de ideas y respecto a lo manifestado por la enjuiciada referente a que supuestamente acudió al domicilio de mi representada a efectuar pagos y que los mismos no le fueron recibidos y que por ende se le impidió realizar sus pagos y en consecuencia cumplir con sus obligaciones; cabe manifestar que estando en el SUPUESTO SIN CONCEDER de que así hubiese sido, esto es de que mi contraria si hubiera acudido al domicilio de mi representada y la misma se hubiera negado a recibir el pago, mi contraria debió de haber CONSIGNADO la cantidad que debía pagar y haber efectuado tanto la notificación a mi representada de dicha consignación, así como el juicio de liberación de obligación derivado de la consignación, tal y como lo dispone el capítulo V del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal denominado como “De los preliminares de la consignación”, situación que en el caso concreto no aconteció.

Por lo anterior, deberá de declararse infundada e improcedente la defensa que en este acto se contesta.


SEGUNDA.- La defensa correlativa que en este apartado se contesta, debe de declararse INFUNDADA e IMPROCEDENTE, toda vez que mi contraria de forma dolosa, pretende hacer creer a su Señoría que mi representada tenía la obligación de requerir de pago en su domicilio a los enjuiciados, situación que es FALSA, ERRÓNEA y CONTRARIA A DERECHO, ya que ese supuesto solamente aplica en los casos en que en un contrato no se señale el lugar de pago y en consecuencia, si no se señala lugar de pago, se entiende que el pago se efectuará en el domicilio del deudor, mas sin embargo, en el presente juicio no opera dicho supuesto, ya que en el contrato base de la presente acción, SI SE SEÑALÓ LUGAR DE PAGO PARA EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES POR PARTE DE LOS HOY CODEMANDADOS A FAVOR DE MI REPRESENTADA, SIENDO ÉSTE EL DOMICILIO DE MI PODERDANTE, TAL Y COMO SE DESPRENDE DE LAS CLÁUSULAS SEXTA Y OCTAVA DEL DOCUMENTO DE MARRAS.


En consecuencia, al haber las partes pactado que los hoy codemandados pagarían a mi representada en el domicilio de esta las cantidades que mensualmente estaban obligadas a cubrir, es evidente que NO se le tenía que requerir de pago a los enjuiciados para que puedan incurrir en mora y en consecuencia declarar el vencimiento anticipado del contrato base y en consecuencia, hacer exigible el pago total de lo adeudado.

Lo anterior, esta contemplado en el artículo 2082 del Código Civil, mismo que refiere que el pago normalmente es en el domicilio del deudor SLAVO que las partes convinieren los contrario, tal y como aconteció en el documento base de esta acción, ya que como se ha precisado, las partes pactaron que el domicilio en el que los hoy demandados pagarían sus obligaciones, sería en el domicilio de mi representada.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que deberá de ser analizada por analogía y al “CONTRARIO SENSU”:

Novena Época

Registro: 168214

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXIX, Enero de 2009

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 106/2008

Página:    45

ARRENDAMIENTO. CUANDO SE RECLAMA LA RESCISIÓN DEL CONTRATO RELATIVO POR FALTA DE PAGO DE LA RENTA VENCIDA Y NO SE CONVINO LUGAR PARA PAGARLA, LA INTERPELACIÓN REALIZADA A TRAVÉS DEL EMPLAZAMIENTO NO ES IDÓNEA PARA ACREDITAR LA MORA EN QUE INCURRIÓ EL ARRENDATARIO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).

Si bien es cierto que la mora es la dilación injustificada en el cumplimiento de las obligaciones, también lo es que éstas deben cumplirse de acuerdo a lo pactado por las partes o según lo dispuesto en la ley de la materia. Así, conforme al artículo 2321 del Código Civil para el Estado de Nuevo León, la renta será pagada en el lugar convenido, y a falta de convenio, en la casa, habitación o despacho del arrendatario; de manera que si en este último supuesto el arrendador no ocurre a cobrar las pensiones rentísticas en el domicilio del inquilino y no demuestra que éste se rehusó a pagarlas, no puede acreditarse que incurrió en mora. En ese sentido, se concluye que cuando se reclama la rescisión de un contrato de arrendamiento por falta de pago de la renta vencida y no se convino lugar para pagarla, la interpelación realizada a través del emplazamiento no es idónea para acreditar la mora en que incurrió el arrendatario, pues en términos del precepto invocado, la carga de cobrar las rentas, como condición para el ejercicio de la acción rescisoria por falta de pago puntual, corresponde al arrendador; de ahí que éste tenga la obligación de acreditar en el juicio el cumplimiento de dicha condición. Esto es, el pago se halla supeditado al cumplimiento del deber de cobro, de manera que si, por un lado, el arrendatario incurre en mora hasta que el arrendador le requiere el pago y, por el otro, el incumplimiento relativo debe acreditarse antes del ejercicio de la acción rescisoria, es evidente que este supuesto no se satisface con la interpelación que produce el emplazamiento, ya que éste acontece posteriormente, una vez admitido y notificado el escrito inicial.

Contradicción de tesis 111/2007-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Civil del Cuarto Circuito. 1o. de octubre de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López.

Tesis de jurisprudencia 106/2008. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de octubre de dos mil ocho.


De lo anterior se desprende y acredita, que cuando no se señale domicilio para el pago de las obligaciones, estas se deberán de hacer en el domicilio del deudor, mas sin embargo, si las partes convienen un lugar para el cumplimiento de la obligación, en ese domicilio se deberá de dar el cumplimiento sin necesidad de requerimiento previo por parte del acreedor.


Por otra parte, es necesario hacer notar el DOLO y LA MALA FE con la que se conduce mi contraria, al oponer la presente defensa, que de formo indebida pretende eludir sus obligaciones de pago a base de galimatías, ya que por una parte, dentro de su escrito de contestación de demanda, la enjuiciada refiere por un lado que la misma acudió al domicilio de mi representada a efecto de llevar a cabo el pago de sus obligaciones y que supuestamente no se le recibió el pago y por otro lado y totalmente contradictorio, refiere que no ha incurrido en mora ya que no se acredita que mi representada le hubiese requerido de pago en su domicilio, situación que es errónea y contraria a derecho, ya que como se ha manifestado con antelación, las partes convinieron en el contrato base de la acción, que el lugar de pago sería en el domicilio de mi poderdante, situación de la que tenía pleno conocimiento los enjuiciados, tan es así, que efectuaron diversos pagos antes de la fecha en que incurrieron en mora.


Por último, cabe precisar que las tesis aisladas que cita mi contraria en la presente defensa que se contesta, NO LE FAVORECEN EN NADA, ya que las mismas son claras y refieren que el requerimiento de pago se debe de efectuar cuando no se señale domicilio para el pago, situación que no acontece en el caso concreto.


Por lo anterior, su Señoría deberá de declarar improcedente e infundada la presente defensa que se contesta, debiendo de condenar a los codemandados, al pago de todas y cada una de las prestaciones reclamadas en el escrito inicial de demanda.


TERCERA.- La defensa correlativa que en este apartado se contesta, resulta por demás IMPROCEDENTE e INFUNDADA, ya que de ninguna manera resulta obscura la cláusula sexta como de forma dolosa lo refiere mi contraria, ya que el anexo uno del documento base de la acción, consistente en la tabla de amortizaciones mensuales denominada “TABLA DE AMORTIZACIÓN EN PESOS”, forma parte íntegra del documento base de la acción, anexo que fue firmado por mis contrarios, aclarando que como la propia tabla lo refiere, solamente hace referencia al monto de la amortización a capital, ya que los intereses ordinarios, iva sobre los mismos y los demás conceptos que integran el pago mensual, se refieren claramente en el clausulado del contrato básico de la acicón; razón por la cual no puede alegar que la cláusula en comento es obscura.


Ahora bien, es importante referir a su Usía, que tal y como se desprende de la tabla de amortización en pesos antes referida, en la misma se indica la tasa fija de interés ordinario aplicable y que es del 15.50% anual, aunado a que en la cláusula “OCTAVA” del contrato de marras, se pactó que los codemandados pagarían intereses sobre saldos insolutos mensuales a razón de una tasa fija anual del 15.50%, siendo que para determinar dichos intereses, es suficiente realizar una SIMPLE OPERACIÓN ARITMÉTICA consistente en multiplicar el monto del saldo insoluto por el porcentaje de la tasa de interés entre 12 meses, para determinar el importe mensual de intereses. 


Lo anterior denota, que de ninguna forma resulta confusa la cláusula sexta como lo refiere la enjuiciada, y mas aún cuando un contrato debe de interpretarse en su conjunto, siendo que en el caso concreto, que en diversas cláusulas se pactó lo relativo a cada uno de los conceptos que integran las obligaciones de pago adquiridas por los codemandados.


Ahora bien, cabe precisar a su Usía, que de los propios estados de cuenta que mi contraria exhibe, se desprende que en los mismos se refiere de forma clara y pormenorizada como se integra el pago mensual que los codemandados debían de pagar mensualmente a mi representada, integración de pago que es conforme al contrato base de la acción.

Por lo anterior, su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADA la defensa que en este acto se contesta, debiendo de condenar a mis contrarios a pagar a mi poderdante, todas y cada una de las prestaciones que se reclaman en el presente juicio.


CUARTA.-  La defensa correlativa que en este apartado se contesta, resulta IMPROCEDENTE, ABSURDA e INFUNDADA, toda vez que mi contraria de forma dolosa y mañosa, pretende confundir a su Usía al hacerle creer y al confundir que para la procedencia del vencimiento anticipado debe de existir una cláusula de rescisión, situación que a todas luces es falso, ya que son cuestiones totalmente diferentes, toda vez que la RESCISIÓN tiene por objeto dejar sin efectos los derechos y obligaciones generados con motivo de la celebración de un contrato, esto es, dejar las cosas en el estado en el que se encontraban con anterioridad a la celebración del acto jurídico, mientras que el VENCIMIENTO ANTICIPADO, es la facultad de dar por terminado anticipadamente el plazo que inicialmente se había pactado para el cumplimiento de la obligación, derivado del incumplimiento del deudor, situación que de ninguna forma es igual a la rescisión y mucho menos se requiere de una para la existencia o legalidad de la otra.


Aunado a lo anterior, cabe precisar que el clausulado del contrato base de la acción, fue convenido por las partes de mutuo acuerdo, recordando a su Usía que la voluntad y el consentimiento es la ley suprema de los contratos y por ende, con el puro consentimiento se perfeccionan los contratos y desde ese momento obliga a las partes a cumplir lo expresamente pactado.


Asimismo, cabe hacer notar a su Señoría, que mi contraria confunde la figura de la rescisión con la del vencimiento anticipado, toda vez que en el párrafo cuarto de la defensa que en este acto se contesta, de forma errónea y contraria a derecho refiere que “la rescisión es fundamental para que un contrato se de por terminado y que por ende no puede ser exigible el vencimiento anticipado hasta en tanto no exista una declaración judicial de rescisión”, situación que es FALSA, ERRÓNEA Y CONTRARIA A DERECHO, ya que como se ha manifestado con antelación, el efecto de la rescisión es dejar las cosas en el estado en que se encontraban ANTES de la celebración del acto jurídico (en este caso es el contrato base), por lo que resulta ilógico que primero deba de existir una declaración judicial de rescisión y posteriormente el vencimiento anticipado, ya que si existiera una rescisión, resulta a todas luces IMPOSIBLE se declare el vencimiento anticipado de un contrato ya rescindido, esto es de un contrato que legalmente ya no existe. 


Por lo anterior, su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADA la defensa que en este acto se contesta, debiendo de condenar a mis contrarios a pagar a mi poderdante, todas y cada una de las prestaciones que se reclaman en el presente juicio.


QUINTA.- La presente defensa que se contesta, resulta totalmente ABSURDA E IMPROCEDENTE, ya que resulta FALSO el hecho de que mi representada tenga la carga procesal de acreditar que el Contador Público que emitió el estado de cuenta certificado y que cuenta con los requisitos del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, ya que la carga de la prueba recae precisamente a la persona que niega que la persona que emite el estado de cuenta tenga el carácter de Contador o en su caso cuente con cédula profesional que lo autorice para ejercer dicha profesión.

Por otra parte, cabe resaltar que la tesis aislada citada por mi contraria y en la que funda y sustenta la defensa que se contesta, HA SIDO SUPERADA por la Jurisprudencia que a continuación me permito citar:
Novena Época

Registro: 188282

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XIV, Diciembre de 2001

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 100/2001     

Página:     6

CERTIFICACIÓN CONTABLE EXPEDIDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. CORRESPONDE A LA PARTE DEMANDADA PROBAR QUE LA PERSONA QUE LA EXPIDE NO ES CONTADOR CUANDO, VÍA EXCEPCIÓN, CUESTIONA TAL CALIDAD.

En materia procesal mercantil se han adoptado diversas reglas en relación con la distribución de la carga de la prueba, entre ellas, la relativa a que el que niega no está obligado a probar; sin embargo, en el Código de Comercio se prevén dos excepciones a ésta, pues de conformidad con lo dispuesto en sus artículos 1195 y 1196, el que niega estará obligado a probar cuando: a) su negación envuelva una afirmación expresa de un hecho y b) desconoce la presunción legal que tiene a su favor el colitigante. En congruencia con lo anterior, y tomando en consideración que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito otorga a favor del estado de cuenta certificado por un contador autorizado por la institución de crédito, una presunción legal, en tanto lo eleva a categoría de título ejecutivo junto con otros documentos (título que por su naturaleza es considerado prueba preconstituida), y lo reviste o lo tasa con un máximo valor probatorio al establecer que hará fe de su contenido, salvo prueba en contrario, además de que el valor pleno que le atribuye abarca la totalidad del documento (desde la calidad de quien lo suscribe, hasta los datos en él consignados), puede concluirse que es a la persona que objeta, en vía de excepción, la calidad del contador que certificó el estado de cuenta, a quien corresponde la carga probatoria, en términos del artículo 1196 citado, porque su argumento negativo está dirigido a desconocer la presunción legal de que goza dicho documento por disposición expresa del citado artículo 68.

Contradicción de tesis 104/2000-PS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 22 de agosto de 2001. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Humberto Román Palacios. Ponente:  Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Fonseca Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 100/2001. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de catorce de noviembre de dos mil uno, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente José de Jesús Gudiño Pelayo, Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


De lo anterior se desprende, que quien tiene la carga de la prueba de acreditar el hecho de que el Contador Público que haya realizado un estado de cuenta certificado conforme al artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, no cuenta con cédula profesional, es precisamente la parte demandada, ya que existe una presunción legal a favor de la actora, referente a que quien expide el estado de cuenta en comento es Contador Público.


Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que el hecho de acreditar que quien expide un estado de cuenta certificada sea Contador Público y cuente con cédula profesional fuera a cargo de la actora, cabe precisar que no por esa situación la acción especial hipotecaria es improcedente o infundada, ya que es sabido que en juicio de esta naturaleza, no es requisito indispensable para la procedencia del mismo, la exhibición del estado de cuenta certificado, tal y como se robustece con el siguiente criterio federal que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 200482

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 I, Mayo de 1995

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 1/95

Página:    95

ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR. NO ES EXIGIBLE SU PRESENTACION EN JUICIO HIPOTECARIO PARA LA PROCEDENCIA DE ESTE.

Si bien la Ley de Instituciones de Crédito otorga el carácter de título ejecutivo al certificado contable cuando se exhiba junto con el contrato de crédito en que conste la obligación, y también el de prueba plena para acreditar en los juicios respectivos los saldos resultantes a cargo de los acreditados; de ahí no se sigue que la certificación contable sea exigible en toda clase de juicios, y especialmente en los hipotecarios, toda vez que aun cuando éstos participan, de la naturaleza privilegiada del ejecutivo, y también exigen la exhibición de un título ejecutivo para su procedencia, no cualquier título ejecutivo puede servirles de base, sino sólo el documento que la ley respectiva señale, como lo es la escritura pública que contenga el crédito hipotecario, debidamente registrada, ello sin perjuicio del derecho del acreedor para exhibir dicho estado de cuenta certificado, cuando quiera demostrar el saldo resultante. Por ende, la presentación del certificado contable, junto con el contrato, sólo es indispensable en los demás juicios ejecutivos, dado que los mismos se fundan necesariamente en documentos que tengan aparejada ejecución.

Contradicción de tesis 23/94. Entre las sustentadas por el Primer y Segundo Tribunales Colegiados del Décimo Noveno Circuito. 10 de marzo de 1995. Cinco votos. Ponente: Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Marco Antonio Rodríguez Barajas.

Tesis de Jurisprudencia 1/95. Aprobada por la Primera Sala de este alto Tribunal, en sesión pública de diez de marzo de mil novecientos noventa y cinco, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas.

Nota: Esta tesis No. 1/95 se editó en el Semanario Judicial de la Federación correspondiente al mes de abril, Tomo I, página 5, a petición de la Sala, se vuelve a publicar con las correcciones que envía ésta.


Ahora bien, con independencia de lo anteriormente manifestado, en este acto me permito adjuntar al presente escrito como ANEXO UNO, copia certificada de la cédula profesional del Contador Público Orel Salinas Hinojosa, quien expidió el estado de cuenta certificado que se exhibió en el escrito inicial de demanda, a efecto de que no quede duda alguna de la VERACIDAD de dicho documento, así como del PLENO VALOR Y EFICACIA PROBATORIA con el que cuenta el mismo por lo que hace al saldo adeudado por mi contraria.

Por otra parte, por lo que hace a las galimatías efectuadas por mi contraria referente a que supuestamente mi representada no acredita que dicho contador se encuentre facultado para tal efecto, debo precisar que en primer lugar no es requisito para que el estado de cuenta certificado haga prueba plena, ya que no es un requisito que establezca el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito y en segundo lugar, queda debidamente acreditado de que dicho contador se encuentra facultado, tan es así que si no se encontrara facultado, evidentemente no podría realizar dicho estado de cuenta y mucho menos sería utilizado y exhibido por mi representada. 

Novena Época

Registro: 199220

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : V, Marzo de 1997

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 10/97        

Página:   277

CONTADOR PÚBLICO DE INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, EL ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL, HARÁ FE, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, SIN NECESIDAD DE NINGÚN OTRO REQUISITO (ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO).

Es suficiente para declarar procedente la vía ejecutiva mercantil intentada por una institución bancaria, el que se exhiba el contrato o póliza donde conste el crédito otorgado, acompañado del estado de cuenta certificado por el contador autorizado por la institución, sin que sea necesario que acredite que este último se encuentra precisamente autorizado por ella para certificarlo y que además cuenta con título expedido legalmente para ejercer la profesión de contador público, porque estos requisitos no los exige el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito y, en todo caso, el valor probatorio de la certificación se presume, según dicho precepto, salvo prueba en contrario.

Contradicción de tesis 59/96. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 26 de febrero de 1997. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Tereso Ramos Hernández.

Tesis de jurisprudencia 10/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Amén de lo anterior y estando en el supuesto sin conceder de que el Contador Público en comento no estuviere facultado por mi representada, sería una cuestión que compete a mi contraria acreditar en juicio, ya que en primer lugar existe la presunción legal a favor de mi representada de que dicho Contador si esta facultado y en segundo lugar, el hecho de aseverar que el mismo no esta facultado, si bien es cierto se trata de una negación, pero la misma envuelve la afirmación expresa de un hecho y en consecuencia, conforme a los artículos 281 y 282 fracción I del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, mi contraria es la que se encuentra obligada a probar el supuesto hecho de que el Contador en cita no esta facultado por mi representada, situación que de ninguna forma acontece en el presente juicio.

Por otra parte y respecto a las demás manifestaciones realizadas por mi contraria, cabe precisar que resultan absurdas y carentes de sustento legal, ya que como se ha precisado con antelación, el estado de cuenta certificado antes citado y que fue exhibido en el escrito inicial de demanda, tiene PLENO VALOR PROBATORIO EN JUICIO conforme al artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito ya que cumple con todos y cada uno de los requisitos establecidos en dicho precepto legal, demostrando con el mismo, la tasa que se utilizó para determinar intereses moratorios, intereses ordinarios y demás conceptos, así como la explicación detallada de cómo se aplicaron todos y cada uno de los pagos que en su momento mis contrarios efectuaron hasta el momento en que incumplieron.
En ese orden de ideas, cabe precisar que el hecho de que supuestamente mi representada no acreditó ni refirió en el estado de cuenta certificado, las operaciones aritméticas para determinar el cálculo de los intereses que se reclaman en el presente juicio, esto no es una cuestión que competa a mi poderdante acredita en juicio, ya que como se ha precisado con antelación, el estado de cuenta certificado al cumplir con los requisitos del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, HACE PRUEBA PLENA sobre los saldos adeudados, siendo en todo  caso, quien debe de acreditar que supuestamente el estado de cuenta certificado se encuentra mal o desvirtuar la presunción legal que dicho estado de cuenta certificado tiene a su favor respecto a la información y saldos en él contenida, es a mi contraria, mediante el ofrecimiento de una prueba pericial en materia contable a efecto de que acredite la supuesta inexactitud de los saldos o errores matemáticos, situación que no acontece en el caso concreto, ya que si bien es cierto que mi contraria ofreció al momento de dar contestación a la demanda incoada en su contra la prueba pericial contable, también lo es que la misma no deberá de ser admitida por no haber sido ofrecida conforme a derecho, ya que omitieron precisar  los puntos y las cuestiones sobre las que debe de versar dicha prueba.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que reza:
Novena Época

Registro: 191609

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XII, Julio de 2000

Materia(s): Civil

Tesis: VI.2o.C. J/186      

Página:   679

ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE ORGANIZACIÓN AUXILIAR DE CRÉDITO.

El estado de cuenta certificado por el contador de una organización auxiliar de crédito es título ejecutivo junto con el contrato respectivo o póliza en que conste el crédito otorgado, si en él se precisa claramente la identificación del crédito celebrado entre las partes, la cantidad a la que ascendió, fecha hasta la que se calculó el adeudo, capital vencido a la fecha del corte, los pagarés mediante los que se hicieron las disposiciones del crédito por parte de los acreditados, monto de las mismas, fechas de vencimiento, tasas de interés normales, pagos no efectuados al capital y pagos hechos sobre los intereses, especificándose las tasas aplicadas a cada uno de ellos, y si además contiene el cálculo de los intereses moratorios correspondientes a cada uno de los pagarés derivados del contrato de crédito y la tasa aplicada por ese concepto, de tal suerte que el estado de cuenta así elaborado satisface los requisitos formales que para el efecto exige el artículo 47 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, puesto que dicho documento, conjuntamente con el contrato o la póliza en que conste el crédito, trae aparejada ejecución y hace procedente la vía ejecutiva mercantil que se ejercite para obtener el pago correspondiente, sin que sea obstáculo para así estimarlo que en dicho estado de cuenta no se haya especificado el método para calcular la tasa de interés aplicada, pues a fin de desvirtuar la fe de dicho documento y destruir la presunción legal de los datos y saldos anotados en el mismo, es necesario que los demandados demuestren, a través de la prueba pericial contable, la inexactitud de los saldos a su cargo, ya sea por errores matemáticos o por alguna otra circunstancia que evidencie lo inverosímil del estado de cuenta.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 93/98. Unión de Crédito del Estado de Puebla, S.A. de C.V. 26 de marzo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Alfonso Gazca Cossío.

Amparo directo 757/98. Arrendadora Financiera Margen, S.A. de C.V. 6 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca.

Amparo directo 420/99. Banco Internacional, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Bital. 19 de agosto de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de tribunal en funciones de Magistrado por ministerio de ley, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo directo 211/2000. Banco Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Inverlat. 25 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo directo 122/2000. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero GBM-Atlántico, S.A. de C.V. 1o. de junio de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, mayo de 1996, página 627, tesis XV.1o.11 C, de rubro: "ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE INSTITUCIÓN BANCARIA. ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO.".


Por lo anterior, su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADA la defensa que en este acto se contesta, debiendo de condenar a mis contrarios a pagar a mi poderdante, todas y cada una de las prestaciones que se reclaman en el presente juicio.

SEXTA.- La defensa correlativa que en este apartado se contesta, resulta por demás INFUNDADA e IMPROCEDENTE, toda vez que en el estado de cuenta certificado exhibido en el escrito inicial de demanda, se refiere de forma clara, precisa y pormenorizada, como se determinó el monto de las cantidades adeudadas por mis contrario y reclamadas en el presente negocio, amén de que como se ha precisado, dicho documento hace prueba plena para determinar el saldo adeudado al cumplir con todos y cada uno de los requisitos establecidos por el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito.
Ahora bien, cabe precisar que el estado de cuenta certificado ya mencionado, forma parte íntegra del escrito inicial de demanda, ya que de la propia demanda se remite a dicho documento del cual se corrió traslado a mis contrarios, razón por la cual no pueden alegar que se les dejó en estado de indefensión como de forma dolosa pretender hacerlo valer

A efecto de robustecer lo anteriormente narrado, inserto la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 181982

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XIX, Marzo de 2004

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 63/2003      

Página:    11

DEMANDA. LA OBLIGACIÓN DE EXPRESAR LOS HECHOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN, SE CUMPLE CUANDO EL ACTOR HACE REMISIÓN EXPRESA Y DETALLADA A SITUACIONES, DATOS O A LOS CONTENIDOS EN LOS DOCUMENTOS ANEXOS A ELLA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE SONORA Y PUEBLA).

Si bien es cierto que los artículos 227, fracción VI, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora y 229, fracción V, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado Libre y Soberano del Estado de Puebla, de aplicación supletoria a los juicios mercantiles, establecen el imperativo de que en la demanda se expresen con claridad y precisión los hechos en que se sustente la acción que se ejercite, también lo es que tal obligación se cumple cuando el actor hace remisión expresa y detallada a situaciones, datos o hechos contenidos en los documentos exhibidos junto con la demanda, aun cuando éstos constituyan base de la acción, pues con esa remisión, aunada al traslado que se le corre con la copia de ellos, la parte demandada tendrá conocimiento de esos hechos para así preparar su defensa y aportar las pruebas adecuadas para desvirtuarlos.

Contradicción de tesis 26/2002-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2003. Mayoría de 3 votos. Disidente: Juventino V. Castro y Castro. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.

Tesis de jurisprudencia 63/2003. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil tres.

Con lo anterior queda plenamente acreditado, que no es necesario que dentro de la demanda se hubiese especificado las operaciones o el mecanismo para determinar cómo se obtuvieron las cantidades demandadas, ya que en la demanda inicial se hizo remisión expresa al estado de cuenta certificado, en el cual se precisa de forma clara como se arribó a cada una de las cantidades que se reclaman en el presente juicio. 

Ahora bien, cabe precisar que el estado de cuenta certificado que se exhibió con el escrito inicial de demanda y que forma parte íntegra de ésta, tiene pleno valor probatorio conforme a lo dispuesto por el artículo 68 de la multireferida Ley de Instituciones de Crédito, por lo que contrario a lo referido por mi contraria, si existe certeza jurídica de las cantidades que se reclaman en el presente juicio, ya que el estado de cuenta en comento hace prueba plena en cuanto al saldo adeudado por cada uno de los conceptos que lo integran, siendo obligación procesal de mi contraria, desvirtuar la presunción legal que existe a favor de dicho documento. 

Por lo anterior, su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADA la defensa que en este acto se contesta, debiendo de condenar a mis contrarios a pagar a mi poderdante, todas y cada una de las prestaciones que se reclaman en el presente juicio.

OBJECIÓN DE DOCUMENTOS

En este acto, OBJETO los Estados de Cuenta (tanto los denominados “Estados de Cuenta de su Crédito Hipotecario” como los denominados “Estado de Cuenta Enlace”) exhibidos por mi contraria en su escrito de contestación de demanda EN CUANTO EL ALCANCE Y VALOR PROBATORIO que pretende darles, toda vez que mi contraria con dichos documentos pretende de forma indebida, maliciosa, mañosa y contraria a derecho, acreditar supuestamente que se encuentra al corriente en el pago de sus obligaciones, situación que es falsa, aunado a que de igual forma pretende confundir a su Señoría al hacerle creer que los pagos detallados en los estados de cuenta denominados o identificados como “Estados de Cuenta de su Crédito Hipotecario”, son distintos e independientes a los pagos detallados en los estados de cuenta denominados “Estado de Cuenta Enlace”, situación que es FALSA, ya que como ha quedado plenamente acreditado en el presente libelo, se tratan de los mismos pagos solamente que se encuentran detallados en dos tipos de estados de cuenta, ya que unos son simplemente referentes al crédito hipotecario y los otros reflejan tanto los movimientos del crédito hipotecario como los movimientos personales del demandado en su cuenta.

Cabe hacer notar a su Usía, que los dos tipos de estados de cuenta ya referidos, pertenecen A LA MISMA CUENTA, TAL Y COMO SE DESPRENDE DE LA LECTURA DE LOS MISMOS.
De igual forma, cabe precisar que dichos estados de cuenta se objetan en cuanto al valor y alcance probatorio que pretende darles mi contraria, ya que con los mismos no acreditan su excepción de pago, y mucho menos que hayan cubierto hasta el pago número 43, ya que como se desprende de éste estado de cuenta (43/180), los enjuiciados a dicho pago adeudaban ya 4 pagos, esto es que adeudaban los pagos 43, 42, 41 y 40 y por ende resulta absurdo y contrario a derecho, que mi contraria pretenda acreditar un supuesto pago que no existe.

Por lo anterior, su Usía no deberá de concederles el valor probatorio que pretenden otorgarle mi contraria y en consecuencia, desestimar todas y cada una de las excepciones y defensas opuestas en el presente juicio.

A efecto de acreditar mi objeción de documentos, me permito ofrecer de mi parte las siguientes pruebas:
A) .- LAS DOCUMENTALES PRIVADAS.- Consistente en todos los estados de cuenta exhibidos por mi contraria, mismos que obran en autos y los que hago prueba de mi parte tomando en consideración el Principio de Adquisición de Prueba.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 291, 299, 334 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todo lo manifestado en el presente escrito.

Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente, que con dichos estados de cuenta mi contraria de ninguna forma acredita su excepción de pago y mucho menos acredita estar al corriente en sus pagos como de forma dolosa lo refiere al contestar la demanda. De igual forma, se acreditará que no es dable ni conforme a derecho, otorgar el valor probatorio que mi contraria pretende que se le otorguen a dichos documentos.
B) LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas aquellas actuaciones que se originen con motivo de la tramitación del presente juicio, e todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

Esta prueba la ofrezco en términos de la ley relacionándola con todo lo manifestado en el presente libelo
C) LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todas aquellas deducciones lógico jurídicas que su  Señoría se sirva realizar en el presente juicio, en todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 379, 380, 381, 382, 383 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todo lo vertido en el presente ocurso.
Por último, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 471 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en este acto y a efecto de DESVIRTUAR LAS EXCEPCIONES Y DEFENSAS opuestas por mi contraria, me permito ofrecer las siguientes:
PRUEBAS

1.- LA DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en copia certificada de la cédula profesional número 1654926, cuyo titular de dicha cédula es el Contador Público Orel Salinas Hinojosa, quien es Contador Público facultado por mi representada y quien realizó el estado de cuenta certificado que se exhibió en el escrito inicial de demanda. Esta prueba se adjunta al presente libelo como ANEXO UNO.
Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 291, 299, 327, 471 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todo lo manifestado en el presente escrito.

Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente, que el Contador Público que emitió el Estado de Cuenta Certificado exhibido en mi escrito inicial de demanda y que cumple con los requisitos del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, cuenta con cédula profesional y no como errónea y dolosamente lo refiere mi contraria en sus excepciones y defensas, aclarando que a pesar de que la carga de la prueba al respecto le corresponde a la demandada, se ofrece la presente para que no quede duda alguna del valor probatorio pleno que tiene dicho estado de cuenta certificado en el presente juicio, por lo que hace a los saldos adeudados por los enjuiciados.

2.- LAS DOCUMENTALES PRIVADAS.- Consistente en todos los estados de cuenta exhibidos por mi contraria, mismos que obran en autos y los que hago prueba de mi parte tomando en consideración el Principio de Adquisición de Prueba.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 291, 299, 334 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todo lo manifestado en el presente escrito.

Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente, que con dichos estados de cuenta mi contraria de ninguna forma acredita su excepción de pago y mucho menos acredita estar al corriente en sus pagos como de forma dolosa lo refiere al contestar la demanda. De igual forma, se acreditará que no es dable ni conforme a derecho, otorgar el valor probatorio que mi contraria pretende que se le otorguen a dichos documentos.

3.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas aquellas actuaciones que se originen con motivo de la tramitación del presente juicio, e todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

Esta prueba la ofrezco en términos de la ley relacionándola con todo lo manifestado en el presente libelo
4.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todas aquellas deducciones lógico jurídicas que su  Señoría se sirva realizar en el presente juicio, en todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 379, 380, 381, 382, 383 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todo lo vertido en el presente ocurso.
Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, dando contestación a las absurdas e improcedentes excepciones y defensas opuestas por mi contraria, en los términos precisados en el presente libelo.


SEGUNDO.- Tenerme por OBJETADOS los documentos precisados en el capítulo respectivo del presente libelo, así como por ofrecidas las PRUEBAS para acreditar dicha objeción.


TERCERO.- Se sirva tenerme por ofrecidas las pruebas mencionadas en el presente libelo, a efecto de desvirtuar las excepciones y defensas opuestas por mi contraria.

CUARTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva declarar improcedentes e infundadas todas y cada una de las excepciones y defensas opuestas por mi contraria, para los efectos legales a que haya lugar.

P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ

México, Distrito Federal a veintiocho de junio de dos mil once.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIBEL CONTRERAS DIAZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 34,492, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil vengo a desahogar la vista ordenada por su Usía mediante proveído de fecha 30 de junio de 2011, referente al infundado e improcedente recurso de revocación interpuesto por mi contraria, mismo que doy contestación de la siguiente forma:


Cabe precisar a su Usía, que los agravios hechos valer por mi contraria y sobre los que versa el recurso de revocación que por este medio se contesta, resultan por demás IMPROCEDENTES e INFUNDADOS, toda vez que la enjuiciada pretende que se revoque el proveído dictado por su Usía por medio del cual se admitió a tramite la apelación que interpuso en contra del auto de fecha 22 de octubre de 2010, admisión que fue en efecto devolutivo de tramitación conjunta con la apelación en contra de la que se llegue a interponer en contar de la Sentencia Definitiva, a efecto de que se admita su apelación en efecto devolutivo de tramitación inmediata, situación que es contraria a derecho.

En efecto, resulta contrario a derecho que mi contraria pretenda que su recurso de apelación se admitido como de tramitación inmediata, ya que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en específico en su artículo 692 bis, refiere en qué casos es procedente la apelación de tramitación inmediata, sin que entre dichas hipótesis contempladas en el precepto legal ya invocado, se encuentre el tipo de auto que recurre mi contraria, razón por la cual la decisión de su Señoría de admitir dicha apelación en efecto devolutivo de tramitación preventiva también conocida como conjunta es correcta y conforme a derecho.


Por lo anterior y tomando en consideración que el auto que apela mi contraria no encuadra en ninguna de las hipótesis referidas en el artículo 692 bis del Código ya referido, resulta por demás IMPROCEDENTE e INFUNDADO el presente recurso de revocación que en este acto se contesta.


Por lo anteriormente expuesto y fundado:

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la cual me ostento, dando contestación en tiempo y forma hábil al recurso de revocación planteado por mi contraria.


SEGUNDO.- Se sirva declarar improcedente e infundado el recurso que por este medio se contesta, en virtud de que el auto que es objeto de apelación, no encuadra en ninguna de las hipótesis señaladas por el artículo 692 bis del Código Adjetivo.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIBEL CONTRERAS DIAZ
México, Distrito Federal a 6 de julio de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIBEL CONTRERAS DIAZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, vengo a autorizar en términos del cuarto párrafo del artículo 112 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA y VÍCTOR HUGO FLORES RAMÍREZ, quienes cuentan con cédula profesional número 4402398 y  6207316 respectivamente, sin perjuicio de las autorizaciones conferidas con antelación.


De igual forma, vengo a autorizar para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores a la C. ARIANA BRICEIDA GONZÁLEZ LÁZARO, sin perjuicio de las autorizaciones otorgadas anteriormente.


Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIBEL CONTRERAS DIAZ
México, Distrito Federal a 6 de julio de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIBEL CONTRERAS DIAZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 298, 688, 692 ter y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer RECURSO DE APELACIÓN de tramitación preventiva y/o conjunta con el recurso que se llegue a interponer en contra de la Sentencia Definitiva, en contra del auto de fecha 4 de julio de 2011, por medio del cual su Señoría admite la prueba confesional ofrecida por la parte demandada, señalando desde este momento como constancias para integrar el testimonio de apelación que en su momento se llegue a formar, todo lo actuado en el presente juicio hasta el momento en que se integre dicho testimonio.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIBEL CONTRERAS DIAZ
México, Distrito Federal a 6 de julio de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIBEL CONTRERAS DIAZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a desahogar la vista ordenada por su Señoría mediante proveído de fecha 4 de Julio de 2011, respecto a la pertinencia de la prueba pericial en materia contable ofrecida por mi contraria, vista que desahogo en los siguientes términos:


Primero que nada, cabe precisar a su Usía que dicha prueba pericial en materia contable ofrecida por mi contraria, NO DEBERÁ DE SER ADMITIDA, en atención a que el ofrecimiento de la misma no es conforme a derecho, ya que mi contraria OMITIÓ precisar los puntos y cuestiones sobre los que versará dicha prueba y que deberían de contestar los peritos, siendo esto un requisito indispensable para la admisión de dicha probanza y al no cumplirse, es evidente que su Señoría deberá de DESECHAR esa prueba, tal y como lo refiere el artículo 347 fracción I y II del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


Sin embargo y solo para el caso de que su Usía admitiera dicha probanza y a efecto de no dejar a mi representada en estado de indefensión, AD CAUTELAM vengo a designar como perito contable por parte de mi representada, al Contador Público Daniel Martínez Cruz, con cédula profesional número 1378385, teniendo registrado su título a fojas 13 del libro 1494 de la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de Educación Pública, con domicilio en calle Ignacio María Barrera manzana 2, lote 8 Colonia El Rosario, Código Postal 09930, Delegación Iztapalapa, en México, Distrito Federal.
Los puntos y cuestiones que en este acto adiciono sobre los que versará la presente prueba pericial en materia de contabilidad y que deberán de resolver los peritos serán los siguientes:
1.- De acuerdo al Contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaría de fecha 27 de Septiembre de 2004 según escritura No. 23,642 el perito deberá de informar la forma que dispuso del Total del Crédito por importe de $1´500,000.00 (Un Millón Quinientos Mil Pesos 00/100 M.N.).

2.- De acuerdo al análisis del contrato base de la presente acción, que el perito informe el esquema financiero que contiene pactado el mismo, en cuanto al importe del crédito, plazo, forma de pago, tasa de interés, comisiones, etc.

3.- Que el perito informe de acuerdo al total del crédito dispuesto por la parte demandada, como fueron aplicados todos y cada uno de los pagos realizados por los demandados, así como el concepto al que se aplicaron los mismos y que se detallan en los estados de cuenta que obran en autos por haber sido exhibidos por la parte demandada.

4.- De acuerdo al análisis de todos y cada uno de los documento que exhibió la parte demandada en autos, con relación a los pagos para el crédito base de la presente acción, el perito deberá informar y determinar exactamente, la fecha e importes de los depósitos realizados en la cuenta de cheques número 00171016080 cuyo titular es el codemandado Jaime Martínez Peña y cuales de éstos depósitos fueron considerados exclusivamente para el pago de las obligaciones mensuales derivadas del contrato base de la acción, en la forma y términos que quisieron obligarse y se obligaron los deudores a través de lo pactado en el contrato ya mencionado.

5.- Que el perito informe a partir de que vencimiento o fecha de obligación de pago por la parte demandada de acuerdo a las cláusulas del contrato base de la acción, los demandados dejaron de realizar los pagos mensuales que se obligaron a efectuar en términos del contrato ya referido.

6.- Que el perito determine la fecha en que los demandados incurrieron en mora

7.- Que el perito determine una vez considerados todos y cada uno de los pagos efectuados por los demandados y que se detallan en los documentos exhibidos por los enjuiciados y que obran en autos, cual fue el último periodo con el que cumplieron sus obligaciones mensuales de pago en términos del contrato base de la acción.

8.- Que el perito informe si la tasa de interés ordinaria y moratoria es fija, según lo pactado en el contrato base de la presente acción.

9.- Una vez aplicado todos y cada uno de los pagos efectuados por los demandados en los términos que se obligaron según el contrato base de la acción y considerando las cláusulas del mismo, que el perito detalle las responsabilidades totales y pendientes de pago por parte de los demandados a favor de la parte actora al día 30 de Junio del 2011, informando los conceptos, periodos e importes totales adeudados.

10.- El perito dirá los elementos y procedimientos que utilizó para el desarrollo de su dictamen.

11.- Que el perito, cite sus conclusiones.


Cabe precisar, que la presente pericial se relaciona con todos y cada uno de los hechos narrados en el escrito inicial de demanda, así como con mi escrito de contestación de excepciones y defensas y con la cual se acreditará de forma fehaciente, que las cantidades reclamadas por mi representada, son las que realmente adeudan los codemandados y que de ninguna manera resulta procedente su excepción de pago.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIBEL CONTRERAS DIAZ
México, Distrito Federal a 6 de julio de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIBEL CONTRERAS DIAZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 684, 685 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer el RECURSO DE REVOCACIÓN en contra del proveído de fecha 4 de julio de 2011, por medio del cual, de forma errónea y contraria a derecho, su Señoría admite la prueba confesional ofrecida por mi contraria, prueba que fue ofrecida a cargo de una persona legalmente diversa a mi representada, expresando desde este momento por parte de mi poderdante los siguientes:

AGRAVIOS

ÚNICO AGRAVIO


Le para perjuicio a mi poderdante el proveído de fecha 4 de julio de 2011, por medio del cual su Señoría admite la prueba confesional ofrecida por mi contraria a cargo de Banco Mercantil del Norte S.A., situación que es contraria a derecho, ya que la prueba confesional, solamente puede ser ofrecida a cargo de las partes, ya sea la actora o demandada, pero no a cargo de persona diversa ya sea moral o física; siendo que en el caso concreto, mi contraria ofrece la prueba confesional a cargo de una persona diversa a la s partes en el presente juicio, ya que la parte actora en este negocio es “Banco Mercantil del Norte Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte” y no Banorte S.A. como lo refiere la oferente de la prueba.


Lo anterior es así, ya que se trata de persona legal diversa a la que hace referencia mi contraria, ya que la denominación social correcta de mi representada que es la parte actora es como ya se ha referido y como se acredita de autos, el de “Banco Mercantil del Norte Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte”, razón por la cual evidentemente mi contraria se refiere a persona moral diversa a mi poderdante.

Cabe precisar a su Usía, que lo anterior de ninguna forma puede ser subsanable mas aún cuando en el presente juicio no es factible que opere la suplencia de la queja también conocida como suplencia en la deficiencia de la queja, razón por la cual su Usía debe de REVOCAR la parte conducente del proveído que por este medio se recurre, a efecto de que no admita la prueba confesional ofrecida por mi contraria, ya que Banorte S.A. no es parte en el presente juicio y como se ha referido con antelación, la prueba confesional solamente es dable ofrecerla a cargo de la parte actora o demandada en un juicio, situación que de ninguna manera acontece en el presente negocio.


Por otra parte, no es conforme a derecho tratar de enmendar el error cometido por mi contraria, al pretender hacer creer que Banorte S.A y Banco Mercantil del Norte S.A. Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, legalmente se trate de la misma persona moral, ya que mi contraria conoce la razón social de mi poderdante que es la actora y a pesar de eso, ofreció la prueba a cargo de una razón social diversa, razón por la cual no debe de admitirse dicha probanza.


Por lo anterior, solicito a su Usía se sirva REVOCAR el auto combatido en su parte conducente y en consecuencia ordenar la no admisión de la prueba confesional ofrecida a cargo de Banorte S.A.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, interponiendo Recurso de Revocación en contra del auto de fecha 4 de Julio de 2011.


SEGUNDO.- Se sirva dar vista a mi contraria para que manifieste lo que a su derecho convenga si así lo determina su Usía.


TERCERO.- En su momento procesal oportuno, se sirva declarar procedente y fundado el presente Recurso de Revocación y en consecuencia, no admitir la prueba confesional ofrecida por mi contraria a cargo de Banorte S.A.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIBEL CONTRERAS DIAZ
México, Distrito Federal a 11 de julio de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, aclarando que el suscrito registró su cédula profesional en el libro que para tal efecto se lleva en este H. Juzgado, registro que quedo en la foja 20 vuelta, adjuntando al presente libelo como ANEXO UNO, copia simple de mi cédula profesional, así como del registro de la misma ante la Primera Secretaría de la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, , ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 272 –G del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a solicitar a su Señoría se sirva Regularizar el procedimiento, toda vez que en proveído de fecha 4 de Julio de 2011, por medio del cual tiene a mi representada dando contestación a las excepciones y defensas opuestas por mi contraria, su Usía fue OMISA en acordar de conformidad la objeción de documentos realizada por la parte actora en el escrito de contestación de excepciones y defensas, razón por la cual, solicito se sirva tener por objetados los documentos ofrecidos por mi contraria en los términos precisados en dicho libelo.

De igual forma, su Señoría fue OMISA en acordar en el proveído referido en el párrafo anterior, respecto a la admisión de las pruebas ofrecidas por la actora en el escrito de contestación de excepciones y defensas, a efecto de desvirtuar las mismas; razón por la cual, solicito a su Señoría se sirva admitir a trámite dichas pruebas, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a 1 de agosto de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIBEL CONTRERAS DIAZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 34,492, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Frontera número 32, Interior 304, Colonia Roma Norte, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06700, en México Distrito Federal; autorizando en términos del cuarto párrafo del artículo 112 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA y VÍCTOR HUGO FLORES RAMÍREZ, quienes cuentan con cédula profesional número 4402398 y  6207316 respectivamente, autorizando para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores a la C. ARIANA BRICEIDA GONZÁLEZ LÁZARO, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a desahogar la vista ordenada mediante proveído de fecha 8 de julio de 2011, referente a la vista que se me da con la excepción de Incompetencia por Declinatoria interpuesta por la codemandada Sandra Soto Cruz, la cual desahogo en los siguientes términos:

La excepción de Incompetencia por Declinatoria interpuesta por mi contraria, resulta IMPROCEDENTE E INFUNDADA, en virtud de que la codemandada de forma dolosa y contraria a derecho, pretende hacer creer a sus Usías que el A quo resulta incompetente por razón de territorio para conocer del presente juicio, atendiendo a que el inmueble objeto de hipoteca se encuentra fuera de la jurisdicción territorial de este H. Juzgado.


Sin embargo, cabe señalar que la competencia por cuestión de materia y TERRITORIO son PRORROGABLES, tal y como lo dispone el artículo 149 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


Lo anterior se robustece con la siguiente tesis que a la letra dice:

Octava Época

Registro: 207072

Instancia: Tercera Sala

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 VI, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1990

Materia(s): Civil

Tesis: CIII/90

Página:   145

COMPETENCIA CIVIL. LA TIENE EL JUEZ ANTE QUIEN SE PRESENTE LA DEMANDA EN JUICIO ORDINARIO, SI ES UNO DE LOS CONVENIDOS OPTATIVAMENTE.

No puede estimarse incompetente el juez ante quien se presente la demanda en juicio ordinario civil, si en el contrato se fijó optativamente la competencia territorial, y en ese documento se pactó que en el territorio donde ejerce jurisdicción el juez respectivo podrían dirimirse las controversias que derivaran del mismo contrato, toda vez que la competencia territorial es prorrogable por consentimiento de las partes, expreso o tácito, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Competencia 112/90. Suscitada entre los jueces Sexto de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, y Sexto de Distrito en el Estado de Tamaulipas. 20 de agosto de 1990. Cinco votos.Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull.

Tomando en consideración lo anterior y toda vez que las partes en el documento base de la presente acción, en específico en la cláusula “VIGÉSIMA SEGUNDA”, manifestaron su voluntad y consentimiento EXPRESO en someterse para cualquier cuestión inherente al contrato de marras a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal, habiendo RENUNCIADO EXPRESAMENTE a cualquier otra jurisdicción que pudiese llegarles a corresponder por cualquier otro domicilio, ES QUE RESULTA POR DEMÁS IMPROCEDENTE LA EXCEPCIÓN QUE SE CONTESTA, ya que como se ha mencionado, la competencia por territorio SI es prorrogable.
En consecuencia, si las partes se sometieron expresamente a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal y renunciaron expresamente a cualquier otra jurisdicción que pudiese corresponderles por razón de territorio como lo es el domicilio, es evidente que el A quo es quien resulta COMPETENTE para conocer del presente juicio, ya que como lo disponen los artículos 149, 151 y demás relativos y aplicables del Código Procesal Civil de esta entidad, es Juez competente aquel al que los litigantes se hubiesen sometido expresa o tácitamente cuando se trate de fuero renunciable como acontece en el caso concreto.

Cabe precisar, que conforme al artículo 152 del ordenamiento legal ya invocado, las partes en el presente juicio se sometieron EXPRESAMENTE a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común de esta entidad, toda vez que los contratantes de forma clara y terminante, manifestaron su voluntad y consentimiento en la cláusula “VIGÉSIMA SEGUNDA” del contrato básico de la acción, al renunciar a cualquier otra competencia que les llegase a corresponder por cuestión de territorio; renuncia que como se ha precisado con antelación, es perfectamente válida y legal, ya que la competencia por territorio si es prorrogable.

Por último, cabe precisar a Ustedes CC. Magistrados, que el consentimiento y la voluntad de las partes es la Ley suprema de los contratos, razón por la cual si las partes pactaron y fue su voluntad renunciar a la competencia por cuestión de domicilio (territorio), y en consecuencia pactaron someterse a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal, conforme a los artículos 149, 151 y 152 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, el Juez natural es el competente para conocer del presente negocio.

Por lo anterior, la excepción correlativa que en este apartado se contesta, deberá de DESECHARSE DE PLANO conforme lo establece el artículo 164 del Código Adjetivo, toda vez que en autos existen documentos que acreditan fehacientemente que mi contraria se sometió expresamente a la jurisdicción de este Tribunal, documento que consiste en el contrato base de la presente acción y en consecuencia, en términos del artículo 168 párrafo segundo del Código Adjetivo, se le deberá de imponer la sanción pecuniaria que dicho numeral refiere.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente pido se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento, teniéndome por señalado domicilio para los fines indicados y por autorizados a los profesionistas mencionados en el presente ocurso.


SEGUNDO.- Tenerme por desahogada en tiempo y forma hábil, la vista dada con la excepción de incompetencia por declinatoria opuesta por mi contraria.


TERCERO.- En su momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, debiendo de declarar improcedente e infundada la excepción en comento y en consecuencia, se deberá de imponer a mi contraria la sanción pecuniaria establecida en el artículo 168 segundo párrafo del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIBEL CONTRERAS DIAZ
México, Distrito Federal a primero de agosto de dos mil once.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, aclarando que el suscrito registró su cédula profesional en el libro que para tal efecto se lleva en este H. Juzgado, registro que quedo en la foja 20 vuelta, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a dar contestación al absurdo e improcedente Recurso de Revocación interpuesto por la codemandada Sandra Soto Cruz en contra del proveído de fecha 8 de Julio de 2011; recurso que doy contestación de la siguiente manera:

CONTESTACIÓN DE AGRAVIOS


PRIMERO.- El agravio correlativo que en este apartado se contesta, se deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO, toda vez que mi contraria de forma dolosa y contraria a derecho, pretende hacer creer a su Usía, que el recurso de apelación interpuesto por mi representada en contra de la admisión de la prueba confesional ofrecida por la enjuiciada a cargo de “Banorte”, supuestamente resulta improcedente, situación que a todas luces es falsa.


En efecto, resulta irrisorio y absurdo lo vertido por mi contraparte, ya que en primer lugar, el artículo 692 Ter del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, textualmente permite a las partes recurrir mediante la apelación de tramitación preventiva, las determinaciones judiciales con las que se sienta agraviada y no estén contempladas en el artículo 692 Bis del ordenamiento legal antes invocado; siendo en el caso concreto, que la admisión de una prueba, no se encuentra contemplada en el artículo 692 Bis, razón por la cual resulta PROCEDENTE el recurso de apelación de tramitación conjunta interpuesto por mi representada.


Ahora bien, respecto a lo manifestado por mi contraria, referente a que la prueba confesional ofrecida por la misma a cargo de “BANORTE S.A.” no se encuentra en ninguno de los supuestos del artículo 298 del Código Procesal, resulta FALSO, ya que como es sabido, la prueba confesional solamente puede ser ofrecida a cargo de LAS PARTES EN EL JUICIO Y NO A CARGO DE UN TERCERO y en el caso concreto como se desprende del ofrecimiento de dicha prueba confesional, la codemandada ofreció la prueba confesional a cargo de “BANORTE S.A.”, quien como se observa de autos, dicha persona moral a la que se refiere la oferente de la prueba, de ninguna manera es parte en el presente juicio y en estricto derecho no puede asegurarse de que se trate de mi representada, ya que la razón social de mi representada y actora en este asunto es “Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte” tal y como se puede desprender de autos, siendo a todas luces jurídicamente personas morales diversas.


Asimismo, cabe recalcar a su Usía, que en el presente juicio de ninguna forma se encuentra facultado para suplir la DEFICIENCIA DE LA QUEJA y por ende, el debido ofrecimiento de las pruebas es a cargo de las partes oferentes, sin que sea dable que los errores cometidos por estas sean subsanados por el Juzgador, razón por la cual mi contraria ahora no puede alegar que la prueba confesional ofrecida por esta, no se encuentra en ninguna de las hipótesis del artículo 298 antes citado, ya que a todas luces dicha prueba es contraria a derecho al haber sido ofrecida a cargo de una persona moral que NO ES PARTE EN EL PRESENTE JUICIO y por ende es CONTRARIA A DERECHO.


Lo anterior denota la mala fe y el dolo de mi contraria, al interponer recursos por demás frívolos e improcedentes a efecto de retardar el presente juicio y así dilatar la impartición de justicia, pretendiendo a base de galimatías confundir a su Usía a efecto de eludir sus obligaciones de pago pendientes hacia mi representada.

SEGUNDO.- El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta por demás OBSCURO, IMPRECISO, INATENDIBLE, CONFUSO, IMPROCEDENTE E INFUNDADO, ya que mi contraria refiere a lo largo de dicho agravio, el supuesto hecho de que en el proveído de fecha 8 de Julio de 2011, se reconoció la personalidad a MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, situación que es FALSA, YA QUE AL OBSERVAR DICHO PROVEÍDO, EN NINGUNA PARTE DE ESTE SE HACE REFERENCIA A DICHA PERSONA, ya que como se desprende de la simple lectura de dicho auto así como del escrito por medio del cual se interpuso el recurso de apelación referido por mi contraria se observa, que quien promovió dicho recurso en carácter de Apoderada Legal de la actora fue la C. MARIBEL CONTRERAS DÍAZ  y no la persona que refiere mi contraria.

Aunado a lo anterior, los demás argumentos vertidos por mi contraria en el agravio correlativo que se contesta, NO TIENE NADA QUE VER CON EL PROVEÍDO DE FECHA 8 DE JULIO DE 2011, siendo éste en contra del cual promueve el Recurso de Revocación que en este acto se contesta, amén de que todas sus argumentaciones vertidas en el presente agravio que se contesta, fueron OBJETO DEL RECURSO DE REVOCACIÓN QUE MI CONTRARIA INTERPUSO EN CONTRA DEL AUTO DE FECHA 22 DE JUNIO DE 2011, RECURSO QUE YA FUE RESUELTO POR SU USÍA MEDIANTE SENTENCIA INTERLOCUTORIA DE FECHA 13 DE JULIO DE 2011, RESULTANDO POR DEMÁS EXTEMPORÁNEO, TRATAR DE RECURRIR POR ESTE MEDIO CUESTIONES CONTENIDAS EN PROVEÍDOS DICTADOS EN EL MES DE JUNIO Y ANTERIORES DEL AÑO EN CURSO, ASÍ COMO EN CONTRA DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA; por lo que resulta IMPROCEDENTE Y CONTRARIO A DERECHO pretenda nuevamente hacer valer las mismas galimatías que como se ha precisado ya fueron resueltas, aunado a que éstas no tienen absolutamente nada que ver con el auto recurrido por la enjuiciada.

Por lo anterior, su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE E INFUNDADO el recurso de revocación interpuesto por mi contraria, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a 9 de agosto de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 298, 688, 692 ter y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer RECURSO DE APELACIÓN de tramitación preventiva y/o conjunta con el recurso que se llegue a interponer en contra de la Sentencia Definitiva, en contra de la audiencia de desahogo de pruebas de fecha 18 de agosto de 2011, señalando desde este momento como constancias para integrar el testimonio de apelación que en su momento se llegue a formar, todo lo actuado en el presente juicio hasta el momento en que se integre dicho testimonio.


Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA
MANDATARIO JUDICIAL
México, Distrito Federal a 23 de agosto de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del Instrumento Notarial número 47,050, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 688, 689,691, 692, 692 Bis y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer RECURSO DE APELACIÓN en contra de la Sentencia Definitiva dictada en el presente juicio, publicada en el Boletín Judicial número 152 del día 29 de agosto de 2011, señalando como constancias para integrar el presente testimonio de apelación, todo lo actuado en el presente negocio, expresando en este acto los siguientes agravios.

APELACIONES CONJUNTAS


Cabe precisar, que mediante escrito diverso se harán valer los agravios respecto a los Recursos de Apelación de tramitación conjunta interpuestos por mi representada durante el procedimiento.

AGRAVIOS

PRIMER AGRAVIO


FUENTE DE AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva dictada por el A quo en el presente juicio, en específico sus partes conducentes que a la letra dicen:

“Sin embargo, por lo que hace a los intereses ordinarios, se absuelve a los demandados de su pago, atento a que, si bien es cierto, en la cláusula octava del básico se obligaron a pagar dicho concepto, también lo es que, las partes convinieron en la cláusula novena que en caso de incumplimiento, se generarían intereses moratorios, dejándose así de generar los intereses ordinarios que reclama la actora, en consecuencia también se absuelva a los demandados de pagar el Impuesto al Valor Agregado sobre dichos intereses, debiendo observarse lo pactado por las partes en el contrato base, en términos del artículo 1832 del Código Civil”… (primer párrafo de la foja 7)


RESUELVE…


“CUARTO.- Por lo que hace a los intereses ordinarios e Impuestos al Valor Agregado sobre dicho concepto, se absuelve a los demandados de pagar los mismos por los razonamientos vertidos en el considerando segundo de esta sentencia.”

PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81, 402, 403 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como los artículos 1832, 1851 y demás relativos y aplicables del Código Civil para esta entidad.

CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada, la Sentencia Definitiva dictada por el A quo en el juicio de origen, toda vez que la misma resulta ser INCONGRUENTE, INFUNDADA y contraria a derecho, denotando un deficiente análisis y valoración de pruebas, ya que el Juzgador de forma errónea y contraria a derecho, resolvió que no era procedente condenar a los codemandados al pago de intereses ordinarios y en consecuencia, tampoco al pago del Impuesto al Valor Agregado sobre dichos intereses, basando su resolución en el hecho de que supuestamente en la cláusula NOVENA del contrato base de la acción, las partes pactamos que en caso de incumplimiento se generarían intereses moratorios, dejándose de generar los intereses ordinarios, situación que resulta por demás FALSA y CONTRARIA A LO PACTADO EN EL DOCUMENTO BÁSICO DE LA ACCIÓN.

En efecto, lo manifestado por el A quo para determinar que no se debe de condenar a los enjuiciados al pago de intereses ordinarios y a su respectivo Impuesto al Valor Agregado, es errónea y no resulta ser acorde a la realidad, ya que como este Tribunal de Alzada podrá percatarse de la simple lectura de la cláusula “NOVENA” del documento base de la acción, QUE EN NINGUNA PARTE DE DICHA CLÁUSULA NI DEL CONTENIDO DEL DOCUMENTO DE MARRAS, SE DESPRENDE QUE LAS PARTES HAYAN PACTADO QUE AL GENERARSE LOS INTERESES MORATORIOS DERIVADOS DEL INCUMPLIMIENTO DE LOS DEMANDADOS, SE DEJARÍAN DE GENERAR LOS INTERESES ORDINARIOS.


De lo anterior se desprende, que el A quo hace un defectuoso análisis de pruebas, al referir y sustentar su resolución en cuestiones INEXISTENTES como lo es el hecho de que supuestamente por generarse los intereses moratorios, dejarían de generarse los intereses ordinarios, resultando por demás INCONGRUENTE la resolución que por este medio se combate, amén de que el A quo viola en perjuicio de mi representada lo dispuesto por los artículos 1832 y 1851 del Código Civil para el Distrito Federal, ya que tal y como se acredita fehacientemente del contrato base que al ser una documental pública se le debe de otorgar pleno valor probatorio, las partes se obligaron en la forma que quisieron obligarse y en consecuencia, los mismos se encuentran obligados a cumplir lo pactado, aunado a que el A quo de forma errónea y contraria a derecho, interpreta de forma errónea y diversa el documento básico de la acción, siendo que dicho Juzgador tiene la obligación de interpretar en forma LITERAL el contenido del documento de marras, ya que éste resulta por demás claro y no deja duda alguna sobre la intención de las partes, razón por la cual, el Juez natural no debió de haber absuelto a los codemandados del pago de los intereses ordinarios que se les demandó, así como del respectivo Impuesto al Valor Agregado.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente tesis que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 197153

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 VII, Enero de 1998

Materia(s): Civil

Tesis: IV.4o.2 C

Página:  1075

CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE LOS.

Al establecer el artículo 1851 del Código Civil para el Distrito Federal, idéntico al 1748 del Código Civil de Nuevo León, que si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se estará al sentido literal de sus cláusulas, y si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente, prevalecerá ésta sobre aquéllas, ha reconocido el principio de que la interpretación de los contratos debe limitarse a los casos en que se hace necesaria, porque si los términos del contrato son claros, la interpretación no tiene razón de ser, pues se entiende que en aquellos términos está precisamente la voluntad de los contratantes; de ahí que siendo clara la letra de un contrato, no cabe, con pretexto de su interpretación, alterar o cambiar su sentido literal.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 200/97. Grupo Nacional Provincial, S.A. 28 de octubre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: María Isabel González Rodríguez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXXII, página 145, tesis de rubro: "CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE (LEGISLACIÓN DE COAHUILA).".


En este sentido, he de recalcar que los contratos se perfeccionan con el consentimiento de las partes y desde ese momento obliga a estas, a cumplir lo expresamente pactado, así como las cuestiones que se deriven con motivo de la celebración de dicho acto jurídico, razón por la cual si del contrato base de la acción, se desprende y acredita que la voluntad de las partes fue el hecho de que los demandados pagarían intereses ordinarios a mi representada y en caso de incumplimiento a sus obligaciones de pago, los mismos pagarían a mi poderdante intereses moratorios por el tiempo en que estuvieran en mora, con independencia de continuar pagando los intereses ordinarios ya referidos; en consecuencia al haber sido esa la voluntad de las partes y al ser esta la ley suprema en los contratos, es evidente, que el A quo debió de haber condenado a mis contrarios al pago de los intereses ordinarios y al pago del Impuesto al Valor Agregado sobre dichos intereses.

Por otro lado, cabe precisar que si pueden coexistir los intereses ordinarios y los moratorios, ya que éstos son de naturaleza distinta, ya que los primeros son por el simple hecho de prestar determinada cantidad de dinero, esto es, los intereses ordinarios son la ganancia de mi representada por haber prestado a los demandados la cantidad respectiva, mientras que los intereses moratorios, son precisamente por el incumplimiento de las obligaciones por parte de los enjuiciados, razón por la cual jurídicamente no existe imposibilidad alguna para determinar que dichos intereses no pueden coexistir.


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar las siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 190896

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XII, Noviembre de 2000

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 29/2000      

Página:   236

INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. COEXISTEN Y PUEDEN DEVENGARSE SIMULTÁNEAMENTE.

El artículo 362 del Código de Comercio señala que los deudores que demoren el pago de sus deudas, deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el interés que para ese caso se encuentre pactado en el documento y que a falta de estipulación, el interés será del seis por ciento anual; por su parte, los artículos 152, fracción II y 174, párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito refieren, el primero, a la acción que se ejerce por incumplimiento de pago del documento base y determina que los intereses moratorios se fincan al tipo legal establecido para ello, a partir del día de su vencimiento y, el segundo, a las opciones para la determinación del interés moratorio del documento cuando no se encuentre expresamente estipulado en el mismo o cuando éste se encuentra preestablecido. Esto es, los referidos numerales en ningún momento disponen que los intereses ordinarios y moratorios no pueden coexistir y aunque en ellos se indica a partir de cuándo habrá de generarse el interés moratorio, no se señala que con ese motivo deban dejar de generarse los intereses normales. En estas condiciones y tomando en consideración que los intereses ordinarios y moratorios tienen orígenes y naturaleza jurídica distintos, puesto que mientras los primeros derivan del simple préstamo e implican la obtención de una cantidad como ganancia por el solo hecho de que alguien otorgó a otro una cantidad en dinero que éste necesitaba para satisfacer sus propias necesidades; los segundos provienen del incumplimiento en la entrega de la suma prestada y consisten en la sanción que se impone por la entrega tardía del dinero de acuerdo con lo pactado en el contrato, debe concluirse que ambos intereses pueden coexistir y devengarse simultáneamente, desde el momento en que no es devuelta la suma prestada en el término señalado y por ello, recorren juntos un lapso hasta que sea devuelto el dinero materia del préstamo.

Contradicción de tesis 102/98. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 30 de agosto de 2000. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Germán Martínez Hernández.

Tesis de jurisprudencia 29/2000. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintisiete de septiembre de dos mil, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente José de Jesús Gudiño Pelayo, Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


Por lo anteriormente expuesto, ustedes CC. Magistrados deberán de declarar fundado y procedente el presente agravio que se hace valer y en consecuencia, deberán de ordenar la revocación y/o modificación de la Sentencia Definitiva que por este medio se combate, a efecto de que se condene a los codemandados al pago de los intereses ordinarios y al pago del Impuesto al Valor Agregado que se demandaron en el juicio de origen.

SEGUNDO AGRAVIO


FUENTE DE AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva dictada por el A quo en el presente juicio, en específico sus partes conducentes que a la letra dicen:


“…. Ahora bien, por lo que hace a las comisiones e Impuesto al Valor Agregado de esas comisiones, cabe precisar que en la cláusula décima primera del contrato base, las partes convinieron que los acreditados hoy demandados, “pagará al banco una comisión por cobranza del 5% cinco por ciento sobre cada pago mensual no efectuado, misma que se calculará a partir del sexto día natural de atraso hasta el día en que se ponga al corriente, dicha comisión se aplicara al pago de intereses moratorios y capital, en la forma que el banco determine, de tal forma que se considerará un accesorio del pago mensual”, y en el presente caso, la actora también reclamo el pago de intereses moratorios, a los que fueron condenados los enjuiciados, en consecuencia, al tener dichos conceptos idéntica causa y naturaleza que aquellos, pues surgen del mismo hecho constituido por la falta de pago oportuno de una suma de dinero, sancionando el mismo ilícito contractual, resulta improcedente su pago…”(parte final de la foja 7 y principio de la foja 8)

RESUELVE…


“SÉPTIMO.- En cambio, se absuelve a los demandados de pagar las prestaciones marcadas con los incisos G), H), I), de su escrito inicial de demanda, consistente en el pago de primas de seguro, comisiones e Impuesto al Valor Agregado sobre esas comisiones, por los razonamientos vertidos en el considerando segundo de esta sentencia.”

PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81, 402, 403 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como los artículos 1832, 1851 y demás relativos y aplicables del Código Civil para esta entidad.


CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada la Sentencia Definitiva dictada por el A quo en el juicio de origen, en virtud de que la misma es ERRÓNEA y CONTRARIA A DERECHO, ya que de forma indebida, el Juez de origen resolvió no condenar a los demandados al pago de la comisión demandada y su respectivo Impuesto al Valor Agregada, atendiendo a que supuestamente dichas comisiones y los intereses moratorios, tienen idéntica causa y naturaleza, situación que es FALSA, ERRRÓNEA Y CONTRARIA A DERECHO, dando a entender con la tesis que cita el A quo, que los intereses moratorios y la comisión se tratan de una pena convencional, situación que de igual forma es errónea y no es acorde a la realidad.

En efecto, cabe precisar que de ninguna manera los intereses moratorios y la comisión por cobranza pactada por las partes en el contrato base de la acción, pueden tener la misma causa y mucho menos la misma naturaleza jurídica; ya que los intereses moratorios, se generan por el simple incumplimiento de los codemandados a sus obligaciones de pago, mientras que la comisión por cobranza se genera, precisamente por los actos de cobranza que mi representada efectúa cuando los demandados incumplieron con sus pagos.


De lo anterior se desprende, que resulta legalmente imposible referir que los intereses moratorios y la comisión de cobranza tengan la misma naturaleza jurídica.

Amén de lo anterior, cabe precisar a este Tribunal de Alzada, que la tesis aislada citada por el A quo en la foja 8 de la sentencia que se recurre, la misma NO PUEDE SER APLICADA AL CASO CONCRETO, TODA VEZ QUE LA MISMA SE BASA EN LA LEGISLACIÓN DE PUEBLA, SIENDO QUE ÉSTA NO ES IGUAL A LA LEGISLACIÓN CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, RAZÓN POR LA CUAL Y A EFECTO DE QUE UNA TESIS PUEDA SER APLICADA EN UN CASO CONCRETO, ES NECESARIO QUE LOS PRECEPTOS LEGALES QUE SE INVOCAN EN LA MISMA Y SOBRE LOS CUALES SE HACE LA INTERPRETACIÓN RESPECTIVA, SEAN LITERALMENTE IGUALES A LOS ARTÍCULOS DE LA LEGISLACIÓN APLICABLE AL JUICIO EN CONCRETO, SITUACIÓN QUE NO ACONTECE EN EL PRESENTE ASUNTO.

Por otra parte y estando en el supuesto sin conceder, de que la tesis aplicada por el A quo fuese aplicable al caso concreto, cabe referir que de igual forma no existe impedimento legal para que concurran los intereses moratorios y la comisión por cobranza, ya que en todo caso, ésta última se trataría de una pena convencional, la cual tiene por objeto evitar a las partes la complicación de cuantificar el día de mañana los daños y perjuicios causados por el incumplimiento de una de las partes a sus obligaciones, mientras que los intereses moratorios tiene por objeto sancionar el incumplimiento de las obligaciones mas no así los daños y perjuicios.

Asimismo no debe pasar inadvertido, que en un contrato se puede estipular las cláusulas que los contratantes quieran, ya que como es sabido, la voluntad de las partes es la Ley suprema de los contratos; razón por la cual al analizar el documento base de la acción, mismo que debe de ser interpretado en forma LITERAL ya que es por demás claro y preciso y no deja duda sobre la intención de las partes, debiendo de cumplirse lo pactado en dicho contrato, situación que de forma errónea y contraria a derecho OMITE el A quo, ya que este no realizo un análisis y mucho menos interpreto LITERALMENTE el contrato base al haber resuelto absolver a los enjuiciados del pago de la comisión de cobranza y su respectivo Impuesto al Valor Agregado.

En efecto, el A quo no interpreta de forma LITERAL el contrato, ya que del contenido del mismo no se desprende cláusula alguna que impida o refiere que no puede concurrir los intereses moratorios y la comisión por cobranza, lo que denota la deficiente e inadecuado estudio, análisis y valoración de pruebas sobre dicho documento básico de la acción.


Por lo anterior, es que ustedes CC. Magistrados, deberán de declarar procedentes y fundados los agravios que se hacen valer en el presente libelo y en consecuencia, deberán de ordenar se revoque y/o modifique la Sentencia Definitiva dictada por el A quo y que por este medio se combate, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con el carácter con el cual me ostento, interponiendo en tiempo y forma hábil el Recurso de Apelación en contra de la Sentencia Definitiva.


SEGUNDO.- Se sirvan tenerme por expresados los agravios que se hacen valer en el presente ocurso, debiendo de declararlos procedentes y fundados.


TERCERO.- Con las copias simples que se exhiben, se sirvan dar vista a los codemandados a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.


CUARTO.- En el momento procesal oportuno y previo trámites de ley, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, debiendo de declarar fundados y procedentes los agravios que se hacen valer y en consecuencia, ordenar la modificación de la resolución impugnada en los términos solicitados.

PROTESTO LO NECESARIO

_____________________________________
MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ

México Distrito Federal a 19 de septiembre de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del Instrumento Notarial número 47,050, mismo que se adjunto al recurso de apelación interpuesto en contra de la Sentencia Definitiva dictada en el presente juicio, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 688, 691, 692 ter,692 Quáter y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, venga a expresar en nombre de mi representada, los AGRAVIOS respectivos por lo que hace al Recurso de Apelación de tramitación conjunta que se interpuso en contra del proveído de fecha 4 de julio de 2011, mediante escrito presentado el día 7 del mismo mes y año, el cual fue admitido por el A quo mediante proveído de fecha 8 de julio del año en curso; señalando como constancias todo lo actuado en el presente juicio.
AGRAVIOS

ÚNICO AGRAVIO


FUENTE DE AGRAVIO.- El proveído de fecha 4 de julio de 2011, en la parte conducente por medio del cual el A quo admite la prueba confesional ofrecida por la codemandada Sandra Soto Cruz, a cargo de “Banorte S.A.”.

PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81, 291, 308 y los demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal posterior a las reformas del 10 de septiembre de 2009.

CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada el proveído de fecha 4 de Julio de 2011 que por este medio se combate, en virtud de que el A quo de forma INDEBIDA Y CONTRARIA A DERECHO, ADMITIÓ LA PRUEBA CONFESIONAL OFRECIDA POR LA CODEMANDADA A CARGO DE “BANORTE S.A.”, PERSONA MORAL QUE NO ES PARTE EN EL JUICIO, YA QUE LA ACTORA EN LA PRESENTE CONTIENDA ES “BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A., INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO FINANCIERO BANORTE”.

Como es sabido, la prueba confesional solamente puede ser ofrecida a cargo de las partes en el juicio y no así a cargo de una persona extraña al mismo como acontece en el caso concreto, ya que a todas luces se denota que la persona moral a cargo de quien mi contraria ofreció la prueba confesional, LEGALMENTE ES UNA PERSONA MORAL TOTALMENTE DISTINTA, SIENDO DIVERSA LA RAZÓN SOCIAL DE AMBAS, NO SIENDO PROCEDENTE QUE SE LE SUPLA A MI CONTRARIA LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN EL JUICIO DE ORIGEN.


Ahora bien, cabe precisar a sus Usías, que el hecho de que el A quo haya admitido de forma incorrecta y contraria a derecho la prueba confesional en comento, para perjuicio a mi representada, atendiendo a que con independencia de la valoración que el A quo le otorga a dicha prueba en la Sentencia Definitiva y a pesar de que aparentemente no perjudicara dicha prueba a mi representada, esto no es así, ya que por ningún motivo, se debe de valorar una prueba que no debió de haber sido admitida, con independencia del sentido de la valoración o el alcance de la misma, ya que no puede soslayarse la admisión y valoración de una prueba contraria a derecho, por el hecho de pensar que aparentemente no perjudica en nada a las partes.


De igual forma, cabe precisar que el hecho de que el A quo haya admitido en forma ERRÓNEA Y CONTRARIA A DERECHO la prueba confesional ya referida, para perjuicio a mi representada en atención a que con esto, el A quo da pauta y herramientas a que los codemandados de forma dolosa y con mala fe, pretendan dilatar el presente juicio y con ello se impide que mi representada recupere el monto de las cantidades a que han sido condenados los enjuiciados, causando un perjuicio inminente a mi poderdante el hecho de tener que esperar aún mas tiempo del que ha pasado, para recuperar el dinero que le corresponde, situación que de ninguna forma ocurriría en el caso de que el Juez de origen no hubiese admitido la prueba confesional a cargo de un extraño que no es parte en juicio, quedando plenamente la afectación que sufre mi representada con la admisión de dicha prueba.

En efecto, no me queda duda alguna, de que la parte demandada, utilizará como parte de su actuar doloso, cuestiones inherentes a la prueba confesional haciéndola valer en el recurso de apelación respectivo, concretándose de esta forma, el retraso en la impartición de justicia y en la recuperación de las cantidades adeudadas a mi representada.


Por lo anterior, ustedes CC. Magistrados deberán de ordenar se modifique la sentencia definitiva dictada en juicio, así como el proveído que se recurre, a efecto de que SE ORDENE LA NO ADMISIÓN DE LA PRUEBA CONFESIONAL OFRECIDA POR LA CODEMANDADA SANDRA SOTO CRUZ, AL NO HABER SIDO OFRECIDA A CARGO DE LA PARTE ACTORA.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con el carácter con el cual me ostento, expresando en tiempo y forma hábil los agravios que se hacen valer en el presente libelo. 


SEGUNDO.- Con las copias simples que se exhiben, se sirvan dar vista a los codemandados a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.

TERCERO.- En el momento procesal oportuno y previo trámites de ley, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, debiendo de declarar fundados y procedentes los agravios que se hacen valer y en consecuencia, ordenar la modificación de la resolución impugnada en los términos solicitados.

PROTESTO LO NECESARIO

_____________________________________
MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ

México Distrito Federal a 19 de septiembre de 2011.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Delegación Cuauhtémoc, C.P 06700, en México Distrito Federal, autorizando para los mismas efectos a la C. Angélica Muñoz Benítez sin perjuicio de las autorizaciones conferidas con antelación, ante Usted con el debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a dar contestación a los absurdos, infundado e improcedentes agravios hechos valer por la codemandada Sandra Soto Cruz, en sus diversos recursos de apelaciones de tramitación conjunta, que interpuso mediante escrito de fecha 19 de septiembre de 2011, en los siguientes términos:

ADDENDUM


Cabe hacer notar a sus Usías, que las pruebas ofrecidas por la enjuiciada, no son conforme a derecho, ya que no las relacionan, no se precisa que es lo que se pretende acreditar con cada una de estas ni los motivos por los que suponen que se acreditaran sus afirmaciones, razón por la cual NO DEBERÁN DE SER ADMITIDAS.
1.- CONTESTACIÓN A LOS AGRAVIOS FORMULADOS RESPECTO AL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO EN CONTRA DEL AUTO ADMISORIO DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 2010.


Primero que nada, manifiesto a ustedes CC. Magistrados que integran en este H. Tribunal de Alzada, que derivado de la similitud de los 3 agravios hechos vales por la apelante y toda vez que son los mismos argumentos, me permito contestarlos en un solo acto.


Los agravios correlativos que en este apartado se contestan, deben de declararse IMPROCEDENTES, INFUNDADOS Y ABSURDOS, toda vez que se refieren medularmente a que supuestamente el C. JUAN DAVID HERNÁNDEZ GARCIA no tiene facultades para haber presentado el escrito inicial de demanda, al haber exhibido según mi contraria, un poder notarial diverso al referido en la demanda, esto es un poder diverso al instrumento notarial número 47,050, situación que a todas luces es FALSO, ya que como se desprende de la foja 1 del escrito inicial de demanda, el C. JUAN DAVID HERNÁNDEZ GARCIA adjunto como ANEXO UNO, COPIA CERTIFICADA DEL INSTRUMENTO NOTARIAL NÚMERO 47,050 POR MEDIO DEL CUAL ACREDITÓ FEHACIENTEMENTE SU PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES CON LAS QUE CUENTA PARA HABER PRESENTADO LA DEMANDA INICIAL EN EL PRESENTE JUICIO, COPIA CERTIFICADA QUE OBRA EN EL EXPEDIENTE PRINCIPAL A FOJAS 10 A LA 19.
En efecto, tal y como se desprende de la foja uno del escrito inicial de demanda, el Apoderado Legal de mi representada el C. Juan David Hernández García, promovió la demanda con la que inicia el presente juicio, refiriendo en la misma que acreditaba su personalidad en términos de la copia certificada del instrumento notarial número 47,050, de fecha 26 de mayo de 2006, mismo que fue exhibido en dicha demanda como ANEXO UNO y el cual obra agregado en autos; instrumento notarial con el que de forma fehaciente se acredita la PERSONALIDAD de dicha persona como Apoderado Legal de la actora, así como las facultades del mismo para iniciar el presente juicio, quedando desde ese momento plenamente acreditada la legitimación activa así como la personalidad del Apoderado ya referido y no como dolosamente mi contraria pretende hacerles creer a sus Usías.


LO ANTERIOR, SE CORROBORA CON EL PROVEÍDO DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 2010, POR MEDIO DEL CUAL EL JUEZ DE ORIGEN TIENE POR ACREDITADA LA PERSONALIDAD DE DICHO PROMOVENTE, refiriendo que ACREDITA su personalidad CON LA EXHIBICIÓN DE LA COPIA CERTIFICADA DEL PODER QUE OBRA EN EL INSTRUMENTO NOTARIAL NÚMERO 47,050, pasado ante la fe del Notario Público número 72 de Monterrey Nuevo León.

De lo anterior se desprende, que mi representada SI exhibió en la demanda inicial, el instrumento notarial correcto y con el que se acredita que la parte actora otorga poder al Apoderado Legal que promovió el escrito inicial de demanda, razón por la cual debe de declararse IMPROCEDENTE e INFUNDADO el agravio que en este acto se contesta.

Cabe precisar, que el agravio que se contesta se trata de simples galimatías sin sustento legal alguno y SIN QUE LA APELANTE ACREDITE DE FORMA ALGUNA, el supuesto hecho de que el Apoderado Legal de la actora que presentó la demanda inicial del juicio de origen, no exhibió el poder 47,050, recalcando que estas manifestaciones resultan FALSAS y sin sustento legal alguno.

De igual forma, resulta FALSO el hecho de que supuestamente en lugar del Instrumento Notarial número 47,050, mi representada hubiese exhibido en su escrito inicial de demanda como ANEXO UNO, el instrumento notarial número 46,297.

Amén de lo anterior, cabe precisar a su Señoría, que dentro del juego de copias de traslado con las que se emplazó a mi contraria y que la misma exhibió en copia simple al momento de dar contestación a la demanda, así como exhibió dicho traslado en original al momento de interponer el Recurso de Apelación en contra de la Sentencia Definitiva en el presente juicio se desprende y aprecia, que dentro de dicho juego de copias, aparece copia del Instrumento Notarial 47,050, por medio del cual mi representada otorgó poder suficiente al C. Juan David Hernández García, siendo este instrumento, el mismo que refirió en la demanda tanto en el primer párrafo como en la prueba marcada con el numeral 1, siendo dicho poder notarial el que se exhibió como anexo uno con la demanda y que obra agregado en autos.

De lo anterior se desprende y acredita, que el C. Juan David Hernández García TIENE PLENAMENTE ACREDITADA LA PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES OTORGADAS POR LA PARTE ACTORA y no por persona moral distinta como dolosa y falsamente pretende hacerle creer mi contraria a efecto de evadir sus obligaciones de pago.

Es necesario recalcar a su Usía, que desde el momento en que se emplazó a los codemandados, los mismos tienen el derecho y la facultad de asistir al Local del Juzgado y verificar el expediente del juicio en que se actúa, así como todos y cada uno de los documentos que mi representada haya exhibido, por lo que no puede alegar que no tenia conocimiento del instrumento notarial que se exhibió con la demanda inicial y mas aún, cuando del propio juego de copias de traslado que mi contraria exhibe, se desprende que se le corrió traslado con dicho poder (47,050) que alega que no fue exhibido por mi poderdante en  el escrito inicial, situación que como ya se ha precisado es FALSA, ya que si se exhibió en la demanda como anexo uno, tan es así, que obra en autos dicho poder.

Lo anterior, denota la MALA FE Y EL DOLO de la apelante, al referir de forma FALSA, que con el traslado que se le corrió al momento del emplazamiento, supuestamente no se desprendía que el C. Juan David Hernández García, situación que es absurda, falsa y mas aún cuando del propio traslado que exhibe mi contraria, se desprende que se le corrió traslado con el poder 47,050, amén de que éste obra en autos y la enjuiciada tuvo conocimiento pleno de dicho instrumento, razón por la cual de ninguna manera puede referir que se le dejó en estado de indefensión.

Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que no se le hubiese corrido traslado con el poder notarial número 47,050 a la enjuiciada, esto de ninguna forma puede ser alegado en estas instancias, en virtud de que no es el medio idóneo y en su caso si le paraba perjuicio, debió de haber atacado el emplazamiento, MAS SIN EMBARGO AL HABER DADO CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, EN EL SUPUESTO DE QUE HUBIESE ALGÚN DEFECTO EN EL EMPLAZAMIENTO COMO PODRÍA SER EL NO CORRER TRASLADO CON LA DOCUMENTACIÓN COMPLETA, EL MISMO HA QUEDADO PLENAMENTE SUBSANADO, sin que esto se traduzca en la aceptación de que no se le hubiese corrido traslado con el instrumento en comento.
Por otra parte cabe precisar a ustedes CC. Magistrados, que por lo que respecta a lo manifestado por la apelante referente a la personalidad de la C. MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, SE TRATA DE UN ACTO CONSENTIDO YA QUE NO INTERPUSO EL RECURSO CORRESPONDIENTE EN EL MOMENTO PROCESAL OPORTUNO Y LA APELACIÓN PREVENTIVA QUE INTERPUSO, DE NINGUNA MANERA ES REFERENTE A LA PERSONALIDAD DE LA APODERADA ANTES CITADA, YA QUE ÉSTA SE APERSONÓ EN JUICIO POSTERIORMENTE AL DICTADO DEL AUTO ADMISORIO, SIENDO QUE LA APELACIÓN QUE SE CONTESTA, ES EN CONTRA DEL PROPIO AUTO ADMISORIO.

Por lo anterior, se deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO los agravios que en este acto se contestan. 
2.- Contestación a los agravios expresados en el recurso de apelación interpuesto en contra del auto e fecha 13 de julio de 2011.

CONTESTACIÓN AL PRIMER AGRAVIO

El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta por demás IMPROCEDENTE, INFUNDADO, ABSURDO Y OBSCURO, toda vez que es evidente QUE EL OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA PERICIAL EN MATERIA CONTABLE POR PARTE DE MI CONTRARIA, ES CONTRARIO A DERECHO AL NO CUMPLIR CON LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 347 FRACCIÓNI, YA QUE LA APELANTE OMITIÓ REFERIR LAS CUESTIONES Y LOS PUNTOS SOBRE LOS QUE VERSARÍA DICHA PRUEBA, ESTO ES EL CUESTIONARIO A RESOLVER POR PARTE DE LOS PERITOS, SIENDO ESTO UN ELEMENTO ESENCIAL PARA LA ADMISIÓN DE LA PRUEBA, LO CUAL NO SE CUMPLIÓ Y POR ENDE, RESULTA PROCEDENTE LA NO ADMISIÓN DE LA PROBANZA EN COMENTO.

Por otra parte, resulta absurdo e irrisorio la manifestado por mi contraria, referente a que supuestamente el A quo debió de haber ordenado se abriera el termino de ofrecimiento de pruebas que es por 10 días, situación que es TOTALMENTE CONTRADICTORIA AL CASO CONCRETO, ya que el juicio en que se actúa es un juicio Especial Hipotecario y tiene reglas específicas y no le es aplicable las cuestiones de apertura del juicio a pruebas del juicio ordinario civil, ya que como es sabido, en el juicio Especial Hipotecario se ofrecen las pruebas DESDE EL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA Y DE LA CONTESTACIÓN A LA MISMA, pero de ninguna manera se abre el juicio a periodo de ofrecimiento de pruebas por un término de 10 días como d forma absurda y contraria a derecho lo refiere mi contraria, lo que denota el desconocimiento jurídico de un juicio especial o en su defecto, el dolo y la mala fe al tratar de engañar a sus Usías a base de galimatías sin sustento legal alguno.
Por lo anterior, es que deberá de declararse improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.
CONTESTACIÓN AL SEGUNDO AGRAVIO


El agravio correlativo que se contesta, resulta ABSURDO, IRRISORIO e IMPROCEDENTE, toda vez que mi contraria de forma dolosa y errónea pretende enmendar su falta de pericia al momento de ofrecer la prueba pericial en materia contable, al tratar de hacer creer que en un juicio “ESPECIAL HIPOTECARIO” se debe de abrir el juicio al periodo de OFRECIMIENTO DE PRUEBAS, situación que es totalmente errónea y contraria a derecho, ya que al tratarse de un juicio especial, éste se rige por las reglas contempladas por lo artículos 468 al 488, siendo en el caso concreto, que en un juicio hipotecario el ofrecimiento de TODAS pruebas SE DEBE DE HACER DESDE LOS ESCRITOS DE DEMANDA Y CONTESTACIÓN DE DEMANDA, tal y como lo dispone el artículo 471 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.

Amén de lo anterior, cabe precisar a sus Usías, que estando en el supuesto sin conceder de que el A quo hubiera tenido la obligación de haber abierto el juicio a ofrecimiento de pruebas por un término de 10 días como lo refiere mi contraria, al no haberlo hecho el Juzgador, la apelante debió de haber interpuesto el recurso respectivo, situación que no aconteció, por lo que suponiendo que el A quo hubiera cometido una violación, se trata de un acto CONSENTIDO, aclarando que como se ha mencionado en líneas anteriores, lo manifestado por la recurrente es absurdo e improcedente.

Por lo anterior, deberá de declararse improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.

3.- Contestación a los agravios expresados en el recurso de apelación interpuesto por mi contraria, en contra del auto dictado en la audiencia de desahogo de pruebas de fecha 18 de agosto de 2011.

CONTESTACIÓN AL PRIMER AGRAVIO


El agravio correlativo que se contesta, resulta IMPROCEDENTE, INFUNDADO e IMPROCEDENTE, toda vez que el mismo consiste medularmente en el hecho de que supuestamente el A quo debió de haber declarado a mi representada confesa de las posiciones que se le iban a formular, atendiendo a lo referido por mi contraria respecto a que supuestamente no se podía hacer cambio de absolvente porque según la recurrente, el Apoderado Legal de mi representada el Licenciado Eduardo Aguirre Calderón no se encontraba presente desde el inicio de la audiencia, situación que es errónea y no es acorde a la realidad, toda vez que contrario a lo manifestado por la apelante, el Licenciado Eduardo Aguirre Calderón SI se encontraba en el local del Juzgado desde el inicio de la audiencia en comenta, tan es así, que el secretario de acuerdos realizó dentro de dicha audiencia la certificación correspondiente, la cual en su parte conducente a la letra dice:

…”En este acto la Secretaría certifica que en el local de este juzgado desde el inicio de la audiencia se ha encontrado presente el licenciado EDUARDO AGUIRRE CALDERON, quien se ha identificado con la cédula profesional exhibida por el mandatario judicial de la actora…”

Lo subrayado y en negritas es de la suscrita.


De lo anteriores desprende y acredita, que contrario a lo manifestado por mi contraria, el Apoderado Legal antes mencionado, SI se encontraba presente desde el inicio de la audiencia, haciendo prueba plena dicha certificación, atendiendo a que el secretario de acuerdos que emitió la misma, cuenta con FE PÚBLICA y al no existir prueba en contrario, resulta a todas luces improcedente e infundado lo manifestado por mi contraria en el agravio que se contesta.


Por otra parte cabe precisar a sus Usías, que si bien es cierto la parte conducente de la transcripción realizada por mi contraria de la audiencia de desahogo de pruebas  en la que se refiere que en el local de de ese Juzgado únicamente se encontraba presente el Licenciado José Fernando Betancourt Cervera, también lo es que dicha cuestión es derivada de que para el desahogo de la prueba confesional, NO PUEDE HABER NINGUNA OTRA PERSONA QUE REPRESENTE A LA PARTE QUE ABSOLVERA POSICIONES, pero esto de ninguna manera significa que el Apoderado Legal de mi representada el C. Eduardo Aguirre Calderón NO HAYA ESTADO PRESENTE DESDE EL INICIO DE LA AUDIENCIA, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA CON LA CERTIFICACIÓN REALIZADA POR EL SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO DE ORIGEN, LA CUAL COMO HE MENCIONADO, TIENE PLENO VALOR PROBATORIO AL TENER FÉ PÚBLICA Y NO EXISTIR PRUEBA QUE ACREDITE LO CONTRARIO.

Por otra parte cabe precisar a ustedes CC. Magistrados que integran este Tribunal de Alzada, que por lo que hace a que supuestamente el Mandatario Judicial de mi representada el C. José Fernando Betancourt Cervera, no tiene supuestamente el carácter de Mandatario Judicial, es una cuestión que NO PUEDE SER MATERIA DE LA PRESENTE APLEACIÓN, TODA VEZ QUE SE TRATA DE UN ACTO CONSENTIDO, YA QUE MEDIANTE PROVEÍDO DE FECHA 3 DE AGOSTO DE 2011, EL A QUO RECONOCIÓ DICHO CARÁCTER A ESE PROFESIONISTA, SIN QUE HAYA SIDO IMPUGNADO O RECURRIDO POR LAS PARTES, RAZÓN POR LA CUAL NO PUEDE AHORA PRETENDER RECURRIR UN ACTO QUE ES DERIVADO DE UN PROVEÍDO CONSENTIDO.

En otro orden de ideas, cabe manifestar a este Tribunal de Alzada, que como saben, el hecho de que el Apoderado Legal de mi representada el C. Eduardo Aguirre Calderón haya absuelto posiciones no para perjuicio alguno a mi contraria, ya que el hecho de que inicialmente se haya precisado que sería el C. José Fernando Betancourt Cervera el que absolvería posiciones, esto no quiere decir que no pudiese llevarse a cabo el cambio de absolvente, ya que dicha prueba TODAVÍA NO HABÍA SIDO DESAHOGADA, ES MAS NI SIQUEIRA SE HABÍAN CALIFICADO LAS POSICIONES COMO DE FORMA DOLOSA PRETENDE HACERLES CREER MI CONTRARIA, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA DE LA SIMPLE LECTURA DE LA AUDIENCIA DE LEY, YA QUE DE ESTA SE DESPRENDE, QUE AL MOMENTO DE ABRIL EL PLIEGO DE POSICIONES Y PREVIAMENTE A LA CALIFICACIÓN DE LAS POSICIONES, LA PARTE DEMANDADA HIZO USO DE LA VOZ Y POSTERIORMENTE MI REPRESENTADA Y ACTO CONTÍNUO, EL A QUO CONTINUÓ CON EL DESAHOGO DE LA CONFESIONAL PROCEDIENDO A CALIFICAR LAS POSICIONES, ESTO ES DESPUÉS DE QUE SE RECONOCIÓ LA PERONALIDAD DEL C. EDUARDO AGUIRRE CALDERÓN.


Con independencia de lo anteriormente expuesto y estando en el supuesto sin conceder de que la apelante tuviese razón en su concepto de agravio, cabe precisar que el mismo resultaría de igual forma IMPROCEDENTE e INOPERANTE, ya que OMITE dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 692 Quáter en su párrafo quinto, referente a PRECISAR DE QUE MANERA TRSCENDERÍA AL FONDO DEL ASUNTO, EL HECHO DE QUE SE HUBIESE DECLARADO CONFESA A MI REPRESENTADA, siendo esto un requisito sine qua non para la procedencia de la apelación de tramitación conjunta como lo es la del caso concreto. 


Asimismo, cabe precisar a este Órgano Colegiado, que el agravio expresado por mi contraria con independencia de ser improcedente, resulta INOPERANTE, toda vez que estando en el supuesto sin conceder de que se hubiese declarado confesa a mi representada de la prueba confesional, esto de ninguna manera MODIFICARÍA O AFECTARÍA EL FONDO DEL ASUNTO, ya que las posiciones formuladas en el Pliego de Posiciones exhibido por la recurrente, son cuestiones que se acreditan en su mayoría con el contenido del documento base de la acción, aclarando que al declarar confeso a una de las partes, a esto se le llama una CONFESIÓN FICTA, la cual para tener valor y eficacia probatoria en juicio, es necesario que dicha confesión ficta se adminicule con algún otro medio de prueba, ya que por si sola, no crea eficacia y mucho menos prueba en contra de una documental pública como lo es el contrato base de la acción.


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 175999

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXIII, Febrero de 2006

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 62/2005

Página:   125

CONFESIÓN FICTA POR NO COMPARECER SIN JUSTIFICACIÓN A ABSOLVER POSICIONES. ES INSUFICIENTE POR SÍ MISMA PARA TENER POR ACREDITADA LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO DE ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

Tanto la naturaleza de los contratos de arrendamiento inmobiliario, en los que la fijación precisa e indubitada de los elementos esenciales del contrato y de los derechos y obligaciones que de ellos emanan, como la relevancia social de los diferendos que pueden suscitarse en relación con los mismos, aconsejan que las conclusiones sobre su existencia o inexistencia emanen de elementos adicionales al simple hecho de que una de las partes no comparezca a juicio a absolver posiciones sin causa justificada. La necesidad de otorgar por escrito los contratos de arrendamiento, contenida en el artículo 2406 del Código Civil para el Distrito Federal, refleja la voluntad de que en el contexto de nuestro sistema jurídico las decisiones tanto de los particulares como de los poderes públicos en relación con los mismos se adopten sobre una base empírica razonablemente sólida. Sin embargo, la relación previsible entre el contenido de unas posiciones no contestadas por incomparecencia a absolverlas (sin causa justificada acreditada) y los hechos ocurridos, es demasiado débil para equipararlo a un elemento plenamente probatorio de la existencia de un contrato de arrendamiento inmobiliario que en principio debe constar por escrito por disposición de ley -aunque ello no impida, como destacan los Tribunales Colegiados en pugna, que dicha existencia pueda acreditarse por otros medios cuando la formalización escrita no existe, puesto que dicha formalización constituye un mero requisito ad probationem, no ad solemnitatem, y no existe ninguna disposición jurídica que establezca una restricción en tal sentido-. Por ello es razonable que de dicho elemento o comportamiento no puedan derivarse conclusiones definitivas respecto de cuestiones de las que depende el resultado del juicio. La confesión ficta por no comparecencia a absolver posiciones, en definitiva, no puede por sí misma crear en el juzgador la convicción necesaria para acreditar la existencia de un contrato de arrendamiento inmobiliario, aun cuando no se encuentre desvirtuada o en contradicción con otras pruebas. Para que este medio de prueba pueda tener eficacia probatoria al efecto señalado, es necesario que se encuentre apoyada o adminiculada con otros medios de prueba que, analizados en su conjunto y de conformidad con las reglas de la lógica y de la experiencia, produzcan en el juzgador la convicción suficiente para concluir que queda acreditada la verdad acerca de las acciones o excepciones planteadas.

Contradicción de tesis 81/2004-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y los Tribunales Colegiados Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 6 de abril de 2005. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán.

Tesis de jurisprudencia 62/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil cinco.


De lo anterior se desprende, que en el supuesto sin conceder de que la apelante tuviese razón en su agravio, dicha cuestión de ninguna manera afecta ni modifica el fondo del asunto, ya que como se ha precisado, la confesión ficta para hacer prueba plena se tiene que adminicular con otros medios de prueba, situación que no acontece en el caso concreto, ya que en el juicio de origen NO EXISTE PRUEBA ALGUNA QUE BENEFICIE LOS INTERESES DE LOS ENJUICIADOS, YA QUE TODAS LAS PRUEBAS INCLUYENDO LAS QUE ÉSTOS OFRECIERO, PRUEBAN EN SU CONTRA.

Por lo anterior, es que deberá de declararse improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.
CONTESTACIÓN AL SEGUNDO AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta IMPROCEDENTE, INFUNDADO E INOPERANTE Y NO ES ACORDE A LA REALIDAD, toda vez que resulta FALSO el hecho de que supuestamente el C. José Fernando Betancourt Cervera hubiese visto las posiciones que se extrajeron del sobre cerrado que presentó la apelante, ya que como se demuestra con la audiencia de desahogo de pruebas, al momento de que mi contraria inició a formular sus manifestaciones respecto a la supuesta incapacidad del Mandatario Judicial de mi representada, TODAVÍA NISIQUIERA SE HABÍAN CALIFICADO LAS POSICIONES, A PENAS SE IBAN A PASAR PARA SU CALIFICACIÓN, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA CON EL PLIEGO DE POSICIONES QUE OBRA EN AUTOS, DEL CUAL SE ADVIERTE QUE JAMÁS FUE FIRMADO POR EL C. JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, RECALCANDO QUE EN CUALQUIER DESAHOGO DE PRUEBA CONFESIONAL ,NO SE PERMITE AL ABSOLVENTE O AL ABOGADO DE ÉSTE CONOCER PREVIAMENTE LAS PISCIONES QUE SE LES FORMULARAN ANTES DEL DESAHOGO DE DICHA PRUEBA.

Amén de lo anterior, mi contraria OMITE ACREDITAR su dicho respecto a que supuestamente la persona ya precisada vio las posiciones y tuvo oportunidad de leer las mismas, situación que como se ha manifestado es falso.


En otro orden de ideas, cabe manifestar a este Tribunal de Alzada, que como saben, el hecho de que el Apoderado Legal de mi representada el C. Eduardo Aguirre Calderón haya absuelto posiciones no para perjuicio alguno a mi contraria, ya que el hecho de que inicialmente se haya precisado que sería el C. José Fernando Betancourt Cervera el que absolvería posiciones, esto no quiere decir que no pudiese llevarse a cabo el cambio de absolvente, ya que dicha prueba TODAVÍA NO HABÍA SIDO DESAHOGADA, ES MAS NI SIQUEIRA SE HABÍAN CALIFICADO LAS POSICIONES COMO DE FORMA DOLOSA PRETENDE HACERLES CREER MI CONTRARIA, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA DE LA SIMPLE LECTURA DE LA AUDIENCIA DE LEY, YA QUE DE ESTA SE DESPRENDE, QUE AL MOMENTO DE ABRIL EL PLIEGO DE POSICIONES Y PREVIAMENTE A LA CALIFICACIÓN DE LAS POSICIONES, LA PARTE DEMANDADA HIZO USO DE LA VOZ Y POSTERIORMENTE MI REPRESENTADA Y ACTO CONTÍNUO, EL A QUO CONTINUÓ CON EL DESAHOGO DE LA CONFESIONAL PROCEDIENDO A CALIFICAR LAS POSICIONES, ESTO ES DESPUÉS DE QUE SE RECONOCIÓ LA PERONALIDAD DEL C. EDUARDO AGUIRRE CALDERÓN.


Con independencia de lo anteriormente expuesto y estando en el supuesto sin conceder de que la apelante tuviese razón en su concepto de agravio, cabe precisar que el mismo resultaría de igual forma IMPROCEDENTE e INOPERANTE, ya que OMITE dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 692 Quáter en su párrafo quinto, referente a PRECISAR DE QUE MANERA TRSCENDERÍA AL FONDO DEL ASUNTO, EL HECHO DE QUE SE HUBIESE DECLARADO CONFESA A MI REPRESENTADA, siendo esto un requisito sine qua non para la procedencia de la apelación de tramitación conjunta como lo es la del caso concreto. 


Asimismo, cabe precisar a este Órgano Colegiado, que el agravio expresado por mi contraria con independencia de ser improcedente, resulta INOPERANTE, toda vez que estando en el supuesto sin conceder de que se hubiese declarado confesa a mi representada de la prueba confesional, esto de ninguna manera MODIFICARÍA O AFECTARÍA EL FONDO DEL ASUNTO, ya que las posiciones formuladas en el Pliego de Posiciones exhibido por la recurrente, son cuestiones que se acreditan en su mayoría con el contenido del documento base de la acción, aclarando que al declarar confeso a una de las partes, a esto se le llama una CONFESIÓN FICTA, la cual para tener valor y eficacia probatoria en juicio, es necesario que dicha confesión ficta se adminicule con algún otro medio de prueba, ya que por si sola, no crea eficacia y mucho menos prueba en contra de una documental pública como lo es el contrato base de la acción.


En este orden de ideas y atendiendo al Principio de Economía Procesal, solicito a ustedes CC. Magistrados se sirvan tener aquí por reproducido, lo manifestado en la contestación al agravio inmediato anterior, en atención a que siguen siendo en parte los mismos argumentos vertidos por la apelante alo largo de estos agravios.

Por otra parte y respecto a las manifestaciones realizadas por mi contraria, referente al hecho de que supuestamente el C. José Fernando Betancourt Cervera se NEGÓ a dar respuesta alas posiciones, esto resulta por demás FALSO, ABSURDO Y NO ES ACORDE A LA REALIDAD, ya que es evidente que NO SE LE FORMULÓ POSICIÓN ALGUNO, RAZÓN POR LA CUAL ES IMPOSIBLE QUE MI CONTRARIA REFIERA QUE DICHO PROFESIONISTA SE NEGÓ A CONTESTAR CUANDO REITERO, NO SE LE FORMULO POSICIÓN ALGUNA, LO QUE DENOTA LA MALA FE Y EL DOLO CON EL QUE SE CONDUCE LA CONTRARIA, a efecto de tratar de dilatar el presente juicio y así eludir sus obligaciones de pago. 

Por lo anterior, es que deberá de declararse improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.
CONTESTACIÓN AL TERCER AGRAVIO

Cabe precisar a sus Usías, que el presente agravio que se contesta como tal no es un agravio, y por tanto no es posible dar una contestación al mismo como tal, ya que se trata de simples manifestaciones interpretaciones realizadas por mi contraria, respecto a que supuestamente  el C. José Fernando Betancourt Cervera incurrió en un delito, situación que es falsa, sin embargo esto de ninguna manera tiene que ver con el presente juicio y mucho menos este H. Tribunal de Alzada puede pronunciarse al respecto por no ser competente por cuestión de materia.

Ahora bien y respecto a las manifestaciones efectuadas por la apelante en el correlativo que se contesta, cabe hacer notar a ustedes CC. Magistrados, que el C. José Fernando Betancourt Cervera fue autorizado en carácter de mandatario judicial, tal y como se desprende de autos, siendo el propio A quo quien le reconoció dicha personalidad así como las facultades con las que cuenta derivado de dicha autorización, situación que jamás fue recurrida por la parte demandada, por lo que se trata de un ACTO CONSENTIDO, siendo que en el caso concreto, las manifestaciones de dicho profesionista, de ninguna manera paran perjuicio a la apelante ya que simplemente es la repetición de la autorización y personalidad conferida por el A quo en autos, así como en la audiencia de desahogo de pruebas, en la que el Juzgador vuelve a reiterar que dicha persona se encuentra facultada en autos para absolver posiciones y que dicha facultad es derivada del artículo 112 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; en todo caso, lo que en su caso le pudo haber parado perjuicio a mi contraria, es precisamente el auto de fecha 3 de agosto de 2011, por medio del cual se tuvo a dicho profesionista por autorizado en dichos términos, el cual JAMÁS fue recurrido y por ende se trata de un acto consentido, basando sus manifestaciones en un ACTO DERIVADO DE UNO CONSENTIDO como ya se ha precisado.

Con independencia de lo anteriormente expuesto y estando en el supuesto sin conceder de que la apelante tuviese razón en su concepto de agravio, cabe precisar que el mismo resultaría de igual forma IMPROCEDENTE e INOPERANTE, ya que OMITE dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 692 Quáter en su párrafo quinto, referente a PRECISAR DE QUE MANERA TRSCENDERÍA AL FONDO DEL ASUNTO, EL HECHO DE QUE SE HUBIESE DECLARADO CONFESA A MI REPRESENTADA, siendo esto un requisito sine qua non para la procedencia de la apelación de tramitación conjunta como lo es la del caso concreto. 

Por lo anterior, es que deberá de declararse improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.
CONTESTACIÓN AL CUARTO AGRAVIO
El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta FALSO, IMPROCEDENTE, ABSURDO, INFUNDADO E INOPERANTE, ya que por lo que hace al hecho de que supuestamente el Licenciado José Fernando Betancourt Cervera se negó a dar contestación al pliego de posiciones exhibido por mi contraria, resulta totalmente FALSO, ya que como se desprende de la propia audiencia de desahogo de pruebas, JAMÁS SE LE FORMULÓ POSICIÓN ALGUNA A DICHO PROFESIONISTA y la hipótesis para declarar confeso a una de las partes es precisamente, que se le formula la posición y se le pido que la responda y el absolvente se niegue, situación que de ninguna forma aconteció en el caso concreto.

Cabe reiterar como se ha hecho a lo largo del presente libelo, que la parte respectiva que la apelante transcribe de la audiencia de desahogo de pruebas y que lo sitúa en específico en el SEXTO párrafo del agravio correlativo que se contesta, si bien es cierto refiere que únicamente se encontraba presente el Licenciado José Fernando Betancourt Cervera, esto se refiere al momento específico en que se comenzaron a tomar sus generales, ya que la ley prohíbe estar asistido o en compañía de persona laguna cuando se esta a punto de proceder al desahogo de una confesional, mas sin embargo y como se acredita con la certificación realizada por el secretario de acuerdos en la propia audiencia de ley,  se certificó que DESDE EL INICIO DE LA AUDIENCIA SE ENCONTRABA EN EL LOCAL DE ESE JUZGADO EL LICENCIADO EDUARDO AGUIRRE CALDERÓN QUIEN ES APODERADO DE MI REPRESENTADA, recalcando a sus Usías, que dicho secretario de acuerdos tiene FE PÚBLICA y por ende, dicha certificación hace prueba plena de que efectivamente el apoderado en comento se encontraba presente en el Juzgado de origen desde el inicio de la audiencia multireferida.

Por otra parte y respecto a lo manifestado en la parte conducente del agravio que se contesta, referente a que supuestamente el C. José Fernando Betancourt Cervera se negó a desahogar la prueba confesional, resulta por demás FALSO, ya que de la propia audiencia no se desprende que en ningún momento dicho profesionista se hubiese negado, tan es así, que ni siquiera se le requirió para que desahogara la prueba, ya que el A quo acordó de conformidad lo solicitado por dicho profesionista.
Por lo anteriormente expuesto, es que solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que en este apartado se contesta.
4.- CONTESTACIÓN A LOS AGRAVIOS EXPRESADOS POR MI CONTRARIA, RESPECTO AL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO EN CONTRA DEL AUTO DICTADO EN AUDIENCIA DE FECHA 18 DE AGOSTO DE 2011.

CONTESTACIÓN AL ÚNICO AGRAVIO


El agravio correlativo que en este acto se contesta, resulta IMPROCEDENTE, INFUNDADO toda vez que medularmente mi contraria alega el hecho de que se haya tenido al C. José Fernando Betancourt Cervera como Mandatario Judicial de la actora con las facultades que dicha autorización conlleva, situación que de ninguna manera puede ser recurrida en esta instancia por tratarse de un ACTO CONSENTIDO.

En efecto, el hecho de que el A quo haya tenido en la audiencia de desahogo de pruebas en el juicio de origen por acreditada y reconocida la personalidad del C. José Fernando Betancourt Cervera como Mandatario Judicial de la actora, NO PUEDE PARARLE PERJUICIO ALGUNA A LA DEMANDADA Y MUCHO MENOS PUEDE RECURRIR ESA SITUACIÓN, TODA VEZ QUE EL HECHO DE QUE SE LE HAYA RECONOCIDO LA PERSONALIDAD A DICHO PROFESIONISTA, ES EN VIRTUD DE QUE EN LA FECHA EN QUE SE CELEBRÓ LA AUDIENCIA EN COMENTO, DICHA PROFESIONISTA YA TENÍA ACREDITADA Y RECONOCIDA SU PERSONALIDAD COMO MANDATARIO JUDICIAL MEDIANTE PROVEÍDO DE FECHA 03 DE AGOSTO DE 2011, PROVEÍDO QUE NO FUE RECURRIDO POR MI CONTRARIA Y EN CONSECUENCIA SE ENCUENTRA FIRME, DE LO QUE SE DESPRENDE QUE EL PROVEÍDO DICTADO EN LA AUDIENCIA DE LEY Y QUE MI CONTRARIA RECURRE, ES SIMPLEMENTE UN ACTO DERIVADO DE UN ACTO CONSENTIDO, RAZÓN POR LA CUAL RESULTA IMPROCEDENTE EL AGRAVIO QUE SE CONTESTA.

Lo anterior es así, ya que mi contraria en su caso, debió de haber recurrido el auto de fecha 3 de agosto de 2011, por medio del cual se tuvo por reconocida y acreditada la personalidad en carácter de Mandatario Judicial con las facultades que conlleva el cuarto párrafo del artículo 112 del Código Procesal Civil para esta entidad y no así el auto dictado por el A quo en la audiencia de desahogo de pruebas, ya que al tener dicho profesionista previamente acreditada la personalidad referida, es evidente que el A quo de forma correcta simplemente confirmó una cuestión que previamente ya estaba resuelta, ya que de lo contrario y atendiendo a lo manifestado por la apelante, sería soslayar que el A quo REVOCARA SUS PROPIAS DETERMINACIONES.

Por otra parte y respecto al hecho de que según mi contraria se debió de haber declarado confesa a mi representada y estando en el supuesto sin conceder de que la apelante tuviese razón en su concepto de agravio, cabe precisar que el mismo resultaría de igual forma IMPROCEDENTE e INOPERANTE, ya que OMITE dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 692 Quáter en su párrafo quinto, referente a PRECISAR DE QUE MANERA TRSCENDERÍA AL FONDO DEL ASUNTO, EL HECHO DE QUE SE HUBIESE DECLARADO CONFESA A MI REPRESENTADA, siendo esto un requisito sine qua non para la procedencia de la apelación de tramitación conjunta como lo es la del caso concreto. 


Asimismo, cabe precisar a este Órgano Colegiado, que el agravio expresado por mi contraria con independencia de ser improcedente, resulta INOPERANTE, toda vez que estando en el supuesto sin conceder de que se hubiese declarado confesa a mi representada de la prueba confesional, esto de ninguna manera MODIFICARÍA O AFECTARÍA EL FONDO DEL ASUNTO, ya que las posiciones formuladas en el Pliego de Posiciones exhibido por la recurrente, son cuestiones que se acreditan en su mayoría con el contenido del documento base de la acción, aclarando que al declarar confeso a una de las partes, a esto se le llama una CONFESIÓN FICTA, la cual para tener valor y eficacia probatoria en juicio, es necesario que dicha confesión ficta se adminicule con algún otro medio de prueba, ya que por si sola, no crea eficacia y mucho menos prueba en contra de una documental pública como lo es el contrato base de la acción.


En este orden de ideas y atendiendo al Principio de Economía Procesal, solicito a ustedes CC. Magistrados se sirvan tener aquí por reproducido, lo manifestado en la contestación al agravio inmediato anterior, en atención a que siguen siendo en parte los mismos argumentos vertidos por la apelante alo largo de estos agravios.

Por lo anteriormente expuesto, es que solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que en este apartado se contesta.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con el carácter con el cual me ostento, dando contestación en tiempo y forma hábil a los agravios expresados por mi contraria, respecto a las apelaciones interpuestas por ésta de tramitación conjunta.


SEGUNDO.- Se sirvan NO ADMITIR las pruebas ofrecidas por la apelante, en virtud de no haberlas ofrecido conforme a derecho, para los efectos legales a que haya lugar.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan declarar IMPROCEDENTES, INFUNDADOS E INOPERANTES los agravios expresados por mi contraria y en consecuencia, confirmar todos y cada uno de los autos recurridos por la  apelante, para los efectos legales a que haya lugar.

PROTESTO LO NECESARIO

_________________________________
ADRIANA FLORES PEÑA

México, Distrito Federal a veintiocho de septiembre de dos mil once.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Delegación Cuauhtémoc, C.P 06700, en México Distrito Federal, autorizando para los mismas efectos a la C. Angélica Muñoz Benítez sin perjuicio de las autorizaciones conferidas con antelación, ante Usted con el debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a dar contestación a los absurdos, infundado e improcedentes agravios hechos valer por la codemandada Sandra Soto Cruz, dentro del Recurso de Apelación interpuesto por ésta en contra de la Sentencia Definitiva, en los siguientes términos:

ADDENDUM


Cabe precisar a ustedes CC. Magistrados, que las pruebas ofrecidas por mi contraria, NO DEBERAN DE SER ADMITIDAS, TODA VEZ QUE EN SEGUNDA INSTANCIA SOLAMENTE SE PUEDEN OFRECER PRUEBAS SUPERVENIENTES, SIENDO EN EL CASO CONCRETO, QUE LAS OFRECIDAS POR LA APELANTE NO SON SUPERVENIENTES, AMÉN DE QUE DICHO OFRECIMIENTO NO CUMPLE CON LOS REQUISITOS DE LEY EXIGIBLES PARA EL DEBIDO OFRECIMIENTO COMO ES, EL SEÑALAR CON QUE HECHOS SE RELACIONAN Y QUE SE PRETENDE ACREDITAR CON CADA UNA DE LAS PRUEBAS Y EL PORQUÉ SE CONSIDERA QUE CONJ ES APRUEBA SE ACREDITARÁ LO QUE SE REFIERA; RAZÓN POR LA CUAL NO DEBEN DE ADMITIR A TRÁMITE DICHAS PROBANZAS.

CONTESTACIÓN DE AGRAVIOS

CONTESTACIÓN AL PRIMER AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta FALSO ya que resulta contrario a la realidad el hecho de que supuestamente mi representada en el escrito inicial de demanda haya exhibido un instrumento notarial diverso al 47,050 para acreditar la personalidad del C. Juan David Hernández García como Apoderado de mi representada, ya que como sus Usías podrán percatarse del expediente principal del juicio en que se actúa, se observa que la copia certificada del instrumento notarial número 47,050 obra en autos, exactamente inmediatamente después del la demanda inicial, por lo que resulta por demás falso el hecho de que supuestamente el apoderado legal de mi representada no hubiese exhibido el poder notarial antes precisado para acreditar su personalidad así como las facultades con las que cuenta para haber iniciado el juicio en que se actúa.


De igual forma resulta falso, el hecho de que supuestamente el C. Juan David Hernández García haya exhibido para acreditar su personalidad el instrumento notarial número 46,297 otorgado por Sólida Administradora, ya que como se ha mencionado y como se acredita de autos, al escrito inicial de demanda se acompañó copia certificada del poder 47,050 con el que se acreditó de forma fehaciente y contundente la personalidad del apoderado antes citado, documento que fue referido en la demanda y se exhibió con esta como anexo uno.

De lo anterior se desprende, que en la sentencia definitiva dictada por el A quo, no existe la supuesta incongruencia a que refiere la apelante en el agravio correlativo que se contesta, ya que desde la presentación de la demanda se acreditó la personalidad de la persona que signó el escrito inicial con la exhibición del poder 47,050.


Ahora bien, respecto a las manifestaciones de mi contraria referente a la legitimación activa, cabe precisar que si bien es cierto que la legitimación es un presupuesto procesal que debe de ser estudiado por el A quo en cualquier etapa del juicio, también lo es que en el caso concreto estudio y resolvió sobre la legitimación activa a la causa y al proceso desde el auto admisorio, ya que como se ha mencionado, se acredito dicha legitimación con el contrato base de la acción, así como con la copia certificada del poder notarial número 47,050, mismo que fue exhibido como anexo uno del la demanda inicial, acreditando de esa forma, la personalidad del C. Juan David Hernández García como apoderado de mi representada.


Por otra parte y estando en el supuesto sin conceder, de que en el escrito inicial de demanda se hubiese exhibido un poder diverso (situación que es falsa), con el que supuestamente no se acreditaba la personalidad del C. Juan David  Hernández García, cabe precisar que con fecha posterior a la presentación de la demanda, mediante escrito de fecha 28 de marzo de 2011, presentado el 1 de abril del año en curso ante el Juzgado de origen, se volvió a presentar el instrumento notarial número 47,050 a efecto de acreditar la personalidad de la C. María del Socorro Pérez Pérez, siendo dicho escrito anterior al emplazamiento de los codemandados; razón por la cual y suponiendo de que no se hubiese acreditado la personalidad de Juan David Hernández García desde el inicio, al ser  la legitimación un presupuesto procesal que puede ser estudiado en cualquier etapa del procedimiento, sin problema alguno se tendría por acreditada dicha personalidad con la exhibición del poder en comento aunque no hubiese sido desde la demanda.


Por lo anteriormente expuesto, solicito a sus Usías se sirva declarar improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.

CONTESTACIÓN AL SEGUNDO AGRAVIO.


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta por demás incongruente, confuso, improcedente e infundado, ya que de forma dolosa la apelante, pretende confundir la buena fe de Ustedes CC. Magistrados que integran este Tribunal de Alzada.


Por lo que respecta al hecho de que mi representada solicita el pago de los intereses moratorios  generados a partir del día 4 de enero de 2008, resulta cierto, aclarando que los codemandados incumplieron con sus obligaciones de pago a partir del periodo comprendido del 4 de diciembre de 2007 al día 3 de enero de 2008, ya que éste periodo NO fue pagado por los mismos.


De lo anterior, se desprende que no existe incongruencia alguna como de forma dolosa y mañosa lo refiere mi contraria, ya que como se ha mencionado, los codemandados incumplieron con sus obligaciones de pago y en consecuencia adeudan a mi representada desde el periodo que comprende del día 4 de diciembre de 2007 al día 3 de enero de 2008, razón por la cual los intereses moratorios se generan a partir del día 4 de enero de 2008, ya que éstos es por el periodo antes referido.


Hay que hacer notar a sus Usías, que el vencimiento anticipado se tiene que dar a partir del día 3 de enero de 2008, ya que como se desprende del contrato base de la acción, los pagos mensuales se tenían que efectuar los días 3 de cada mes, siendo en el caso concreto, que lo codemandados incumplieron con sus obligaciones de pago a partir del periodo generado del día 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, razón por la cual y al ser exigible dicho pago el día 3 de enero de 2008, a partir de esa fecha se debe de declarar el vencimiento anticipado, sin que esto cambie o modifique el hecho de que los enjuiciados adeudan a mi representada los pagos mensuales que se han generado desde el día 4 de diciembre de 2007.


Por otra parte, cabe precisar que efectivamente, mi representada demandó el pago de intereses ordinarios generados desde el día 4 de diciembre de 2007, ya que como se ha manifestado y como ha quedado debidamente acreditado en autos, los codemandados con todos y cada uno de los pagos que efectuaron, solamente alcanzaron a cubrir sus obligaciones de pago hasta el periodo comprendido del día 4 de noviembre de 2007 al 3 de diciembre de 2007, razón por la cual si  en esta fecha fue el última pago, en consecuencia y como se ha reiterado, los demandado adeudan a mi representada las cantidades reclamadas y que se han generado desde el 4 de diciembre de 2007.

Asimismo, cabe precisar a este Tribunal de Alzada, que contrario a lo manifestado por la apelante, los intereses ordinarios no se generan únicamente cuando se encuentra vigente el crédito, ya que recordemos que los intereses ordinarios y los intereses moratorios, tienen naturaleza jurídica diversa, ya que los intereses ordinarios son simplemente la ganancia por el simple préstamo de determinada cantidad, siendo procedente que los intereses ordinarios se generen durante todo el tiempo en que la cantidad inicial prestado no sea devuelta a mi representada, ya que como se ha precisado, el interés ordinario es la ganancia lícita por el simple préstamo, resultando absurdo y contrario a derecho, el hecho de que supuestamente por demandar el vencimiento anticipado se dejen de generar los intereses ordinarios o quiera decir que el plazo del crédito para pagarlo siga vigente, ya que no tiene que ver una con otra.

Amén de lo anterior, cabe precisar a ustedes Magistrados, que tal y como se acredita con el contrato base de la acción, las partes pactaron que se generarían intereses ordinarios sobre SALDOS INSOLUTOS, siendo un saldo insoluto aquella cantidad que aún no ha sido pagada, razón por la cual y aunado a que los contratos se perfeccionan con el simple consentimiento de las partes y atendiendo al Principio Jurídico de “Pacta Sunt Servanda”, las partes debe de cumplir lo pactado, razón por la cual si las partes pactaros que los ahora demandados pagarían intereses ordinarios sobre saldos insolutos, esto debe de cumplirse con independencia de que se declare el vencimiento anticipado, ya que el hecho de que se demande el vencimiento anticipado y este sea procedente, de ninguna manera deja de existir SLADO INSOLUTO, razón por la cual se tiene que seguir pagando intereses ordinarios hasta el momento en que deje de existir algún saldo insoluto con independencia de que se declare el vencimiento anticipado.

Lo anterior se ve robustecido con la siguiente Jurisprudencia que debe de ser aplicada por analogía al caso concreto y que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 190896

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XII, Noviembre de 2000

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 29/2000      

Página:   236

INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. COEXISTEN Y PUEDEN DEVENGARSE SIMULTÁNEAMENTE.

El artículo 362 del Código de Comercio señala que los deudores que demoren el pago de sus deudas, deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el interés que para ese caso se encuentre pactado en el documento y que a falta de estipulación, el interés será del seis por ciento anual; por su parte, los artículos 152, fracción II y 174, párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito refieren, el primero, a la acción que se ejerce por incumplimiento de pago del documento base y determina que los intereses moratorios se fincan al tipo legal establecido para ello, a partir del día de su vencimiento y, el segundo, a las opciones para la determinación del interés moratorio del documento cuando no se encuentre expresamente estipulado en el mismo o cuando éste se encuentra preestablecido. Esto es, los referidos numerales en ningún momento disponen que los intereses ordinarios y moratorios no pueden coexistir y aunque en ellos se indica a partir de cuándo habrá de generarse el interés moratorio, no se señala que con ese motivo deban dejar de generarse los intereses normales. En estas condiciones y tomando en consideración que los intereses ordinarios y moratorios tienen orígenes y naturaleza jurídica distintos, puesto que mientras los primeros derivan del simple préstamo e implican la obtención de una cantidad como ganancia por el solo hecho de que alguien otorgó a otro una cantidad en dinero que éste necesitaba para satisfacer sus propias necesidades; los segundos provienen del incumplimiento en la entrega de la suma prestada y consisten en la sanción que se impone por la entrega tardía del dinero de acuerdo con lo pactado en el contrato, debe concluirse que ambos intereses pueden coexistir y devengarse simultáneamente, desde el momento en que no es devuelta la suma prestada en el término señalado y por ello, recorren juntos un lapso hasta que sea devuelto el dinero materia del préstamo.

Contradicción de tesis 102/98. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 30 de agosto de 2000. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Germán Martínez Hernández.

Tesis de jurisprudencia 29/2000. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintisiete de septiembre de dos mil, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente José de Jesús Gudiño Pelayo, Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


En otro orden de ideas, cabe recalcar a sus Usías, que el hecho de que el estado de cuenta certificado emitido por Contador Público facultado por mi representada, haya sido realizado con número al día 3 de octubre de 2008, esto de ninguna forma se traduce en que dicha fecha sea la de incumplimiento o la fecha en la que comienza a generarse intereses ni nada por el estilo, ya que simplemente es la fecha en la que se realizó dicho documento.

De lo anterior se desprende, que de ninguna forma puede alegarse el hecho de que supuestamente las prestaciones de mi representada sean contradictorias como de forma dolosa lo refiere la apelante, lo que simplemente demuestra la intención de confundir a este órgano colegiado a efecto de obtener un beneficio indebido que se traduce en eludir sus obligaciones de pago.


Por otra parte, cabe recalcar que los interese moratorios efectivamente se deben de generar a partir del día 4 de enero de 2008, ya que como se ha precisado, los codemandados dejaron de pagar sus mensualidades a partir del periodo comprendido del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, siendo éste última la fecha exigible de pago respecto a dicho periodo, razón por la cual y debido a su incumplimiento, el vencimiento anticipado es a partir del día 3 de enero de 2008(fecha exigible del periodo comprendido del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008) y en consecuencia, a partir del día 4 de enero de 2008 comienzan a generarse los intereses moratorios reclamados en el juicio principal. De igual forma, los intereses ordinarios se generan a partir del 4 de diciembre de 2007, ya que éstos eran pagaderos mensualmente y al haber incumplido los demandados con sus obligaciones de pago desde el periodo comprendido del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008 (siendo esta mensualidad exigible el día 3 de enero de 2008), los codemandados adeudan dichos intereses mas los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, toda vez que dichos intereses ordinarios, son sobre saldos insolutos.

Por último y para aclarar las confusiones que de forma dolosa ha pretendido realizar mi contraria, me permito referir lo siguiente:


La fecha de incumplimiento por parte de los codemandados es el día 3 de enero de 2008, y a partir de esa fecha se debe de declarar el vencimiento anticipado como de forma acertada lo determinó el A quo, ya que los enjuiciados dejaron de cumplir con sus obligaciones de pago desde el periodo comprendido del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, recalcando que la fecha de pago y en consecuencia de exigibilidad de las obligaciones eran los días 3 de cada mes; razón por la cual y al ser el día 3 de enero de 2008 la fecha límite de pago de la mensualidad comprendida del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, es por ello que a partir del día 4 de enero de 2008 se comenzaron a generar los intereses moratorios que se reclaman en el juicio principal.


Por último, cabe precisar que de ninguna forma resulta ser contradictorio el Estado de Cuenta Certificado emitido por Contador Público facultado por mi representada y que se exhibió e n la demanda inicial con el escrito inicial de demanda, mas sin embargo y estando en el supuesto sin conceder, de que dicho estado de cuenta fuese contradictorio, cabe precisar que en nada afectaría en el presente juicio, ya que como es sabido, en un juicio especial hipotecario no es necesario exhibir dicho estado de cuenta.


Lo anterior se ve robustecido con el siguiente criterio de la autoridad federal y que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 200482

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 I, Mayo de 1995

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 1/95

Página:    95

ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR. NO ES EXIGIBLE SU PRESENTACION EN JUICIO HIPOTECARIO PARA LA PROCEDENCIA DE ESTE.

Si bien la Ley de Instituciones de Crédito otorga el carácter de título ejecutivo al certificado contable cuando se exhiba junto con el contrato de crédito en que conste la obligación, y también el de prueba plena para acreditar en los juicios respectivos los saldos resultantes a cargo de los acreditados; de ahí no se sigue que la certificación contable sea exigible en toda clase de juicios, y especialmente en los hipotecarios, toda vez que aun cuando éstos participan, de la naturaleza privilegiada del ejecutivo, y también exigen la exhibición de un título ejecutivo para su procedencia, no cualquier título ejecutivo puede servirles de base, sino sólo el documento que la ley respectiva señale, como lo es la escritura pública que contenga el crédito hipotecario, debidamente registrada, ello sin perjuicio del derecho del acreedor para exhibir dicho estado de cuenta certificado, cuando quiera demostrar el saldo resultante. Por ende, la presentación del certificado contable, junto con el contrato, sólo es indispensable en los demás juicios ejecutivos, dado que los mismos se fundan necesariamente en documentos que tengan aparejada ejecución.

Contradicción de tesis 23/94. Entre las sustentadas por el Primer y Segundo Tribunales Colegiados del Décimo Noveno Circuito. 10 de marzo de 1995. Cinco votos. Ponente: Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Marco Antonio Rodríguez Barajas.

Tesis de Jurisprudencia 1/95. Aprobada por la Primera Sala de este alto Tribunal, en sesión pública de diez de marzo de mil novecientos noventa y cinco, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas.

Nota: Esta tesis No. 1/95 se editó en el Semanario Judicial de la Federación correspondiente al mes de abril, Tomo I, página 5, a petición de la Sala, se vuelve a publicar con las correcciones que envía ésta.


Por lo anteriormente expuesto, solicito a sus Usías se sirva declarar improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.
CONTESTACIÓN AL TERCER AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta IMPROCEDENTE e INFUNDADO, ya que de ninguna forma existe incongruencia entre los hechos décimo sexto y décimo séptimo del escrito inicial de demanda como de forma dolosa lo refiere mi contraria.


En efecto no existe incongruencia alguna en el escrito inicial de demanda como de forma dolosa lo refiere mi contraria, recalcando que resulta por demás falso el hecho de que supuestamente no se dio a conocer a mi contraria la fecha de incumplimiento, ya que de la propia demanda se acredita lo contrario, así como con el estado de cuenta certificado exhibido por mi contraria y con el que se le corrió traslado a los demandados y que forma parte íntegra de la demanda.

Por otra parte, resulta FALSO el hecho de que supuestamente el A quo beneficia a mi poderdante con la fecha de vencimiento anticipado, ya que dicho vencimiento anticipado se da a partir del día 3 de enero de 2008, razón por la cual, el A quo condena de forma acertada a los codemandados a pagar a mi representada los intereses moratorios generados a partir del día 4 de enero de 2008, tal y como lo dispone el resolutivo “QUINTO” de la sentencia definitiva dictada en el juicio de origen.


Por último y para aclarar las confusiones que de forma dolosa ha pretendido realizar mi contraria, me permito referir lo siguiente:


La fecha de incumplimiento por parte de los codemandados es el día 3 de enero de 2008, y a partir de esa fecha se debe de declarar el vencimiento anticipado como de forma acertada lo determinó el A quo, ya que los enjuiciados dejaron de cumplir con sus obligaciones de pago desde el periodo comprendido del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, recalcando que la fecha de pago y en consecuencia de exigibilidad de las obligaciones eran los días 3 de cada mes; razón por la cual y al ser el día 3 de enero de 2008 la fecha límite de pago de la mensualidad comprendida del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008, es por ello que a partir del día 4 de enero de 2008 se comenzaron a generar los intereses moratorios que se reclaman en el juicio principal.


Por último cabe precisar a ustedes CC. Magistrados, que las tesis referidas por mi contraria en el agravio que por este medio se contesta, NO resultan aplicables al caso concreto ya que se tratan de una cuestión totalmente diferente al caso concreto, ya que dichos criterios son sobre cuestiones relativas con tarjetas de crédito y contratos de adhesión, siendo en el caso concreto que no hablamos ni de tarjetas de créditos y tampoco el documento base resulta ser un contrato de adhesión.


Por lo anterior, deberán de declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que en este acto se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN AL CUARTO AGRAVIO.


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta FALSO, INCONGRUENTE, IMPROCDENTE E INFUNDADO, ya que el A quo no realizó un defectuosa valoración del Estado de Cuenta certificado realizado por Contador Público facultado por mi representada, como de forma errónea y dolosa lo refiere mi contraria.


De igual forma resulta FALSO el hecho de que supuestamente el A quo haya establecido en la Sentencia Definitiva, que no era procedente el cobro de intereses moratorios, ya que como se desprende de dicha resolución, en específico el resolutivo “QUINTO”, el A quo SI condenó a mi contraria al pago de INTERESES MORATORIOS, razón por la cual el agravio que se contesta resulta FALSO E INCONGRUENTE.


Ahora bien, respecto a la valoración que según m contraria el A quo debió de haber dado a la certificación contable antes citada, cabe manifestar a esta H. Sala, que el Estado de Cuenta exhibido por mi representada en el escrito inicial de demanda, TIENE PLENO VALOR PROBATORIO en el juicio de origen, toda vez que el mismo fue emitido y cumple con los requisitos establecidos por el artículo 68 de la Ley General de Instituciones de Crédito.


Cabe recalcar, que el A quo esta obligado a otorgar pleno valor probatorio a dicho estado de cuenta y mas aún cuando NO EXISTE PRUEBA EN CONTRARIO, haciendo notar que al momento de que la hoy apelada interpusiera sus excepciones y defensas, jamás refirió alguna respecto a lo manifestado en el presente agravio que se contesta, razón por la cual, el Juzgador se encuentra legalmente impedido para realizar un estudio diverso de dicho documento pues esto sería como soslayar que el Juez estudiare excepciones y defensas que no fueron opuestas por mi contraria y atendiendo a que dicho documento hace prueba plena según lo disponer el artículo 68 de la ley antes citado, sin que exista prueba que pruebe en contrario.

Cabe precisar que si bien es cierto mi contraria objetó dicho documento, dicha objeción carece de valor o eficacia jurídica, ya que mi contrario OMITIÓ al momento de objetar dicho documento, en precisar clara y certeramente, porqué objetaba dicho estado de cuenta, amén de que no aportó prueba laguna para acreditar su objeción y por ende, no se debe de tener por objetado el multicitado estado de cuenta.


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente tesis que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 196572

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : VII, Abril de 1998

Materia(s): Civil

Tesis: XIX.1o.16 C         

Página:   747

ESTADO DE CUENTA. LAS OBJECIONES QUE SE TENGAN EN CUANTO A SU CONTENIDO Y FIRMA, DEBEN HACERSE VALER COMO EXCEPCIÓN.

Una recta interpretación de la parte final del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito permite concluir que el estado de cuenta certificado por el contador facultado por la institución bancaria debe objetarse oportunamente y oponer las excepciones que de él deriven, al producirse precisamente la contestación a la demanda, y si no se hiciere, el juzgador se encuentra legalmente impedido para realizar su estudio en forma oficiosa, pues ello equivaldría a estudiar excepciones y defensas que no fueron opuestas oportunamente por la parte demandada, máxime que el citado precepto dispone expresamente que aquél hará fe, salvo prueba en contrario.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo directo 24/97. María Tiburcia Coronado Galnares. 2 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Gómez Molina. Secretario: Pedro Gutiérrez Muñoz.


No obstante lo anterior, cabe recalcar a ustedes CC. Magistrados, que para poder desvirtuar el pleno valor probatorio y la presunción que existe a favor de un estado de cuenta emitido conforme al artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito como el ofrecido por mi representada en el escrito inicial, es necesario que mi contraria hubiese desvirtuado dicha presunción y valor probatoria a través de la PRUEBA PERICIAL EN MATERIA CONTABLE, situación que no aconteció en el caso concreto, razón por la cual los argumentos vertidos por la apelante en el agravio correlativo que se contesta, referentes al estado de cuenta certificado ya mencionado, carecer de sustento legal y de eficacia.


Para robustecer lo antes manifestado, me permito insertar el siguiente criterio de jurisprudencia que a la letra reza:

Novena Época

Registro: 191609

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XII, Julio de 2000

Materia(s): Civil

Tesis: VI.2o.C. J/186      

Página:   679

ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE ORGANIZACIÓN AUXILIAR DE CRÉDITO.

El estado de cuenta certificado por el contador de una organización auxiliar de crédito es título ejecutivo junto con el contrato respectivo o póliza en que conste el crédito otorgado, si en él se precisa claramente la identificación del crédito celebrado entre las partes, la cantidad a la que ascendió, fecha hasta la que se calculó el adeudo, capital vencido a la fecha del corte, los pagarés mediante los que se hicieron las disposiciones del crédito por parte de los acreditados, monto de las mismas, fechas de vencimiento, tasas de interés normales, pagos no efectuados al capital y pagos hechos sobre los intereses, especificándose las tasas aplicadas a cada uno de ellos, y si además contiene el cálculo de los intereses moratorios correspondientes a cada uno de los pagarés derivados del contrato de crédito y la tasa aplicada por ese concepto, de tal suerte que el estado de cuenta así elaborado satisface los requisitos formales que para el efecto exige el artículo 47 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, puesto que dicho documento, conjuntamente con el contrato o la póliza en que conste el crédito, trae aparejada ejecución y hace procedente la vía ejecutiva mercantil que se ejercite para obtener el pago correspondiente, sin que sea obstáculo para así estimarlo que en dicho estado de cuenta no se haya especificado el método para calcular la tasa de interés aplicada, pues a fin de desvirtuar la fe de dicho documento y destruir la presunción legal de los datos y saldos anotados en el mismo, es necesario que los demandados demuestren, a través de la prueba pericial contable, la inexactitud de los saldos a su cargo, ya sea por errores matemáticos o por alguna otra circunstancia que evidencie lo inverosímil del estado de cuenta.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 93/98. Unión de Crédito del Estado de Puebla, S.A. de C.V. 26 de marzo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Alfonso Gazca Cossío.

Amparo directo 757/98. Arrendadora Financiera Margen, S.A. de C.V. 6 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca.

Amparo directo 420/99. Banco Internacional, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Bital. 19 de agosto de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de tribunal en funciones de Magistrado por ministerio de ley, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo directo 211/2000. Banco Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Inverlat. 25 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo directo 122/2000. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero GBM-Atlántico, S.A. de C.V. 1o. de junio de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, mayo de 1996, página 627, tesis XV.1o.11 C, de rubro: "ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE INSTITUCIÓN BANCARIA. ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO.".


Por último, cabe precisar que resulta FALSO el supuesto hecho de que del estado de cuenta certificado exhibido por mi representada en el escrito inicial de demanda no precise cual es la fecha de incumplimiento, ya que de una simple lectura sus Usías se podrán percatar que la fecha de incumplimiento es precisamente el día 3 de enero de 2008, derivado de que mis contrarios dejaron de pagar sus obligaciones a partir del periodo que comprende del día 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008.

Por lo anterior, es que ustedes CC. Magistrados deberán de declarar improcedente, falso e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta.

CONTESTACIÓN AL QUINTO AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta IMPROCEDENTE, INFUNDADO Y CONTRARIO A DERECHO, ya que resulta absurdo y falso que mi contraria pretenda seguir dilatando un procedimiento con manifestaciones absurdas e irrisoria fuera de contexto legal alguno, como lo es el hecho de seguir insistiendo en que el juicio de origen no era procedente por la vía especial hipotecaria, situación que es absurda.


En efecto, resulta absurdo que mi contraria refiera que la vía especial hipotecaria no es la procedente, cuando el presente juicio se basa en un crédito con garantía hipotecaria que obra en Instrumento Notarial el cual se encuentra debidamente inscrito ante el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, amén de que la hipoteca es un contrato netamente civil.

Cabe recalcar que contrario a lo referido por mi contraria, el objetivo principal del juicio de origen, es precisamente EL PAGO del crédito que la hipoteca garantiza, razón por la cual y atendiendo a lo dispuesto por el artículo 468 y demás relativos y aplicables del Código Procesal Civil del Distrito Federal, es que resulta procedente la vía elegida por mi representada para la tramitación del presente juicio.


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que debe de ser aplicada por analogía al caso concreto y que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 172113

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXVI, Julio de 2007

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 94/2007

Página:     5

ACCIÓN HIPOTECARIA. DEBE TRAMITARSE EN LA VÍA ESPECIAL ANTE UN JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

De los artículos 12, 462 y 468 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal se advierte que tratándose de créditos garantizados con hipoteca, los acreedores tienen la opción de elegir entre la vías ordinaria, ejecutiva o hipotecaria para intentar su cobro, y que cuando el juicio tenga por objeto, entre otros, el pago o prelación del crédito que garantice la hipoteca, aquél se tramitará en la vía especial hipotecaria; de manera que constituye un juicio especial al encontrarse regulado por sus propias normas procedimentales previstas en los artículos 468 a 488, contenidos en el Capítulo III del Título Séptimo del citado Código. En ese sentido y atento al principio de especialidad, se concluye que cuando se intenta la acción hipotecaria para obtener el pago del crédito respectivo, el juicio debe tramitarse en la vía especial ante un Juez de primera instancia en materia civil, conforme a las reglas del mencionado Capítulo. Sin que sea óbice a lo anterior la circunstancia de que el artículo 2o. del Título Especial, relativo a la Justicia de Paz, de dicho Código adjetivo, disponga que los juzgadores de paz en materia civil conocerán de los juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos reales sobre bienes inmuebles ubicados dentro de su jurisdicción, ya que se trata de una regla de competencia por razón de la cuantía, además de que sostener la procedencia de la acción hipotecaria en la vía oral ante el Juez de Paz conllevaría la disminución de las oportunidades de defensa de las partes en tanto que, por un lado, los términos para contestar la demanda, ofrecer y desahogar pruebas son menores que los establecidos en el Capítulo relativo a la tramitación y sustanciación del juicio especial hipotecario y, por otro, mientras en esta última vía se admite el recurso de apelación, conforme al artículo 487, en relación con los diversos 688, 689 y 714 del mencionado Código, el artículo 23 del aludido Título Especial establece la irrecurribilidad de las determinaciones de los juzgadores de paz.

Contradicción de tesis 42/2006-PS. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 9 de mayo de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo.

Tesis de jurisprudencia 94/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de mayo de dos mil siete.


Por último, cabe precisar que respecto al hecho de que el A quo funda la improcedencia de la excepción de improcedencia de la vía opuesta por mi contraria con una jurisprudencia que supuestamente no es aplicable, cabe manifestar a ustedes CC. Magistrados, que dicha jurisprudencia al igual que la insertada con antelación, deben de ser interpretadas por ANALOGÍA ya que si bien es cierto llegan a referir otras cuestiones, también lo es que las mismas refieren que la vía especial hipotecaria es la vía idónea para tramitar un juicio que tenga por objeto el pago del crédito que garantiza dicha hipoteca.


Por lo anterior, solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN AL SEXTO Y SÉPTIMO AGRAVIO


Cabe manifestar a ustedes CC. Magistrados, que atendiendo a la similitud de los agravios SEXTO Y SÉPTIMO, procederé a dar contestación de forma conjunta en los siguientes términos:


Los agravios correlativos que en este acto se contestan, deberán de declararse IMPROCEDENTE, INFUNDADO E INOPERANTE, resultando por demás FALSO que en la cláusula “Décima Sexta” del contrato base de la acción los codemandados hubiesen autorizado a mi representada para cargar a la cuenta de cheques refiere, mas sin embargo, en la cláusula “Décima” si se autorizó a mi poderdante para cargar las mensualidades a la cuenta en comento, haciendo notar a sus Usías que el contenido de dicha cláusula Décima es una cuestión OPTATIVA para mi representada pero NO ES UNA OBLIGACIÓN como falsamente lo refiera la apelante, dicha cuestión queda plenamente acreditada con la parte final de la cláusula “DÉCIMA” del contrato básico de la acción.

De igual forma cabe precisar que en el contrato base de la acción SI se señaló lugar de pago, siendo este el domicilio de mi representada, el cual quedó detallado en la cláusula Vigésima Tercera del contrato base.


De lo anterior se desprende y acredita, que no existe incongruencia en el lugar de pago como pretende hacerlo creer la apelante, ya que se señaló solamente un lugar de pago, siendo éste el domicilio de mi representada referido en la cláusula Vigésima Tercera del documento básico de la acción y el hecho de haber autorizado a mi representada para cargar a la cuenta de cheques referida el monto de los pagos mensuales, es una cuestión OPTATIVA para mi representada, pero jamás se OBLIGÓ a cargar los pagos mensuales, tal y como se acredita del documento de marras.

Por lo anterior, es que resulta absurdo lo manifestado por la codemandada, referente a que supuestamente no se puede considerar que incurrió en mora la parte demandada, situación que es falsa, ya que como se ha precisado, si se señaló domicilio para pago y no existe confusión alguna, tan es así, que los codemandados efectuaron 39 pagos de 180 que debieron de haber efectuado.

Ahora bien y derivado de que el hecho de cargar a la cuenta de cheques de la parte demandada el pago mensual, era una cuestión OPTATIVA para mi poderdante, de ahí que resulte absurdo el hecho de que según mi contraria, la actora debió de haber acreditado el porqué no cargo las mensualidades a la cuenta en comento, ya que como se ha referido, NO ES UNA OBLIGACIÓN DE LA ACTORA REALIZAR EL CARGO MENSUAL A LA CUENTA DE CHEQUES ALUDIDA.


Por lo anterior, solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente e infundado el agravio correlativo que en este apartado se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN AL OCTAVO AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, debe de declararse INFUNDADO, INOPERANTE E IMPROCEDENTE, toda vez que en primer lugar, resulta falso el hecho de que supuestamente el A quo valoró indebidamente las pruebas relativas a los pagos efectuados por mis contrarios, así resulta falso el hecho de que supuestamente el Juzgador no haya precisado el porqué resultaron insuficientes dichos pagos para acreditar el cumplimiento de la obligación de pago, toda vez que como se desprende de la sentencia definitiva, el A quo si refiere que de los propios estados de cuenta exhibidos por mi contraria, se desprende y acredita, que los codemandados incumplieron con sus obligaciones de pago, ya que con dichos documentos se acredita que los enjuiciados solamente cumplieron con sus obligaciones de pago hasta el pago número 39 de 180, esto es que a partir del pago número 40, los demandados incumplieron con sus obligaciones de pago.


Por otra parte, el A quo refiere de forma clara, que el documento exhibido por mi contraria denominado “Sistema de Cartera Estado de Cuenta y Amortizaciones Vencidas”, se acreditó plenamente que los demandados incumplieron con sus obligaciones de pago a partir del pago número 40, situación que se robustece con el Estado de Cuenta certificado emitido por Contador Público facultado y que se exhibió en la demanda inicial; lo anterior, se acredita de la propia sentencia definitiva, en específico en la foja 6 párrafo segundo.


De igual forma, en la foja 9 de la sentencia recurrida se desprende, que el A quo recalca el porqué resultó improcedente la excepción de pago opuesta por la hoy apelante.

Asimismo, resulta falso el supuesto hecho de que según mi contraria, el A quo omitió precisar el porqué no aceptó ninguno de los pagos exhibidos por la codemandada, situación que no es acorde a la realidad, ya que como sus Usías podrán observar, de la sentencia recurrida se desprende que el A quo si consideró los pagos efectuados por mi contraria, sin embargo, con dichos pagos SOLAMENTE ACREDITARON HABER CUBIERTO SUS OBLIGACIONES DE PAGO HASTA LA MENSUALIDAD 39, ESTO ES HASTA EL PERIODO COMPRENDIDO DEL 4 DE NOVIEMBRE DE 2007 AL DÍA 3 DE DICIEMBRE DE 2007, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA CON EL ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO QUE HACE PRUEBA PLENA EN JUICIO, ASÍ COMO CON EL DOCUMENTO DENOMINADO “SISTEMA DE CARTERA ESTADO DE CUENTA Y AMORTIZACIÓNES VENCIDAS”.


Ahora bien, respecto al hecho de que el A quo omitió precisar la cantidad total de los pagos hechos por la recurrente, cabe precisar que dicha cuestión es INOPERANTE, ya que estando en el supuesto sin conceder de que así hubiese sido, dicha cuestión NO ES MATERIA DE LA LITIS, YA QUE DICHOS PAGOS SOLAMENTE ACREDITAN HABER PAGADO MENSUALIDADES ANTERIORES A LAS RECLAMADAS EN EL PRESENTE JUICIO, ESTO ES LAS MENSUALIDADES DEL NÚMERO 39 HACIA ATRÁS.


EN ESTE SENTIDO, CABE RECALCAR QUE EL PAGO LE CORRESPONDE ACREDITARLO AL DEMANDADO, POR LO QUE NO PUEDE IMPUTAR AL A QUO EL HECHO DE PRECISAR LAS CANTIDADES QUE AMPARAN DICHOS RECIBOS, YA QUE EN PRIMER LUGAR, DICHOS RECIBOS LO REFIEREN, AMÉN DE QUE LOS CODEMANDADOS TENÍAN EL DERECHO Y LA CARGA PROCESAL DE HABER OFRECIDO CORRECTAMENTE LA PRUEBA PERICIAL EN MATERIA CONTABLE PARA ACREDITAR SU SUPUESTA EXCEPCIÓN  DE PAGO.

Aunado a lo anterior, cabe precisar que mi representada OBJETÓ los recibos de pago y estados de cuenta exhibidos por mi contraria en cuanto al alcance y valor probatorio  que la enjuiciada pretende darles, objeción que fue procedente y en consecuencia se le debe de restar valor probatorio a dichos documentos sobre la valoración que pretende mi contraria se les otorgue.

Por otra parte, cabe aclarar a mi contraria, que el A quo legalmente no se encuentra obligado a precisar los fundamentos de derecho en que basa su resolución, ya que dicha fundamentación puede ser tácita y basta con el hecho de que se decisión sea ajustada a la ley, a la Jurisprudencia y a los Principios Generales de Derecho, razón por la cual resulta INOPERANTE E INATENDIBLE lo referido por la apelante al respecto.


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:
Novena Época

Registro: 170015

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXVII, Marzo de 2008

Materia(s): Civil

Tesis: VI.2o.C. J/291

Página:  1694

SENTENCIAS CIVILES. LA OMISIÓN DE CITAR EL FUNDAMENTO LEGAL EN QUE SE SUSTENTEN, NO PRIVA DE DEFENSA AL QUEJOSO.

El agraviado no queda sin defensa, por la sola circunstancia de que el órgano jurisdiccional omita señalar expresamente la fuente del derecho de la que emanan las determinaciones dictadas dentro de un procedimiento, en virtud de que en esta materia, la fundamentación puede ser tácita, es decir, no es necesario que se invoque el fundamento legal en que se sustentan con la condición de que éstas se ajusten a la ley, a la jurisprudencia o a los principios generales de derecho, porque en estos procedimientos se tiene la certeza de cuales de los señalados son los aplicables al caso concreto, pues las leyes y su interpretación gozan de unidad en sus ordenamientos, de sistematización en su materia y de una mayor permanencia en sus instituciones que permiten a los afectados defenderse apropiadamente.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 35/2003. Pablo Caselín Sánchez. 27 de febrero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretaria: Gloria Margarita Romero Velázquez.

Amparo en revisión 180/2006. Filamex, S.A. de C.V. 22 de junio de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo en revisión 181/2006. Calcecril, S.A. de C.V. 22 de junio de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo directo 218/2007. Elvia América Aguilar Castro. 9 de agosto de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Raúl Ángel Núñez Solorio.

Amparo directo 460/2007. Comandancia de Región XXI-Puebla de la Policía Federal Preventiva. 31 de enero de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Eduardo Iván Ortiz Gorbea.


Por último, cabe recalcar a ustedes Magistrados, que el deudor es el obligado a acreditar el pago y en consecuencia, es mi contraria quien tenía la carga de la prueba respecto al pago, por lo que el hecho de no haber acreditado su excepción así como el no haber aportado elementos de prueba que sean convincentes, no puede ser una cuestión que ahora pretenda que el A quo le supla, ya que en el caso concreto, no existe la suplencia de queja.


Por lo anterior, es que solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN AL NOVENO AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta INOPERANTE, IMPROCEDENTE E INFUNDADO, ya que en primer lugar, ni el Contador Público facultado por la actora, así como tampoco la propia actora tienen obligación alguna de acreditar que el Contador Público que emitió un Estado de Cuenta certificado conforme al artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito cuenta con Cédula Profesional, ya que no es un requisito que refiera el precepto legal antes invocado.

De igual forma, resulta INOPERANTE E IMPROCEDENTE el hecho alegado por mi contraria, referente a que no se acreditó que el Contador Público facultado por mi representada y que emitió el Estado de Cuenta certificado ya mencionado, estuviese facultado para tal efecto, ya que NO ES UN REQUISITO NECESARIO PARA QUE DICHO DOCUMENTO HAGA PRUEBA PLENA AL NO SER UN REQUISITO DEL ARTÍCULO 68 DE LA LEY ANTES REFERIDA.


A efecto de robustecer lo anteriormente y acreditar lo INOPERANTE del agravio que se contesta, me permito insertar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 199220

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : V, Marzo de 1997

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 10/97        

Página:   277

CONTADOR PÚBLICO DE INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, EL ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL, HARÁ FE, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, SIN NECESIDAD DE NINGÚN OTRO REQUISITO (ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO).

Es suficiente para declarar procedente la vía ejecutiva mercantil intentada por una institución bancaria, el que se exhiba el contrato o póliza donde conste el crédito otorgado, acompañado del estado de cuenta certificado por el contador autorizado por la institución, sin que sea necesario que acredite que este último se encuentra precisamente autorizado por ella para certificarlo y que además cuenta con título expedido legalmente para ejercer la profesión de contador público, porque estos requisitos no los exige el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito y, en todo caso, el valor probatorio de la certificación se presume, según dicho precepto, salvo prueba en contrario.

Contradicción de tesis 59/96. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 26 de febrero de 1997. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Tereso Ramos Hernández.

Tesis de jurisprudencia 10/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


Con independencia de lo anterior, cabe resaltar a ustedes CC. Magistrados, que por lo que respecta a las manifestaciones de mi contraria referentes a que el A quo omitió precisar los fundamentos exactos de su resolución, dicha cuestión es improcedente, ya que en materia civil, no es necesario que el Juzgador señale en su resolución los fundamentos, ya que basta que sus decisiones sean apegadas a derecho, ala Jurisprudencia y a los Principio de Derecho.


Por lo anterior, es que todo lo manifestado por mi contrario respecto a que si la copia certificada de la cédula profesional del Contador Público Orel Salinas Hinojosa tiene valor probatorio o no, así como todo lo relacionado a la misma, resulta por demás INOPERANTE, ya que como se ha referido, no es necesario acreditar que el mismo tenga cédula profesional.


Sin embargo, cabe recalcar a ustedes CC. Magistrados, que si a mi contraria le paraba perjuicio o alegaba cuestiones referentes a la cédula profesional del Contador, así como al hecho de si estaba o no facultado por la actora, cabe precisar que mi contraria es la que TENÍA LA CARGA DE LA PRUEBA Y POR ENDE ACREDITAR LA FALTA DE CÉDULA PROFESIONAL, ASÍ COMO LA FALTA DE FACULTADES OTORGADAS PARA TAL EFECTO POR LA ACTORA, situación que no aconteció en el presente negocio.


Por lo anterior, es que solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN AL DÉCIMO AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta resulta IMPROCEDENTE, INFUNDADO y ABSURDO, en atención a que en primer lugar, el presente juicio versa sobre el pago del crédito que la hipoteca garantiza, amén de que la hipoteca es un contrato netamente Civil, tan es así, que el Código Civil es el cuerpo de leyes que regula las hipotecas; aunado a que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en específico en su artículo 468, refiere claramente que la vía especial hipotecaria es la idónea para tramitar cuestiones inherentes entre otras cosas, al pago del crédito que garantiza una hipoteca como acontece en el presente asunto.


A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado así como para acreditar fehaciente y contundentemente que la vía especial hipotecaria ejercitada por mi representada en el presente juicio es la idónea, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 172113

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXVI, Julio de 2007

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 94/2007

Página:     5

ACCIÓN HIPOTECARIA. DEBE TRAMITARSE EN LA VÍA ESPECIAL ANTE UN JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

De los artículos 12, 462 y 468 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal se advierte que tratándose de créditos garantizados con hipoteca, los acreedores tienen la opción de elegir entre la vías ordinaria, ejecutiva o hipotecaria para intentar su cobro, y que cuando el juicio tenga por objeto, entre otros, el pago o prelación del crédito que garantice la hipoteca, aquél se tramitará en la vía especial hipotecaria; de manera que constituye un juicio especial al encontrarse regulado por sus propias normas procedimentales previstas en los artículos 468 a 488, contenidos en el Capítulo III del Título Séptimo del citado Código. En ese sentido y atento al principio de especialidad, se concluye que cuando se intenta la acción hipotecaria para obtener el pago del crédito respectivo, el juicio debe tramitarse en la vía especial ante un Juez de primera instancia en materia civil, conforme a las reglas del mencionado Capítulo. Sin que sea óbice a lo anterior la circunstancia de que el artículo 2o. del Título Especial, relativo a la Justicia de Paz, de dicho Código adjetivo, disponga que los juzgadores de paz en materia civil conocerán de los juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos reales sobre bienes inmuebles ubicados dentro de su jurisdicción, ya que se trata de una regla de competencia por razón de la cuantía, además de que sostener la procedencia de la acción hipotecaria en la vía oral ante el Juez de Paz conllevaría la disminución de las oportunidades de defensa de las partes en tanto que, por un lado, los términos para contestar la demanda, ofrecer y desahogar pruebas son menores que los establecidos en el Capítulo relativo a la tramitación y sustanciación del juicio especial hipotecario y, por otro, mientras en esta última vía se admite el recurso de apelación, conforme al artículo 487, en relación con los diversos 688, 689 y 714 del mencionado Código, el artículo 23 del aludido Título Especial establece la irrecurribilidad de las determinaciones de los juzgadores de paz.

Contradicción de tesis 42/2006-PS. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 9 de mayo de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo.

Tesis de jurisprudencia 94/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de mayo de dos mil siete.


Amén de lo anterior, cabe manifestar a su Usía, que no por el hecho de que mi representada sea una Institución de Crédito, esto significa que se encuentre impedida para tramitar el pago de un crédito que garantiza una hipoteca por la vía especial hipotecaria, resultando infundado lo vertido por mi contraria en la excepción que se contesta.


A efecto de robustecer lo anterior, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 196882

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : VII, Febrero de 1998

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 5/98         

Página:    77

JUICIO HIPOTECARIO. LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO NO ESTÁN IMPEDIDAS PARA PROMOVERLO.

El artículo 640 del Código de Comercio dispone que las instituciones de crédito se regirán por una ley especial, por tanto, éstas no están limitadas por el artículo 1050 del Código de Comercio para ejercer sus acciones conforme a lo que estatuye dicho ordenamiento legal, sino que, en términos del numeral 72 de la Ley de Instituciones de Crédito que las regula, pueden ejercer sus acciones tanto en el juicio ejecutivo mercantil, como en el ordinario, o bien, en el que en su caso corresponda; por lo que es procedente la acción hipotecaria civil, derivada del incumplimiento de un contrato de apertura de crédito con garantía de hipoteca, hecha valer por dichas instituciones; considerar lo contrario haría nugatorias las acciones y derechos de ejecución deducidos de cualquier operación mercantil en la que se constituyera la hipoteca como garantía del cumplimiento de las obligaciones.

Contradicción de tesis 58/96. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 21 de enero de 1998. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba.

Tesis de jurisprudencia 5/98. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de mil novecientos noventa y ocho, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Novena Época

Registro: 192810

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : X, Diciembre de 1999

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 79/99        

Página:   121

PROCEDENCIA. VÍA SUMARIA HIPOTECARIA. EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE CADA ESTADO ES LA LEY ESPECIAL APLICABLE.

El artículo 66 de la Ley de Instituciones de Crédito, en coordinación con lo que establece la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, determina la forma en que deben constituirse los contratos de crédito refaccionario, de habilitación y avío con garantía hipotecaria, y en el diverso 72 se establece la posibilidad de acudir a diversas vías para ejercer las acciones correspondientes al cumplimiento o pago de los mismos. Pero una vez que se intenta la vía sumaria hipotecaria, que se rige por lo dispuesto en los Códigos de Procedimientos Civiles de los Estados, se deben de cumplir los requisitos que en ellos se consignan, por ser la ley especial aplicable al procedimiento, y no la Ley de Instituciones de Crédito que no lo contiene.

Contradicción de tesis 9/97. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, Primer y Segundo Tribunales Colegiados, ambos del Décimo Quinto Circuito y Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 13 de octubre de 1999. Cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Jesús Enrique Flores González.

Tesis de jurisprudencia 79/99. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de trece de octubre de  mil novecientos noventa y nueve, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


De lo anterior se acredita, que la vía especial hipotecaria elegida por mi representada en el presente juicio, es la idónea, aclarando que en el presente juicio se cumplen con todos y cada uno de los requisitos establecidos por el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, referente al juicio especial hipotecario.


Aunado a lo anterior, el artículo 640 del Código de Comercio, refiere que las Instituciones de Crédito se regirán por una ley especial y no por dicho Código, siendo que en la actualidad las Instituciones de Crédito se rigen precisamente por la Ley de Instituciones de Crédito, la cual en su artículo 68, de una interpretación armónica se desprende que la intención del legislador es permitir o referir que una Institución de Crédito puede demandar en la vía especial hipotecaria el pago de una hipoteca, tal y como se desprende de la siguiente interpretación de dicho precepto legal realizada en el siguiente criterio federal que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 201445

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : IV, Septiembre de 1996

Materia(s): Civil

Tesis: I.3o.C.114 C        

Página:   665

JUICIO HIPOTECARIO DERIVADO DE UN CONTRATO DE APERTURA DE CREDITO DE UNA INSTITUCION BANCARIA. EL TITULO EJECUTIVO LO CONSTITUYE LA ESCRITURA QUE CONSIGNA EL CREDITO HIPOTECARIO, Y EL ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR EL CONTADOR SOLO CONSTITUYE DOCUMENTO PROBATORIO PARA ACREDITAR SALDOS A CARGO DE LOS DEUDORES.

El juicio ejecutivo tiene por objeto hacer efectivos los derechos que se hallan consignados en documentos o en actos que tienen fuerza bastante para constituir, por ellos mismos, prueba plena, y siendo éste un procedimiento extraordinario, sólo puede usarse en circunstancias determinadas que el legislador ha previsto y cuando medie la existencia de un título que lleve aparejada ejecución conforme a lo dispuesto en los preceptos legales relativos, siendo necesario, además, que en el título se consigne la existencia del crédito, que éste sea cierto, líquido y exigible, de lo que se colige que, en tratándose del juicio ejecutivo, no sólo resulta necesaria sino indispensable la exigencia del estado de cuenta certificado por el contador facultado, conjuntamente con el escrito o póliza en que consta el crédito otorgado, ya que los juicios ejecutivos se fundan en documentos que traen aparejada ejecución. Ahora bien, cuando el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, establece en su segundo párrafo que el estado de cuenta a que se refiere el mismo precepto hará fe salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados, debe entenderse a todos aquellos juicios en que se persiga la misma finalidad y que partan del mismo supuesto, esto es, en los juicios en los que la intención de la institución de crédito sea mostrar los saldos resultantes a cargo de los acreditados, por haberse convenido sobre disposición de la suma acreditada o del importe de los préstamos en cantidades parciales. El juicio hipotecario participa de la naturaleza del ejecutivo y exige igualmente la exhibición de un título para su procedencia. El título que le sirve de base para tal efecto, lo es el que contenga la escritura que consigna el crédito hipotecario, debidamente registrada, y en este procedimiento, el estado de cuenta certificado por el contador facultado para ello sólo constituye un documento probatorio para acreditar los saldos resultantes a cargo de los acreditados. El texto con el que concluye el primer párrafo del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, exime a dichas instituciones de la obligación de acreditar en juicio, que el contador que suscribió y certificó el estado de cuenta, desempeña ese cargo con tales facultades, porque la finalidad de la citada certificación, no es otra que la de un medio de prueba para fijar el saldo resultante a cargo del acreditado, y en todo caso, a quien corresponde demostrar no adeudar lo que se le demanda por haber pagado parcial o totalmente lo que se le reclama es al mismo acreditado.
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 4563/96. Antonio Elías Rodríguez y otra. 22 de agosto de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández de Mosqueda. Secretario: Régulo Pola Jesús.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, marzo de 1997, página 277, tesis por contradicción 1a./J. 10/97 de rubro "CONTADOR PÚBLICO DE INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, EL ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL, HARÁ FE, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, SIN NECESIDAD DE NINGÚN OTRO REQUISITO (ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO).".


Por todo lo anterior, se acredita la improcedencia del agravio que se contesta, denotando la mala fe y el dolo con el que se conduce en el presente juicio, al tratar de confundir la buena fe de sus Usías al tratar de hacer creer que la vía especial hipotecaria no es la adecuada para tramitar el pago de un crédito garantizado por hipoteca, argumentos que llevándolos al absurdo, sería como aceptar que los miles de juicios especiales hipotecarios promovidos por Instituciones de Crédito y radicados en los Juzgados Civiles de Primera Instancia del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, resultan ser improcedentes en cuanto a la vía, lo que se traduce que mi contraria pretende hacer creer que el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal conformado por sus diversos Juzgados Civiles de Primera Instancia entre otros, se encuentran equivocados al admitir a las Instituciones de Crédito tramitar juicios especiales hipotecario.


Por lo anterior, es que solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN AL DÉCIMO PRIMER AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta por demás ABSURDO, IMPROCEDENTE E INFUNDADO, ya que de forma absurda y FALSA, mi contraria pretende cambiar irrisoriamente el contenido del artículo 468 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, ya que de forma fantasiosa pretende hacer creer que es un requisito esencial para la procedencia del juicio especial hipotecario, la inscripción de la demanda en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, situación que es falsa y errónea, recalcando que el precepto legal antes invocado, DE NINGUNA FORMA SE REFIERE A LA INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA, SINO A LA INSCRIPCIÓN DEL INSTRUMENTO NOTARIAL EN EL QUE CONSTA EL CONTRATO DE CRÉDITO CON GARANTÍA HIPOTECARIA.


Lo anterior, denota la mala fe o la falta de pericia por parte de mi contraria al confundir la inscripción de la escritura pública en la que conste el crédito, con la inscripción de la demanda.


Cabe recalcar que la inscripción a la que se refiere el artículo 468 de la legislación antes referida, es precisamente de la escritura pública en la que consta el contrato de crédito con garantía hipotecaria, siendo en el caso concreto, que dicho requisito si se cumplió en el presente negocio.


Por otra parte, cabe precisar a ustedes CC. Magistrados, que los argumentos vertidos por mi contraria en el presente agravio que se contesta, no fueron utilizados en su escrito de contestación de demandas ni al oponer sus excepciones y defensas, así como tampoco a lo largo del presente juicio, por lo que RESULTA IMPROCEDENTE QUE EN ESTE ACTO PRETENDA HACER CUESTIONES QUE NO SON PARTE DE LA LITIS.


Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que mi contraria tuviese razón respecto a que se debió de haber inscrito la demanda en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio y la omisión de esto le parar perjuicio, también lo es que se trata de UN ACTO CONSENTIDO, YA QUE JAMÁS SE INCONFORMO CON ESA SUPUESTA OMISIÓN, POR LO QUE NO ES PROCEDENTE QUE AHORA PRETENDA HACER VALER UNA CUESTIÓN DERIVADA DE UN ACTO CONSENTIDO.


Por lo anterior, es que solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.

CONTESTACIÓN AL DÉCIMO SEGUNDO AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta IMPROCEDENTE e INFUNDADO, toda vez que como se desprende de la Sentencia Interlocutoria de fecha 13 de julio de 2011, el A quo se pronunció en parte sobre la cuestión de Falta de personalidad, aunque dicha resolución no haya sido exclusivamente para resolver dicha cuestión.

Amén de lo anterior, cabe precisar que dicha excepción resulta por demás INTRIGOSA, IMPROCEDENTE Y FALSA, toda vez que se refieren medularmente a que supuestamente el C. JUAN DAVID HERNÁNDEZ GARCIA no tiene facultades para haber presentado el escrito inicial de demanda, al haber exhibido según mi contraria, un poder notarial diverso al referido en la demanda, esto es un poder diverso al instrumento notarial número 47,050, situación que a todas luces es FALSO, ya que como se desprende de la foja 1 del escrito inicial de demanda, el C. JUAN DAVID HERNÁNDEZ GARCIA adjunto como ANEXO UNO, COPIA CERTIFICADA DEL INSTRUMENTO NOTARIAL NÚMERO 47,050 POR MEDIO DEL CUAL ACREDITÓ FEHACIENTEMENTE SU PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES CON LAS QUE CUENTA PARA HABER PRESENTADO LA DEMANDA INICIAL EN EL PRESENTE JUICIO, COPIA CERTIFICADA QUE OBRA EN EL EXPEDIENTE PRINCIPAL A FOJAS 10 A LA 19.
En efecto, tal y como se desprende de la foja uno del escrito inicial de demanda, el Apoderado Legal de mi representada el C. Juan David Hernández García, promovió la demanda con la que inicia el presente juicio, refiriendo en la misma que acreditaba su personalidad en términos de la copia certificada del instrumento notarial número 47,050, de fecha 26 de mayo de 2006, mismo que fue exhibido en dicha demanda como ANEXO UNO y el cual obra agregado en autos; instrumento notarial con el que de forma fehaciente se acredita la PERSONALIDAD de dicha persona como Apoderado Legal de la actora, así como las facultades del mismo para iniciar el presente juicio, quedando desde ese momento plenamente acreditada la legitimación activa así como la personalidad del Apoderado ya referido y no como dolosamente mi contraria pretende hacerles creer a sus Usías.


LO ANTERIOR, SE CORROBORA CON EL PROVEÍDO DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 2010, POR MEDIO DEL CUAL EL JUEZ DE ORIGEN TIENE POR ACREDITADA LA PERSONALIDAD DE DICHO PROMOVENTE, refiriendo que ACREDITA su personalidad CON LA EXHIBICIÓN DE LA COPIA CERTIFICADA DEL PODER QUE OBRA EN EL INSTRUMENTO NOTARIAL NÚMERO 47,050, pasado ante la fe del Notario Público número 72 de Monterrey Nuevo León.

De lo anterior se desprende, que mi representada SI exhibió en la demanda inicial, el instrumento notarial correcto y con el que se acredita que la parte actora otorga poder al Apoderado Legal que promovió el escrito inicial de demanda, razón por la cual debe de declararse IMPROCEDENTE e INFUNDADO el agravio que en este acto se contesta.


Cabe precisar, que el agravio que se contesta se trata de simples galimatías sin sustento legal alguno y SIN QUE LA APELANTE ACREDITE DE FORMA ALGUNA, el supuesto hecho de que el Apoderado Legal de la actora que presentó la demanda inicial del juicio de origen, no exhibió el poder 47,050, recalcando que estas manifestaciones resultan FALSAS y sin sustento legal alguno.


De igual forma, resulta FALSO el hecho de que supuestamente en lugar del Instrumento Notarial número 47,050, mi representada hubiese exhibido en su escrito inicial de demanda como ANEXO UNO, el instrumento notarial número 46,297.

Amén de lo anterior, cabe precisar a su Señoría, que dentro del juego de copias de traslado con las que se emplazó a mi contraria y que la misma exhibió en copia simple al momento de dar contestación a la demanda, así como exhibió dicho traslado en original al momento de interponer el Recurso de Apelación QUE EN ESTE ACTO SE CONTESTA,se desprende y aprecia, que dentro de dicho juego de copias, aparece copia del Instrumento Notarial 47,050, por medio del cual mi representada otorgó poder suficiente al C. Juan David Hernández García, siendo este instrumento, el mismo que refirió en la demanda tanto en el primer párrafo como en la prueba marcada con el numeral 1, siendo dicho poder notarial el que se exhibió como anexo uno con la demanda y que obra agregado en autos.

De lo anterior se desprende y acredita, que el C. Juan David Hernández García TIENE PLENAMENTE ACREDITADA LA PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES OTORGADAS POR LA PARTE ACTORA y no por persona moral distinta como dolosa y falsamente pretende hacerle creer mi contraria a efecto de evadir sus obligaciones de pago.

Es necesario recalcar a su Usía, que desde el momento en que se emplazó a los codemandados, los mismos tienen el derecho y la facultad de asistir al Local del Juzgado y verificar el expediente del juicio en que se actúa, así como todos y cada uno de los documentos que mi representada haya exhibido, por lo que no puede alegar que no tenia conocimiento del instrumento notarial que se exhibió con la demanda inicial y mas aún, cuando del propio juego de copias de traslado que mi contraria exhibe, se desprende que se le corrió traslado con dicho poder (47,050) que alega que no fue exhibido por mi poderdante en  el escrito inicial, situación que como ya se ha precisado es FALSA, ya que si se exhibió en la demanda como anexo uno, tan es así, que obra en autos dicho poder.

Lo anterior, denota la MALA FE Y EL DOLO de la apelante, al referir de forma FALSA, que con el traslado que se le corrió al momento del emplazamiento, supuestamente no se desprendía que el C. Juan David Hernández García, situación que es absurda, falsa y mas aún cuando del propio traslado que exhibe mi contraria, se desprende que se le corrió traslado con el poder 47,050, amén de que éste obra en autos y la enjuiciada tuvo conocimiento pleno de dicho instrumento, razón por la cual de ninguna manera puede referir que se le dejó en estado de indefensión.
Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder de que no se le hubiese corrido traslado con el poder notarial número 47,050 a la enjuiciada, esto de ninguna forma puede ser alegado en estas instancias, en virtud de que no es el medio idóneo y en su caso si le paraba perjuicio, debió de haber atacado el emplazamiento, MAS SIN EMBARGO AL HABER DADO CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, EN EL SUPUESTO DE QUE HUBIESE ALGÚN DEFECTO EN EL EMPLAZAMIENTO COMO PODRÍA SER EL NO CORRER TRASLADO CON LA DOCUMENTACIÓN COMPLETA, EL MISMO HA QUEDADO PLENAMENTE SUBSANADO, sin que esto se traduzca en la aceptación de que no se le hubiese corrido traslado con el instrumento en comento.

Por otra parte cabe precisar a ustedes CC. Magistrados, que por lo que respecta a lo manifestado por la apelante referente a la personalidad de la C. MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ, SE TRATA DE UN ACTO CONSENTIDO YA QUE NO INTERPUSO EL RECURSO CORRESPONDIENTE EN EL MOMENTO PROCESAL OPORTUNO Y LA APELACIÓN PREVENTIVA QUE INTERPUSO, DE NINGUNA MANERA ES REFERENTE A LA PERSONALIDAD DE LA APODERADA ANTES CITADA, YA QUE ÉSTA SE APERSONÓ EN JUICIO POSTERIORMENTE AL DICTADO DEL AUTO ADMISORIO, SIENDO QUE LA APELACIÓN QUE SE CONTESTA, ES EN CONTRA DEL PROPIO AUTO ADMISORIO.
Por lo anterior, es que solicito a sus Usías se sirvan declarar improcedente, infundado e inoperante el agravio correlativo que se contesta, para los efectos legales a que haya lugar.


Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, ustedes CC. Magistrados deberán de declarar IMPROCEDENTES, INFUNDADOS E INOPERANTES, todos y cada uno de los agravios opuestos por mi contraria.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la cual me ostento, señalando domicilio y autorizando profesionistas para los fines indicados.


SEGUNDO.- Tenerme por presentada dando contestación a todos y cada uno de los agravios hechos valer por mi contraria, para los efectos legales a que haya lugar.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la Sentencia que conforme a derecho corresponda, debiendo de declarar IMPROCEDENTE, INFUNDADOS E INOPERANTES todos y cada uno de los agravios expresados por mi contraria.

PROTESTO LO NECESARIO

ADRIANA FLORES PEÑA
México, Distrito Federal a tres de octubre de dos mil once.

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

AUTORIDAD RESPONSABLE: C. JUEZ VIGESIMO PRIMERO DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A., INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE                                                                                                                                               GRUPO FINANCIERO BANORTE.

                  AMPARO: 749/2011-IV

C. JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN MATERIA 

CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de apoderada legal de BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien tiene el carácter de Tercero Perjudicado en el amparo al rubro citado, personalidad que acredito con la copia certificada del instrumento notarial número 22,813 el cual adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el ubicado en Frontera Numero 32, Interior 304, Colonia Roma Norte, c.p. 06700, Delegación Cuauhtémoc en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los licenciados en Derecho José Fernando Betancourt Cervera y Víctor Hugo Flores Ramírez, así como a las pasantes en derecho las C.C. Ariana Briceida González Lázaro y Angélica Muñoz Benítez, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:
Por medio del presente escrito estando en tiempo y forma hábil vengo a formular Ad Cautelam por parte de mi representada, las siguientes alegaciones que consisten en:

ADDENDUM


Primero que nada, cabe hacer notar a su Señoría, que el acto reclamado señalado por la hoy quejosa, NO ES EN REALIDAD EL VERDADERO ACTO RECLAMADO, ya que la misma precisa como acto reclamado la Sentencia Interlocutoria de fecha 15 de agosto de 2011 dictada por la autoridad responsable dentro del juicio Especial Hipotecario promovido por mi representada en contra de Jaime Martínez Peña y Sandra Soto Cruz, expediente 1336/2010, radicado en el Juzgado 21 Civil del Distrito Federal, siendo que dicha sentencia, resuelve el recurso de revocación interpuesto por la quejosa en contra del proveído de fecha 8 de julio de 2011 que versa sobre la admisión que hizo la responsable, del recurso de apelación interpuesto por Sandra Soto Cruz, en virtud de que la hoy autoridad responsable admitió dicha apelación de forma conjunta con la apelación que se interpusiera en contra de la Sentencia Definitiva, siendo que dicho recurso de apelación se interpuso en contra del proveído de fecha 4 de julio de 2011, por medio del cual el Juez de origen admitió a trámite el recurso de apelación interpuesto por mi representada en contra de la admisión de la prueba confesional ofrecida por la hoy quejosa en el juicio natural.

De lo anterior se desprende, que el acto reclamado señalado por la quejosa, no tiene relación alguna ni congruencia con lo manifestado por esta en el presente juicio de garantías, ya que como se desprende de los antecedentes, así como de sus conceptos de violación, la misma refiere cuestiones referentes a la supuesta falta de personalidad del C. Juan David Hernández García, pero jamás hace referencia al recurso de apelación interpuesto por mi representada en contra de la indebida admisión de la prueba confesional. 

En consecuencia y toda vez que de los conceptos de violación, así como de los antecedentes se desprende que lo que según la quejosa le para perjuicio es precisamente, la cuestión referente a la personalidad del C. Juan David Hernández García, quien es Apoderado Legal de mi representada, es de precisarse, que en realidad el VERDADERO ACTO RECLAMADO SEGÚN LO MANIFESTADO POR LA QUEJOSA, ES LA SENTENCIA INTERLOCUTORIA DE FECHA 13 DE JULIO DE 2011 DICTADA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, ya que dicha resolución es la que resuelve de improcedente el recurso de revocación interpuesto por la quejosa por cuestiones referentes a la supuesta falta de personalidad del apoderado legal entes mencionado.
Ahora bien y ya que se ha precisado cual es el VERDADERO acto reclamado, cabe precisar a su Usía, QUE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE GARANTÍAS DEL JUICIO EN QUE SE ACTÚA, ES POR DEMÁS EXTEMPORÁNEA, YA QUE AL SER EL ACTO RECLAMADO LA SENTENCIA INTERLOCUTORIA DE FECHA 13 DE JULIO DE 2011, MISMA QUE FUE NOTIFICADA A LAS PARTES MEDIANTE Boletín Judicial número 132 del fecha 1 de agosto de 2011, surtiendo efectos el día 2 del mismo mes y año, el término concedido a las partes para interponer el juicio de amparo transcurrió del 3 de agosto de 2011 al 23 del mismo mes y año, de lo que se desprende la extemporaneidad del presente juicio de amparo, SIENDO QUE EL ACTO RECLAMADO ES UN ACTO CONSENTIDO.

Lo anterior se ve robustecido, con el informe justificado rendido por la autoridad responsable, en el cual se señala en qué consiste y sobre que versó la Sentencia Interlocutoria de fecha 15 de agosto de 2011.

Por lo anterior, es que se actualiza la hipótesis de IMPROCEDENCIA contemplada en la fracción XII del artículo 73 de la Ley de Amparo que en su parte conducente a la letra dice:  

Artículo 73.- El juicio de amparo es improcedente…

XII.- Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los artículos 21, 22 y 218.


Atendiendo lo anteriormente vertido y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 74 de la Ley de Amparo, se debe de SOBRESEER el presente juicio de garantías.


Amén de lo anterior, cabe precisar a su Usía, que en el juicio Especial Hipotecario de origen antes mencionado, EXISTEN DOS RECURSOS ORDINARIOSPROMOVIDOA NATE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, MISMOS QUE SE ENCUENTRAN PENDIENTES DE SER RESUELTOS POR EL TRIBUNAL DE ALZADA Y QUE PUEDEN LLEGAR A MODIFICAR O REVOCAR EL FONDO DEL VERDADERO ACTO RECLAMADO EN EL PRESENTE JUICIO DE GARANTÍAS, ya que existe el Recurso de Apelación interpuesto por la hoy quejosa en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 26 de agosto de 2011 dictada por la hoy autoridad responsable, así como el Recurso de Apelación de tramitación conjunta, en contra del proveído de fecha 22 de octubre de 2010, igualmente dictado por el Juez de primera instancia, recursos en los cuales parte de sus agravios son precisamente en cuanto a la supuesta falta de personalidad del apoderado legal de mi representada el C. Juan David Hernández García.


De lo anterior se desprende, que con independencia de que el presente juicio de amparo es improcedente por haber sido presentado de forma extemporánea y en consecuencia, el acto reclamado se trata de un acto consentido, de igual forma se actualiza la hipótesis contemplada en la fracción XIV del artículo 73 de la Ley de Amparo que en su parte conducente a la letra dice:

Artículo 73.- El juicio de amparo es improcedente…
XIV.- Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios algún recurso o defensa legal propuesta por el quejoso que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto reclamado; 

Por lo anterior, es que resulta procedente SOBRESEA el presente juicio de garantías, ya que sin duda alguna se actualizan las hipótesis de improcedencia señaladas con anterioridad y en consecuencia, resulta aplicable lo establecido en la fracción III del artículo 74 de la Ley de Amparo.

ALEGACIONES

Ahora bien, por otra parte y AD CAUTELAM, vengo a realizar las siguientes manifestaciones respecto a los antecedentes y conceptos de violación esgrimidos por la hoy quejosa, lo cual realizo en los siguientes términos:

1.- Primero que nada, cabe precisar a su Usía, que parte de los antecedentes del acto reclamado son FALSOS, ya que lo manifestado por la quejosa en el antecedente marcado con el número 4 de su demanda de amparo resulta FALSO, toda vez que el Juez de origen quien tiene el carácter de autoridad responsable en el presente amparo, NO dictó Sentencia Interlocutoria que resolviera la excepción de falta de personalidad planteada por la quejosa al momento de dar contestación a la demanda instaurada en su contra en el juicio de origen.

2.- De igual forma, resulta FALSO lo manifestado en el antecedente marcado con el número 5 de la demanda de garantías, referente a que la hoy quejosa hubiese interpuesto Recurso de Apelación en contra de una supuesta Sentencia Interlocutoria que supuestamente resolvió la excepción de falta de personalidad planteada por la quejosa.

3.- De igual forma resulta FALSO el antecedente de la demanda de amparo marcado con el numeral 8, referente a que supuestamente la autoridad responsable resolvió el recurso de revocación referido por la recurrente mediante Sentencia Interlocutoria de fecha 15 de agosto de 2011 y la cual señala como acto reclamado; ya que como se ha precisado con antelación, la resolución antes citada, no se refiere a lo aludido por la hoy quejosa.

4.- Ahora bien, por lo que hace al concepto de violación que la quejosa esgrime en su demanda de garantías, me permito manifestar a su señoría que dichos argumentos resultan improcedentes e infundados, amén de que NO PUEDEN SER OBJETO DE ESTUDIO EN EL PRESENTE JUICIO, ya que como la propia quejosa refiere en sus antecedentes, el recurso de revocación que interpuso y que dio origen al supuesto acto reclamado, fue precisamente POR EL HECHO DE QUE SE HABÍA ADMITIDO EL RECURSO DE APELACIÓN DE LA QUEJOSA REFERDIO EN SU ANTECEDENTE NÚMERO 7, DE TRAMITACIÓN CONJUNTA CON LA SENTENCIA, SIENDO ESTO LO QUE LE PARA PERJUICIO Y NO LA CUESTIÓN DE FONDO RESPECTO A LS SUPUESTA FALTA DE PERSONALIDAD DEL APODERADO LEGAL DE MI REPRESENTADA, YA QUE COMO SE HA PRECISADO, EXISTEN DOS RECURSOS DE APELACIÓN POR RESOLVERSE Y QUE EN PARTE VERSAN SOBRE DICHA CUESTIÓN DE PERSONALIDAD.

Por lo anterior, es evidente que su Señoría se encuentra LEGALMENTE IMPEDIDO para entrar al estudio de cuestiones de personalidad cuando el presente juicio de amparo es por la supuesta indebida admisión por parte de la responsable, respecto al recurso de apelación interpuesto por la quejosa en el juicio de origen.

Mas sin embargo, me permito referir a su Señoría que la personalidad del C. Juan David Hernández García, se encuentra plenamente acreditada en el juicio Especial Hipotecario de origen, ya que con el escrito inicial de demanda se agregó como ANEXO UNO, copia certificada del instrumento notarial número 47,050, razón por la cual la hoy autoridad responsable tuvo en el auto admisorio de la demanda del juicio en comento, por acreditada la personalidad de dicho apoderado. 

Por otra parte, es menester referir, que la admisión del recurso de apelación interpuesto por la quejosa ya referido, efectuado por la responsable en efecto de tramitación conjunta con la definitiva, es FUNDADO Y CONFORME A DERECHO, ya que la apelación en contra del auto admisorio no es una de las hipótesis para la procedencia de la apelación de tramitación INMEDIATA como de forma errónea y dolosa lo refiere la quejosa.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, es que su usía deberá de declarar las cuestiones de IMPROCEDENCIA que se actualizan en el presente juicio de garantías y en consecuencia, ordenar se SOBRESEA el juicio en que se actúa y solo para el caso de que no lo determinara así, deberá de declarar improcedente el concepto de violación esgrimido por la quejosa por no ser procedente y en consecuencia, negar el amparo y protección de la justicia de la unión.

PRUEBAS

1.- LAS DOCUMENTALES PÚBLICAS.- Consistente en copias certificadas de la Sentencia Interlocutoria de fecha 13 de Julio de 2011, de la Sentencia Interlocutoria de fecha 15 de agosto de 2011; del recurso de apelación interpuesto por la hoy quejosa en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 26 de agosto de 2011, así como del escrito por medio del cual la hoy quejosa expresó agravios en contra de todas las apelaciones intraprocesales de tramitación conjunta con la definitiva que interpuso, todas estas constancias dictadas y presentadas dentro del juicio Especial Hipotecario promovido por Banco Mercantil del Norte S.A. Institución de Banca Múltiple Grupo Financiero Banorte, en contra de Jaime Martínez Peña y Sandra Soto Cruz, expediente 1336/2010, radicado en el Juzgado 21 Civil del Distrito Federal.

Cabe precisar, que ya se ha solicitado a la autoridad responsable la expedición de dichas documentales en términos del artículo 152 de la Ley de Amparo, tal y como lo acredito con el acuse con sello original de la promoción respectiva, por medio de la cual se han solicitado la expedición de dichas probanzas, el cual adjunto al presente escrito como ANEXO DOS.
Sin embargo, manifiesto a su Usía que a la fecha de presentación del presente escrito, no me han sido entregadas aún las documentales en comento, por lo que solicito se sirva requerir a la autoridad responsable, a efecto de que se sirvan remitir a este H. Juzgado, copias certificadas de las constancias que han sido ofrecidas como prueba de mi parte.

2.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas aquellas actuaciones que remita la autoridad responsable en su informe justificado, en todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

3.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas y cada una de las actuaciones que se formen en el presente juicio de garantías, en todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

4.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todas aquellas deducciones lógico jurídicas que su Usía se sirva realizar en el presente juicio, en todo aquello que favorezca los intereses del mi representada.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada y por acreditada la personalidad con la cual me ostento, señalando domicilio y autorizando profesionistas para los fines precisados en el proemio del presente libelo.


SEGUNDO.- Se sirva tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, formulando en nombre de mi representada, las alegaciones vertidas en el presente ocurso, solicitando sean tomadas en consideración en el presente juicio de garantías.


TERCERO.- Se sirva declarar las cuestiones de improcedencia que se han actualizado en el presente juicio y en consecuencia, se sobresea el amparao en que se actúa.


CUARTO.- Tenerme por ofrecidas y admitidas, las pruebas precisados en el cuerpo del presente escrito, solicitando a la autoridad responsable la remisión de dichas pruebas a este H. Juzgado.


QUINTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva negar el ampara y protección de la justicia de la unión a la hoy quejosa.

PROTESTO LO NECESARIO

ADRIANA FLORES PEÑA
México, Distrito Federal a 5 de octubre de 2011

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 152 de la Ley de Amparo, vengo a solicitar a su Señoría se sirva expedir a mi representada, copias certificadas de las siguientes actuaciones:

· De la Sentencia Interlocutoria de fecha 13 de Julio de 2011 dictada por su Usía en el presente juicio.

· De la Sentencia Interlocutoria de fecha 15 de agosto de 2011 emitida por su Señoría dentro del presente juicio.

· Del Recurso de Apelación interpuesto por la codemandada Sandra Soto Cruz, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 26 de agosto de 2011 dictada en el presente juicio.

· Del escrito de fecha 19 de septiembre de 2011, por medio del cual la codemandada Sandra Soto Cruz, expresa los agravios respecto a las apelaciones que interpuso a lo largo del procedimiento y que le fueron admitidas de tramitación conjunta con la apelación que se interpusiera en contra de la Sentencia Definitiva

Lo anterior, en virtud de serme necesarias para ser exhibidas como prueba en el juicio de Amparo Indirecto número 749/2011-IV promovido por la codemandada Sandra Soto Cruz y que se encuentra radicado en el Juzgado Cuarto de Distrito en materia Civil del Distrito Federal.
Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

ADRIANA FLORES PEÑA

México, Distrito Federal a cinco de octubre de dos mil once.

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

AUTORIDAD RESPONSABLE: C. JUEZ VIGESIMO PRIMERO DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A., INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE                                                                                                                                               GRUPO FINANCIERO BANORTE.

                  AMPARO: 749/2011-IV

C. JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN MATERIA 

CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de apoderada legal de BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien tiene el carácter de Tercero Perjudicado en el amparo al rubro citado, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, vengo a solicitar a su Señoría se sirva expedir a costa de mi representada, copia certificada de la demanda de garantías del juicio en que se actúa, así como del auto que admite la misma, en virtud de serme necesaria para diversos trámites de orden legal, atendiendo a que es probable que exista la comisión de actos constitutivos de delito cometidos por la hoy quejosa, al haber manifestado hechos falsos en su demanda de garantías.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

ADRIANA FLORES PEÑA

México, Distrito Federal a cinco de octubre de dos mil once.

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

AUTORIDAD RESPONSABLE: C. JUEZ VIGESIMO PRIMERO DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A., INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE                                                                                                                                               GRUPO FINANCIERO BANORTE.

                  AMPARO: 749/2011-IV

C. JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN MATERIA 

CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de apoderada legal de BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien tiene el carácter de Tercero Perjudicado en el amparo al rubro citado, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, vengo a solicitar a su Señoría se sirva expedir a costa de mi representada, copia certificada de la demanda de garantías del juicio en que se actúa, así como del auto que admite la misma, en virtud de serme necesaria para diversos trámites de orden legal. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

ADRIANA FLORES PEÑA

México, Distrito Federal a cinco de octubre de dos mil once.

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

AUTORIDAD RESPONSABLE: C. JUEZ VIGESIMO PRIMERO DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL Y CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A., INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE                                                                                                                                               GRUPO FINANCIERO BANORTE.

                  AMPARO: 755/2011-IV

C. JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN MATERIA 

CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de apoderada legal de BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien tiene el carácter de Tercero Perjudicado en el amparo al rubro citado, personalidad que acredito con la copia certificada del instrumento notarial número 22,813 el cual adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el ubicado en Frontera Numero 32, Interior 304, Colonia Roma Norte, c.p. 06700, Delegación Cuauhtémoc en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los licenciados en Derecho José Fernando Betancourt Cervera y Víctor Hugo Flores Ramírez, así como a las pasantes en derecho las C.C. Ariana Briceida González Lázaro y Angélica Muñoz Benítez, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil vengo a formular en nombre de mi representada, las siguientes:

ALEGACIONES

Cabe precisar a su Señoría en primer término, que tal y como se desprende de los conceptos de violación de la hoy quejosa, la misma se duele de el hecho de que supuestamente el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en parte es CONTRARIO a nuestra Constitución, ya que según la recurrente, en el juicio de origen no es dable la prorroga de competencia por cuestión de territorio, atendiendo a que la Constitución en su artículo 121 fracción II, no permite supuestamente dicha prorroga, razón por la cual, resulta evidente que la hoy quejosa debió en su caso y atendiendo a sus conceptos de violación, haber atacado de INCOSTITUCIONAL los preceptos legales del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal que a su criterio contravienen lo dispuesto por nuestra carta magna, situación que no acontece en el caso concreto, razón por la cual y atendiendo a que no existe suplencia de queja en materia civil, su Señoría se encuentra LEGALEMENTE IMPEDIDO para entrar al estudio de cuestiones de inconstitucionalidad.
Ahora bien, cabe precisar que el artículo 149 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, refiere que la competencia por cuestión de territorio y materia, son las únicas prorrogables, salvo que correspondan al fuero federal, por lo que claramente puede existir prorroga en la competencia por cuestión de territorio, sin que esto contravenga lo estipulado por el artículo 121 Constitucional como de forma dolosa pretende hacerle creer la quejosa a su Señoría.

Por otra parte, cabe precisar que en el juicio de origen, el Juzgador del Distrito Federal es quien resulta COMPETENTE para conocer de dicho procedimiento y no como de forma errónea y dolosa lo refiere la hoy quejosa, ya que la competencia por cuestión de materia y TERRITORIO son PRORROGABLES, tal y como lo dispone el artículo 149 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.

Tomando en consideración lo anterior y toda vez que las partes en el documento base de la presente acción, en específico en la cláusula “VIGÉSIMA SEGUNDA”, manifestaron su voluntad y consentimiento en someterse para cualquier cuestión inherente al contrato de marras a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal, habiendo RENUNCIADO EXPRESAMENTE a cualquier otra jurisdicción que pudiese llegarles a corresponder por cualquier otro domicilio.

En consecuencia, si las partes se sometieron a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal y renunciaron expresamente a cualquier otra jurisdicción que pudiese corresponderles por razón de territorio como lo es el domicilio, es evidente que su Señoría es quien resulta COMPETENTE para conocer del presente juicio, ya que como lo dispone el artículo 151 del Código Procesal Civil de esta entidad, es Juez competente aquel al que los litigantes se hubiesen sometido expresa o tácitamente cuando se trate de fuero renunciable como acontece en el caso concreto.

Cabe precisar, que conforme al artículo 152 del ordenamiento legal ya invocado, las partes en el presente juicio se sometieron EXPRESAMENTE a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común de esta entidad, toda vez que los contratantes de forma clara y terminante, manifestaron su voluntad y consentimiento en la cláusula “VIGÉSIMA SEGUNDA” del contrato básico de la acción, al renunciar a cualquier otra competencia que les llegase a corresponder por cuestión de territorio; renuncia que como se ha precisado con antelación, es perfectamente válida y legal, ya que la competencia por territorio si es prorrogable.

Lo anterior se ve robustecido con la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Octava Época

Registro: 207656

Instancia: Tercera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 I, Primera Parte-1, Enero a Junio de 1988

Materia(s): Común

Tesis: 3a. 8               

Página:   391

Genealogía:

Informe 1988, Segunda Parte, Tercera Sala, tesis 9, página 59.Gaceta número 2-6, Julio de 1988, página 54.

FUERO RENUNCIABLE, COMPETENCIA TRATANDOSE DE. DEBE RESOLVERSE A FAVOR DEL JUEZ AL QUE SE SOMETIERON LAS PARTES.

Si en el contrato en que se funda una acción, se dice que para todos los efectos jurídicos y extrajurídicos del contrato, las partes se someten a la jurisdicción de los tribunales competentes de determinada ciudad con renuncia expresa del beneficio del domicilio presente o futuro, y teniendo los códigos de los estados cuyos Jueces compiten la misma disposición en el sentido de que es Juez competente aquél al que los litigantes se hubieren sometido expresa o tácitamente, cuando se trate de fuero renunciable, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 32 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que expresa que cuando las leyes en los estados cuyos Jueces compitan, tengan la misma disposición respecto del punto jurisdiccional controvertido, conforme a ellas se decidirá la competencia, debe decidirse la controversia a favor del Juez al que las partes se sometieron expresamente en el contrato en que se fundó la acción.

Competencia 78/84. Entre los Jueces Cuarto de lo Civil de Puebla, Pue., y Vigésimo de lo Civil del Distrito Federal. 30 de mayo de 1985. Cinco votos. Ponente: Ernesto Díaz Infante. Secretario: Tarcicio Obregón Lemus.

Séptima Epoca, Volúmenes 193-198, Cuarta Parte, página 32.

Competencia 153/84. Entre los Jueces Cuadragésimo Tercero de lo Civil del Distrito Federal. y Cuarto de Primera Instancia de lo Civil de Torreón, Coah. 30 de mayo de 1985. Cinco votos. Ponente: Ernesto Díaz Infante. Secretario: Tarcicio Obregón Lemus.

Séptima Epoca, Volúmenes 193-198, Cuarta Parte, página 32.

Competencia 112/87. Entre los Jueces Décimo Cuarto de lo Civil del Distrito Federal y Segundo de lo Civil de Pachuca, Hidalgo. 28 de octubre de 1987. Cinco votos. Ponente: Ernesto Díaz Infante. Secretario: Tarcicio Obregón Lemus.

Séptima Epoca, Volúmenes 217-228, Cuarta Parte, página 57.

Competencia 111/87. Entre los Jueces Décimo Cuarto de lo Civil del Distrito Federal y Segundo de lo Civil de Pachuca, Hidalgo. 27 de noviembre de 1987. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Manuel Villagordoa Lozano. Secretario: Julio Ibarrola González.

Séptima Epoca, Volúmenes 217-228, Cuarta Parte, página 57.

Competencia 50/88. Suscitada entre los Jueces Cuadragésimo Segundo de lo Civil del Distrito Federal y Primero Civil de Tijuana, en el Estado de Baja California. 4 de mayo de 1988. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Ernesto Díaz Infante. Ponente: Jose Manuel Villagordoa Lozano. Secretario: Miguel Cícero Sabido.

(Texto aprobado en sesión de 4 de mayo de 1988)

Observaciones

Concordancia:En el Apéndice de Concordancias publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 33 Septiembre de 1990, página 174, a la presente tesis se le asignó el número 3a. 8/88, por ser éste el número con que fue aprobado por la instancia emisora.

Ahora bien, es importante señalar que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en su artículo 149 establece que la competencia por razón de territorio y materia son las únicas que son prorrogables, en tanto que el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de México en su numeral 1.33 establece que la competencia por razón de territorio es la única que se puede prorrogar, siendo ambas disposiciones iguales en virtud de que la interpretación de éstas debe de ser en sentido jurídico de la ley y no en un sentido gramatical, tal y como se robustece con la siguiente tesis emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que a la letra reza:

Octava Época

Registro: 206733

Instancia: Tercera Sala

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 XI, Mayo de 1993

Materia(s): Común

Tesis: 3a. XXII/93

Página:    23

COMPETENCIA, LA IDENTIDAD DE LAS DISPOSICIONES CONFORME A LAS CUALES DEBE DECIDIRSE ES JURIDICA NO GRAMATICAL.

El artículo 32 del Código Federal de Procedimientos Civiles establece que cuando las leyes de los Estados cuyos jueces compitan, tengan la misma disposición respecto del punto jurisdiccional controvertido, se decidirá conforme a ellos la competencia. En estos casos la identidad en las disposiciones legales no debe entenderse en su aspecto gramatical, sino en el sentido jurídico de las normas legales, ya que puede darse el caso de que existan diferencias en la redacción de los preceptos cuya coincidencia se estudia pero que, en lo esencial, tengan idéntico contenido jurídico.

Competencia civil 12/93. Suscitada entre los jueces Primero de lo Familiar del Distrito de Tlalnepantla con residencia en Naucalpan, Estado de México y Primero de lo Familiar del Distrito Federal. 15 de marzo de 1993. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Miguel Montes García. Secretario: Evaristo Coria Martínez.

De lo anterior se desprende, que en el juicio de origen es por demás competente el Juez que conoció del negocio, por lo que resultan totalmente infundados e improcedentes los conceptos de violación esgrimidos por la quejosa.

Por último, cabe precisar a su Usía, que el consentimiento y la voluntad de las partes es la Ley suprema de los contratos, razón por la cual si las partes pactaron y fue su voluntad renunciar a la competencia por cuestión de domicilio (territorio), y en consecuencia pactaron someterse a la jurisdicción de los Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal, conforme a los artículos 149, 151 y 152 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, su Señoría es el competente para conocer del presente negocio.

Por lo anteriormente expuesto, es que deberá de declararse improcedentes los conceptos de violación esgrimidos por la hoy quejosa y en consecuencia, se le deberá de negar el ampara y protección de la justicia federal.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada y por acreditada la personalidad con la cual me ostento, señalando domicilio y autorizando profesionistas para los fines precisados en el proemio del presente libelo.


SEGUNDO.- Se sirva tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, formulando en nombre de mi representada, las alegaciones vertidas en el presente ocurso, solicitando sean tomadas en consideración en el presente juicio de garantías.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirva negar el amparo y protección de la justicia de la unión a la hoy quejosa.

PROTESTO LO NECESARIO

ADRIANA FLORES PEÑA
México, Distrito Federal a 5 de octubre de 2011

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

AUTORIDAD RESPONSABLE: C. JUEZ VIGESIMO PRIMERO DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A., INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE                                                                                                                                               GRUPO FINANCIERO BANORTE.

                  AMPARO: 749/2011-IV

C. JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN MATERIA 

CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

ADRIANA FLORES PEÑA, en mi carácter de apoderada legal de BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien tiene el carácter de Tercero Perjudicado en el amparo al rubro citado, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, vengo a hacer del conocimiento de su Señoría, que la Autoridad Responsable se ha negado a expedir a mi representada las copias certificadas que se le solicitaron en términos del artículo 152 de la Ley de Amparo para ser ofrecidas como pruebas en el presente juicio de garantías, tal y como se acredita con copia simple del proveído de fecha 7 de octubre de 2011 dictado por dicha autoridad (anexo uno), aduciendo que al momento de rendir su informe justificado en este juicio, remitió copia certificada de las constancias solicitadas por la suscrita, refiriendo dicha autoridad que solamente que este H. Juzgado le requiera de dichas documentales solicitadas por la suscrita, se las remitirá directamente a usted Señor Juez.

De lo anterior y toda vez que la suscrita ofrecí como pruebas en el presente juicio de amparo las documentales públicas solicitadas a la autoridad responsable, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 152 de la Ley de Amparo, solicito a su Señoría se sirva requerir a dicho autoridad, a efecto de que remita a este H. Juzgado en un término no mayor a 3 días, las copias certificadas ya aludidas, en virtud de serme necesarias exhibirlas en el presente juicio como pruebas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

ADRIANA FLORES PEÑA

México, Distrito Federal a trece de octubre de dos mil once.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665 – 2011 - 003
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIBEL CONTRERAS DIAZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del toca al rubro citado, ante ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil con fundamento en lo dispuesto por los artículos 686, 687 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo en nombre de mi representada a interponer RECURSO DE REPOSICIÓN en contra del proveído de fecha 7 –siete- de noviembre de 2011 –dos mil once- dictado en el presente toca, por medio del cual se ordena revocar la admisión hecha por el A quo del recurso de apelación interpuesto por mi representada en contra del proveído de fecha 4 de Julio de 2011 y en consecuencia, se ordena tener dicho auto por consentido. Señalo como constancias para integrar el presente recurso, todo lo actuado en el juicio natural, así como lo actuado en el presente toca, expresando desde este momento los siguientes:

ADDENDUM

Cabe precisar a sus Usías, que el presente Recurso de Reposición es procedente y por ende debe de ser admitido, atendiendo a que el artículo 686 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, NO se hace distinción alguna respecto a que autos dictados por esta H. Sala son materia del Recurso de Reposición y solamente refiere, que los autos y decretos dictados por el Tribunal de Superior aún de aquellos que en primera instancia serian apelables puede pedirse reposición; razón por la cual si dicho artículo es por demás claro, no puede hacerse una interpretación en contrario, situación que se robustece con la siguiente Jurisprudencia que es aplicada al presente juicio por analogía y que a la letra dice:
Novena Época

Registro: 178152

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXI, Junio de 2005

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 45/2005

Página:   106

REPOSICIÓN. ES PROCEDENTE EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL DE ALZADA QUE DESECHA LA APELACIÓN EN UN JUICIO MERCANTIL Y DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE AL JUICIO DE AMPARO.

De la interpretación literal del artículo 1334 del Código de Comercio se advierte que procede el recurso de reposición contra cualquier decreto o auto dictado por los tribunales superiores, aun de los que serían apelables si se tratara de primera instancia. Ahora bien, si la ley es clara al determinar la procedencia de un medio de impugnación contra determinado tipo de resoluciones judiciales, no se puede hacer una interpretación en contrario, por lo que, contra la resolución del tribunal de alzada que desecha o declara inadmisible una apelación en materia mercantil sí procede el recurso de reposición. Ello es así porque el citado numeral establece en forma genérica la procedencia de la reposición en contra de todos los autos y los decretos dictados en segunda instancia, sin excluir expresamente aquellos que resuelvan sobre la no admisión del recurso de apelación, de manera que debe agotarse este medio ordinario de defensa antes de acudir al juicio de amparo.

Contradicción de tesis 3/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Noveno Circuito, Primero en Materia Civil del Sexto Circuito y Décimo Tercero en Materia Civil del Primer Circuito. 20 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 45/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil cinco.

AGRAVIOS

ÚNICO AGRAVIO

FUENTE DE AGRAVIO.- El proveído de fecha 7 –siete- de noviembre de 2011 –dos mil once- dictado en el presente toca, por medio del cual se ordena revocar la admisión hecha por el A quo del recurso de apelación interpuesto por mi representada en contra del proveído de fecha 4 de Julio de 2011 y en consecuencia, se ordena tener dicho auto por consentido.

PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81, 693, 704, 705 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.
CONCEPTO DE AGRAVIO.- El proveído de fecha 7 de noviembre de 2011 dictado por esta sala, le para perjuicio a mi representada en virtud de que esta autoridad de forma incongruente y contraria a derecho, se extralimita en sus funciones al determinar la revocación de la admisión realizada por el A quo respecto al recurso de apelación interpuesto por mi poderdante, en contra del proveído de fecha 4 de julio de 2011, siendo esto totalmente contrario a derecho.

En efecto, el auto que por este medio se combate, es contrario a derecho, ya que la admisión del Recurso de Apelación corresponde al A quo, siendo en el caso concreto, que el Juez natural admitió a trámite el recurso de apelación antes referido, mismo que admitió en efecto devolutivo de tramitación conjunta con la apelación que se hiciera valer en contra de la Sentencia Definitiva, proveído que QUEDO FIRME AL NO HABER SIDO RECURRIDO POR LAS PARTES, SIENDO EN CONSECUENCIA, UN ACTO CONSENTIDO.

En este orden de ideas, es evidente que este Tribunal de Alzada, se encuentra legalmente impedido para REVOCAR LA ADMISIÓN DE UNA APELACIÓN POR LO QUE HACE A LA FORMA EN LA QUE FUE ADMITIDA POR EL A QUO, toda vez que como se desprende de los artículos 693 y 704 del Código Procesal Civil de esta entidad, se desprende y acredita que este Tribunal de Alzada, SOLAMENTE SE ENCUENTRA FACULTADO PARA REVISAR SI LA APELACIÓN FUE INTERPUESTA EN TIEMPO Y CALIFICARÁ SI EL GRADO EN EL QUE FUE ADMITIDA (EFECTO DEVOLUTIVO O AMBOS EFECTOS), PERO JAMÁS EL LEGISLADOR LE DA LA FACULTAD AL ÓRGANO REVISOR, PARA REVOCAR LA ADMISIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN HECHO POR EL A QUO, LO QUE DENOTA QUE ESTA ALZADA SE EXTRALIMITÓ EN SUS FINCIONES AL REVOCAR LA ADMISIÓN DE LA APELACIÓN ATENDIENDO A QUE SUPUESTAMENTE LAS APELACIONES EN JUICIOS ESPECIALES SON DE TRAMITACIÓN INMEDIATA, SIN EMBARGO SI EL A QUO ADMITIÓ DICHA APELACIÓN DE TRAMITACIÓN CONJUNTA Y ESTO NO FUE RECURRIDO POR LAS PARTES, SE TRATA DE UN ACTO FIRME Y CONSENTIDO, NO SIENDO CONFORME A DERECHO, QUE ESTA SALA SE PRONUNCIE RESPECTO A SI FUE ADMITIDA DE FORMA CORRECTA O NO, YA QUE COMO SE HA PRECISADO, LA LEGISLACIÓN APLICABLE SOLAMENTE LO FACULTA PARA REVISAR SI LA APELACIÓN SE INTERPUSO EN TIEMPO Y CONFIRMAR EL GRADO EN QUE SE ADMITIÓ, PERO NO PARA REVOCAR LA ADMISIÓN DE DICHA APELACIÓN.
Lo anterior se robustece, del texto del artículo 705 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, ya que el misma refiere y otorga la facultad de NO ADMITIR el recurso de apelación por falta de expresión de agravios, ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE AL A QUO, pero jamás refiere que esa facultad sea de igual forma para el Tribunal de Alzada.

Ahora bien y atendiendo a lo anteriormente expuesto, cabe precisar que las Autoridades solamente pueden hacer lo que la ley les permite y no mas allá, siendo en el caso concreto, que este Tribunal de Alzada solamente puede revisar si la apelación fue interpuesta en tiempo, pero NO puede pronunciarse si fue debidamente admitida o no por el A quo, ya que ningún artículo del Código Procesal aplicable, la faculta textualmente para tal efecto, mas sin embargo, de la interpretación armónica del legislador, se desprende que SI EXISTE PROHIBICIÓN PARA EL TRIBUNAL DE ALZADA, PARA REVOCAR LA ADMISIÓN DE UNA APELACIÓN CON EXCEPCIÓN DE CUANDO EL RECURSO DE APELACIÓN HAYA SIDO INTERPUESTO DE FORMA EXTEMPORÁNEA.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente tesis que a la letra dice:

AUTORIDADES.

Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite.

Quinta Época.

Tomo XII. Pag. 928. Cía. De Luz y Fuerza de Puebla S.A.

Tomo XIII. Pag. 44 Velasco W. María Félix.

Tomo XIII. Pag. 514. Caraveo Guadalupe.

Tomo XIV. Pag. 555. Parra Lorenzo y Coag.

Tomo XV. Pag. 249 Cárdenas Francisco V.

Esta tesis apareció publicada con el número 68 del apéndice 1917 – 1985. OCTAVA PARTE. Pag. 114 (17).


De lo anterior se desprende, que esta Sala se encuentra impedida para revocar la admisión de un recurso de apelación admitido por el A quo,  EXCEPCTO CUANDO LA APELACIÓN HAYA SIDO INTERPUESTA DE FORMA EXTEMPORÁNEA, PERNO NO PORQUE EL A QUO LA HAYA ADMITIDO EN UNA FORMA DISTINTA A LA QUE SE DEBIÓ DE HABER ADMITIDO.


Lo anterior es así, ya que como se ha precisado y sin la intención de ser reiterativo, la intención del legislador en el Código Procesal Civil para esta entidad, no fue la de dar la facultad a los Tribunales de Alzada (Salas) de revocar la admisión de los recursos de apelación admitidos por los Jueces, así como tampoco revisar el hecho de si dichos recursos fueron bien admitidos, salvo las excepciones ya referidas, pero jamás es la intención del legislador permitir a las Salas revocar la admisión de una apelación por haber sido admitida de forma distinta a la que se debió de haber admitido, ya que de lo contrario, la redacción de los artículos respectivos, serían claros y precisas al respecto como lo es a manera ejemplificativa, en el Código de Comercio en su artículo 1345 bis 4, el cual textual y claramente permite a los superiores de los Jueces, revisar si la apelación fue bien admitida, situación que no acontece así en el Código Procesal Civil aplicable al caso concreto, de lo que se concluye con toda certeza, que la intención del legislador no fue permitir a los superiores jerárquicos de los Jueces, revisar si los recursos de apelación fueron bien admitidos o no, razón por la cual esta H. Sala se EXTRALIMITA EN SUS FUNCIONES DE FORMA CONTRARIA A DERECHO, al dictar el proveído que por este medio se recuerde, toda vez que sin tener la facultad para tal efecto, decide que con independencia de que el recurso de apelación interpuesto por mi representada fue admitido por el A quo como de TRAMITACIÓN CONJUNTA con el recurso que se hiciere valer en contra de la Sentencia Definitiva, esta Sala decide revocar dicha admisión y precisar que debió de haberse admitido de tramitación inmediata y en consecuencia, haber expresado agravios desde su interposición y por ende, resuelve no admitir la apelación ya referida y tener por consentido el proveído de fecha 4 de julio de 2011, siendo esto contrario a derecho.
Por lo anterior, es que solicito a Ustedes CC. Magistrados, se sirvan declarar fundado y procedente el único agravio que se hace valer y en consecuencia, se sirvan admitir a trámite la apelación interpuesta en contra del auto de fecha 4 de julio de 2011, mismos que al haber sido admitida por el A quo de forma conjunta, se deberá de respetar dicha admisión y al haber expresado agravios en el momento procesal oportuno respecto a la forma en como se admitió dicha apelación, solicito se sirvan resolver dicho recurso conforme a derecho.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento, interponiendo en tiempo y forma hábil el Recurso de Reposición que se hace valer ene le presente libelo.


SEGUNDO.- Se sirva dar vista a mi contraria con el presente recurso, a afecto de que manifieste lo que a su derecho convenga dentro del término legal que se le conceda para tal efecto.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, dictando la resolución que conforme a derecho corresponda, debiendo de declarar fundado y procedente el agravio que se hace valer en el presente ocurso.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIBEL CONTRERAS DÍAZ
México, Distrito Federal a 14 de noviembre de 2011.

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ.

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, 

S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE

 GRUPO FINACIERO BANORTE.

RECURSO DE REVISION: 408/2011

CC. MAGISTRADOS DEL DECIMO TRIBUNAL COLEGIADO 

EN MATERIA CIVIL  DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien tiene el carácter de Tercero perjudicado, personalidad que acredito con la copia certificada  del instrumento notarial número 47,050 el cual adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones documentos y valores el ubicado Frontera Numero 32, Interior 304, Colonia Roma Norte, C.P 06700 , Delegación Cuauhtémoc  en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho José Fernando Betancourt Cervera y Víctor Hugo Flores Ramírez, así como a las pasantes en derecho las C.C Ariana Briceida González Lázaro y Angelica Muñoz Benitez, ante usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito estando en tiempo y forma hábil vengo a realizar diversas manifestaciones respecto a los agravios expresados por la quejosa en el Recurso de Revisión en que se actúa, manifestaciones que formulo en vía de alegaciones en los siguientes términos:
RESPECTO AL PRIMER AGRAVIO

Por lo que respecta al primer agravio esgrimido por la recurrente, cabe manifestar a Ustedes Magistrados que integran este H. Tribunal, que dicho agravio resulta por demás INOPERANTE, en virtud de que dicho agravio NO ES OTRA COSA MAS QUE LA REITERACIÓN O REPRIDUCCIÓN CASI TEXTUAL DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN ESGRIMIDOS POR LA QUEJOSA EN EL AMPARO INDIRECTO DE ORIGEN, SIN QUE DICHA AGRAVIO COMBATA LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA QUE POR ESTE MEDIO RECURRE LA QUEJOSA Y MUCHO MENOS CONTRAVIENEN LOS ARGUMENTOS JURÍDICOS SUSTENTADOS POR EL JUEZ CUARTO DE DISTRITO, IMPSOIBILITANDO DE ESTA FORMA, A ESTE H. TRIBUNAL PARA ENTRAR AL ANÁLISIS DE DICHO AGRAVIO.
Por lo anterior, es que este Tribunal debe de declarar INOPERANTE el agravio correlativa al que se hace referencia y mas aún, cuando deja totalmente IMPOSIBILITADOS a ustedes Magistrados para analizar el agravio en virtud de que como se ha referido, se trata de una simple reiteración y reproducción casi literal, del concepto de violación esgrimido en el Juicio de Garantías en el que se dictó la Sentencia que en esta instancia es recurrida.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar las siguientes Jurisprudencias que a la letra dicen:

Novena Época

Registro: 166748

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXX, Agosto de 2009

Materia(s): Común

Tesis: 2a./J. 109/2009     

Página:    77

AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE REITERAN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ABUNDAN SOBRE ELLOS O LOS COMPLEMENTAN, SIN COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA.

Conforme al artículo 88 de la Ley de Amparo, el recurrente debe expresar los agravios que le causa la sentencia impugnada, lo que se traduce en que tenga la carga, en los casos en que no deba suplirse la queja deficiente en términos del artículo 76 Bis de la ley de la materia, de controvertir los razonamientos jurídicos sustentados por el órgano jurisdiccional que conoció del amparo en primera instancia. Consecuentemente, son inoperantes los agravios que en el recurso de revisión reiteran los conceptos de violación formulados en la demanda, abundan sobre ellos o los complementan, sin combatir las consideraciones de la sentencia recurrida.
Amparo directo en revisión 1978/2008. Aceros Nacionales de México, S.A. de C.V. 28 de enero de 2009. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Ileana Moreno Ramírez.

Amparo directo en revisión 321/2009. **********. 29 de abril de 2009. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Óscar Rodríguez Álvarez.

Amparo directo en revisión 913/2009. Arturo Julio Arce Taracena. 10 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.

Amparo directo en revisión 879/2009. Transport Martín, S.A. de C.V. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Alberto Miguel Ruiz Matías.

Amparo directo en revisión 884/2009. José Urbina Cruz. 24 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.

Tesis de jurisprudencia 109/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de julio de dos mil nueve.

Novena Época

Registro: 169974

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXVII, Abril de 2008

Materia(s): Común

Tesis: 2a./J. 62/2008

Página:   376

AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE REPRODUCEN, CASI LITERALMENTE, LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN CONTROVERTIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA.

Conforme al artículo 88 de la Ley de Amparo, en el recurso de revisión se expresarán los agravios que cause la resolución o sentencia impugnada, esto es, se cuestionarán las consideraciones jurídicas sustentadas en la determinación judicial que se estime contraria a los intereses del recurrente. En ese sentido, son inoperantes los agravios cuando sólo reproducen, casi literalmente, los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo y respecto de los cuales se hizo pronunciamiento en la sentencia recurrida, pues no controvierten los argumentos jurídicos sustentados por el órgano jurisdiccional, que posibiliten su análisis al tribunal revisor.
Amparo en revisión 1109/2007. Empresas Administrativas Asociadas, S.C. 30 de enero de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro.

Amparo directo en revisión 2132/2007. Grupo Andaru, S.A. de C.V. 6 de febrero de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano; en su ausencia hizo suyo el asunto Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Víctor Miguel Bravo Melgoza.

Amparo directo en revisión 2202/2007. Restaurant Bar Leonardo's, S.A. o Restaurant Bar Leonardo's, S.A. de C.V. 13 de febrero de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano; en su ausencia hizo suyo el asunto Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 1039/2007. Armando Pérez Verdugo. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada.

Amparo directo en revisión 285/2008. Kayser Automotive Systems, S. en C. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Paula María García Villegas.

Tesis de jurisprudencia 62/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dos de abril de dos mil ocho.

Derivado de lo anterior y atendiendo a que la quejosa OMITE precisar en que consiste el agravio correlativo al que me he referido, así como también OMITE precisar el por qué según ésta le causa perjuicio alguno la sentencia que por este medio recurre la quejosa, dejando en PLENO ESTADO DE INDEFENSIÓN a mi representada para poder realizar manifestaciones al respecto, con independencia de la IMPOSIBILIDAD JURÍDICA Y MATERIAL de este Tribunal, para pronunciarse al respecto sobre dicho agravio, al ser como ya se ha mencionado, una reiteración y reproducción casi literal del concepto de violación que hizo valer en el juicio de garantías.

Ahora bien y solo para el caso de que Ustedes CC. Magistrados consideren que el agravio correlativo al que se hace referencia, no se trata de una simple reiteración y reproducción del concepto de violación esgrimido por la quejosa, me permito referir que dicha agravio resulta por demás IMPROCEDENTE e INFUNDADO, atendiendo a que contrario a lo manifestado por la recurrente, el Juez de Distrito SI apreció el acto reclamado tal y como apareció probado ante la responsable, esto es, que ha quedado plenamente acreditado, que ante la responsable el acto reclamado fue la cuestión de la supuesta falta de personalidad del apoderado legal de mi poderdante, a pesar de que la resolución que fue atacada por la quejosa, fue una resolución que resolvió principalmente un recurso de revocación interpuesto por la hoy quejosa, en contra de un auto que admitió a trámite un recurso de apelación interpuesto por mi poderdante, habiéndose pronunciado el Juez de primera instancia, sobre la cuestión de la personalidad de los apoderados de mi representada, tal y como el Juez de Distrito refirió claramente en la Sentencia de fecha 11 de noviembre de 2011 y que resulta ser la resolución recurrida en esta instancia.

Por otra parte, cabe recalcar a ustedes CC. Magistrados, que al tratarse medularmente la dolencia de la hoy quejosa, la supuesta falta de personalidad del apoderado de mi representada, me permito referir que al existir en el juicio especial hipotecario de origen, Sentencia Definitiva, es evidente que existe un CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA, tal y como atinadamente lo precisó el Juez de Distrito, ya que éste NO puedo entrar al estudio del concepto de violación esgrimido por la hoy quejosa, precisamente porque en el juicio natural ya existe Sentencia Definitiva y por ende, si entrara al estudio de dicho concepto de violación, es EVIDENTE QUE SE VERÍA AFECTADA LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN DICHO JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO, ya que no podría resolverse cuestión inherente a una supuesta falta de personalidad en vía de Amparo INDIRECTO cuando ya existe Sentencia Definitiva, por lo que se debe de considerar el acto reclamado por la quejosa, como un acto consumado de forma irreparable. 

Cabe precisar, que lo anterior de ninguna forma conculca las garantías de la hoy quejosa y mucho menos la deja en estado de indefensión, ya que en todo caso, debió de haber recurrido la Sentencia Definitiva mediante el recurso ordinario que proceda, expresando como agravio su dolencia respecto a la supuesta falta de personalidad y una vez agotado el Principio de Definitividad, pudo haber accedido al Juicio de Amparo DIRECTO, pero de ninguna forma resulta procedente el juicio de amparo INDIRECTO para atacar una cuestión de personalidad cuando en el juicio de origen ya existe Sentencia Definitiva como acontece en el caso concreto.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 172714

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXV, Abril de 2007

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 9/2007

Página:   265

PERSONALIDAD EN MATERIA CIVIL. EL DICTADO DE UNA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA ANTES QUE SE RESUELVA EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DIRIME UNA CUESTIÓN DE ESA NATURALEZA, LO HACE IMPROCEDENTE, AL ACTUALIZARSE UN CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA.

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las consideraciones de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 28/2003-PL, que dieron origen a la tesis P./J. 83/2003, sostuvo que la irreparabilidad del perjuicio al quejoso cuando reclama una determinación en la que se resolvió sobre la personalidad, se materializa sólo si se dicta la sentencia definitiva en el procedimiento del que deriva el acto reclamado, pues en ese caso opera un cambio de situación jurídica que vuelve improcedente el juicio de amparo indirecto, en términos de la fracción X, primer párrafo del artículo 73 de la Ley de la materia. Por otra parte, el propio Tribunal en Pleno en la P./J. 110/2004 estableció que es improcedente el juicio de amparo indirecto promovido contra la resolución que dirime una cuestión de personalidad en el incidente respectivo, si antes del dictado de la resolución correspondiente en el juicio de amparo se emite el laudo, por actualizarse la hipótesis prevista en el referido artículo. En congruencia con dichos criterios y aplicándolos concretamente a la materia civil, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la interlocutoria que resuelve el incidente relativo a la falta de personalidad en el procedimiento civil de donde emana tal interlocutoria se dicta sentencia de primer grado, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo indicado, por lo que deben considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el juicio de amparo indirecto, ya que no podría decidirse dicho juicio sin afectar la nueva situación jurídica.

Contradicción de tesis 71/2006-PS. Suscitada entre el Séptimo y Noveno Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 10 de enero de 2007. Mayoría de tres votos. Disidentes: Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 9/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de enero de dos mil siete.

Nota: Las tesis P./J. 83/2003 y P./J. 110/2004 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, diciembre de 2003 y Tomo XX, noviembre de 2004, páginas 6 y 15, con los rubros: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA RESPECTO DE LAS RESOLUCIONES QUE DIRIMEN LA CUESTIÓN DE PERSONALIDAD. PROCEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE, SIN PARALIZAR EL PROCEDIMIENTO, EL JUEZ NATURAL SE ABSTENGA DE DICTAR SENTENCIA MIENTRAS SE DECIDE EL AMPARO." y "PERSONALIDAD. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DIRIME ESA CUESTIÓN EN EL INCIDENTE RESPECTIVO, AL DICTARSE EN EL PROPIO PROCEDIMIENTO LABORAL EL LAUDO QUE LE PONE FIN, POR CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA.", respectivamente.


De lo anterior, es que de forma acertada y conforme a derecho, el Juez inferior resolvió SOBRESEER el juicio de garantías, en virtud de actualizarse la causal de improcedencia contemplada en la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, con relación a la fracción III del numeral 74 de la ley antes invocada.


Por lo anterior, sus Usías deberán de declarar INOPERANTE o en su caso IMPROCEDENTE e INFUNDADO el agravio correlativo que en este apartado se hace referencia y en consecuencia, confirmar la resolución dictada por el Juez inferior.
SEGUNDO AGRAVIO
Por lo hace al inciso marcado con la letra a) resulta inoperante e improcedente en virtud de que si bien es cierto que la personalidad es una cuestión que puede ser estudiada durante cualquier momento dentro de procedimiento, dicha cuestión no tiene absolutamente nada que ver con el cambio de situación jurídica, situaciones que a todas luces confunde la quejosa, recalcando que el significado de “puede ser estudiada durante cualquier momento dentro del procedimiento”, es por lo que hace al juicio de primera instancia, el cual concluye con la Sentencia Definitiva que dicta el Juez de origen, aclarando que si bien es cierto dicha sentencia puede ser impugnada por el recurso ordinario que conforme a derecho corresponda y en éste se puedan hacer valer agravios respecto a la cuestión de la personalidad de las partes, también lo es que el Amparo INDIRECTO no procede contra cuestiones de personalidad suscitadas durante la tramitación de un juicio si en éste se ha dictado la Sentencia Definitiva ANTES de que se resuelva el juicio de garantías, como aconteció en el caso concreto.

En efecto, a lo que se refiere el Juez de Distrito al referir en su resolución que se actualiza un cambio de situación jurídica, es precisamente por el hecho de que se ha dictado en el juicio especial hipotecario de origen, la Sentencia Definitiva ANTES DE QUE SE DICTARA SENTENCIA EN EL AMPARO, no siendo legalmente procedente se entre al estudio y mucho menos se resuelva una cuestión intraprocesal que evidentemente puede afectar la Sentencia de fondo dictada en el juicio natural, de ahí que existe el cambio de situación jurídica y atendiendo a lo anteriormente vertido, se trata de un acto consumado de imposible reparación ya que como se ha mencionado, la quejosa se duele de un acto intraprocesal y al dictarse la Sentencia Definitiva, automáticamente  acontece el cambio de situación jurídica, sin que tenga que ver el hecho de que la cuestión inherente a la personalidad, pueda estudiarse en cualquier etapa del procedimiento (aclarando que el Juez solamente puede estudiarla hasta el dictado de la Sentencia Definitiva).

En ese sentido, el cambio de situación jurídica se ha materializado en el momento en el que el juez de primer grado dicto Sentencia Definitiva, con lo cual dio origen a una nueva situación jurídica, en la cual los agravios hechos valer por mi contraria han quedado consumados, por lo que el Juez  de Distrito no puede entrar a su estudio,  sin causar una afectación a la nueva situación jurídica derivada del pronunciamiento de la Sentencia Definitiva, sin que esto signifique dejar en estado de indefensión a la quejosa, ya que la misma al sentirse agraviada por una cuestión intraprocesal que según ella no fue reparable en la sentencia, puede hacer valer sus agravios al interponer el recurso ordinario, por lo que de ninguna forma se le violan sus garantías individuales.
Lo anterior con apoyo de la siguiente tesis de la Suprema Corte de Justicia de la nación:

	Registro No. 347390

Localización: 
Quinta Época
Instancia: Tercera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
XCI
Página: 3032
Tesis Aislada
Materia(s): Común

SOBRESEIMIENTO POR CAMBIO DE SITUACION JURIDICA. 

De conformidad con la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, el juicio de garantías es improcedente "contra actos emanados de un procedimiento judicial, cuando, por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo, deban considerarse consumadas irreparablemente, las violaciones reclamadas en el juicio promovido, por no poder decidirse, en dicho juicio, sin afectar la nueva situación jurídica". Esta causal de improcedencia debe estimarse aplicable cuando en el mismo procedimiento generador del acto reclamado, (producido durante la tramitación del juicio), se ha pronunciado ya sentencia definitiva y con ello ha venido a cambiar la situación jurídica, de suerte que las violaciones procesales reclamadas en el amparo, debe tenerse por consumadas irreparablemente, porque no podría decidirse respecto de ellas, sin afectar la nueva situación creada por la sentencia de fondo.
Amparo civil en revisión 4184/45. Manuel Emilio. 30 de enero de 1947. Mayoría de tres votos. El Ministro Vicente Santos Guajardo no intervino en la resolución de este asunto por las razones que constan en el acta del día. Disidente: Carlos I. Meléndez. Ponente: Emilio Pardo Aspe.




Ahora bien, respecto a las manifestaciones hechas por la quejosa en el inciso marcado con la letra B), las mismas resultan ser INFUNDADA e IMPROCEDENTES, ya que medularmente refiere la quejosa, que el Juez de Distrito supuestamente no puede aplicar la Jurisprudencia que refiere con el objeto de crear una causa de sobreseimiento y así evitar cumplir con su obligación de impartir justicia, situación que es FALSA y no es acorde a la realidad, atendiendo a que en primer lugar, las JURISPRUDENCIAS emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son de acatamiento OBLIGATORIO para los Tribunales Colegiados de Circuito y para los Juzgados de Distrito y de Primera Instancia entre otros, tal y como lo dispone el artículo 192 de la Ley de Amparo.

Asimismo, cabe precisar que la tesis aplicada por el Juez inferior la cual su rubro es “PERSONALIDAD EN MATERIA CIVIL. EL DICTADO DE UNA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA ANTES QUE SE RESUELVA EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DIRIME UNA CUESTIÓN DE ESA NATURALEZA, LO HACE IMPROCEDENTE, AL ACTUALIZARSE UN CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA” LOCALIZACIÓN: 9a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXV, Abril de 2007; Pág. 265; [J]; esta debidamente aplicada al caso concreto y contrario a lo manifestado por la recurrente, no es con el propósito de no cumplir con su obligación de impartir justicia, sino que por el contrario, el Juez de Distrito de forma atinada y conforme a derecho, apoyo su resolución entre otras cosas, en dicha Jurisprudencia, la cual como se ha precisado SI ES APLICABLE AL CASO CONCRETO EN VIRTUD DE QUE EN DICHA JURISPRUDENCIA ASÍ COMO EN EL AMPARO INDIRECTO DE ORIGEN, SE TRATAN CUESTIONES DE PERSONALIDAD RESPECTO A MI REPRESENTADA POR CONDUCTO DE SUS APODERADOS LEGALES, SIENDO ADEMÁS EN LA MISMA MATERIA EN AMBOS CASOS, no siendo relevante si en un caso es una sentencia interlocutoria que resuelve un Incidente de falta de personalidad o como aconteció en el caso concreto, que es sobre una Sentencia Interlocutoria que entre otras cosas, se pronunció sobre cuestiones de personalidad del apoderado legal de mi representada.

Lo anterior se ve robustecido, con el propio concepto de violación esgrimido por la hoy quejosa en el Amparo Indirecto, así como con los agravios expresados por la misma en el presente recurso, los cuales versan sobre cuestiones de una supuesta falta de personalidad por parte de mi representada.

Ahora bien, es menester hacer notar EL DOLO Y LA MALA FE CON LA QUE SE CONDUCE LA HOY QUEJOSA RECURRENTE EN EL AGRAVIO QUE SE CONTESTA, en virtud de que en el última párrafo de dicha agravio, de forma MAÑOSA refiere que la interlocutoria en contra de la cual se interpuso el amparo de origen, es sobre aquella que resuelve la admisión de un recurso de apelación, pero OMITE precisar que en dicha resolución también se preciso cuestiones de personalidad, YA QUE DE LO CONTRARIO, DE TODOS MODOS SU JUICIO DE AMPARO HUBIESE SIDO IMPROCEDENTE POR NO EXISTIR EN CONSECUENCIA EL ACTO RECLAMADO, YA QUE SUS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUERON ENCAMINADOS ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE A LA SUPUESTA FALTA DE PERSONALIDAD DE MI REPRESENTADA Y EL SUPUESTO ACTO RECLAMADO SEÑALADO POR LA MISMA, ES LA SENTENCIA QUE AHORA DICE ES SOLAMENTE SOBRE LA ADMISIÓN DE UN RECURSO DE APELACIÓN, POR LO QUE IRRISORIAMENTE MI CONTRARIA ESTA ACEPTANDO QUE NO EXISTE EL ACTO RECLAMADO Y POR ENDE, DEBERÍA DE SOBRESEERSE EL AMPARO POR IMPROCEDENTE.

Por lo anterior, ustedes CC. Magistrados deberán de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el agravio correlativo que se contesta y en consecuencia, declarar improcedente el recurso en que se actúa, debiendo de confirmar la resolución emitida por el Juez de Distrito y que en esta instancia es recurrida de forma absurda por la hoy quejosa.

Por lo anteriormente expuesto y fundado:

A ustedes CC. Magistrados, atentamente solicito se sirvan:

PRIMERO: Tenerme por presentada y por acreditada la personalidad con la cual me ostento señalando domicilio y autorizando a los profesionistas para los fines precisados en el proemio del presente libelo.

SEGUNDO: Se sirva tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, formulando en nombre de mí representada, las manifestaciones vertidas en el presente escrito en vía de alegaciones, solicitando sean tomadas en consideración  en el presente recurso.

TERCERO: En el momento procesal oportuno, se sirva declarar improcedente el presente recurso. 
PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ

México, Distrito Federal a 15 de Diciembre de 2011
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/7
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47,050, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a solicitar a ustedes CC. Magistrados, se sirvan ACLARAR la Sentencia de fecha 9 de diciembre de 2011 dictado en el toca al rubro citado, por las siguientes consideraciones:


1.- Se sirvan aclarar la parte conducente del última párrafo de la foja 7, en específico el penúltimo y antepenúltimo renglón, toda vez que por un error involuntario se asentó en su parte conducente lo siguiente:


“…así la parte actora no probó que la fecha de incumplimiento haya sido otra diversa al cuatro de diciembre de dos mil cuatro…”


Siendo que lo correcto es:

“…así la parte demandada no probó que la fecha de incumplimiento haya sido otra diversa al cuatro de diciembre de dos mil siete…”

2.- De igual forma, solicito se sirvan aclarar la parte conducente del renglón cuatro de la foja 8 (de arriba hacia abajo) de la sentencia en comento, ya que se asentó en su parte conducente lo siguiente:

“… dejaron de cumplir con sus obligaciones contractuales en fecha cuatro de octubre de dos mil siete.”
Siendo que lo correcto es:

“… dejaron de cumplir con sus obligaciones contractuales en fecha cuatro de diciembre de dos mil siete.”

3.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 12 (renglones 15, 16 y 17), ya que en su parte conducente se asentó lo siguiente:

“…y la autorización que hizo al banco para cargar a sus cuentas cualquier importe relativo al pago del crédito otorgado, era sólo en el supuesto de que el demandado no llevare a cabo el pago en el domicilio del actor…”

Siendo que lo correcto es:

“…y la autorización que hizo al banco para cargar a sus cuentas cualquier importe relativo al pago del crédito otorgado, era optativo para el banco mas no una obligación, por lo que esto no eximía a los demandados de su obligación de pago en el domicilio de la actora…”

Cabe recalcar, que lo anterior es así atendiendo a que como se desprende de la cláusula “DÉCIMA” del contrato base de la acción, en su parte final, literalmente dice: “…en la inteligencia de que el banco queda facultado mas no obligado a efectuar dichos cargos…”; sin que esta aclaración que se solicita, afecte o modifique en lo absoluto el fondo del asunto. 

4.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 19 ( renglones 12, 13, 14 y 15 de arriba hacia abajo), toda vez que se asentó lo siguiente:

“…es que el demandado debe ser condenado al pago de los intereses ordinarios generados hasta el pago total del adeudo, más el Impuesto al Valor Agregado correspondiente, dado que así fue pactado en la cláusula DÉCIMA TERCERA del básico de la acción…”

Siendo que lo correcto es:

“…es que el demandado debe ser condenado al pago de los intereses ordinarios generados a partir del 4 de diciembre de 2007 y hasta el pago total del adeudo, más el Impuesto al Valor Agregado correspondiente, dado que así fue pactado en las cláusulas OCTAVA y DÉCIMA TERCERA del básico de la acción…”

5.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 22, en específico en la transcripción de cómo debe de quedar los resolutivos cuarto y séptimo de la sentencia recurrida, ya que en su parte conducente se asentó lo siguiente:

“México, Distrito Federal, a veintisiete de agosto de dos mil once”

------------------RESUELVE.....CUARTO.- Se condena a los demandados al pago de la cantidad de CIENTO OCHENTA MIL SETECIENTOS VEINTISEIS PESOS 68/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de intereses ordinarios, más la cantidad de DIECIOCHO MIL QUINIENTOS VEINTIÚN PESOS 79/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de Impuesto al Valor Agregado de los intereses ordinarios, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, y los que deberán de cuantificarse en ejecución de sentencia….. SÉPTIMO.- Se condena a los demandados al pago de las comisiones del cinco por ciento sobre cada pago mensual no efectuado, mas el pago correspondiente impuesto al valor agregado, mismo que deberán de ser cuantificados en ejecución de sentencia…”

Siendo que lo correcto es:

“México, Distrito Federal, a veintiséis de agosto de dos mil once”

------------------RESUELVE.....CUARTO.- Se condena a los demandados al pago de la cantidad de CIENTO OCHENTA MIL SETECIENTOS VEINTISEIS PESOS 68/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de intereses ordinarios generados en el periodo comprendido del día 4 de diciembre de 2007 al 3 de octubre de 2008, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio; así como a la cantidad de DIECIOCHO MIL QUINIENTOS VEINTIÚN PESOS 79/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de Impuesto al Valor Agregado de los intereses ordinarios generados por el periodo antes mencionado, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, y los que deberán de cuantificarse en ejecución de sentencia….. SÉPTIMO.- Se condena a los demandados al pago de las comisiones del cinco por ciento sobre cada pago mensual no efectuado, mas el pago correspondiente impuesto al valor agregado, mismo que deberán de ser cuantificados en ejecución de sentencia…”

Por lo anteriormente expuesto y atendiendo a que las aclaraciones solicitados en el presente libelo, no constituyen modificación al fondo del asunto, solicito a ustedes CC. Magistrados se sirvan aclarar la resolución referida en los términos precisados en el presente escrito, para los efectos legales a que haya lugar.
Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento y con las manifestaciones vertidas en el presente escrito, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a cinco de enero de dos mil doce.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/8
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47,050, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a solicitar a ustedes CC. Magistrados, se sirvan ACLARAR la Sentencia de fecha 9 de diciembre de 2011 dictado en el toca al rubro citado, por las siguientes consideraciones:


1.- Se sirvan aclarar la parte conducente del última párrafo de la foja 7, en específico el penúltimo y antepenúltimo renglón, toda vez que por un error involuntario se asentó en su parte conducente lo siguiente:


“…así la parte actora no probó que la fecha de incumplimiento haya sido otra diversa al cuatro de diciembre de dos mil cuatro…”


Siendo que lo correcto es:

“…así la parte demandada no probó que la fecha de incumplimiento haya sido otra diversa al cuatro de diciembre de dos mil siete…”

2.- De igual forma, solicito se sirvan aclarar la parte conducente del renglón cuatro de la foja 8 (de arriba hacia abajo) de la sentencia en comento, ya que se asentó en su parte conducente lo siguiente:

“… dejaron de cumplir con sus obligaciones contractuales en fecha cuatro de octubre de dos mil siete.”

Siendo que lo correcto es:

“… dejaron de cumplir con sus obligaciones contractuales en fecha cuatro de diciembre de dos mil siete.”

3.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 12 (renglones 15, 16 y 17), ya que en su parte conducente se asentó lo siguiente:

“…y la autorización que hizo al banco para cargar a sus cuentas cualquier importe relativo al pago del crédito otorgado, era sólo en el supuesto de que el demandado no llevare a cabo el pago en el domicilio del actor…”

Siendo que lo correcto es:

“…y la autorización que hizo al banco para cargar a sus cuentas cualquier importe relativo al pago del crédito otorgado, era optativo para el banco mas no una obligación, por lo que esto no eximía a los demandados de su obligación de pago en el domicilio de la actora…”

Cabe recalcar, que lo anterior es así atendiendo a que como se desprende de la cláusula “DÉCIMA” del contrato base de la acción, en su parte final, literalmente dice: “…en la inteligencia de que el banco queda facultado mas no obligado a efectuar dichos cargos…”; sin que esta aclaración que se solicita, afecte o modifique en lo absoluto el fondo del asunto. 

4.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 19 ( renglones 12, 13, 14 y 15 de arriba hacia abajo), toda vez que se asentó lo siguiente:

“…es que el demandado debe ser condenado al pago de los intereses ordinarios generados hasta el pago total del adeudo, más el Impuesto al Valor Agregado correspondiente, dado que así fue pactado en la cláusula DÉCIMA TERCERA del básico de la acción…”

Siendo que lo correcto es:

“…es que el demandado debe ser condenado al pago de los intereses ordinarios generados a partir del 4 de diciembre de 2007 y hasta el pago total del adeudo, más el Impuesto al Valor Agregado correspondiente, dado que así fue pactado en las cláusulas OCTAVA y DÉCIMA TERCERA del básico de la acción…”

5.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 22, en específico en la transcripción de cómo debe de quedar los resolutivos cuarto y séptimo de la sentencia recurrida, ya que en su parte conducente se asentó lo siguiente:

“México, Distrito Federal, a veintisiete de agosto de dos mil once”

------------------RESUELVE.....CUARTO.- Se condena a los demandados al pago de la cantidad de CIENTO OCHENTA MIL SETECIENTOS VEINTISEIS PESOS 68/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de intereses ordinarios, más la cantidad de DIECIOCHO MIL QUINIENTOS VEINTIÚN PESOS 79/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de Impuesto al Valor Agregado de los intereses ordinarios, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, y los que deberán de cuantificarse en ejecución de sentencia….. SÉPTIMO.- Se condena a los demandados al pago de las comisiones del cinco por ciento sobre cada pago mensual no efectuado, mas el pago correspondiente impuesto al valor agregado, mismo que deberán de ser cuantificados en ejecución de sentencia…”

Siendo que lo correcto es:

“México, Distrito Federal, a veintiséis de agosto de dos mil once”

------------------RESUELVE.....CUARTO.- Se condena a los demandados al pago de la cantidad de CIENTO OCHENTA MIL SETECIENTOS VEINTISEIS PESOS 68/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de intereses ordinarios generados en el periodo comprendido del día 4 de diciembre de 2007 al 3 de octubre de 2008, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio; así como a la cantidad de DIECIOCHO MIL QUINIENTOS VEINTIÚN PESOS 79/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de Impuesto al Valor Agregado de los intereses ordinarios generados por el periodo antes mencionado, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, y los que deberán de cuantificarse en ejecución de sentencia….. SÉPTIMO.- Se condena a los demandados al pago de las comisiones del cinco por ciento sobre cada pago mensual no efectuado, mas el pago correspondiente impuesto al valor agregado, mismo que deberán de ser cuantificados en ejecución de sentencia…”

Por lo anteriormente expuesto y atendiendo a que las aclaraciones solicitados en el presente libelo, no constituyen modificación al fondo del asunto, solicito a ustedes CC. Magistrados se sirvan aclarar la resolución referida en los términos precisados en el presente escrito, para los efectos legales a que haya lugar.
Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento y con las manifestaciones vertidas en el presente escrito, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a cinco de enero de dos mil doce.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/8
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47,050, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 158, 163 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, vengo a exhibir como ANEXO UNO, demanda de Amparo Directo, en contra de la Sentencia de fecha nueve de diciembre de dos mil once y su respectivo auto aclaratorio de fecha diez de enero de dos mil doce, ambos dictados por esta H. Sala, dentro del toca 665/2011/7 y 665/2011/8, en la cual se resolvió los recursos de apelación interpuesto por mi representada así como por la codemandada Sandra Soto Cruz, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha veintiséis de agosto de dos mil once, relativo al juicio Especial Hipotecario, promovido por  BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE  en contra de  MARTÍNEZ PEÑA JAIME y SANDRA SOTO CRUZ, radicado en el Juzgado Vigésimo Primero de lo Civil en el Distrito Federal, bajo número de expediente 1336/2010; solicitando se sirva ordenar se notifique a los Terceros Perjudicados y hecho lo anterior, se remita la demanda de garantías al Tribunal Colegiado en turno del Primer Circuito para su debida substanciación.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ
México, Distrito Federal a  24 de Enero de 2012.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/7
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47,050, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 158, 163 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, vengo a exhibir como ANEXO UNO, demanda de Amparo Directo, en contra de la Sentencia de fecha nueve de diciembre de dos mil once y su respectivo auto aclaratorio de fecha diez de enero de dos mil doce, ambos dictados por esta H. Sala, dentro del toca 665/2011/7 y 665/2011/8, en la cual se resolvió los recursos de apelación interpuesto por mi representada así como por la codemandada Sandra Soto Cruz, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha veintiséis de agosto de dos mil once, relativo al juicio Especial Hipotecario, promovido por  BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE  en contra de  MARTÍNEZ PEÑA JAIME y SANDRA SOTO CRUZ, radicado en el Juzgado Vigésimo Primero de lo Civil en el Distrito Federal, bajo número de expediente 1336/2010; solicitando se sirva ordenar se notifique a los Terceros Perjudicados y hecho lo anterior, se remita la demanda de garantías al Tribunal Colegiado en turno del Primer Circuito para su debida substanciación.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ
México, Distrito Federal a  24 de Enero de 2012.
QUEJOSO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

 INSTITUCION DE BANCA  MULTIPLE, GRUPO 

FINANCIERO BANORTE.

TERCEROS PERJUDICADOS: JAIME MARTINEZ PEÑA Y

SANDRA SOTO CRUZ.

AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA: CC. MAGISTRADOS

DE LA QUINTA SALA CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

AUTORIDAD RESPONSABLE EJECUTORA: JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO

DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

AMPARO DIRECTO:__________

H. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 

DEL DISTRITO FEDERAL EN TURNO.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien tiene el carácter de quejoso en la Demanda de Amparo al rubro citada, personalidad que acredito con la copia certificada  del instrumento notarial número 47,050 el cual adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones documentos y valores el ubicado Frontera Numero 32, Interior 304, Colonia Roma Norte, C.P 06700 , Delegación Cuauhtémoc  en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho José Fernando Betancourt Cervera y Víctor Hugo Flores Ramírez, así como a las pasantes en derecho las C.C Angélica Muñoz Benítez, Víctor Daniel Vázquez Moreno y José Luis Ibarra Limónes, ante ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 107 fracción V y VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por lo dispuesto en los artículos 158, 163, 166 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, vengo a interponer AMPARO DIRECTO en contra de la Sentencia de fecha nueve de diciembre de dos mil once y su respectivo auto aclaratorio de fecha diez de enero de dos mil doce, ambos dictados por la Quinta Sala Civil del Distrito Federal, dentro del toca 665/2011/7 y 665/2011/8, en la cual se resolvió los recursos de apelación interpuesto por mi representada así como por la codemandada Sandra Soto Cruz, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha veintiséis de agosto de dos mil once, relativo al juicio Especial Hipotecario, promovido por  BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE  en contra de  MARTÍNEZ PEÑA JAIME y SANDRA SOTO CRUZ, radicado en el Juzgado Vigésimo Primero de lo Civil en el Distrito Federal, bajo número de expediente 1336/2010.


A efecto de satisfacer los requisitos establecidos en el artículo 166 de la Ley de Amparo, proporciono los siguientes datos:


I.- NOMBRE Y DOMICILIO DEL QUEJOSO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE , señalando como domicilio el ubicado en calle Frontera número 32, despacho 304, Colonia Roma Norte, CP. 06700, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal.

II.- NOMBRE Y DOMICILIO DE LOS TERCEROS PERJUDICADOS: 

a) Sandra Soto Cruz quien tiene su domicilio para oír y recibir notificaciones el ubicado en  Avenida Monterrey número 76, Colonia Roma Norte, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal.

b) Jaime Martínez Peña: lote 12, manzana sesenta romano guión “A”, del Fraccionamiento denominado “Lomas de Tecamachalco” ubicado en el Municipio de Huixquilucan Distrito Judicial de Tlalnepantla, Estado de México, también conocido como casa habitación marcada con el número 17 de la calle Fuente del Mirador, Colonia Lomas de Tecamachalco, Municipio de Huixquilucan, Estado de México  
III.- AUTORIDADES RESPONSABLES: 

1.- Autoridad Responsable Ordenadora: CC. Magistrados de la Quinta Sala Civil del Distrito Federal.

2.- Autoridad Responsable Ejecutora: C. Juez Vigésimo Primero de lo Civil en el Distrito Federal.
IV.- ACTOS RECLAMADOS: la Sentencia de fecha nueve de diciembre de dos mil once y su respectivo auto aclaratorio de fecha diez de enero de dos mil doce, ambos dictados por la Quinta Sala Civil del Distrito Federal, dentro del toca 665/2011/7 y 665/2011/8, en la cual se resolvió los recursos de apelación interpuesto por mi representada así como por la codemandada Sandra Soto Cruz, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha veintiséis de agosto de dos mil once, relativo al juicio Especial Hipotecario, promovido por  BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA MULTIPLE GRUPO FINANCIERO BANORTE  en contra de  MARTÍNEZ PEÑA JAIME y SANDRA SOTO CRUZ, radicado en el Juzgado Vigésimo Primero de lo Civil en el Distrito Federal, bajo número de expediente 1336/2010.


ACTO RECLAMADO DE LA AUTORIDAD EJECUTORA.- Todos aquellos actos tendientes a dar cumplimiento a las resoluciones emitidas por la autoridad ordenadora.

V.- FECHA DE NOTIFICACION: 



1. La Sentencia de 09 de Diciembre de 2011 fue publicada en el Boletín Judicial número 1 de fecha 02 de Enero de 2012, surtiendo efectos el día 03 del mismo mes y año. 

2.- La aclaración de fecha 10 de Enero de 2012fue publicada en el Boletín Judicial número 12 de fecha 17 de Enero de 2012, surtiendo efectos el día 18 del mismo mes y año.


VI.- FUNDAMENTO DE LA DEMANDA.-  Los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como lo dispuesto por los artículos 168 y demás relativos y aplicables de la ley de amparo.


VII.-GARANTIAS VIOLADAS.- Los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


VIII.- OTROS PRECEPTOS LEGALES VIOLADOS:

1.- La inexacta aplicación por parte del Ad quem, de los artículos 81, 84 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como los artículos 1796, 1851 y demás relativos y aplicables del Código Civil del Distrito Federal. 


IX.- MANIFIESTO BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, que los antecedentes de los actos reclamados son los siguientes:

ANTESCEDENTES DEL ACTO RECLAMADO.
1. Con fecha 13 de Octubre de 2010  mí representada Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, demando en la Vía Especial Hipotecaria, en relación al Contrato Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria a  Jaime Martínez Peña  y Sandra Soto Cruz.

2. Los demandados fueron emplazados a juicio el 14 de Abril de 2011, dando contestación a la demanda Sandra Soto Cruz, mientras que Jaime Martínez Peña se constituyo en rebeldía.

3. Con fecha 26 de Agosto de 2011, el Juez Vigésimo Primero de lo Civil, dicto Sentencia Definitiva.

4. Inconformes con la Sentencia Definitiva, mi representada y la codemandada Sandra Soto Cruz, interpusieron  Recurso de Apelación en contra de dicha sentencia, el cual por cuestión de turno le toco conocer a la Quinta Sala de lo Civil en el Distrito Federal.

5. La Quinta Sala Civil del Distrito Federal, resolvió los recursos de apelación referidos en el antecedente anterior, mediante Sentencia de fecha 9 de diciembre de 2011, dictada en los Tocas 665/2011/7 y 665/2011/8, siendo un toca de los señalados respecto al recurso de mi representada y el otro respecto al recurso de apelación de la codemandada en cita, recalcando que ambos recursos se resolvieron en una sola sentencia que se agrego a los 2 tocas en comento.

6. Mediante escrito de fecha 05 de Enero de 2012, mi poderdante solicito entre otras aclaraciones, la aclaración de la sentencia en comento en virtud de que en la foja 12 (renglones 15, 16 y 17), los CC. Magistrados hicieron una interpretación errónea de la Cláusula Décima de Contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria celebrado entre las partes. 

De la misma forma se solicito la aclaración de la parte conducente del Considerado IV (foja 22), en virtud de que de forma errónea se asentó que la  fecha de la Sentencia modificada era  27 de Agosto de 2011.

7. Mediante auto de de fecha 10 de Enero de 2012, los CC. Magistrados de la Quinta Sala de lo Civil resolvió sobre las aclaraciones a la Sentencia de 09 de Diciembre de 2011, diciendo a la primera de las antes mencionadas, que no ha lugar, toda vez que lo que mi representada  pretendía era cambiar el fondo de la resolución en comento, agregando en la parte final de dicho auto, un texto que no tiene nada que ver con dicho auto aclaratorio y por lo que respecta a la segunda de las aclaraciones, la responsable OMITIÓ pronunciarse al respecto; siendo éstos los actos reclamados que se señalan en el presente juicio de garantías.

CONCEPTOS DE VIOLACION

PRIMER CONCEPTO DE VIOLACION:

FUENTE DEL CONCEPTO DE VIOLACION: La Sentencia de fecha 09 de Diciembre de 2011, dictada por los CC Magistrados de la Quinta Sala de lo Civil y su auto aclaratorio de fecha 10 de enero de 2012.

 PRECEPTOS VIOLADOS: Los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 81, 84 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles, así como los artículos 1796, 1851 y demás relativos y  aplicables del  Código Civil para el Distrito Federal.


CONCEPTO DE VIOLACION: Para perjuicio a mi representada, la Sentencia dictada por los CC. Magistrados de la Quinta Sala Civil, y su respectivo auto aclaratorio de fecha 10 de Enero de 2012, toda vez que la misma resulta ser INCOGRUENTE Y CONTRARIA A DERECHO, en virtud de que los CC. Magistrados realizan una interpretación errónea de la de la voluntad manifestada por las partes al celebrar el Contrato de Apertura y Crédito Simple, en específico de la Cláusula Décima, al referir en la parte conducente de foja 12 (renglones 15, 16 y 17)  lo siguiente: 

 “… y la autorización que hizo al banco para cargar a sus cuentas cualquier importe relativo al pago del crédito otorgado, era solo en supuesto de que el demandado no llevara a cabo el pago en el domicilio del actor…” (lo subrayado es de la suscrita)

 
De lo anterior se denota la incongruencia de la Sentencia en comento, toda vez  que como se desprende de la Cláusula Décima del contrato base de la acción del juicio de origen, las partes convinieron en que los hoy terceros perjudicados facultaron a mi representada para que esta realizara de forma optativa mas no obligatoria los descuentos de la cuenta de cheques referida en dicha cláusula, mas no así se pacto que fuese una obligación por parte de mi poderdante dichos descuentos, amen de que de igual forma resulta erróneo lo referido por la responsable de que dicha facultad supuestamente era solo en el caso de que los demandados no realizaran el pago en el domicilio de mi representada, situación que es errónea y contraria a derecho, ya que como se desprende del contenido de la cláusula en comento,  de ninguna parte se desprende que dicha facultad de descuento fuera en el supuesto de que los demandados no pagaran, dando de esta forma una interpretación contraria a derecho por parte de la autoridad responsable.
Lo anterior es así, en virtud de que la responsable omite interpretar en forma LITERAL, el contenido de la cláusula décima del básico de la acción, violando de esta forma en perjuicio de mi representada, el articulo 1851 del código Civil para le Distrito Federal, ya que como se desprende de dicha cláusula al ser por demás clara y precisa se debió de haber interpretado la misma en forma LITERAL y no como acontece en el caso concreto, al dar la responsable con su interpretación un significado a dicha cláusula totalmente contrario a la voluntad de las partes,  ya que con dicha interpretación concluye prácticamente que mi representada tenía la “obligación” de realizar los descuentos directamente a la cuenta de cheques de los codemandados en el caso de que estos no realizaran el pago puntual del crédito en el domicilio de mi poderdante, situación que como se ha manifestado no es acorde a la realidad.
Para una mejor compresión me permito citar el contenido de cláusula décima del contrato base de la acción que a la letra dice: 

	DECIMA.- Cargo en cuenta de Cheques.- Sin perjuicio de lo consignado en la Cláusulas conducentes de este contrato, respecto a la obligación de la parte acreditada de efectuar los pagos establecidos en dichas cláusulas, en el domicilio de el Banco, la parte acreditada autoriza expresamente a el Banco, para cargarle en la cuenta de cheques número 0171016080-cero, uno, siete, uno, cero, uno, seis, cero, ocho, cero, que le lleva la Sucursal Alce Blanco 148-ciento cuarenta y ocho o en cualesquier otra cuenta de valores que tenga  o llegare a tener en el Banco  Mercantil del Norte, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, el importe de los pagos mensuales, que comprenden capital e intereses, y demás accesorios; así como el importe de cualquier cargo o contraprestación legal o contractualmente exigible en los términos del presente instrumento y de la ley, en el supuesto de que existan saldos suficientes para ello, en la inteligencia de que el Banco queda facultado mas no obligado a efectuar dichos cargos, por lo que la parte acreditada no queda eximida de pago frente a el Banco.  



De lo anterior se desprende, que por lo hace a los descuentos a lo que estaba facultada mi representada para realizar, no es en el supuesto referido por la responsable (en caso de que no realizaran los pagos en el domicilio del banco), ya que dicho supuesto sin duda conlleva a la obligación de hacer dichos cargos  por parte de mi poderdante, situación que es errónea y contraria a derecho, ya que como se desprende de la transcripción antes realizada mi representada QUEDO FACULTADA  MAS NO OBLIGADA  a realizar dichos cargos o descuentos, SIN HABER ESTABLECIDO ALGÚN SUPUESTO EN ESPECÍFICO como erróneamente lo precisa la autoridad responsable en la Sentencia y su respectivo auto aclaratorio en el presente juicio de garantía, recalcando que la facultad que se pacto a favor de mi representada de ninguna manera exime a los hoy terceros perjudicados de cumplir con su obligaciones de pago de forma puntual y en domicilio de mi representada. 


Por lo anterior, la autoridad responsable debió de haber interpretado de forma LITERAL la cláusula en comento al ser clara y precisa, aunado a que como este H. Tribunal sabe lo pactado por las partes debe cumplirse. A fin de robustecer lo anteriormente expuesto me permito citar la siguiente tesis que a letra dice: 

	Registro No. 197153

Localización: 
Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
VII, Enero de 1998
Página: 1075
Tesis: IV.4o.2 C
Tesis Aislada
Materia(s): Civil

CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE LOS. 

Al establecer el artículo 1851 del Código Civil para el Distrito Federal, idéntico al 1748 del Código Civil de Nuevo León, que si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se estará al sentido literal de sus cláusulas, y si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente, prevalecerá ésta sobre aquéllas, ha reconocido el principio de que la interpretación de los contratos debe limitarse a los casos en que se hace necesaria, porque si los términos del contrato son claros, la interpretación no tiene razón de ser, pues se entiende que en aquellos términos está precisamente la voluntad de los contratantes; de ahí que siendo clara la letra de un contrato, no cabe, con pretexto de su interpretación, alterar o cambiar su sentido literal.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 200/97. Grupo Nacional Provincial, S.A. 28 de octubre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: María Isabel González Rodríguez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXXII, página 145, tesis de rubro: "CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE (LEGISLACIÓN DE COAHUILA).".



	 


Por lo anterior es que solicito a este H. Tribunal se sirva declarar fundado y procedente el concepto de violación que se hace valer a efecto de que le acto reclamado sea modificado y se precise claramente que la facultad de mi representada para realizar los cargos a la cuenta de cheques de los codemandados, era precisamente una FACULTAD Y NO UNA OBLIGACION, sin que esto exima de la obligación de pago de los terceros perjudicados en el domicilio de la hoy quejosa, y sin que exista un supuesto específico para que se dieran los descuentos o cargos por parte de mi representada que como se ha referido, eran OPTATIVOS.


Por otra parte, cabe precisar la incongruencia del auto aclaratorio, toda vez que la responsable, decide no aclarar lo anteriormente manifestado, atendiendo a que supuestamente se trata de modificar el fondo del asunto, situación que es errónea y no es acorde a la realidad, ya que de ninguna forma dicha aclaración tuvo o podría tener como efecto el cambio del fondo del asunto, ya que ha quedado plenamente acreditado en autos, que los codemandados incumplieron con sus obligaciones de pago.


Asimismo, resulta incongruente el  auto aclaratorio en comento, toda vez que en la parte final del mismo, la responsable insertó un texto que NO TIENE NADA QUE VER CON EL ASUNTO, ya que en la parte final habla sobre la supuesta modificación del periodo relativo al incumplimiento relacionado con el pago de intereses e impuesto al valor agregado, situación que nada tiene que ver ni con la aclaración de sentencia solicitada ni con el fondo del asunto, resultando por demás INCONGRUENTE dicha parte del proveído aclaratorio que forma parte íntegra de  la sentencia señalada como el acto reclamado.

SEGUNDO CONCEPTO DE VIOLACION:

FUENTE DEL CONCEPTO DE VIOLACION: La Sentencia de fecha 09 de Diciembre de 2011, dictada por los CC Magistrados de la Quinta Sala de lo Civil y su auto aclaratorio de fecha 10 de enero de 2012.

 PRECEPTOS VIOLADOS: Los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 81, 84 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles, así como los artículos 1851, 1852 y demás relativos y  aplicables del  Código Civil para el Distrito Federal.


CONCEPTO DE VIOLACION: Le para perjuicio a mi representada, la Sentencia y su auto aclaratorio dictada por los CC. Magistrados de Quinta Sala Civil, toda vez que la misma resulta ser  INCOGRUENTE, IMPRECISA y CONTRARIA A DERECHO, en virtud de que en el  Considerando IV (foja 22) de la sentencia señalado como acto reclamado, de forma errónea la responsable al señalar cómo quedarían los resolutivos de la sentencia recurrida derivado de su modificación, se indico que la fecha de la misma era 27 de Agosto de 2011, siendo lo correcto  26 de Agosto de 2011, ya que como podrán observar de autos no existe sentencia de fecha 27 de Agosto de 2011, situación de la que se pidió oportunamente la aclaración mediante escrito de fecha 05 de Enero de 2012, sin que la responsable se haya pronunciado al respecto, dejando de forma errónea la fecha de la Sentencia de primera instancia.

Por lo anterior es que solicito a este H. Tribunal se sirva declarar fundado y procedente el concepto de violación que se hace valer y en consecuencia, se conceda el Amparo y Protección de la Justicia de la Unión, para los efectos legales a que haya lugar. 

PRUEBAS


1.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas y cada una de las actuaciones que integran el expediente de origen, así como los Tocas en los que se dictó la sentencia que se señala como acto reclamado en el presente juicio de Garantías, en todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

2. LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA,  consistente en todo lo que se desprenda del razonamiento lógico-jurídico que su Señoría realice de todas y cada una de las actuaciones que integren el presente expediente, así como las que se agreguen con motivo del desahogo de las pruebas que ahora se ofrecen, en todo lo que favorezca a los intereses de la actora.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento, señalando domicilio y autorizando profesionistas para los fines precisados.


SEGUNDO.- Tenerme en tiempo y forma hábil, interponiendo demanda de garantías, en contra de la Sentencia de fecha 9 de Diciembre de 2011 y su respectivo auto aclaratorio de fecha 10 de enero de 2012, dictada por la Quinta Sala Civil del Distrito Federal.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, debiendo de otorgar el Amparo y Protección de la justicia federal.

PROTESTO LO NECESARIO
MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ
México, Distrito Federal a  24 de Enero de 2012.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/8
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del toca la rubro citado, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil y dentro del término concedido para justificar el trámite que se la ha dado al exhorto ordenado en proveído de fecha 31 de enero de 2012, vengo a exhibir como ANEXO UNO, el oficio número 803 del cual se desprende que el exhorto en comento, fue presentado ante la Oficialía de Partes Común de Huixquilucan, Estado de México, el día 17 de febrero de 2012, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO
MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ
México, Distrito Federal a  20 de Febrero de 2012.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/7
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del toca la rubro citado, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil y dentro del término concedido para justificar el trámite que se la ha dado al exhorto ordenado en proveído de fecha 31 de enero de 2012, vengo a exhibir como ANEXO UNO, el oficio número 802 del cual se desprende que el exhorto en comento, fue presentado ante la Oficialía de Partes Común de Huixquilucan, Estado de México, el día 17 de febrero de 2012, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO
MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ
México, Distrito Federal a  20 de Febrero de 2012.
QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A.

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO

FINANCIERO BANORTE.
AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA: MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 

DISTRITO FEDERAL.

AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA: JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO

DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

AMPARO DIRECTO: ______

CC. MAGISTRADOS DEL H.________ TRIBUNAL COLEGIADO

EN MATERIA CIVIL, DEL PRIMER CIRCUITO.


MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderada Legal del Tercero Perjudicado Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, personalidad que acredito con la copia certificada del instrumento notarial número 47,050, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el ubicado en frontera número 32, interior 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con cédula profesional número 4402398, VICTOR HUGO FLORES RAMÍREZ con cédula profesional número 6207316, y de acuerdo al penúltimo párrafo del precepto legal antes señalado la pasante en derecho la C. ANGELICA MUÑOZ BENITEZ Y JOSE LUIS IBARRA LIMONES, ante Ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a formular en nombre de mi representada respecto a los infundados e improcedentes conceptos de violación esgrimidos por la Quejosa, dentro del juicio de amparo promovido en contra de la Sentencia de fecha 9 de diciembre de 2011, dictada por la autoridad responsable ordenadora al rubro citado, las siguientes:

ALEGACIONES

PRIMER CONCEPTO DE VIOLACIÓN

El concepto de violación correlativo que en este acto se contesta, el mismo resulta por demás absurdo, improcedente e infundado, ya que contrario a lo que sostiene mi contraria, el artículo 140 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, contempla la condena de costas en ambas instancias, cuando alguna de las partes fuese condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad, situación que en el caso concreto SI acontece, ya que si bien es cierto que ambas partes recurrimos la sentencia definitiva dictada por el Juez de origen, también lo es que todos y cada uno de los agravios expresados por la hoy quejosa, resultaron infundados y por ende se le tiene condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad.
En efecto, si bien es cierto que mi representada también interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva dictada por el Juez natural y los agravios expresados por ésta resultaron fundados y procedentes, esto de ninguna manera puede liberar a la hoy quejosa, de la condena de gastos y costas en ambas instancias, ya que la misma fue condenada por dos sentencias conformes de todo conformidad, ya que ninguno de sus agravios, modificó en lo absoluto la sentencia de mérito.
Ahora bien, respecto a la jurisprudencia que refiere la quejosa, la misma no es aplicable al caso concreto, atendiendo a que el juicio natural se tramita con la legislación civil del Distrito Federal y dicha jurisprudencia es de un asunto que versa sobre materia mercantil.

SEGUNDO CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Por lo que respecto al concepto de violación correlativo que en este acto se contesta, el mismo resulta por demás INFUNDADO e IMPROCEDENTE, toda vez que la hoy quejosa de forma dolosa y mañosa, pretende librarse de sus obligaciones de pago que existen a favor de mi representada, al tratar de hacerles creer a ustedes CC. Magistrados, que supuestamente no se le debió de haber condenado al pago de la comisión del 5% sobre cada pago mensual no efectuado y que se estipuló en la cláusula “DÉCIMA PRIMERA” del contrato base de la acción del juicio de origen.
Cabe precisar, que conforme al artículo 1832 del Código Civil para el Distrito Federal, las partes se obligan en la manera y términos que aparece que quiso obligarse, lo que se traduce, que la hoy quejosa al igual que el codemandado en el juicio de origen, se obligaron en los términos del contrato base, en el cual claramente en su cláusula Décima Primera, se obligaron a pagar a mi representada una comisión del 5% sobre cada pago mensual no efectuado.

Atendiendo a lo anterior y toda vez que el contenido del contrato es por demás claro y preciso, el mismo debe de ser interpretado en forma LITERAL, tal y como lo dispone el artículo 1851 del Código Civil para el Distrito Federal y en consecuencia, desde que se perfecciona un contrato, obliga a los contratantes a cumplir lo expresamente pactado, tal y como lo dispone el artículo 1796 del ordenamiento legal antes invocado.
Por lo anterior y toda vez que los términos del contrato son claros y por ende se debe de interpretar en forma LITERAL y del contrato base de la acción, se desprende que la intención de las partes fue establecer el pago de dicha comisión por el simple hecho de la falta de pago por parte de los demandados en el juicio de origen, sin que se hubiese pactado que fuese necesario acreditar algún acto de cobranza para la procedencia de dicha comisión.

Por lo anterior, es que se debe de declarar improcedente e infundado dicho concepto de violación.

TERCER CONCEPTO DE VIOLACIÓN

El concepto de violación correlativo que se contesta, resulta IMPROCEDENTE e INFUNDADO, toda vez que la hoy quejosa de forma errónea y con la plena intención de retardar el procedimiento y de eludir sus obligaciones de pago, ya que de forma absurda y contraria a derecho, pretende confundir a ustedes CC. Magistrados al tratar de hacerles creer que no pueden coexistir los intereses ordinarios y moratorios, situación que evidentemente es falsa.

Lo anterior es así atendiendo a que en primer lugar, la naturaleza jurídica de los intereses ordinarios y de los intereses moratorios, son totalmente diferentes, ya que los ordinarios es la ganancia que obtiene mi representada por haber prestado una cantidad de dinero determinada para que los codemandados en el juicio de origen, cubrieran alguna necesidad; mientras que los intereses moratorios se generan, derivado del incumplimiento en el pago puntual de las obligaciones contraídas por la quejosa y el codemandado en el juicio de origen, de ahí que no existe impedimento legal alguno para que los intereses ordinarios y moratorios coexistan. 
Por otra parte, cabe precisar que contrario a lo manifestado por la quejosa en el concepto de violación al que nos referimos, si bien es cierto que mi representada demandó el pago de intereses ordinarios generados a partir del 4 de diciembre de 2007 al 3 de octubre de 2008, así como el pago de intereses moratorios generados del 4 de enero de 2008 al 3 de octubre de 2008, también lo es que de igual forma se demandaron los intereses ordinarios y moratorios que se siguieran generando hasta la total solución del juicio de origen, tal y como podrán percatarse de la lectura de la demanda inicial del juicio Especial Hipotecario, así como de la propia transcripción que la quejosa hace en el concepto de violación correlativo.

Ahora bien y contrario a lo referido por la quejosa, del contrato base de la acción se desprende, que la intención de las partes fue que se generaran intereses ordinarios sobre saldos insolutos mensuales y con independencia de éstos,  se generarían intereses moratorios en caso de incumplimiento de pago por parte de estos y en el caso concreto, los demandados incumplieron con sus obligaciones de pago y por ende, se les debe de condenar al pago de intereses moratorios con independencia de los intereses ordinarios, tal y como aconteció en el caso concreto, razón por la cual la decisión adoptada por la responsable de condenar a los codemandados al pago de intereses ordinarios y moratorios es conforme a derecho.
Amén de lo anterior, cabe precisar, que no por el hecho de que se declare el vencimiento anticipado, se deben de dejar de generar los intereses ordinarios, ya que estos se generan sobre saldos insolutos, esto es, sobre cantidades aún no pagadas y por ende, mientras exista cantidad alguna pendiente de pago, se deben de seguir generando los intereses ordinarios sobre dicho adeudo con independencia de que por el incumplimiento y retraso en el pago, se generen intereses moratorios.
Por lo anterior, deberán de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo que se contesta y en consecuencia, negar el amparo y protección de la Justicia Federal.

CUARTO CONCEPTO DE VIOLACIÓN

El concepto de violación correlativo que se contesta, resulta INFUNDADO e INOPERANTE, toda vez que el mismo consiste medularmente, en que la quejosa se duele del hecho de que la autoridad responsable declaró fundado pero inoperantes los agravios primero y duodécimo en virtud de que no recurrió la sentencia interlocutoria de fecha 13 de julio de 2011, agravios que son referentes y encaminados a atacar el hecho de que supuestamente el Apoderado Legal de mi representada el C. Juan David Hernández García, no acreditó su personalidad al momento de interponer el escrito inicial de demanda, situación que es falsa como podrán percatarse de las constancias de autos que remita la responsable.
Sin embargo es necesario recalcar, que la quejosa interpuso en el juicio de origen, recurso de apelación en contra del auto admisorio de fecha 22 de octubre de 2010, precisamente alegando el hecho de la supuesta falta de personalidad del Apoderado de mi representada; recurso de apelación que fue resuelto por la responsable mediante sentencia de fecha 9 de diciembre de 2011, en el toca 665/11/2, habiendo declarado la improcedencia de dicho recurso tal y como la propia quejosa lo refiere en su demanda de garantías.

De lo anterior tenemos, que la autoridad responsable ya se había pronunciado respecto a la cuestión de personalidad del apoderado de mi representada que signó el escrito de demanda, razón por la cual se encontraba IMPEDIDA para pronunciarse nuevamente al respecto.

Por lo anterior y estando en el supuesto sin conceder de que la quejosa tuviese razón en el concepto de violación que esgrime, el mismo sería INOPERANTE, ya que como se ha referido en líneas anteriores, la autoridad responsable ya se había pronunciado al momento de dictar la sentencia en el toca 665/11/2, sobre la cuestión de la personalidad del apoderado de la actora y en consecuencia, dicha autoridad se encontraba legalmente impedida para entrar de nueva cuenta al estudio del mismo tema que es, la supuesta falta de personalidad de quien firmo la demanda en el juicio de origen.
Por lo anterior, el concepto de violación correlativo que se contesta, deberá de declararse IMPROCEDENTE e INOPERANTE y en consecuencia, se deberá de negar el ampara y protección de la Justicia Federal a la hoy quejosa.
QUINTO CONCEPTO DE VIOLACIÓN


El concepto de violación correlativo que en este apartado se contesta, deberá de declararse IMPROCEDENTE e INFUNDADO, en virtud de que la quejosa se duele medularmente del hecho de que supuestamente la autoridad responsable, declaró de forma contraria a derecho, la improcedencia de los agravios segundo y tercero, las cuales a su vez medularmente esgrimen el hecho de que supuestamente por el vencimiento anticipado del contrato base, no podrían seguirse generando intereses ordinarios ya que esto resultaba contradictorio entre las prestaciones demandadas por mi representada (ver foja 6 del acto reclamado), situación que a todas luces es falso y no es acorde a la realidad.

Lo anterior es así, ya que no tiene nada que ver el hecho de que se decrete el vencimiento anticipado, con el hecho de que se generen los intereses ordinarios sobre saldos insolutos en términos del contrato base, ya que el vencimiento anticipado se da por el incumplimiento en el pago por parte de los acreditados hoy demandados en el juicio principal, y los intereses ordinarios, son simplemente la GANANCIA LÍCITA que mi representada percibe por haber prestado una suma de dinero determinada, recalcando que los intereses ordinarios se generan sobre saldos insolutos, esto es, sobre cantidades aún no pagadas y el hecho de que se decrete el vencimiento anticipado del contrato, de ninguna forma impide el hecho de que se sigan generando intereses ordinarios, ya que no por el hecho del vencimiento anticipado quiere decir que los demandados hayan pagado a mi representada el total del crédito que se les concedió y en consecuencia, al existir saldo pendiente de pago (saldo insoluto), en consecuencia los intereses ordinarios se siguen generando hasta que se liquide por completo el adeudo que existe a favor de mi poderdante, tal y como de forma correcta, fundada y conforme a derecho lo determinó la responsable en su sentencia que hoy constituye el acto reclamado.


Por otra parte y atendiendo a las manifestaciones de la hoy quejosa respecto a las fechas de adeudo, mora, incumplimiento etc. que simplemente pretenden confundir la buena fe de ustedes CC. Magistrados, me permito manifestar y recalcar lo siguiente:


Primero que nada hay que distinguir 4 conceptos esenciales para poder entender el presente asunto y son:


1.- El periodo por el que se generan las cantidades que conforman la amortización mensual que los demandados debían cubrir precisamente los días 3 de cada mes. Periodo que se genera a partir del día 4 de un mes y concluye el día 3 del mes siguiente, ejemplo: 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008 es el periodo en que se genera el pago mensual, mismo que es exigible el 3 de enero de 2008.


2.- La fecha en que es exigible el pago de la amortización y/o pago mensual, que precisamente son los días 3 de cada mes.

3.- La fecha a partir de que se generan los intereses moratorios.


4.- El periodo adeudado.


Para una mejor comprensión, me permito aterrizar los conceptos anteriormente referidos al caso concreto, en específico en los incumplimientos por parte de los demandados en el juicio de origen.

Del día 4 de diciembre de 2007 al día 3 de enero de 2008, se generó el periodo que comprende el pago o mensualidad número 40, mismo que debió de haber sido pagada por los enjuiciados a mas tardar el día 3 de enero de 2008. Al no haber realizado dicho pago, los demandados adeudan a mi representada las cantidades adeudadas desde el 4 de diciembre de 2007, ya que a partir de ésta fecha, se inició el periodo o mensualidad durante el que se generan los importes que engloban los pagos y/o amortizaciones mensuales en términos del contrato base, por ende si bien es cierto que la fecha exigible de pago es el día 3 de enero de 2008, también lo es que adeudan las cantidades generadas a partir del día 4 de diciembre de 2007, pero al ser exigible hasta el día 3 de enero de 2008 y ante la falta de pago, es evidente que los intereses moratorios se generan a partir del día siguiente al que era exigible la obligación, esto es, que los moratorios se generan a partir del día 4 de enero de 2008, sin que esto modifique o altere el hecho de que los demandados adeuden sus obligaciones de pago generadas desde el pago número 40 que abarca el periodo comprendido del 4 de diciembre de 2007 al 3 de enero de 2008.

Amén de lo anterior, resulta falso el hecho de que supuestamente sea contradictorio el hecho décimo sexto y el décimo séptimo del escrito inicial de demanda, como de forma dolosa pretende hacerles creer la quejosa, a efecto de confundir a ustedes CC. Magistrados y así obtener un beneficio indebido.
Lo anteriormente expuesta, se encuentra debidamente acreditado en autos tanto con los estados de cuenta exhibidos por mi contraria, así como con el estado de cuenta certificado emitido en términos del artículo 68 de la ley de Instituciones de Crédito, mismo que hace prueba plena en cuanto a la fecha de incumplimiento y saldos adeudados por parte de los codemandados en el juicio de origen; motivo por el cual, la autoridad responsable de forma adecuada y conforme a derecho, declaró infundados los agravios segundo y tercero de la hoy quejosa.

Aunado a lo anterior y como acertadamente lo refirió la responsable al dictar la resolución que hoy constituye el acto reclamado, mi contrario NO APORTÓ PRUEBA ALGUNA PARA DESVIRTUAR LA PRUEBA PLENA QUE POR LEY TIENE EL ESTADO DE CUENTA CERTIFICADA EXHIBIDO POR MI REPRESENTADA, ya que en todo caso y suponiendo que dicho estado fuese incorrecto como infundadamente asevera la quejosa, la misma debió de haber ofrecido la prueba pericial en materia contable para desvirtuar la fe con la que cuenta dicho documento.

Sirve de sustento a lo anteriormente expuesto, la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice: 
Novena Época

Registro: 191609

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XII, Julio de 2000

Materia(s): Civil

Tesis: VI.2o.C. J/186      

Página:   679

ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE ORGANIZACIÓN AUXILIAR DE CRÉDITO.

El estado de cuenta certificado por el contador de una organización auxiliar de crédito es título ejecutivo junto con el contrato respectivo o póliza en que conste el crédito otorgado, si en él se precisa claramente la identificación del crédito celebrado entre las partes, la cantidad a la que ascendió, fecha hasta la que se calculó el adeudo, capital vencido a la fecha del corte, los pagarés mediante los que se hicieron las disposiciones del crédito por parte de los acreditados, monto de las mismas, fechas de vencimiento, tasas de interés normales, pagos no efectuados al capital y pagos hechos sobre los intereses, especificándose las tasas aplicadas a cada uno de ellos, y si además contiene el cálculo de los intereses moratorios correspondientes a cada uno de los pagarés derivados del contrato de crédito y la tasa aplicada por ese concepto, de tal suerte que el estado de cuenta así elaborado satisface los requisitos formales que para el efecto exige el artículo 47 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, puesto que dicho documento, conjuntamente con el contrato o la póliza en que conste el crédito, trae aparejada ejecución y hace procedente la vía ejecutiva mercantil que se ejercite para obtener el pago correspondiente, sin que sea obstáculo para así estimarlo que en dicho estado de cuenta no se haya especificado el método para calcular la tasa de interés aplicada, pues a fin de desvirtuar la fe de dicho documento y destruir la presunción legal de los datos y saldos anotados en el mismo, es necesario que los demandados demuestren, a través de la prueba pericial contable, la inexactitud de los saldos a su cargo, ya sea por errores matemáticos o por alguna otra circunstancia que evidencie lo inverosímil del estado de cuenta.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 93/98. Unión de Crédito del Estado de Puebla, S.A. de C.V. 26 de marzo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Alfonso Gazca Cossío.

Amparo directo 757/98. Arrendadora Financiera Margen, S.A. de C.V. 6 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca.

Amparo directo 420/99. Banco Internacional, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Bital. 19 de agosto de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de tribunal en funciones de Magistrado por ministerio de ley, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo directo 211/2000. Banco Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Inverlat. 25 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo directo 122/2000. Banco del Atlántico, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero GBM-Atlántico, S.A. de C.V. 1o. de junio de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, mayo de 1996, página 627, tesis XV.1o.11 C, de rubro: "ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR AUTORIZADO DE INSTITUCIÓN BANCARIA. ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO.".

Por lo anterior si mi contraria no desvirtuó durante el juicio con la prueba pericial en materia contable, la fe probatoria que tiene el estado de cuenta certificada, por no haber ofrecido de forma correcta dicha prueba, así como por no haber ofrecido alguna otra prueba que pudiera beneficiarle, ahora no puede venir a tratar de solucionar sus errores y omisiones procesales mediante la interposición de un juicio de garantías, abusando la hoy quejosa de la figura del amparo.

Por o anterior, se deberá de declarar IMPROCEDENTE el presente concepto de violación que se contesta y en consecuencia, negar la concesión del amparo y de la protección federal.

SEXTO CONCEPTO DE VIOLACIÓN

El concepto de violación correlativo al que me refiero, resulta ser por demás IMPROCEDENTE e INFUNDADO, toda vez que el mismo descansa esencialmente sobre el argumento, de que la responsable al dictar su Sentencia, refirió en la foja 8 primer párrafo como fecha en que dejaron de cumplir con sus obligaciones el día 4 de octubre de 2007, sin embargo, cabe precisar a ustedes CC. Magistrados, que dicha fecha es errónea, tan es así, que mediante proveído de fecha 10 de enero de 2012, se ORDENÓ ACLARAR ENTRE OTRAS COSAS, LA FECHA ANTES PRECISADA, SIENDO DICHO AUTO PARTE ÍNTEGRA DEL ACTO RECLAMADO.
LO ANTERIOR, ES LA PRUEBA PLENA DEL DOLO Y MALA FE CON LA QUE SE CONDUCE LA QUEJOSA, A EFCETO DE OBTENER LUCROS INDEBIDOS A BASE DE ENGAÑOS Y ENRREDOS ABSURDOS QUE A PESAR DE QUE FUERON ACLARADOS POR LA RESPONSABLE, DE FORMA MAÑOSA Y DOLOSA OMITE PRECISAR DICHA ACLARACIÓN.

SÉPTIMO CONCEPTO DE VIOLACIÓN

El concepto de violación al que me refiero, resulta IMPROCEDENTE e INFUNDADO, toda vez que la quejosa se refiere que declararon infundado su agravio cuarto, en virtud de que no existía condena a intereses ordinarios y hojas mas adelante la responsable lo condenó al pago de los intereses ordinarios.
Cabe precisar que en primer lugar, la responsable si bien es cierto que declaró infundado el agravio cuarto que expuso la hoy quejoso en su apelación en contra de la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, también lo es que dicho agravio se declaró infundado, en virtud de que el mismo refería que se encontraban erróneos los intereses ordinarios que se reclamaban, a los cuales como acertadamente lo precisó la responsable, no había sido condenada por el A quo, amén de que como se ha mencionado, el estado de cuenta certificado por Contador Público facultado por mi representada y que se exhibió en juicio, al cumplir con los requisitos del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, hace prueba plena respecto a los saldos adeudados entre ellos, los intereses ordinarios, recalcando que la quejosa no aporto prueba alguna que desvirtuara la fe que por ley tienen los certificados contables.
Por lo anterior y toda vez que no le paraba perjuicio alguno el hecho de que el estado de cuenta certificado, precisara el monto de intereses ordinarios que se reclaman en virtud de que en primer lugar no fue condenada al pago de dicho concepto en primera instancia, así como por el hecho de no haber desvirtuado el pleno valor probatorio de dicho estado de cuenta, es que la responsable declaró conforme a derecho infundado su agravio.

Lo anterior es así, ya que dicho agravio resulta INEXISTENTE, ya que al no haber sido condenada la quejosa al pago de ese concepto y no acreditar el supuesto error en el cálculo de los intereses y mas aún, no pararle perjuicio alguno que el estado de cuenta refiriera los mismos, es evidente que no existe agravio alguno en contra de la recurrente.

Ahora bien, es necesario aclarar que si bien es cierto que la responsable en la misma sentencia ordenó modificar la sentencia del A quo a efecto de que se le condenara al pago de intereses ordinarios y su respectivo IVA, también lo es que fue de forma posterior y derivado del agravio que expreso mi representada, el cual lo encontró fundado la responsable y por ende, al momento de entrar al estudio del mismo y ver lo procedente y fundado del mismo, es que ordenó se condenara a los codemandados al pago de intereses ordinarios, sin embargo, hay que hacer notar que no fue de forma arbitraria ni ilegal como pretende exponerlo la quejosa, ya que si anteriormente su agravio fue declarado infundado, las razones que la responsable tuvo para eso, no tienen que ver en lo absoluto con el razonamiento del porqué ordenó se condenara a los enjuiciados al pago de dicho concepto, tan es así que a pesar de que en una sola sentencia se entro y resolvió los dos agravios en comento, también lo es que es en momentos distintos y por argumentos totalmente diversos, recalcando que al momento de que la hoy quejosa expreso sus agravios, NO SE ENCONTRABA CONDENADA AL PAGO DE INTERESES ORDINARIOS.

Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

OCTAVO CONCEPTO DE VIOLACIÓN

El presente concepto de violación que se contesta, resulta INFUNDADO, ya que contrario a lo expresado por la quejosa, de la propio sentencia señalada en el presente juicio de garantías como el acto reclamado, se advierte que la responsable si fundo y motivo de forma clara y precisa, el razonamiento que lo llevó a resolver que el agravio quinto y décimo que la hoy quejosa expreso en su recurso de apelación, eran infundados.
Resaltando, que el razonamiento y análisis efectuado por la responsable, es por demás apegado a derecho, ya que contrario a lo referido por la quejosa, la vía Especial Hipotecaria es la vía idónea para la tramitación del juicio de origen, ya que el juicio de origen versa sobre el pago del crédito que la hipoteca garantiza, amén de que la hipoteca es un contrato netamente Civil, tan es así, que el Código Civil es el cuerpo de leyes que regula las hipotecas; aunado a que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en específico en su artículo 468, refiere claramente que la vía especial hipotecaria es la idónea para tramitar cuestiones inherentes entre otras cosas, al pago del crédito que garantiza una hipoteca como acontece en el presente asunto.


A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado así como para acreditar fehaciente y contundentemente que la vía especial hipotecaria ejercitada por mi representada en el presente juicio es la idónea, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 172113

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXVI, Julio de 2007

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 94/2007

Página:     5

ACCIÓN HIPOTECARIA. DEBE TRAMITARSE EN LA VÍA ESPECIAL ANTE UN JUEZ CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

De los artículos 12, 462 y 468 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal se advierte que tratándose de créditos garantizados con hipoteca, los acreedores tienen la opción de elegir entre la vías ordinaria, ejecutiva o hipotecaria para intentar su cobro, y que cuando el juicio tenga por objeto, entre otros, el pago o prelación del crédito que garantice la hipoteca, aquél se tramitará en la vía especial hipotecaria; de manera que constituye un juicio especial al encontrarse regulado por sus propias normas procedimentales previstas en los artículos 468 a 488, contenidos en el Capítulo III del Título Séptimo del citado Código. En ese sentido y atento al principio de especialidad, se concluye que cuando se intenta la acción hipotecaria para obtener el pago del crédito respectivo, el juicio debe tramitarse en la vía especial ante un Juez de primera instancia en materia civil, conforme a las reglas del mencionado Capítulo. Sin que sea óbice a lo anterior la circunstancia de que el artículo 2o. del Título Especial, relativo a la Justicia de Paz, de dicho Código adjetivo, disponga que los juzgadores de paz en materia civil conocerán de los juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos reales sobre bienes inmuebles ubicados dentro de su jurisdicción, ya que se trata de una regla de competencia por razón de la cuantía, además de que sostener la procedencia de la acción hipotecaria en la vía oral ante el Juez de Paz conllevaría la disminución de las oportunidades de defensa de las partes en tanto que, por un lado, los términos para contestar la demanda, ofrecer y desahogar pruebas son menores que los establecidos en el Capítulo relativo a la tramitación y sustanciación del juicio especial hipotecario y, por otro, mientras en esta última vía se admite el recurso de apelación, conforme al artículo 487, en relación con los diversos 688, 689 y 714 del mencionado Código, el artículo 23 del aludido Título Especial establece la irrecurribilidad de las determinaciones de los juzgadores de paz.

Contradicción de tesis 42/2006-PS. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 9 de mayo de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo.

Tesis de jurisprudencia 94/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de mayo de dos mil siete.


Amén de lo anterior, cabe manifestar a su Usía, que no por el hecho de que mi representada sea una Institución de Crédito, esto significa que se encuentre impedida para tramitar el pago de un crédito que garantiza una hipoteca por la vía especial hipotecaria, resultando infundado lo vertido por mi contraria en la excepción que se contesta.


A efecto de robustecer lo anterior, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 196882

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : VII, Febrero de 1998

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 5/98         

Página:    77

JUICIO HIPOTECARIO. LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO NO ESTÁN IMPEDIDAS PARA PROMOVERLO.

El artículo 640 del Código de Comercio dispone que las instituciones de crédito se regirán por una ley especial, por tanto, éstas no están limitadas por el artículo 1050 del Código de Comercio para ejercer sus acciones conforme a lo que estatuye dicho ordenamiento legal, sino que, en términos del numeral 72 de la Ley de Instituciones de Crédito que las regula, pueden ejercer sus acciones tanto en el juicio ejecutivo mercantil, como en el ordinario, o bien, en el que en su caso corresponda; por lo que es procedente la acción hipotecaria civil, derivada del incumplimiento de un contrato de apertura de crédito con garantía de hipoteca, hecha valer por dichas instituciones; considerar lo contrario haría nugatorias las acciones y derechos de ejecución deducidos de cualquier operación mercantil en la que se constituyera la hipoteca como garantía del cumplimiento de las obligaciones.

Contradicción de tesis 58/96. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 21 de enero de 1998. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba.

Tesis de jurisprudencia 5/98. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de mil novecientos noventa y ocho, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Novena Época

Registro: 192810

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : X, Diciembre de 1999

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 79/99        

Página:   121

PROCEDENCIA. VÍA SUMARIA HIPOTECARIA. EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE CADA ESTADO ES LA LEY ESPECIAL APLICABLE.

El artículo 66 de la Ley de Instituciones de Crédito, en coordinación con lo que establece la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, determina la forma en que deben constituirse los contratos de crédito refaccionario, de habilitación y avío con garantía hipotecaria, y en el diverso 72 se establece la posibilidad de acudir a diversas vías para ejercer las acciones correspondientes al cumplimiento o pago de los mismos. Pero una vez que se intenta la vía sumaria hipotecaria, que se rige por lo dispuesto en los Códigos de Procedimientos Civiles de los Estados, se deben de cumplir los requisitos que en ellos se consignan, por ser la ley especial aplicable al procedimiento, y no la Ley de Instituciones de Crédito que no lo contiene.

Contradicción de tesis 9/97. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, Primer y Segundo Tribunales Colegiados, ambos del Décimo Quinto Circuito y Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 13 de octubre de 1999. Cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Jesús Enrique Flores González.

Tesis de jurisprudencia 79/99. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de trece de octubre de  mil novecientos noventa y nueve, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


De lo anterior se acredita, que la vía especial hipotecaria elegida por mi representada en el juicio de origen, es la idónea, aclarando que en el mismo se cumplieron con todos y cada uno de los requisitos establecidos por el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, referente al juicio especial hipotecario.

Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

NOVENO CONCEPTO DE VIOLACIÓN


El concepto de violación correlativo que se contesta, resulta por demás irrisorio, improcedente e infundado, toda vez que como se desprende del documento base de la acción del juicio de origen, las partes en la cláusula “Décima” se pactó la “FACULTAD” que tenía mi representada para realizar los cargos a la cuenta precisada en dicha cláusula, sin embargo, DE NINGUNA MANERA ESTO ERA UNA OBLIGACIÓN, tan es así, que en la parte final de dicha cláusula, se precisó que era una facultad de mi representada hacer el cargo mas no una obligación, amén de que dicha facultad NO EXIMÍA DE SU OBLIGACIÓN DE PAGO de los codemandados, razón por la cual resulta irrisorio que la hoy quejosa pretenda justificar su incumplimiento tratando de culpar a mi representada.


A efecto de una mejor comprensión, me permito transcribir la parte conducente de dicha cláusula, la cual a la letra dice:

	DECIMA.- Cargo en cuenta de Cheques.- Sin perjuicio de lo consignado en la Cláusulas conducentes de este contrato, respecto a la obligación de la parte acreditada de efectuar los pagos establecidos en dichas cláusulas, en el domicilio de el Banco, la parte acreditada autoriza expresamente a el Banco, para cargarle en la cuenta de cheques número 0171016080-cero, uno, siete, uno, cero, uno, seis, cero, ocho, cero, que le lleva la Sucursal Alce Blanco 148-ciento cuarenta y ocho o en cualesquier otra cuenta de valores que tenga  o llegare a tener en el Banco  Mercantil del Norte, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, el importe de los pagos mensuales, que comprenden capital e intereses, y demás accesorios; así como el importe de cualquier cargo o contraprestación legal o contractualmente exigible en los términos del presente instrumento y de la ley, en el supuesto de que existan saldos suficientes para ello, en la inteligencia de que el Banco queda facultado mas no obligado a efectuar dichos cargos, por lo que la parte acreditada no queda eximida de pago frente a el Banco.  



De lo anterior se desprende y acredita, que no es una obligación de mi representada haber realizado los cargos a dicha cuenta y que los codemandados se encontraban obligados a realizar directamente sus pagos en los términos pactados en el clausulado del básico de la acción.


Asimismo, de ninguna forma mi contraria acreditó el supuesto y fantasioso hecho de que mi representada en caso de no efectuar los cargos a la cuenta antes referida, debería de acreditar el porqué no cumplió con dicho cargo, situación que es falsa, ya que al no ser una obligación de mi representada hacer el cargo y al haberse obligado los codemandados a realizar sus pagos en el domicilio de mi mandante habiendo pactado que NO LOS EXIMÍA DE SU PAGO el hecho de que mi representada no efectuara el cargo a su cuenta.
Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

DÉCIMO CONCEPTO DE VIOLACIÓN

El concepto de violación correlativo que en este apartado se contesta, resulta IMPROCEDENTE e INFUNDADO, amén de que es reiterativo con el  quinto concepto de violación esgrimido por la quejosa, por lo que por la similitud me remito a la contestación relativa del mismo.

Asimismo he de recalcar, que resulta por demás FALSO supuesto hecho de que la quejosa se encontrara en estado de indefensión, ya que en primer lugar, se le corrió traslado con la demanda, el estado de cuenta certificado y con todos los demás documentos y anexos que se adjuntaron a la demanda inicial, teniendo conocimiento de estos desde un inicio, tan es así, que la misma se inconformo oponiendo excepciones y defensas. En segundo lugar, la hoy quejosa exhibió estados de cuenta para SUPUESTAMENTE ACREDITAR QUE ESTABA AL CORRIENTE EN SUS PAGOS, situación que a todas luces es errónea y falsa y en tercer lugar, la quejosa tuvo la oportunidad de ofrecer la prueba pericial en materia contable para poder alegar las supuestas deficiencias que según tiene el estado de cuenta certificado exhibido por mi representada, tan es así, que exhibió la pericial contable, simplemente que su ofrecimiento no fue conforme a derecho y en consecuencia no se le admitió dicha prueba.
De lo anterior se desprende que resulta irrisorio creer que la quejosa se encontraba en un estado de indefensión, ya que si ese hubiese sido el caso, no hubiera podido tener acceso a dicha documentación y mucho menos pudo haber dado contestación a la demanda, oponer excepciones y defensas y ofrecer pruebas y entre estas, la prueba pericial en materia contable, lo que sin duda nos lleva a la conclusión de que de ninguna manera existió estado de indefensión, sino un deficiente ofrecimiento de la prueba pericial en materia contable.

Aunado a lo anterior y como se ha precisado en párrafos anteriores, el estado de cuenta certificado hace prueba plena salvo prueba en contrario, y en el caso concreto, la quejosa no aporto prueba aluna que desvirtuara la fe del estado de cuenta, recalcando que para desvirtuar el pleno valor probatorio que tiene dicho documento por ley, es precisamente la prueba pericial en materia contable, situación que no aconteció  en el juicio de origen, razón por la cual, la determinación de la autoridad responsable de haber declarado infundado el agravio de la quejosa, es por demás ajustado a derecho y debidamente fundado y motivado.

Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

DÉCIMO PRIMER CONCEPTO DE VIOLACIÓN.

El concepto de violación correlativo que en este apartado me refiero, resulta INFUNDADO e INOPERANTE, ya que en primer lugar, la copia certificada que se exhibió de la cédula profesional del Contado Público facultado por mi representada Orel Salinas Hinojosa y que elaboró el estado de cuenta que se adjunto al escrito inicial de demanda en el juicio de origen, se trata de una documental pública que tiene por ley, pleno valor probatorio.

Ahora bien y estando en el supuesto sin conceder de que la quejosa tuviese razón respecto a la certificación de la misma, también lo es que de todos modos su concepto de violación sería INOPERANTE toda vez que como es sabido, la persona que niega que el Contador Público que elaboró el estado de cuenta certificado no tiene cédula profesional que lo autorice para ejercer dicha profesión, es quien tiene la carga de la prueba y por ende, debe de acreditar fehacientemente que dicho profesionista no cuenta con cédula profesional, siendo que en el caso concreto, la quejosa OMITIÓ aportar algún elemento de prueba y acreditar ese hecho, razón por la cual aunque resultara procedente su concepto de violación, en nada modificaría el acto reclamado.
A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguientes Jurisprudencias que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 188282

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XIV, Diciembre de 2001

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 100/2001     

Página:     6

CERTIFICACIÓN CONTABLE EXPEDIDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. CORRESPONDE A LA PARTE DEMANDADA PROBAR QUE LA PERSONA QUE LA EXPIDE NO ES CONTADOR CUANDO, VÍA EXCEPCIÓN, CUESTIONA TAL CALIDAD.

En materia procesal mercantil se han adoptado diversas reglas en relación con la distribución de la carga de la prueba, entre ellas, la relativa a que el que niega no está obligado a probar; sin embargo, en el Código de Comercio se prevén dos excepciones a ésta, pues de conformidad con lo dispuesto en sus artículos 1195 y 1196, el que niega estará obligado a probar cuando: a) su negación envuelva una afirmación expresa de un hecho y b) desconoce la presunción legal que tiene a su favor el colitigante. En congruencia con lo anterior, y tomando en consideración que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito otorga a favor del estado de cuenta certificado por un contador autorizado por la institución de crédito, una presunción legal, en tanto lo eleva a categoría de título ejecutivo junto con otros documentos (título que por su naturaleza es considerado prueba preconstituida), y lo reviste o lo tasa con un máximo valor probatorio al establecer que hará fe de su contenido, salvo prueba en contrario, además de que el valor pleno que le atribuye abarca la totalidad del documento (desde la calidad de quien lo suscribe, hasta los datos en él consignados), puede concluirse que es a la persona que objeta, en vía de excepción, la calidad del contador que certificó el estado de cuenta, a quien corresponde la carga probatoria, en términos del artículo 1196 citado, porque su argumento negativo está dirigido a desconocer la presunción legal de que goza dicho documento por disposición expresa del citado artículo 68.

Contradicción de tesis 104/2000-PS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 22 de agosto de 2001. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Humberto Román Palacios. Ponente:  Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Fonseca Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 100/2001. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de catorce de noviembre de dos mil uno, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente José de Jesús Gudiño Pelayo, Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Novena Época

Registro: 199220

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : V, Marzo de 1997

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 10/97        

Página:   277

CONTADOR PÚBLICO DE INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, EL ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL, HARÁ FE, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, SIN NECESIDAD DE NINGÚN OTRO REQUISITO (ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO).

Es suficiente para declarar procedente la vía ejecutiva mercantil intentada por una institución bancaria, el que se exhiba el contrato o póliza donde conste el crédito otorgado, acompañado del estado de cuenta certificado por el contador autorizado por la institución, sin que sea necesario que acredite que este último se encuentra precisamente autorizado por ella para certificarlo y que además cuenta con título expedido legalmente para ejercer la profesión de contador público, porque estos requisitos no los exige el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito y, en todo caso, el valor probatorio de la certificación se presume, según dicho precepto, salvo prueba en contrario.

Contradicción de tesis 59/96. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 26 de febrero de 1997. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Tereso Ramos Hernández.

Tesis de jurisprudencia 10/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
De lo anterior se desprende, que quien tiene la carga de la prueba de acreditar el hecho de que el Contador Público que haya realizado un estado de cuenta certificado conforme al artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, no cuenta con cédula profesional, es precisamente la parte demandada, ya que existe una presunción legal a favor de la actora, referente a que quien expide el estado de cuenta en comento es Contador Público.

Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

CONTESTACIÓN A LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN CUANTO AL PROCEDIMIENTO

PRIMERO


El concepto de violación correlativo que en este apartado se contesta, resulta INFUNDADO e IMPROCEDENTE, toda vez que en primer lugar y contrario a lo referido por la quejosa, de ninguna forma se le dejó en estado de indefensión, ya que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, NO ESTABLECE QUE SE TENGA QUE DAR VISTA A LA PARTE CONTRARIA EN UNA ACLARACIÓN DE SENTENCIA.


Ahora bien, cabe precisar que la autoridad responsable, llevó de forma adecuada la aclaración de la sentencia solicitada por mi representada, toda vez que por lo que hace a la fecha precisada relativo al periodo a partir del que se deben de generar los intereses ordinarios, toda vez que dicha aclaración no afecta en lo absoluto el fondo del asunto, ya que no altera o modifica lo resuelto por la responsable, simplemente se precisa el periodo a partir del cual se genera un concepto al que SI fue condenada la quejosa a pagar a mi representada, fecha que ya había sido referida a lo largo de la resolución, pero que de ninguna forma se trata e una alteración al fondo del asunto como de forma dolosa pretende hacerlo valer la quejosa.
Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

SEGUNDO

El concepto de violación correlativo que se contesta, resulta por demás IMPROCEDENTE, INFUNDADO, ABSURDO Y OBSCURO, toda vez que es evidente QUE EL OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA PERICIAL EN MATERIA CONTABLE POR PARTE DE LA QUEJOSA, ES CONTRARIO A DERECHO AL NO CUMPLIR CON LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 347 FRACCIÓNI, YA QUE LA APELANTE OMITIÓ REFERIR LAS CUESTIONES Y LOS PUNTOS SOBRE LOS QUE VERSARÍA DICHA PRUEBA, ESTO ES EL CUESTIONARIO A RESOLVER POR PARTE DE LOS PERITOS, SIENDO ESTO UN ELEMENTO ESENCIAL PARA LA ADMISIÓN DE LA PRUEBA, LO CUAL NO SE CUMPLIÓ Y POR ENDE, RESULTA PROCEDENTE LA NO ADMISIÓN DE LA PROBANZA EN COMENTO.


En efecto, la quejosa de forma dolosa y mañosa, pretende hacer creer a ustedes CC. Magistrados que refirió los puntos y cuestiones que debía de contestar los peritos, situación que es falsa, ya que lo que refiere en el numeral 1 y 2 del correlativo que se contesta, de ninguna forma son los puntos y las cuestiones sobre las que debe de versar la prueba y mucho menos los puntos que deberán resolver los peritos, por lo que AL NO EXISTIR SUPLENCIA DE LA QUEJA en un juicio especial hipotecario, el A quo de forma adecuada y conforme a derecho, ordenó no admitir la pericial en comento y de igual forma la responsable adecuadamente confirmó el desechamiento de la prueba formulado por el Juez de origen.


Por otra parte, resulta absurdo e irrisorio la manifestado por la quejosa, referente a que supuestamente el A quo debió de haber ordenado se abriera el termino de ofrecimiento de pruebas que es por 10 días, situación que es TOTALMENTE CONTRADICTORIA AL CASO CONCRETO, ya que el juicio en que se actúa es un juicio Especial Hipotecario y tiene reglas específicas y no le es aplicable las cuestiones de apertura del juicio a pruebas del juicio ordinario civil, ya que como es sabido, en el juicio Especial Hipotecario se ofrecen las pruebas DESDE EL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA Y DE LA CONTESTACIÓN A LA MISMA, pero de ninguna manera se abre el juicio a periodo de ofrecimiento de pruebas por un término de 10 días como d forma absurda y contraria a derecho lo refiere mi contraria, lo que denota el desconocimiento jurídico de un juicio especial o en su defecto, el dolo y la mala fe al tratar de engañar a sus Usías a base de galimatías sin sustento legal alguno.

Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

TERCERO

El concepto de violación correlativo que se contesta, resulta IMPROCEDENTE e INFUNDADO, ya que la quejosa ofreció la prueba confesional a cargo de una persona moral distinta a mi representada y ajena al juicio de origen, ya que como se puede observar de las actuaciones, la recurrente ofreció la confesional a cargo de “BANORTE S.A.”, PERSONA MORAL QUE NO ES PARTE EN EL JUICIO DE ORIGEN, YA QUE LA ACTORA EN DICHO JUICIO ES “BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A., INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO FINANCIERO BANORTE”.

Como es sabido, la prueba confesional solamente puede ser ofrecida a cargo de las partes en el juicio y no así a cargo de una persona extraña al mismo como acontece en el caso concreto, ya que a todas luces se denota que la persona moral a cargo de quien mi contraria ofreció la prueba confesional, LEGALMENTE ES UNA PERSONA MORAL TOTALMENTE DISTINTA, SIENDO DIVERSA LA RAZÓN SOCIAL DE AMBAS, NO SIENDO PROCEDENTE QUE SE LE SUPLA A MI CONTRARIA LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN EL JUICIO DE ORIGEN.


Por otra parte, resulta IRRISORIO y ABSURDO, que la quejosa por conducto de sus “Abogados” pretenda justificar el deficiente ofrecimiento de su prueba confesional, alegando el hecho de que la quejosa no es experta en derecho, sin embargo, la misma es representada y asesorada por peritos en la materia, aclarando que el desconocimiento de la ley incluyendo las reglas y requisitos del ofrecimiento de pruebas, no puede ser alegado a su favor.


De lo anterior, es que resulta fundada la resolución de la responsable, al haber ordenado no se admitiera la prueba confesional que la hoy quejosa ofreció a cargo de una persona moral distinta a mi representada y ajena al juicio de origen, por lo que el correlativo que se contesta deberá de declararse INFUNDADO e Improcedente.


Asimismo, cabe recalcar que el hecho de que la responsable haya resuelto la no admisión de la prueba confesional ofrecida por la quejosa, de ninguna forma se trata de un “formalismo” como la misma lo refiere, sino que solamente, se esta dando cabal cumplimiento a las leyes y reglas del procedimiento, ya que esta prohibido por el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, ofrecer la prueba confesional a cargo de una persona que no sea parte actora o demandada en un juicio. Mas bien, lo que busca la quejosa es que se le supla la deficiencia en el ofrecimiento de su prueba, lo cual no es conforme a derecho, ya que en un juicio especial hipotecario, el Juzgador se encuentra legalmente impedido para suplir los errores de las partes.

Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

CUARTO


El concepto de violación correlativo que en este apartado se contesta, resulta FALSO ya que resulta contrario a la realidad el hecho de que supuestamente mi representada en el escrito inicial de demanda haya exhibido un instrumento notarial diverso al 47,050 para acreditar la personalidad del C. Juan David Hernández García como Apoderado de mi representada, ya que como sus Usías podrán percatarse del expediente principal del juicio en que se actúa, se observa que la copia certificada del instrumento notarial número 47,050 obra en autos, exactamente inmediatamente después del la demanda inicial, por lo que resulta por demás falso el hecho de que supuestamente el apoderado legal de mi representada no hubiese exhibido el poder notarial antes precisado para acreditar su personalidad así como las facultades con las que cuenta para haber iniciado el juicio en que se actúa.


De igual forma resulta falso, el hecho de que supuestamente el C. Juan David Hernández García haya exhibido para acreditar su personalidad el instrumento notarial número 46,297 otorgado por Sólida Administradora, ya que como se ha mencionado y como se acredita de autos, al escrito inicial de demanda se acompañó copia certificada del poder 47,050 con el que se acreditó de forma fehaciente y contundente la personalidad del apoderado antes citado, documento que fue referido en la demanda y se exhibió con esta como anexo uno.


De lo anterior se desprende, que el acto reclamado resulta por demás fundado y conforme a derecho, ya que desde la presentación de la demanda se acreditó la personalidad de la persona que signó el escrito inicial con la exhibición del poder 47,050.

Amén de lo anterior, cabe precisar a su Señoría, que dentro del juego de copias de traslado con las que se emplazó a la hoy quejos y que la misma exhibió al momento de dar contestación a la demanda, se desprende y aprecia, que dentro de dicho juego de copias, aparece copia del Instrumento Notarial 47,050, por medio del cual mi representada otorgó poder suficiente al C. Juan David Hernández García, siendo este instrumento, el mismo que refirió en la demanda tanto en el primer párrafo como en la prueba marcada con el numeral 1, siendo dicho poder notarial el que se exhibió como anexo uno con la demanda y que obra agregado en autos.


Ahora bien, respecto a las manifestaciones de mi contraria referente a la legitimación activa, cabe precisar que si bien es cierto que la legitimación es un presupuesto procesal que debe de ser estudiado por el A quo en cualquier etapa del juicio, también lo es que en el caso concreto estudio y resolvió sobre la legitimación activa a la causa y al proceso desde el auto admisorio, ya que como se ha mencionado, se acredito dicha legitimación con el contrato base de la acción, así como con la copia certificada del poder notarial número 47,050, mismo que fue exhibido como anexo uno del la demanda inicial, acreditando de esa forma, la personalidad del C. Juan David Hernández García como apoderado de mi representada.


Por otra parte y estando en el supuesto sin conceder, de que en el escrito inicial de demanda se hubiese exhibido un poder diverso (situación que es falsa), con el que supuestamente no se acreditaba la personalidad del C. Juan David  Hernández García, cabe precisar que con fecha posterior a la presentación de la demanda, mediante escrito de fecha 28 de marzo de 2011, presentado el 1 de abril del año en curso ante el Juzgado de origen, se volvió a presentar el instrumento notarial número 47,050 a efecto de acreditar la personalidad de la C. María del Socorro Pérez Pérez, siendo dicho escrito anterior al emplazamiento de los codemandados; razón por la cual y suponiendo de que no se hubiese acreditado la personalidad de Juan David Hernández García desde el inicio, al ser  la legitimación un presupuesto procesal que puede ser estudiado en cualquier etapa del procedimiento, sin problema alguno se tendría por acreditada dicha personalidad con la exhibición del poder en comento aunque no hubiese sido desde la demanda.

Por lo anterior, se deberá de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

QUINTO Y SEXTO

Derivado de la íntima relación que tiene los conceptos de violación quinto y sexto esgrimidos por la quejosa en su demanda de garantías, me permito referirme a los mismos en un solo acto, como a continuación lo realizo:


El concepto de violación correlativo que en este apartado se contesta, resulta por demás IMPROCEDENTE e INFUNDADO, TODA VEZ QUE EN PRIMER LUGAR, LA PRUEBA CONFESIONAL OFRECIDA POR LA HOY QUEJOSA NO FUE ADMITIDA DERIVADO DE LA REVOCACIÓN QUE LA RESPONSABLE HIZO DEL AUTO ADMISORIO EN EL JUICIO DE ORIGEN, AL HABER RESUELTO EL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR MI REPRESENTADA, MISMA QUE FUE RESUELTO EN EL TOCA 665/11/3, MEDIANTE SENTENCIA DE FECHA 9 DE DICIEMBRE DE 2011.

Derivado de lo anterior, es que resulta INOPERANTE el concepto de violación al que nos referimos, ya que al no haber sido admitida la prueba confesional, es evidente que todo lo posterior referente a dicha prueba es inexistente y por ende, legalmente queda sin efectos la absolución de posiciones.


Sin embargo y Ad Cautelam, me permito realizar las siguientes manifestaciones respecto al concepto de violación al que nos referimos en este apartado, las cuales consisten en lo siguiente:


Primero que nada, cabe manifestar a ustedes CC. Magistrados, que la hoy quejosa NO PUEDE VENIR A ALEGAR EL HECHO DE QUE SUPUESTAMENTE LOS APODERADOS DE MI REPRESENTADA QUE AUTORIZARON EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 112 CUARTO PÁRRAFO AL LICENCIADO JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, NO TENÍAN FACULTADES PARA TAL EFECTO, YA QUE SE TRATA E UN ACTO CONSENTIDO, YA QUE MEDIANTE PROVEÍDO DE FECHA 3 DE AGOSTO DE 2011, EL A QUO RECONOCIÓ DICHO CARÁCTER A ESE PROFESIONISTA, SIN QUE HAYA SIDO IMPUGNADO O RECURRIDO POR LAS PARTES, RAZÓN POR LA CUAL NO PUEDE AHORA PRETENDER RECURRIR UN ACTO QUE ES DERIVADO DE UN PROVEÍDO CONSENTIDO, Y AL NO HABER AGOTADO EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, NO PUEDE VENIR A ALEGARLO EN EL PRESENTE JUICIO DE AMPARO.

En otro orden de ideas, cabe manifestar a este Tribunal de Alzada, que como saben, el hecho de que el Apoderado Legal de mi representada el C. Eduardo Aguirre Calderón haya absuelto posiciones no para perjuicio alguno a mi contraria, ya que el hecho de que inicialmente se haya precisado que sería el C. José Fernando Betancourt Cervera el que absolvería posiciones, esto no quiere decir que no pudiese llevarse a cabo el cambio de absolvente, ya que dicha prueba TODAVÍA NO HABÍA SIDO DESAHOGADA, ES MAS NI SIQUEIRA SE HABÍAN CALIFICADO LAS POSICIONES COMO DE FORMA DOLOSA PRETENDE HACERLES CREER LA QUEJOSA, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA DE LA SIMPLE LECTURA DE LA AUDIENCIA DE LEY, YA QUE DE ESTA SE DESPRENDE, QUE AL MOMENTO DE ABRIL EL PLIEGO DE POSICIONES Y PREVIAMENTE A LA CALIFICACIÓN DE LAS POSICIONES, LA PARTE DEMANDADA HIZO USO DE LA VOZ Y POSTERIORMENTE MI REPRESENTADA Y ACTO CONTÍNUO, EL A QUO CONTINUÓ CON EL DESAHOGO DE LA CONFESIONAL PROCEDIENDO A CALIFICAR LAS POSICIONES, ESTO ES DESPUÉS DE QUE SE RECONOCIÓ LA PERONALIDAD DEL C. EDUARDO AGUIRRE CALDERÓN.

De igual forma resulta FALSO el hecho de que supuestamente el C. José Fernando Betancourt Cervera hubiese visto las posiciones que se extrajeron del sobre cerrado que presentó la quejosa, ya que como se demuestra con la audiencia de desahogo de pruebas del juicio de origen, al momento de que mi contraria inició a formular sus manifestaciones respecto a la supuesta incapacidad del Mandatario Judicial de mi representada, TODAVÍA NISIQUIERA SE HABÍAN CALIFICADO LAS POSICIONES, A PENAS SE IBAN A PASAR PARA SU CALIFICACIÓN, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA CON EL PLIEGO DE POSICIONES QUE OBRA EN AUTOS, DEL CUAL SE ADVIERTE QUE JAMÁS FUE FIRMADO POR EL C. JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, RECALCANDO QUE EN CUALQUIER DESAHOGO DE PRUEBA CONFESIONAL ,NO SE PERMITE AL ABSOLVENTE O AL ABOGADO DE ÉSTE CONOCER PREVIAMENTE LAS PISCIONES QUE SE LES FORMULARAN ANTES DEL DESAHOGO DE DICHA PRUEBA.


En otro orden de ideas, cabe manifestar a este Tribunal, que como saben, el hecho de que el Apoderado Legal de mi representada el C. Eduardo Aguirre Calderón haya absuelto posiciones no para perjuicio alguno a mi contraria, ya que el hecho de que inicialmente se haya precisado que sería el C. José Fernando Betancourt Cervera el que absolvería posiciones, esto no quiere decir que no pudiese llevarse a cabo el cambio de absolvente, ya que dicha prueba TODAVÍA NO HABÍA SIDO DESAHOGADA, ES MAS NI SIQUEIRA SE HABÍAN CALIFICADO LAS POSICIONES COMO DE FORMA DOLOSA PRETENDE HACERLES CREER LA QUEJOSA, SITUACIÓN QUE SE CORROBORA DE LA SIMPLE LECTURA DE LA AUDIENCIA DE LEY, YA QUE DE ESTA SE DESPRENDE, QUE AL MOMENTO DE ABRIL EL PLIEGO DE POSICIONES Y PREVIAMENTE A LA CALIFICACIÓN DE LAS POSICIONES, LA PARTE DEMANDADA HIZO USO DE LA VOZ Y POSTERIORMENTE MI REPRESENTADA Y ACTO CONTÍNUO, EL A QUO CONTINUÓ CON EL DESAHOGO DE LA CONFESIONAL PROCEDIENDO A CALIFICAR LAS POSICIONES, ESTO ES DESPUÉS DE QUE SE RECONOCIÓ LA PERONALIDAD DEL C. EDUARDO AGUIRRE CALDERÓN.


Con independencia de lo anteriormente expuesto cabe precisar que la quejosa al momento de recurrir tal cuestión, de forma ERRÓNEA Y CONTRARIA A DERECHO, OMITIÓ dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 692 Quáter en su párrafo quinto, referente a PRECISAR DE QUE MANERA TRSCENDERÍA AL FONDO DEL ASUNTO, EL HECHO DE QUE SE HUBIESE DECLARADO CONFESA A MI REPRESENTADA, siendo esto un requisito sine qua non para la procedencia de la apelación de tramitación conjunta como lo es la del caso concreto, razón por la cual con independencia de cuestiones de fondo, no podría declararse procedente el presente concepto de violación, ya que la quejosa no cumplió con los requisitos de interposición del recurso de apelación que da origen en parte al acto reclamado. 


Asimismo, cabe precisar a este Órgano Colegiado, que el concepto de violación expresado por la quejosa con independencia de ser improcedente, resulta INOPERANTE, toda vez que el efecto del mismo sería en su caso que se declarara confesa a mi representada y estando en el supuesto sin conceder de que así hubiese ocurrido, esto de ninguna manera MODIFICARÍA O AFECTARÍA EL FONDO DEL ASUNTO, ya que las posiciones formuladas en el Pliego de Posiciones exhibido por la impetrante de garantías, son cuestiones que se acreditan en su mayoría con el contenido del documento base de la acción, aclarando que al declarar confeso a una de las partes, a esto se le llama una CONFESIÓN FICTA, la cual para tener valor y eficacia probatoria en juicio, es necesario que dicha confesión ficta se adminicule con algún otro medio de prueba, ya que por si sola, no crea eficacia y mucho menos prueba en contra de una documental pública como lo es el contrato base de la acción.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 175999

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXIII, Febrero de 2006

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 62/2005

Página:   125

CONFESIÓN FICTA POR NO COMPARECER SIN JUSTIFICACIÓN A ABSOLVER POSICIONES. ES INSUFICIENTE POR SÍ MISMA PARA TENER POR ACREDITADA LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO DE ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

Tanto la naturaleza de los contratos de arrendamiento inmobiliario, en los que la fijación precisa e indubitada de los elementos esenciales del contrato y de los derechos y obligaciones que de ellos emanan, como la relevancia social de los diferendos que pueden suscitarse en relación con los mismos, aconsejan que las conclusiones sobre su existencia o inexistencia emanen de elementos adicionales al simple hecho de que una de las partes no comparezca a juicio a absolver posiciones sin causa justificada. La necesidad de otorgar por escrito los contratos de arrendamiento, contenida en el artículo 2406 del Código Civil para el Distrito Federal, refleja la voluntad de que en el contexto de nuestro sistema jurídico las decisiones tanto de los particulares como de los poderes públicos en relación con los mismos se adopten sobre una base empírica razonablemente sólida. Sin embargo, la relación previsible entre el contenido de unas posiciones no contestadas por incomparecencia a absolverlas (sin causa justificada acreditada) y los hechos ocurridos, es demasiado débil para equipararlo a un elemento plenamente probatorio de la existencia de un contrato de arrendamiento inmobiliario que en principio debe constar por escrito por disposición de ley -aunque ello no impida, como destacan los Tribunales Colegiados en pugna, que dicha existencia pueda acreditarse por otros medios cuando la formalización escrita no existe, puesto que dicha formalización constituye un mero requisito ad probationem, no ad solemnitatem, y no existe ninguna disposición jurídica que establezca una restricción en tal sentido-. Por ello es razonable que de dicho elemento o comportamiento no puedan derivarse conclusiones definitivas respecto de cuestiones de las que depende el resultado del juicio. La confesión ficta por no comparecencia a absolver posiciones, en definitiva, no puede por sí misma crear en el juzgador la convicción necesaria para acreditar la existencia de un contrato de arrendamiento inmobiliario, aun cuando no se encuentre desvirtuada o en contradicción con otras pruebas. Para que este medio de prueba pueda tener eficacia probatoria al efecto señalado, es necesario que se encuentre apoyada o adminiculada con otros medios de prueba que, analizados en su conjunto y de conformidad con las reglas de la lógica y de la experiencia, produzcan en el juzgador la convicción suficiente para concluir que queda acreditada la verdad acerca de las acciones o excepciones planteadas.

Contradicción de tesis 81/2004-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y los Tribunales Colegiados Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 6 de abril de 2005. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán.

Tesis de jurisprudencia 62/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil cinco.


De lo anterior se desprende, que en el supuesto sin conceder de que la quejosa tuviese razón en su concepto de violación, dicha cuestión de ninguna manera afecta ni modifica el fondo del asunto, ya que como se ha precisado, la confesión ficta para hacer prueba plena se tiene que adminicular con otros medios de prueba, situación que no acontece en el caso concreto, ya que en el juicio de origen NO EXISTE PRUEBA ALGUNA QUE BENEFICIE LOS INTERESES DE LOS ENJUICIADOS, YA QUE TODAS LAS PRUEBAS INCLUYENDO LAS QUE ÉSTOS OFRECIERO, PRUEBAN EN SU CONTRA.

Por lo anterior, se deberán de declarar improcedentes e infundados los conceptos de violación correlativos y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.

SÉPTIMO

El concepto de violación correlativo que en este apartado se contesta, resulta IMPROCEDENTE e INFUNDADO, toda vez que se actualiza una causal de IMPROCEDENCIA contemplada en la ley de Amparo, toda vez que la quejosa OMITIÓ AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, ya que la autoridad responsable ordenó desechar las apelaciones interpuestas por la quejosa en contra de los proveídos de fecha 22 de octubre de 2010 y 13 de julio de 2011 y tuvo por CONSENTIDOS dichos proveídos, en virtud de que la recurrente OMITIÓ EXPRESAR AGRAVIOS AL MOMENTO DE INTERPONE REL RECURSO, ya que al tratarse de un juicio Especial, las apelaciones intraprocesales son de tramitación INMEDIATA y por ende, desde que se interpone se deben de expresar agravios, sin que la quejosa hubiese recurrido dicha resolución que ordenó desechar sus apelaciones.
Es el caso que mediante proveídos de fechas 7 de noviembre de 2011,  la responsable revocó la admisión hecha por el A quo y dejo de admitir las apelaciones, autos contra los cuales la hoy quejosa, OMITIÓ promover el RECURSO DE REPOSICIÓN y en consecuencia, se trata DE ACTOS CONSENTIDOS AL NO HEBER SIDO RECURRIDOS Y AL NO AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, SE DEBE DE DECLARAR IMPROCEDENTE EL CORRELATIVO QUE SE CONTESTA.

Por lo anterior, se deberán de declarar improcedentes e infundados los conceptos de violación correlativos y en consecuencia, se niegue la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente pido se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, apersonándome al presente juicio y señalando domicilio y autorizando profesionistas para los fines precisados en el presente escrito.


SEGUNDO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, expresando en nombre de mi representada, las alegaciones que se hacen valer en el presente libelo.

TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan negar el amparo y protección de la Justicia Federal a la hoy quejosa, para los efectos legales a que haya lugar.

PROTESTO LO NECESARIO
MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a 28 de febrero de 2012.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/7 Y 665/2011/8
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del toca la rubro citado, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, y toda vez que a la fecha no se ha designado Tribunal Colegiado en Materia Civil para la substanciación del juicio de garantías promovido por la codemandada en contra de la sentencia definitiva de fecha 9 de diciembre de 2011, estando dentro del término de 10 días que concede la Ley de Amparo, vengo a exhibir como ANEXO UNO, mis alegaciones respectivas a efecto de que las mismas sean remitidas a la autoridad federal junto con la demanda de amparo, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRIGUEZ
México, Distrito Federal a  27 de Febrero de 2012.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

TOCA: 665/2011/7 y 665/2011/8
CC. MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA

CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que acredito  con copia certificada del Instrumento Notarial  número 47,050, documento que adjunto al presente  escrito como ANEXO UNO, ante Ustedes con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a solicitar a ustedes CC. Magistrados, se sirvan ACLARAR la Sentencia de fecha 14 de junio de 2012 dictado en los tocas al rubro citado, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo de fecha 30 de mayo de 2012, por las siguientes consideraciones:


1.- Se sirvan aclarar la parte conducente del sexto, séptimo y octavo renglón de la foja 9, toda vez que por un error involuntario se asentó en su parte conducente lo siguiente:


“…así la parte actora no probó que la fecha de incumplimiento haya sido otra diversa al cuatro de diciembre de dos mil cuatro…”


Siendo que lo correcto es:

“…así la parte demandada no probó que la fecha de incumplimiento haya sido otra diversa al cuatro de diciembre de dos mil siete…”

2.- De igual forma, solicito se sirvan aclarar la parte conducente de los renglones 12 y 13 de la foja 9 ( últimos 2 renglones del primer párrafo foja 9) de la sentencia en comento, ya que se asentó en su parte conducente lo siguiente:

“… dejaron de cumplir con sus obligaciones contractuales en fecha cuatro de octubre de dos mil siete.”

Siendo que lo correcto es:

“… dejaron de cumplir con sus obligaciones contractuales en fecha cuatro de diciembre de dos mil siete.”

3.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 20 en sus últimos 2 renglones y los primeros 3 renglones de la foja  21, toda vez que se asentó lo siguiente:

“…es que el demandado debe ser condenado al pago de los intereses ordinarios generados hasta el pago total del adeudo, más el Impuesto al Valor Agregado correspondiente, dado que así fue pactado en la cláusula DÉCIMA TERCERA del básico de la acción…”

Siendo que lo correcto es:

“…es que el demandado debe ser condenado al pago de los intereses ordinarios generados a partir del 4 de diciembre de 2007 y hasta el pago total del adeudo, más el Impuesto al Valor Agregado correspondiente, dado que así fue pactado en las cláusulas OCTAVA y DÉCIMA TERCERA del básico de la acción…”

4.- Se sirvan aclarar la parte conducente de la foja 23 y 24, en específico en la transcripción de la fecha de la sentencia recurrida así como de la parte conducente respecto de cómo debe de quedar los resolutivos cuarto y séptimo de la sentencia recurrida, ya que en su parte conducente se asentó lo siguiente:

“México, Distrito Federal, a veintisiete de agosto de dos mil once”

------------------RESUELVE.....CUARTO.- Se condena a los demandados al pago de la cantidad de CIENTO OCHENTA MIL SETECIENTOS VEINTISEIS PESOS 68/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de intereses ordinarios, más la cantidad de DIECIOCHO MIL QUINIENTOS VEINTIÚN PESOS 79/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de Impuesto al Valor Agregado de los intereses ordinarios, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, y los que deberán de cuantificarse en ejecución de sentencia….. SÉPTIMO.- Se condena a los demandados al pago de las comisiones del cinco por ciento sobre cada pago mensual no efectuado, mas el pago correspondiente impuesto al valor agregado, mismo que deberán de ser cuantificados en ejecución de sentencia…”

Siendo que lo correcto es:

“México, Distrito Federal, a veintiséis de agosto de dos mil once”

------------------RESUELVE.....CUARTO.- Se condena a los demandados al pago de la cantidad de CIENTO OCHENTA MIL SETECIENTOS VEINTISEIS PESOS 68/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de intereses ordinarios generados en el periodo comprendido del día 4 de diciembre de 2007 al 3 de octubre de 2008, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio; así como a la cantidad de DIECIOCHO MIL QUINIENTOS VEINTIÚN PESOS 79/100 MONEDA NACIONAL, por concepto de Impuesto al Valor Agregado de los intereses ordinarios generados por el periodo antes mencionado, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, y los que deberán de cuantificarse en ejecución de sentencia….. SÉPTIMO.- Se condena a los demandados al pago de las comisiones del cinco por ciento sobre cada pago mensual no efectuado, mas el pago correspondiente impuesto al valor agregado, mismo que deberán de ser cuantificados en ejecución de sentencia…”

Cabe precisar a sus Usías, que las aclaraciones solicitadas con antelación, son exactamente las mismas que se habían solicitado cuando se dictó la sentencia primigenia en los tocas en que se actúa, esto es en la sentencia de fecha 9 de diciembre de 2011, aclaraciones que al haber sido concedidas por este Tribunal de Alzada mediante proveído de fecha 10 de enero de 2012, forman parte íntegra de dicha resolución, y atendiendo a que la concesión del amparo a favor de mi contraria solamente fue para el efecto de que no se les condenara a gastos y costas, quedando intocado el resto de la sentencia, es por lo que debe de concederse dichas aclaraciones, ya que las mismas  como se ha precisado, forman parte íntegra de la sentencia que dio origen a las demandas de amparo respectivas y que hoy en ejecución de una de dichas ejecutorias, se dicta la resolución de la cual se pide la aclaración.

Por lo anteriormente expuesto y atendiendo a que las aclaraciones solicitados en el presente libelo, no constituyen modificación al fondo del asunto, solicito a ustedes CC. Magistrados se sirvan aclarar la resolución referida en los términos precisados en el presente escrito, para los efectos legales a que haya lugar.
Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento y con las manifestaciones vertidas en el presente escrito, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a 18 de junio de 2012.

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A.

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO

FINANCIERO BANORTE.

AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA: MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 

DISTRITO FEDERAL.

AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA: JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO

DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

AMPARO DIRECTO: 574/2012

CC. MAGISTRADOS DEL H. DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO

EN MATERIA CIVIL, DEL PRIMER CIRCUITO.


MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderada Legal del Tercero Perjudicado Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, personalidad que acredito con la copia certificada del instrumento notarial número 47,050, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el ubicado en frontera número 32, interior 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con cédula profesional número 4402398, VICTOR HUGO FLORES RAMÍREZ con cédula profesional número 6207316, y de acuerdo al penúltimo párrafo del precepto legal antes señalado la pasante en derecho la C. ANGELICA MUÑOZ BENITEZ Y JOSE LUIS IBARRA LIMONES, ante Ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a formular en nombre de mi representada respecto a los infundados e improcedentes conceptos de violación esgrimidos por la Quejosa, dentro del juicio de amparo promovido en contra de la Sentencia de fecha 14 de Junio de 2012, dictada por la autoridad responsable ordenadora, resolución que fue dictada en CUMPLIMIENTO A LA EJECUTORIA DEL AMPARO 187/2012, expresando desde este momento las siguientes:

ALEGACIONES

ADDENDUM

Es importante hacer notar a Ustedes CC. Magistrados, que en el presente juicio de garantías se actualizan 2 causales de improcedencia contempladas en la Ley de Amparo, en específico la fracción IV y II, ambas del artículo 73 de la ley antes mencionada, ya que el presente juicio de amparo se esta promoviendo contra una resolución dictada en cumplimiento a una ejecutoria de amparo diverso, por lo que nos encontramos ante la causal de improcedencia contemplada en la fracción IV del artículo antes mencionado a la cual también denominada en la práctica jurídica como de AMPARO CONTRA AMPARO, lo cual a todas luces es improcedente y contrario a derecho, ya que el acto reclamado por la hoy quejosa, consiste en un acto que es materia de una ejecutoria de amparo, ya que como se desprende de autos, la quejosa promueve juicio de amparo y señala como acto reclamado, la sentencia dictada por la responsable en cumplimiento a una ejecutoria dictada en el juicio de amparo 186/2012, mismo que se resolvió ante este H. Tribunal, lo que denota la flagrante e inminente causal de improcedencia, motivo por el cual, Ustedes CC. Magistrados deberá de sobreseer el presente juicio de amparo al actualizarse la causal de improcedencia antes citada.

Asimismo como se ha precisado con antelación, se actualiza la causal de improcedencia contemplada en la fracción II del artículo 73 de la Ley de Amparo, ya que el presente juicio de amparo, es en contra de la ejecución de una resolución de amparo, ya que la quejosa esta señalando como acto reclamado la sentencia dictada por la responsable en cumplimiento a la sentencia dictada en el amparo 186/2012 por este H. Tribunal, situación que de igual forma resulta improcedente.

Por lo anterior y atendiendo a que dichas causales de improcedencia son NOTORIAS y NO dejan duda sobre las mismas y a efecto de no generar un desgaste innecesario entre las partes, así como para no dilatar la impartición de justicia y no utilizar el juicio de amparo como una táctica para retrasar un procedimiento como acontece en el caso concreto por parte de la quejosa, ustedes CC. Magistrados deberán de SOBRESEER el presente juicio de garantías tal y como lo dispone el artículo 74, fracción III de la Ley de Amparo, sobreseimiento que se debe de dar de forma inmediata, ya que no tiene razón de ser la continuación de un juicio que de forma directa y precisa evidencia causales NOTORIAS de improcedencia.
Por otra parte y AD CAUTELAM, en vía de alegaciones vengo a realizar las siguientes manifestaciones respecto a los infundados e improcedentes conceptos de violación esgrimidos por la hoy quejosa.

1.- Por lo que hace al PRIMER concepto de violación hecho valer por la hoy quejosa, resulta absurdo, IMPROCEDENTE, INFUNDADO, ya que el mismo consiste medularmente en que supuestamente las sentencias de segunda instancia, no son susceptibles de aclarar, ya que no existe recurso ordinario alguno en contra de éstas, sino que se deben de recurrir por medio de Amparo Directo, tratando la quejosa de forma dolosa confundir a sus Usías al tratar de hacer creer que la aclaración de una sentencia es un recurso ordinario.
Cabe precisar, que si bien es cierto que en contra de una sentencia definitiva dictada en segunda instancia, no existe recurso ordinario para recurrirla y  solamente procede el juicio de Amparo Directo, también lo es que la aclaración de una sentencia NO ES UN RECURSO como de forma errónea y dolosa lo refiere la quejosa, sino que es una herramienta que el legislador proporcionó tanto a los litigantes como a los Juzgadores, para aclarar cuestiones que las sentencias contengan sobre puntos discutidos en el litigio.
Asimismo, resulta ABSURDO que la quejosa se duela del hecho que no se le dio vista con la aclaración solicitada, toda vez que como ustedes CC. Magistrados saben, el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, no contempla ni ordena que cuando se solicite la aclaración de una sentencia o auto, se deba de dar vista a la parte contraria, siendo que la responsable se encuentra legalmente impedida para modificar las reglas del procedimiento, de ahí que resulta improcedente entre otras cosas, el concepto de violación que se contesta.

Ahora bien, por lo que refiere la quejosa en el sentido de que si la sentencia señalada como acto reclamado le paraba perjuicio a mi representada, supuestamente se debió de haber recurrido mediante Amparo Directo, cabe hacer notar que dicha afirmación de la quejosa resulta aberrante, absurda y contraria a derecho, ya que es sabido que una sentencia dictada en ejecuta de amparo, NO procede nuevamente el amparo, que esta lo que comúnmente en el ámbito jurídico se denomina como amparo contra amparo, improcedencia que se encuentra contemplada en el artículo 73 fracción IV de la Ley de Amparo.
Por lo anterior, es que se debe de declarar IMPROCEDENTE el presente juicio de garantías y en consecuencia, se debe de sobreseer el mismo al no ser conforme a derecho y actualizarse de forma notoria las causales de improcedencia ya referidas, amén de que el concepto de violación que se contesta, resulta infundado e improcedente y por ello y solo para el caso de que no se sobresea el presente juicio, se deberá de negar la concesión del amparo solicitado por la quejosa.

2.- Por lo que respecta al SEGUNDO concepto de violación esgrimido por la quejosa, resulta por una parte INATENDIBLE e INFUNDADO y por otra resulta IMPROCEDENTE. Resulta in atendible e infundado, en virtud de que al inicio de dicho concepto de violación, la quejosa refiere que para que se de la aclaración de la sentencia, se deben de cumplir con ciertos requisitos, mismos que mi representada cumplió en su totalidad, ya que la aclaración de la sentencia que señala como acto reclamado en el presente juicio de garantías, fue presentada en tiempo y forma y no como de forma dolosa pretende hacerles creer al no mencionar la fecha de presentación de mi aclaración sino que solamente refiere la fecha en la que salió publicada la misma para tratar de confundir a sus Usías al tratar de hacer creer que se presento de forma extemporánea, tal y como pretende cuadrarlo en el inciso marcado con la letra “b” del concepto de violación correlativo que se contesta.

Por otra parte, resulta IMPROCEDENTE, ya que en el mismo concepto de violación la hoy quejosa alega cuestiones inherentes al fondo de la litis, tales como el supuesto hecho de la fecha de mora, aduciendo cuestiones de la demanda del juicio hipotecario y demás actuaciones que YA FUERON JUZGADAS POR ESTE H. TRIBUNAL EN EL AMPARO DIRECTO NÚMERO 187/2012, POR LO QUE NO S ENCONTRAMOS FRENTE A UNA COSA JUZGADA AL HABER SIDO RESUELTA YA EN JUICIO DIVERSO, MOTIVO POR EL CUAL ESTE TRIBUNAL SE ENCUENTRA LEGALMENTE IMPEDIDO PARA VOLVER A ENTRAR AL ESTUDIO DE ARGUMENTOS QYE YA FUERON ESTUDIADOS Y JUZGADOS EN EL AMPARO DIVERSO YA MENCIONADO.
A mayor abundamiento, la sentencia de amparo dictada en el juicio de garantías 187/2012 que concedió el amparo a la hoy quejosa y que dio origen al dictado de la sentencia que hoy constituye el acto reclamado, es en el sentido de la el amparo y protección de la justicia de la unión fue para el EFECTO DE QUE LA RESPONSABLE DEJARA INSUBSISTENTE EL ACTO RECLAMADO Y EN SU LUGAR, DICTARA UNA NUEVA SENTENCIA EN LA QUE REITERARA TODO LO QUE NO FUE MOTIVO DE CONCESIÓN DE AMPARO Y RESPECTO AL PAGO DE COSTAS SE CIÑERA A LA PARTE FINAL DEL ÚLTIMO CONSIDERANDO DE DICHA EJECUTORIA Y HECHO LO ANTERIOR RESOLVIERA LA RESPONSABLE COMO PROCEDIERA.

Lo anterior, denota la mala fe y el dolo de la quejosa al utilizar la figura del amparo como un medio para dilatar la impartición de justicia.

Por otro lado y con independencia de que el juicio de amparo no es la vía correcta para atacar lo que refiere la hoy quejosa, me permito manifestar que con la aclaración de la sentencia dictada en cumplimiento a la ejecutoria de ampara, de ninguna forma la responsable se encuentra revocando sus determinaciones y mucho menos se modifica la esencia de la resolución.

Ahora bien y estando en el supuesto sin conceder de que la aclaración de la sentencia que hoy constituye el acto reclamado, le parar perjuicio a la hoy quejosa, cabe precisar que el Amparo Directo NO es la vía correcta para recurrir dicha cuestión, motivo por el cual se deberá de declarar improcedente el presente amparo y en consecuencia sobreseer el mismo.

3.- Respecto al TERCER concepto de violación esgrimido por la quejosa, cabe manifestar que el mismo además de ser improcedente e infundado, resulta ser DOLOSO y con MALA FE, ya que la quejosa se duele medularmente del hecho de que la responsable, mediante proveído de fecha 25 de Junio de 2012 aclaró la sentencia de fecha 14 de junio de 2012 que constituye el acto reclamado en el presente juicio y que la misma fue dictada en cumplimiento a la ejecutoria de amparo dictada en el juicio de garantías 187/2012, sin embargo, la quejosa de forma dolosa y mañosa, OMITE PRECISAR A ESTE TRIBUNAL, QUE LA RESPONSABLE POSTERIORMENTE Y A PETICIÓN DE ESTE ÓRGANO COLEGIADO, ACLARÓ DICHA RESOLUCIÓN MEDIANTE AUTO DE FECHA 13 DE JULIO DE 2012, CON EL CUAL ESTE TRIBUNAL COLEGIADO TUVO POR CUMPLIDA LA EJECUTORIA DE AMPARO, auto en el que no se hace referencia al auto de fecha 10 de enero de 2012 como de forma errónea lo refiere mi contraria.
De ahí que el concepto de violación que se contesta, no es acorde a la realidad, ya que omite precisar que la sentencia que constituye el acto reclamado fue aclarada de forma correcta mediante proveído de fecha 13 de Julio del año en curso, denotando con esto, el dolo y la mala fe de la impetrante de garantías al manifestar los hechos a medias con la plena intención de seguir dilatando la impartición de justicia como lo ha venido haciendo.

Amén de lo anterior, se vuelve a reiterar que estando en el supuesto sin conceder de que le parara perjuicio a la quejosa la aclaración de sentencia, el amparo directo no es ni el medio ni la vía para inconformarse con dicha cuestión, motivo por el cual, se deberá de declarar improcedente el presente juicio de garantías y en consecuencia, se le deberá de negar la concesión del amparo solicitado por la recurrente.

4.- Por lo que hace al CUARTO concepto de violación esgrimido por la quejosa, el mismo resulta improcedente al igual que el juicio de amparo en que se actúa, ya que dicho concepto de violación lo hace consistir en cuestiones de fondo de la litis del juicio especial hipotecario de origen, cuestiones que ya fueron juzgadas por ustedes CC. Magistrados en el amparo número 187/2012 promovido por la misma quejosa, por lo que estamos ante una COSA JUZGADA y por ende, al no ser materia de amparo dicho concepto de violación, este Tribunal se encuentra legalmente impedido para volver a estudiar y Juzgar lo que ya fue resuelto. 

Por lo anteriormente expuesto, ustedes CC. Magistrados deberán de declarar procedentes y fundadas las causales de IMPROCEDENCIA que se hacen valer en el presente libelo y en consecuencia, se deberá de sobreseer el presente juicio de garantías por ser notoriamente improcedente, o en su caso, se deberá de negar la concesión del amparo solicitado por la quejosa.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente pido se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, apersonándome al presente juicio y señalando domicilio y autorizando profesionistas para los fines precisados en el presente escrito.


SEGUNDO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, expresando en nombre de mi representada, las alegaciones que se hacen valer en el presente libelo.

TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan sobreseer el presente juicio o en su caso, negar el amparo y protección de la Justicia Federal a la hoy quejosa, para los efectos legales a que haya lugar.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a 24 de agosto de 2012.

QUEJOSA: SANDRA SOTO CRUZ

TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A.

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO

FINANCIERO BANORTE.

AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA: MAGISTRADOS DE LA QUINTA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 

DISTRITO FEDERAL.

AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENADORA: JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO

DE LO CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

AMPARO DIRECTO: 616/2012

CC. MAGISTRADOS DEL H. DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO

EN MATERIA CIVIL, DEL PRIMER CIRCUITO.


MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderada Legal del Tercero Perjudicado Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, personalidad que acredito con la copia certificada del instrumento notarial número 47,050, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el ubicado en frontera número 32, interior 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con cédula profesional número 4402398, VICTOR HUGO FLORES RAMÍREZ con cédula profesional número 6207316, y de acuerdo al penúltimo párrafo del precepto legal antes señalado la pasante en derecho la C. ANGELICA MUÑOZ BENITEZ Y JOSE LUIS IBARRA LIMONES, ante Ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a formular en nombre de mi representada respecto a los infundados e improcedentes conceptos de violación esgrimidos por la Quejosa, dentro del juicio de amparo promovido en contra del auto ACLARATORIO de la Sentencia de fecha 14 de Junio de 2012, dictada por la autoridad responsable ordenadora, resolución que fue dictada en CUMPLIMIENTO A LA EJECUTORIA DEL AMPARO 187/2012, recalcando que dicho auto FORMA PARTE ÍNTEGRA DE LA SENTENCIA ANTES MENCIONADA expresando desde este momento las siguientes:

ALEGACIONES

ADDENDUM
Causales de Improcedencia.
Es importante hacer notar a Ustedes CC. Magistrados, que en el presente juicio de garantías se actualizan 4 causales de improcedencia contempladas en la Ley de Amparo, en específico la fracción II, III, IV y XII (con concordancia con el artículo 165 de la misma legislación) del artículo 73 de la ley antes mencionada, ya que el presente juicio de amparo se esta promoviendo contra una resolución dictada en cumplimiento a una ejecutoria de amparo diverso, YA QUE COMO ES SABIDO, EL AUTO ACLARATORIO DE UNA SENTENCIA FORMA PARTE ÍNTEGRA DE LA MISMA, por lo que nos encontramos ante la causal de improcedencia contemplada en la fracción IV del artículo antes mencionado a la cual también denominada en la práctica jurídica como de AMPARO CONTRA AMPARO, lo cual a todas luces es improcedente y contrario a derecho, ya que el acto reclamado por la hoy quejosa, consiste en un acto que es materia de una ejecutoria de amparo, ya que como se desprende de autos, la quejosa promueve juicio de amparo y señala como acto reclamado, el auto de fecha 13 de Julio de 2012, mismo que ACLARA la sentencia dictada en cumplimiento a la ejecutoria dictada en el juicio de amparo 186/2012, mismo que se resolvió ante este H. Tribunal, haciendo notar que al ser el auto aclaratorio parte íntegra de la sentencia, es como si se promoviera el ampàro ante ésta, lo que denota la flagrante e inminente causal de improcedencia, motivo por el cual, Ustedes CC. Magistrados deberá de sobreseer el presente juicio de amparo al actualizarse la causal de improcedencia antes citada.

Asimismo como se ha precisado con antelación, se actualiza la causal de improcedencia contemplada en la fracción II del artículo 73 de la Ley de Amparo, ya que el presente juicio de amparo, es en contra de la ejecución de una resolución de amparo, ya que la quejosa esta señalando como acto reclamado el auto de fecha 13 de Julio de 2012, mismo que aclara la sentencia dictada por la responsable en cumplimiento a la sentencia dictada en el amparo 186/2012 por este H. Tribunal, situación que de igual forma resulta improcedente, ya que al formar el acto reclamado parte íntegra de la sentencia dictada en cumplimiento al amparo, siendo que dicha aclaración, es dictada respecto de la sentencia por medio de la cual se ejecutó la resolución dictada en el amparo antes referido (186/2012).
Por otra parte, se actualiza la causal de improcedencia referida en la fracción  XII del artículo 73 de la Ley de Amparo, toda vez que dicho amparo fue presentado de forma extemporánea, ya que al haber interpuesto la hoy quejosa su amparo como indirecto cuando se trata de un amparo directo por tratarse de un auto aclaratorio de sentencia que forma parte íntegra de la misma, es evidente que su presentación incorrecta ante el Juzgado de Distrito, DE NINGUNA MANERA INTERRUMPE EL TÉRMINO CONCEDIDO POR LA LEY DE AMPARO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL MISMO, situación que se robustece con lo establecido en el artículo 165 de la ley de la materia, motivo por el cual y toda vez que transcurrieron mas de 15 días entre el día que surtió efectos el acto reclamado y el día en que este H. Tribunal recibió dicho amparo, es a todas luces EXTEMPORÁNEO.

Sirve de apoyo a lo anteriormente vertido, la siguiente tesis que es aplicable al caso concreto por analogía y que a la letra dice:

Octava Época

Registro: 229978

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 II, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de 1988

Materia(s): Administrativa

Tesis: 

Página:   209

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO PRESENTADA ANTE LOS JUZGADOS DE DISTRITO COMO JUICIO DE GARANTIAS INDIRECTO (INTERPRETACION DEL ARTICULO 165 DE LA LEY DE AMPARO).

El artículo 165 de la Ley de Amparo previene que no se interrumpirán los términos a que se refieren los numerales 21 y 22 del propio ordenamiento cuando se presente la demanda de amparo directo, ante autoridad distinta de la responsable. Siendo la autoridad responsable una de las Salas del Tribunal Fiscal de la Federación y habiéndose presentado directamente la demanda de amparo ante los Juzgados de Distrito (autoridad distinta de la responsable), se actualizan los supuestos contemplados en el referido precepto porque el conocimiento del asunto le corresponde a un Tribunal Colegiado por impugnarse una resolución definitiva que puso fin a un juicio de nulidad, y en los términos de los artículos 44 de la invocada ley procesal, el juicio de garantías directo debe tramitarse de conducto de la autoridad responsable. En estas condiciones, si la quejosa a pesar de tratarse de una resolución de sobreseimiento decretado por la Sala Fiscal, presenta su demanda de garantías en contra de dicha resolución, ante los Juzgados de Distrito, se ubica en la hipótesis del artículo 165 en comento; esto es, esa presentación no interrumpe los términos para la promoción de la demanda de amparo, a que se refieren los artículos 21 y 22 de la ley de la materia. Para dar apoyo a estas consideraciones conviene referirse a diversa tesis sostenida por este tribunal, publicada en el Informe de labores correspondiente al año de 1986, Tercer Parte, página 99 con el rubro: "Demanda de amparo promovida en la vía directa por conducto de la responsable. Fecha de presentación cuando resulta competente un juez de distrito para conocer de ella. Interpretación del artículo 165 de la Ley de Amparo según texto vigente a partir de las reformas publicadas en el mes de enero de 1984, y en esta ejecutoria se interpreta el mismo numeral, (aun cuando la tesis en cita interpretar el artículo 165 reformado en 1984 y en esta ejecutoria interpreta el mismo numeral, pero reformado por decreto que entró en vigor en 1988, sustancialmente ambos preceptos disponen lo mismo en cuanto a que no se interrumpen los términos para la oportunidad de la demanda de amparo directo, ante autoridad distinta de la responsable).- Ahora bien, la tesis de que se trata se refiere a la presentación de demandas de amparo de naturaleza indirecta, cuyo conocimiento corresponde a Juzgados de Distrito, y sostiene que aun cuando se presenten ante la autoridad responsable y más tarde se remitan a un Juzgado de Distrito porque a él corresponde su conocimiento, debe tenerse como fecha de presentación aquella en que la recibió la responsable, porque precisamente las reformas introducidas al artículo 165 de la Ley de Amparo tuvieron como finalidad la de modificar el sistema de promoción del amparo directo, pero no la del indirecto; por lo tanto, los supuestos del multicitado artículo 165 de la Ley de Amparo, se actualizan cuando se tramitan únicamente amparos directos ante autoridad distinta de la responsable, mas no cuando se promueven juicios de garantías indirectos ante las autoridades responsables y como en el caso que nos ocupa, se presentó una demanda de amparo directo ante los Juzgados de Distrito, dicha presentación no interrumpe los términos a que se refieren los artículos 21 y 22 de la Ley de Amparo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 1163/88. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 15 de noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: María Guadalupe Saucedo Zavala.

En otro orden de ideas, también se actualiza la causal de improcedencia contemplada en la fracción III de la Ley de Amparo, ya que al ser el auto aclaratorio de la sentencia de fecha 14 de Junio de 2012 dictada por la Quinta Sala Civil en cumplimiento a la ejecutoria de amparo dictada en el amparo directo 186/2012, es evidente que dicho auto que constituye el acto reclamado, FORMA PARTE ÍNTEGRA DE LA SENTENCIA, RECALCANDO QUE EN LA ACTUALIDA, EXISTE PENDIENTE DE RESOLVERSE, UN AMPARO DIRECTO PROMOVIDO POR LA MISMA QUEJOSA Y EN CONTRA DE LA MISMA SENTENCIA YA REFERIDA, AMPARO QUE SE ENCUENTRA RADICADO ANTE ESTE H. TRIBUNAL, BAJO EL NÚMERO 574/2012, de ahí que se actualiza la causal de improcedencia en comento, y por ende, debe de ser sobreseído el presente juicio de garantías.

Por lo anterior y atendiendo a que dichas causales de improcedencia son NOTORIAS y NO dejan duda sobre las mismas y a efecto de no generar un desgaste innecesario entre las partes, así como para no dilatar la impartición de justicia y no utilizar el juicio de amparo como una táctica para retrasar un procedimiento como acontece en el caso concreto por parte de la quejosa, ustedes CC. Magistrados deberán de SOBRESEER el presente juicio de garantías tal y como lo dispone el artículo 74, fracción III de la Ley de Amparo, sobreseimiento que se debe de dar de forma inmediata, ya que no tiene razón de ser la continuación de un juicio que de forma directa y precisa evidencia causales NOTORIAS de improcedencia.

Por otra parte y AD CAUTELAM, en vía de alegaciones vengo a realizar las siguientes manifestaciones respecto al infundado e improcedente concepto de violación esgrimido por la hoy quejosa.

La hoy quejosa alude medularmente en su único concepto de violación, cuestiones inherentes a la aclaración de sentencia efectuado por la Quinta Sala Civil, aclaración que como se ha mencionado, forma PARTE ÍNTEGRA DE LA SENTENCIA DE FECHA 14 DE JUNIO DE 2012, DICTADA EN CUMPLIMIENTO A LA EJECUTORIA DE AMPARO, ESTO ES QUE DICHA SENTENCIA ASÍ COMO EL AUTO ACLARATORIA AL FORMAR PARTE DE LA MISMA, SON ACTOS DICTADOS EN EJEUCIÓN DE UNA SENTENCIA DE AMPARO, MOTIVO POR EL CUAL RESULTA POR DEMÁS IMPROCEDENTE EL PRESENTE JUICIO.

Ahora bien, cabe recalcar que las cuestiones inherentes a una ejecutoria de amparo por parte de la autoridad responsable, NO ES UNA CUESTIÓN QUE SE RESUELVE MEDIANTE UN JUICIO DE AMPARO, YA QUE NO ES LA VÍA NI EL MEDIO DE DEFENSA PARA TAL EFCETO, cuestión que al parecer desconoce en demasía la hoy quejosa, ya que como se ha precisado, no procede promover un juicio de garantías en contra de actos dictados en ejecución de una sentencia de amparo, lo cual es totalmente improcedente, tal y como lo dispone el artículo 73, fracción II de la Ley de Amparo.
Cabe recalcar a ustedes CC. Magistrados que integran el presente Tribunal Colegiado, que el auto aclaratorio que forma parte íntegra de la sentencia ya aludida y que resulta ser el acto reclamado por la quejosa, fue dictado en virtud de que éste órgano Colegiado, LE SOLICITÓ DICTARA EL MISMO YA QUE CON EL AUTO QUE ANTERIORMENTE HABÍA DICTADO, NO TENÍA POR CUMPLIDA LA EJECUCTORIA DE AMPARO, MOTIVO POR EL CUAL, SUS USÍAS REQUIRIERAN A LA HOY RESPONSABÑE PARA QUIE VOLVIERA A DICTAR UN NUEVO AUTO SIN QUE HICIERA REFERENCIA AL PROVEÍDO  DE FECHA 10 DE ENERO DE 2012, YA QUE EL MISMO HABÍA QUEDADO INSUBSISTENTE POR LA CONCESIÓN DEL AMPARO EN EL JUICIO RADICADO ANTE ESTE TRIBUNAL, BAJO EL EXPEDIENTE 187/2012, con lo que se vuelve a confirmar que el presente juicio de amparo, NO es la forma idónea de recurrir dicha aclaración de sentencia en caso de que existiera algún perjuicio en contra de la hoy quejosa.

Por lo anteriormente expuesto, ustedes CC. Magistrados deberán de declarar procedentes y fundadas las causales de IMPROCEDENCIA que se hacen valer en el presente libelo y en consecuencia, se deberá de sobreseer el presente juicio de garantías por ser notoriamente improcedente, o en su caso, se deberá de negar la concesión del amparo solicitado por la quejosa.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente pido se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, apersonándome al presente juicio y señalando domicilio y autorizando profesionistas para los fines precisados en el presente escrito.


SEGUNDO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, expresando en nombre de mi representada, las alegaciones que se hacen valer en el presente libelo.

TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan sobreseer el presente juicio o en su caso, negar el amparo y protección de la Justicia Federal a la hoy quejosa, para los efectos legales a que haya lugar.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a 18 de septiembre de 2012.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010

PLANILLA DE ACTUALIZACIÓN DE INTERESES

ORDINARIOS Y MORATORIOS U SU RESPECTIVO

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y CUANTIFICACIÓN

DE COMISIONES Y SU RESPECTIVO IMPUESTO AL

VALOR AGREGADO.
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, vengo a solicitar a su Señoría se sirva regularizar el procedimiento, toda vez que mediante auto de fecha 8 de agosto de 2013, se ordenó dar vista a los codemandados con el Incidente en que se actúa, sin embargo, tal y como se desprende de autos, se ha dejado de actuar por mas de 6 meses, motivo por el cual y a efecto de evitar futuras nulidades, solicito a Usía que en vía de regularización y atendiendo a lo establecido por el artículo 114 fracción III del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se sirva ordenar se notifique en forma personal a los codemandados de la reanudación del procedimiento así como de la interposición del Incidente al rubro citado.

Cabe precisar que al codemandado Jaime Martínez Peña, le surten las notificaciones aún las de carácter personal, por medio de Boletín Judicial y por lo que respecta a la codemandada Sandra Soto Cruz, solicito que a la misma se le notifique en su domicilio procesal, siendo éste el ubicado en Avenida Baja California número 255, Edificio B, Piso 9, Colonia Hipódromo Condesa, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06100, en México Distrito Federal. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ

México, Distrito Federal a 27 de agosto de 2013.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010

PLANILLA DE ACTUALIZACIÓN DE INTERESES

ORDINARIOS Y MORATORIOS U SU RESPECTIVO

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y CUANTIFICACIÓN

DE COMISIONES Y SU RESPECTIVO IMPUESTO AL

VALOR AGREGADO.
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito y vista la razón actuarial de fecha 19 de septiembre de 2013, de la que se desprende que el domicilio que la codemandada Sandra Soto Cruz señalo para oír y recibir notificaciones en el presente juicio, actualmente se encuentra vacío y se negaron a recibir la notificación en dicho domicilio, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 113 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, solicito a su Señoría se sirva decretar que a dicha codemandada le surten las notificaciones aún las de carácter personal por medio de Boletín Judicial, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anterior, solicito se sirva decretar que la notificación personal ordenada en proveído de fecha 29 de agosto de 2013 con relación al auto de fecha 8 de agosto del año en curso, le surte a los codemandados por medio de Boletín Judicial, ya que al codemandado Jaime Martínez Peña, le surten las notificaciones aún las personales por medio de Boletín Judicial, tal y como esta ordenado en autos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ

México, Distrito Federal a 25 de Septiembre de 2013.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010

PLANILLA DE ACTUALIZACIÓN DE INTERESES

ORDINARIOS Y MORATORIOS U SU RESPECTIVO

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y CUANTIFICACIÓN

DE COMISIONES Y SU RESPECTIVO IMPUESTO AL

VALOR AGREGADO.
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito y toda vez que ha transcurrido en exceso el término concedido a los codemandados para realizar cualquier manifestación respecto al Incidente al rubro citado, solicito a su Señoría se sirva declarar precluido el derecho que tuvieron para tal efecto y en consecuencia, se sirva dictar la Sentencia Interlocutoria correspondiente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ

México, Distrito Federal a 8 de Octubre de 2013.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010

PLANILLA DE ACTUALIZACIÓN DE INTERESES

ORDINARIOS Y MORATORIOS U SU RESPECTIVO

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y CUANTIFICACIÓN

DE COMISIONES Y SU RESPECTIVO IMPUESTO AL

VALOR AGREGADO.

C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Avenida Oaxaca número 72, despacho 603 y 604, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos, a los Licenciados en Derecho José Fernando Betancourt Cervera y Víctor Hugo Flores Ramírez, así como a los Pasantes de Derecho los CC. Angélica Muñoz Benítez y José Luis Inarra Limones, ante Usted con debido respecto comparezco y expongo:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil con fundamento en lo dispuesto por los artículos 688, 692, 692 bis, 714 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer Recurso de Apelación de tramitación inmediata, en contra de la Sentencia Interlocutoria de fecha 18 de octubre de 2013, dictada en el Incidente al rubro citado , señalando como constancias para integrar el testimonio de apelación respectivo, todo lo actuado en este Incidente así como en el juicio principal, expresando desde éste momento de mi parte los siguientes:
AGRAVIOS

PRIMER AGRAVIO


FUENTE DE AGRAVIO.- La Sentencia Interlocutoria de fecha 18 de octubre de 2013 dictada por el A quo y que resolvió el Incidente al rubro citado.


PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81, 402, 403 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como el artículo 68 de la Ley  General de Instituciones de Crédito.


CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada la Sentencia Interlocutoria de fecha 18 de octubre de 2013 dictada por el A quo, en virtud de que la misma es incongruente y contraria a derecho, toda vez que de forma errónea, resuelve que la cantidad cuantificada por concepto de Impuesto al Valor Agregado (IVA) sobre los intereses ordinarios y moratorios cuantificados y condenados en dicha sentencia, supuestamente es errónea y en consecuencia si bien es cierto condenó por dichos conceptos, también lo es que condenó por una cantidad inferior a la reclamada y cuantificada, basándose en el supuesto de que según la cuantificación efectuada en el estado de cuenta certificado por Contador Público facultado para tal efecto y que cumple con los requisitos del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito y que por si solo hace prueba plena en juicio, era incorrecta.


Lo anterior, denota el error y el deficiente análisis y estudio por parte del A quo respecto a dicho estado de cuenta certificado, ya que como se desprende de la sentencia que por este medio se recurre, el Juez de origen refiere que la cantidad que debe de condenar por concepto de IVA es menor a la reclamada, basando su errónea resolución en una operación aritmética consistente en multiplicar el total de los intereses ordinarios y moratorios respectivamente cuantificados y aprobados en dicha resolución, por el 15% de iva, sin embargo, el A quo pasa desapercibido que el porcentaje de IVA a partir del mes de enero de 2010, el porcentaje es del 16%, motivo por el cual los dicho impuesto se calculó por lo que respecta al periodo comprendido del 4 de octubre de 2008 al 3 de diciembre de 2011 sobre la tasa del 15%, pero a partir de enero de 2010 se calculó sobre la tasa del 16%, situación que se recalcó en el estado de cuenta certificado en diversas notas asentadas por el contador público que elaboro el mismo, tal y como se puede desprender en las fojas 6,7,8, así como en el anexo “A” de dicho estado de cuenta, en las que precisó que el IVA se calculaba a partir de enero de 2010 a razón del 16% atendiendo al decreto de fecha 7 de diciembre de2009 publicado en el Diario Oficial de la Federación.


Derivado de lo anterior, es evidente que el A quo no tomo esa parte en consideración y en consecuencia, al hacer éste sus cuentas y multiplicar el total de los intereses cuantificados en dicho estado de cuenta, por el 15% de IVA, es evidente que le da un resultado menor al reclamada y cuantificado, esto en virtud de que paso desapercibido que a partir de 2010 el IVA era sobre una tasa del 16% de ahí que se deriva el deficiente estudio, análisis y valoración del estado de cuenta certificado exhibido por mi representada y por ende, lo incongruente del fallo que por este medio se recurre.

Por lo anterior, es que resulta procedente que ustedes CC. Magistrados declaren fundado y procedente el presente agravio y en consecuencia, se ordene la modificación y/o revocación de la Sentencia Interlocutoria que se recurre, a efecto de que se condene a los codemandados al pago de la cantidad de $146,066.32 por concepto de Impuesto al Valor Agregado sobre los Intereses Ordinarios generados en el periodo comprendido del 4 de octubre de 2008 al 25 de junio de 2013, así como al pago de la cantidad de $326,066.61, por concepto de Impuesto al Valor Agregado sobre los Intereses Moratorios generados en el periodo comprendido del 4 de octubre de 2008 al 25 de junio de 2013, para los efectos legales a que haya lugar.

SEGUNDO AGRAVIO

FUENTE DE AGRAVIO.- La Sentencia Interlocutoria de fecha 18 de octubre de 2013 dictada por el A quo y que resolvió el Incidente al rubro citado.


PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81, 402, 403 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como el artículo 68 de la Ley  General de Instituciones de Crédito.


CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada la Sentencia Interlocutoria de fecha 18 de octubre de 2013 dictada por el A quo, en virtud de que la misma es incongruente y contraria a derecho, toda vez que de forma errónea, resuelve NO APROBAR la suma por concepto de comisiones que se reclamaron en el Incidente en que se actúa, así como el Impuesto al Valor Agregado sobre dichas comisiones, aduciendo en el penúltima párrafo del único considerando, que no era de aprobarse dichas cantidades, atendiendo a que  del documento base se desprendía que dichas comisiones se aplicarían a cada pago mensual no efectuado y no así a la totalidad del adeudo.


Lo anterior denota, el deficiente estudio por parte del A quo respecto al estado de cuenta certificado por contador público facultado y sobre el cual se baso el Incidente de referencia, ya que como podrán percatarse de la simple lectura del mismo, en específico del anexo “A”, el contador facultado por mi poderdante, desgloso y cuantificó mes por mes, el importe por concepto de comisiones de cada pago mensual no efectuado, recalcando que los pagos mensuales se integran con la amortización de capital y el pago de intereses ordinarios, tal y como se desprende del contrato base de la acción, siendo que en el caso concreto, que la base sobre la que se determinó la comisión de cada pago mensual no efectuado, fue precisamente sobre la suma de la amortización a capital y el monto de intereses ordinarios de cada mes y no como de forme errónea e incongruente lo refiere el A quo.


Lo anterior se corrobora del anexo “A” del estado de cuenta, en específico en la columna denominada como “Total pago mensual base para la determinación de la comisión por cobranza”, la cual como se observa, se integra de la suma de la columna identificada como “Amortización de Capital” y la columna identificada como “Intereses Ordinarios Determinados”, y no como de forma errónea lo refiere el A quo al precisar que supuestamente la comisión se esta cobrando sobre la totalidad del adeudo, situación que es falsa y no es acorde a la realidad, ya que como se ha precisado, la base que se toma para determinar dichas comisiones es con la suma de la amortización de capital y de los intereses ordinarios mensuales, SIN que se incluyan los intereses moratorios, el Impuesto al Valor Agregado ni ningún otro concepto, ya que como se pactó en el contrato de crédito, las amortizaciones mensuales se integran con el pago de capital y los intereses ordinarios mensuales, siendo sobre estos conceptos, sobre los cuales se cuantificaron las cantidades que se reclaman por concepto de comisiones.


Por lo anterior, es que ustedes CC. Magistrados deben de declarar procedente y fundado el agravio que se hace valer y en consecuencia, ordenar la revocación y/o modificación de la resolución que por este medio se combate, a efecto de que se condene a los enjuiciados al pago de las cantidades reclamadas y cuantificadas por concepto de comisiones, así como de IVA sobre dichas comisiones, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la que me ostento, señalando domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores en esta instancia, así como por autorizados a los profesionistas que se precisan en el proemio del presente escrito.


SEGUNDO.- Con las copias simples de traslado del presente escrito que se exhiben, se de vista a los codemandados a efecto de que manifiesten lo que a su derecho convenga.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, debiendo de declarar procedentes y fundados los agravios que se hacen valer en el presente recurso, para los efectos legales a que haya lugar.

PROTESTO LO NECESARIO

MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a 24 de octubre de 2013.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE. 

VS

JAIME MARTÍNEZ PEÑA Y OTRA

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 1336/2010
C. JUEZ VIGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL

RICARDO SERRANO MORAN, en mi carácter de Apoderado Legal de Banco Mercantil del Norte S.A. Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, personalidad que acredito en términos del instrumento notarial número 34.492, mismo que agrego al presente escrito en copia certificada como ANEXO UNO, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, vengo en nombre de mi representada a desistirme de la acción, en virtud de que los codemandados han liquidado a mi representada el adeudo existente derivado del presente juicio, por lo que solicito se ordene archivar el presente asunto como juicio concluido y en consecuencia, se ordene la devolución de los documentos base de la acción.

Por lo anteriormente expuesto, 

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

RESPETUOSAMENTE
RICARDO SERRANO MORAN

MÉXICO, Distrito Federal a 20 de mayo de 2014.
